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que todo lo que hace es legal. No dé por sentado que, por el hecho de que una obra se considere de dominio público para los usuarios de 
los Estados Unidos, lo será también para los usuarios de otros países. La legislación sobre derechos de autor varía de un país a otro, y no 
podemos facilitar información sobre si está permitido un uso específico de algún libro. Por favor, no suponga que la aparición de un libro en 
nuestro programa significa que se puede utilizar de igual manera en todo el mundo. La responsabilidad ante la infracción de los derechos de 
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INSI AS visitas generales y semanarias de cár- 
124 Ga) celes, que en cumplimiento de la ley prac- 
FF tica esta Suprema Corte con la mas exacta 

ica puntualidad, han producido en su ánimo 
HE) el íntimo convencimiento de que los abu- 

sos que hoy se cometen contra la libertad individual de 
las personas de ambos sexos de la clase menos acomoda- - 
da de nuestra sociedad, que forma los dos tercios, 6 qui~- 
zá las tres cuartas partes de la poblacion del Distrito, ‘no 
solo han hecho ilusorio ese precioso derecho que 4 todos 
los mexicanos sin distincion de clases ni personas conce- 
den y aseguran las leyes, sino que las tienen sometidas 4 


eee, ome 
un régimen de opresion y arbitrariedad tanto menos re- 
mediable, cuanto que afecta solo 4 una clase de la socie- 
dad, que si bien es la mas numerosa, es igualmente la mas 
destituida del conocimiento de sus derechos, y de los me- 
dios de hacerlos valer por su rudeza é ignorancia, por la 
dificultad de su acceso 4 las autoridades de mas categoría, 
por la distancia que la separa de la clase mas acomodada, 
con la que si estuviera en contacto, podria comunicar sus 
padecimientos, y obtener en ellos algun alivio, y por su 
falta de recursos. | 
, Hoy son reducidas 4 prision las personas de esta clase 
por una infinidad de agentes: son recibidas en las cárce- 
les sin requisito alguno previo, ni concomitante: son de- 
tenidas en ellas por tiempo indefinido sin conocimiento 
ni noticia de autoridad alguna, ni aun de las mas subal- 
ternas: son juzgadas y sentenciadas de una manera clan- 
destina que excuse y evite la revision de los fallos, que 
por lo comun son concebidos en términos, que concluida 
la condena no pueda el sentenciado recobrar la libertad, 
sino. 4 expensas de una prestacion pecuniaria, que se ve 
obligado á hacer á pesar de la imposibilidad en que para 
ello le ha puesto su misma detencion, si no quiere conti- 
- nuar en ella por un tiempo indefinido, y hoy en suma, 
Sr. Exmo., es verdaderamente lamentable y digna de com- 
pasion y de remedio la suerte de esta clase infeliz; y este 
juicio que la Suprema Corte de justicia ha formado por 
lo que ha visto, la obliga en cumplimiento de su deber á 
ponerlo en conocimiento del Exmo. Sr. presidente de la 
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República, por el apreciable conducto de Y. E., para que 
se sirva dictar las providencias que fueren de su resorte; 
6 iniciar las necesarias del poder legislativo para reme- 
diar esos males, que bien pueden llamarse tamaños, por- 
que pueden causar la ruina, ó la depravacion de muchas 
gentes, que no por ser de la última clase son menos acree- 
doras á la proteccion de las leyes y del gobierno. 

Mas para que este juicio no se tenga por exagerado, y 
su expresion por una vaga declamacion, V. E. no llevará 
4 mal que esta Suprema Corte le presente reunidas bajo 
un punto de vista todas las disposiciones legales, con ar- 
reglo á las cuales debe procederse en la materia de pri- 
sion de los mexicanos, y le haga en seguida una ligera 
reseña de los hechos mas notables que ha observado en 
abierta contradiccion, presentándole á un tiempo el hecho 
y el derecho del asunto. 

«Nadie, dice el artículo 150 de la constitucion federal, 
podrá ser detenido sin que haya semiplena prueba ó indi- 
cio de que es delincuente, y el 151 añade, que ninguno será 
detenido por indicios mas de sesenta horas.” Tal es el de- 
recho constitucional de todos los mexicanos, y su uso: y 
aplicacion 4 los casos particulares debe verificarse con 
arreglo á las leyes secundarias que lo han desarrollado yy 
reglamentado, y estas por el artículo 145 de la de 23; 
de Mayo de 1837, (que está vigente por el artículo 3.° 
del decreto de 2 de Setiembre de 1846) son las que re- 
. gian en la nacion antes de la constitucion de 1824. 

En aquella época, la nacion era regida por la constitu-' 


a) e 
cion española y por las leyes de los códigos y de las cor- 
tes de España; y si bien aquella dejó de ser constitucion 
luego que México se dió la suya, porque una nacion no 
puede tener dos constituciones; mas no por eso perdieron 
tambien su fuerza y vigor aquellas disposiciones particu- 
lares, que aunque comprendidas en la constitucion, no 
tienen conexion con la forma de gobierno que ella esta- 
blecia, que hablaban solo de derechos de las personas, y 
que habian sido ademas reiteradas en las leyes secunda- 
rias, que versaban sobre esos objetos, y tal es el artículo 
287 de la constitucion española, que dice así: ningun 
español podrá ser preso sin que preceda informacion su- 
maria del hecho por el que merezca segun la ley, ser cas- 
tigado con pena corporal, y asimismo. un mandamiento 
del juez por escrito que se le notificará en el acto mismo 
de la prision, y este artículo se inculcó en el 5.° del de- 
creto de 14 de Setiembre de 1820, publicado en México 


en 13 de Abril de 1821, y recomendado su cumplimien- 


to en la ley mexicana de 28 de Agosto de 1823. Este 


decreto desenvolvió el derecho que la constitucion habia 


declarado, fijando dos ideas cardinales: 4.* que la infor- 
macion sumaria del hecho, que debe ser previa á la pri- 
sion de cualquiera persona, no debe dar por resultado una 
prueba plena ni semiplena del delito, mi del verdadero de- 
lincuente, sino solo el haber acaecido un hecho que me- 
rezca segun la ley, ser castigado con pena corporal, y al- 


gun motivo ó indicio suficiente para creer que tal, ó tal . 


persona ha cometido aquel hecho; y 2.* que cuando la 
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urgencia 6 complicacion de las circunstancias impidieren. 
que se pueda verificar la informacion sumaria del hecho 
que debe siempre preceder al mandamiento del juez que de- 
be notificarse en el acto de la prision, no podrá el juez. pro~ 
ceder á ella; pero esto no impide que pueda mandar dete- 
ner y custodiar en calidad de detenido å cualquiera per- 
sona que le parezca sospechosa, mientras hace con la mū- 
yor brevedad posible la precisa informacion sumaria, es- 
tableciendo muy marcadamente la diferencia entere la pri- 
sion y la detencion, que nunca debe confundirse cou aque- 
lla, ni aun en los lugares en que ambas se verifiquen, y 
previniendo que la última nunca podrá pasar de veinti- 
cuatro horas. z 

_ Insistiendo en la necesidad de la previa informacion, 
la ley de 9 de Octubre de 1812 previno en el artículo 8.* 
del cap. 3.*, que los alcaldes en el caso de cometerse en 
sus pueblos algun delito ó encontrarse algun delincuente, 
podrán y deberán proceder de oficio ó å instancia te parte 
á formar las primeras diligencias de la sumaria y prender 
á los reos siempre que resulte de ellas algun hecho por el 
que merezcan segun la ley, ser castigados con pena corpo-. 
ral, ó cuando se les aprehenda cometiéndolo in fraganti, 
pero darán cuenta inmediatamente al juez del partido y 
le remitirán las diligencias poniendo á su disposicion los 
reos, y este artículo está sustancialmente refundido en 
el 102 de la ley de 23 de Mayo de 1837, mee nada 
dice de la prision de los reos. 

En la ley de 23 de Junio de 1813, que.se conoce con 
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el nombre de ley del gobierno económico de las provincias, 
se establece en el artículo 20, que los gefes politicos, co- 
mo: primeros agentes de ellas, podrán ejercer en las mis- 
mas la facultad que concede al rey el párrafo 41 del ar» 
tículo 172 de la constitucion en solo el caso que alli se 
previene, Tambien podrán arrestar á los que se hallen 
delinquiendo in fraganti, pero en estos casos los gefes po- 
líticos entregarán los reos: å disposicion del juez compe- 
tente en el preciso término de veinticuatro horas. 

- «El artículo de la constitucion española 4 que se refiere 


el que acaba de trascribirse de la ley de 23 de Junio de . ' 
1813, está concebido en estos términos. No puede el rey. 


privar á ningun individuo de su libertad, ni imponerle por 
si pena alguna. ‘El secretario del despacho que firme la òr- 


den, y el juez que la ejecute serán responsables á la nacion, 
y castigados como reos de atentado contra la libertad indivi» 


duícil. Solo en el caso de que-el bien y seguridad del-estado 
exijan el arresto de alguna persona, podrá el rey expedir ór- 
denes al efecto, pero con la condicion de que dentro de eua- 


renta y ocho horas deberá hacerla entregar å disposicion del 
tribunal 6 Juez competente; siendo de tenerse presente so- 
bie esto, que por el'art. 5.0 de la ley de 18 de Noviembre: 
de 1824 se previno que para el gobierno político del Dis- 


trito federal se observase lá repetida ley de -23 de Junio 


de 1813, y por el 6.? dela misma de Noviembre de '1824- 


se manda que en lugar del. gefe politico se nombrara pa= 
ra el Distrito un gobernador, de que resulta que ' lo que 
la ley de 1813 establece para os gefes , políticos, por la 
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de 1824 se aplica en la debida proporcion al gobernador 
del Distrito, de manera que este podrá tener las faculta- 
des de aquellos, pero nunca mas. j 

Por la prevencion 7.2 del reglamento que el Supremo 
Gobierno dió á la ley de 3 de Marzo de 1828, que esta- 
bleció el primer tribunal de vagos; para el Distrito, y el 
modo de juzgarlos, se dispuso que en atencion 4 no haber 
en las cárceles de la capital, departamento de detenidos, 
se tuviese por tal la cárcel que se llama de ciudad 6 de la 
Diputacion. 

En la ley de 23 de Mayo de 1837, la única prevencion 
que se encuentra relativa 4 esta materia, es que cuando 
la informacion sumaria preceda á la aprehension del de- 
lincuente, luego que esta se verifique y tome al reo su 
declaracion preparatoria, se cite á los testigos para que 
aquel los conozca, y ellos ratifiquen sus declaraciones. 

La ley de 6 de Julio de 1848, en su art. 7. % conce- 
de á los alealdes de manzana, que ella estableció, las mis- 
mas facultades que tenian los alcaldes constitucionales, 
que con respecto á prisiones, son, segun el art. 8. 9 de la 
ley de 9 de Octubre de 1812, las de aprehender á los de- 
lincuentes in fraganti, 6 cuando de las primeras diligen- 
cias, que deben formar, resulte algun hecho por el que lo 
hizo merezca, segun la ley, ser castigado con pena corpo- 
ral; y el art. 8 de la de 19 de Mayo de 1849 que extin- 
guió dos alcaldes de manzana y les sustituyó con los de 
cuartel, en vez de ensancharles las facultades, se las limi- 
tó en lo judicial 4 practicar las primeras diligencias de las 
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causas criminales, 4 conocer de los juicios verbales y de 
vagos, y á las de conciliaciones que se intenten ante ellos, 
contra vecinos de su demareacion, quedando reservadas 
exclusivamente las demas funciones judiciales á los jueces 
respectivos de primera instancia; por manera que en cuan- 
to á prisiones lo mas que podrán hacer es lo que podian: 
los antiguos que se llamaban. constitucionales, esto es, 
aprehender á los delincuentes in fraganti, ó á aquellos que 
aparezcan tales por las primeras diligencias que deben prac- 
ticar y remitir inmediatamente 4 los jueces de primera 
instancia. 

Como en n la capital, ademas del Gobierno Supremo y go- 
bernador del Distrito, y de los jueces y alcaldes de cuar-. 
tel, que todos en su caso y vez, pueden mandar. reducir 4 


prision, ó aprehender por sí mismos, hay otros funciona- 


rios 6 agentes de la autoridad, que tambien lo haeen,. es 
de necesidad para completar el cuadro, mencionar euá- 
les son, y presentar las facultades, que por las leyes y re- 
glamentos de su establecimiento y en se les han 
concedido. 

El art. 59 del dace de 6 de Julio de 1848, declaró 
vigentes, en cuanto no se opusieran al mismo, los bandos. 
de 12 de Octubre de 1846 y 11 de Enero de 1847. 

Por el primero, sobre otras disposiciones que contie- 
ne, tales como las de exeluir la necesidad de hombres. 
buenos en las coneiliaciones, y la de poder intentarse es- 
tas ante Jos jueces que hayan de conocer de los negocios, 
ó ante los alcaldes de cuartel: la de prohibir de nuevo: to- 
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do cobro de derechos de carcelaje, 6 exaccion. pecuniaria 
4 todo preso que se mande poner en libertad: la de reno- 
var la preveneion de que los jueces de lo criminal reci- 
ban enel turao todos los partes y consignaciones de los 
- reos aprehendidos por las demas autoridades, con facul- 
tad de remitir las partidas que les parecieren no ser de 
gravedad, à los jueces de paz, y la de renovar el derecho 
de apelar en los juicios que se siguieran por partidas, se- 
gun lo dispuesto por el decreto de 23 de Julio de 1835, 
derécho que habia side derogado por el otro decreto de 
6 de Setiembre de 1845, cuyas disposiciones son los ob- 
jetos de los artículos 1.9, 2.9, 10, 44 y 42 del bando 
de 12 de Octubre de 1846: se ocupa en los restantes 
articalos, que son del 3.° al 9.9, del establecimiento 
de jueces de paz de cuartel elegidos por los vecinos de 
cada uno, y de las facultades que en lo judicial tendrian, 
que son la de conocer, á prevencion de los alcaldes cons- 
titucionales, de los delitos: leves, pero dando cuenta con 
sus fallos al juez de turno; de la aplicacion de las multas 
que impusieran al resarcimiento del daño y al fondo judi- 
cial; del modo de conceder la libertad en fiado; de cómo 
ha de cumplirse la pena de prision, y de señalar por pe- 

na 4 los reincidentes por hurtos rateros, 6 vicios públi- 
- cos, poniendo por via de ejemplo de éstos la embriaguez, 
á ser filiados en los cuerpos que Gunes la frontera 
del Norte. 

Mas esta institucion de los jueces de paz de. cuartel, 
que no tuvo efecto cuando se expidió el decreto que los 
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criaba, porque, por el de 24'de Octubre del mismo año, 
se suspendieron. los efectos del art. 3. © . del de 12, que 
hablaba de: ellos, quedó enteramente abolida por la pre- 
vencion del art. 57 de la ley de 6 de Julio de 1848, que 
mandó que cesaran los. alcaldes de ayuntamiento, y los 
jueces de paz creados por el decreto de 12 de Octubre de 
1846: pero como en esa misma ley que hizo cesar estos. 
funcionarios, se declaró que la que los criaba quedaba 
vigente en lo demas, y se criaban los alcaldes de manza- 
na, que por el otro. deereto de 49 de Mayo de 1849 fue- 
ron sustituidos por- los de cuartel, de ahí habrá tal vez 
provenido que aquellos, y luego. algunos de estos, sin 
atender al art. 8 que les marca las únicas facultades que: 
en lo judicial se les conceden, se hayan creido investidos 
con las que se daban 4 los jueces de paz, que eran las de 
conocer, á prevencion:con los aeaaee constitucionales, 
de los delitos leves. 

. El otro bando de 14 de Enero ie 1847, que. dejó vi- 
gente el art. 59 de la ley de 6 de Julio de 1848, mandó 
establecer una junta superior de policía, que á lo que pa- 
rece nunta llegó á existir: gefes de cuartel en los treinta 
y dos menores de la.ciudad, gefes de manzana. en todas 
ellas, y ayudantes de éstos en los cuatro frentes de cada 
manzana, | 

A la junta superior de policía ninguna facultad se le 
designa que pudiera afectar á ninguna persona en parti- 
cular, ó atacar su libertad: de las cuatro que se declaran 
á los gefes de cuartel, la tercera es: mantener el órden y 


a |e 
seguridad en. sus respectivas cuarteles; y la cuarta: mandar 
catear las casas que determinen los jueces, con arreglo. å bas 
leyes; y. en ellas no se ve tampoco-un poder que afecte 
individualmente á las personas, y del que sea tan fácil 
abusar; mas no sucede así respecto de las diez que se de- 
claran á los gefes de manzana, pues la octava es: cuidar 
de que en su manzana no haya vagos ni mal . entretenidos: 
la novena: remitir al juez de turno, para que ponga á dis- 
posicion. de las autoridades competentes, á los delincuentes; y 
la décima: conocer en juicio verbal. de las demandas que no 
lleguen á tres pesos, y faltas leves 6 delitos que no merezcan 
otra pena que ápercibimiento y correcciones ligeras, que no 
pasen de tres días de arresto ó multas hasta tres pesos, como 
riñas simples, hurtos de esta cantidad, con ONORE del 
gefe de cuartel. Fo 2 ds i 

Estas son las disposiciones de las leyes en el sistema’ 
constitucional, con:relacion 4 la prision de los ciudada- 
nos, á las personas que pueden hacerlas, y á los requi- 
sitos que deben precederla ó. acompañarla; y para ‘con- 
cluir el cuadro del derecho en Ja.materia, y cotejarlo en 
seguida con el del hecho, corresponde ahora reunir las 
disposiciones de las mismas leyes con respecto al proce- 
dimiento despues de verificada la prision. - 

El decreto de 22 de Julio de 1333, cuyo objeto fué 
expeditar la administracion de justicia en el ramo crimi- 
nal, estableció: 

Primero. Que los j jueces de primera instancia conocie- 
sen en juicio verbal, sin apelacion, ni otra formalidad 
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que la de asentar la determinacion y sus antecedentes en | 
up libro, en todos los casos de que habla el art. 9. * del 
cap. 2.9 de la ley de 9 de Octubre de 1812, que sen 
los siguientes: De las demandas civiles que.no pasen de 
cien pesos fuértes en Ultramar, y de lo. criminal sobre pa- 
labras y faltas livianas, que no merezcan otra pena que al- 
guna advertencia, reprension 6 correccion ligera. 

Segundo. Que en las causás sobre delitos livianos, á 
que no esté impuesta por la ley pena corporal, como ro- 
bos simples, cuyo valor no pase de cien pesos, riñas, por- 
tacion de armas, heridas leves, 6 geaves por accidente, de 
que no resulte al herido lesion considerabte, y otros se- 
mejantes, procedan lós jueces á imponer y aplicar desde 
_Juego la pena, que podrá ser hasta de seis meses de re- 
clusion, servicio de cárcel, obras públicas, ú otras seme- 
_jantes, y por doble tiempo, en caso de reincidencia, sin 
dar cuenta al tribunal superior, sino-en caso de apelación, - 
que. se otorgária siempre que se interpusiera. | 

Tercero. Que estas causas serián sentenciadas dentro 
de-quince dias, contados desde el de la prision del reo, 
- bajo la pena al juez que na lo biciere así, de doscientos 
pesos de multa por la primera vez: de seis meses de sus- 
pension de empleo y sueldo por la segunda, y de pérdida 
de empleo é inhabilidad por tres años Kupara ee otro, 
por la tercera. | | 

Cuarto. Que todos los reos que se plana en ej 
Distrito se lleven y depositen en la cárcel de ciudad, en 
¿onde se hallaria diariamente desde las ocho de la ma- 
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fiana hasta la misma hora de la noche, ano de los jueces 
de letras, por riguroso turng, para determinar de plano 
‘en los casos que asi lo exigieran por su naturaleza segun 
las leyes: para consignar á las amtoridades respectivas los 
reos de otras jurisdicciones, y para determinar la remision 
á la cárcel nacional de los reos que merecieran formacion 
de causa, y despmes de señalar Jos. dependientes de cada 
juez para el ramo criminal, sus dotaciones y modo de 
nombrarlos, declara á los escribanos irrecusables en, eb 
todo, y amovibles por el gobierno, así como los escribien- 
tes que lo son tambien por los jueces; y prohibe á unos 
y otros cobrar derechos ó gratificaciones por ningun titu- 
lo ni motivo, bajo la pena de pérdida de empleo; y pre- 
viene á los jueces- que al fin de cada mes remitan, por. 
- conducto del gobernador, un estado eircunstaneiado de 
las, causas de que se habla en. las dos ee partes, 
que hayan determinado. 

Este decreto, que fijó el modo de psoceder en los ca- 
sos de faltas livianas, y de delitos leves que no tuviera 
por la ley señalada pena corporal, fué modificado enal- 
gunas de sus disposiciones, [per el de Y de Agosto del 
mismo año de 1833, previniéndose: 

Primero. Que el juez de. turno de la eiudad. lo hi 
solo de los reos que se pida eo la pas 
de su municipalidad. a: 

Segundo. Que et escribano. del j juez de tarne llevase 
. un libro en que se asentaraa los nombres de tedos los: 
aprehendidos, con expresion del motivo y de la autoridad 
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que los hubiese hecho conducir, y razon de la providen- 
cia que el juez dictare para cada uno, pasando lista al go- 
bierno del Distrito de los que: se consignasen á los al- 
caldes. | 

Tercero. Que dE juez de turno no podria dejar de con- 
signar, de liso en llano, á los alcaldes, los reos aprehen- 
didos en los términos de la municipalidad, por ellos mis- 
mos, 6 por sus subalternos, con expresa órden suya por 
escrito, en que esté désignada la persona, cuyo documen- 
to se-manifestará al juez, siendo el motivo 6 delito de los 
que: correspondan 4 la jurisdiccion que les cometen los 
artículos 9. ©- del cap. 2. © , 14.9: del cap. 3.9, y 5.9 
del eap. 4.° de la ley de 3 de Octobre de 1812, que 
son, los-siguientes. > `’ 

Art. 9 del cap. 2.° “De las demandas civiles que no 
“pasen de quinientos reales de vellon enla Península é 
“islas adyacentes, y dé ciem pesos fuertes en Ultramar, y 
“de lo criminal sobre palabras y faltas livianas, que no 
“merezcan otra pena que alguna advertencia, reprension, 
“G.correccion ligera, no conocerán los jueces de partido, 
“sino porlo respectivo al pueblo de su residencia, y á- 
“prevencion con los alcaldes del mismo. Y así-unos co- 
“mo otros, determinarán los negocios de semejante clase 
“en juicio verbal, y sin apelacion ni otra formalidad que 
«la de asentarse la determinacion, con expresion sucinta 
“de los antecedentes, firmada por el juez y escribano, en 
“un libro que deberá llevarse para este efécto.” 

Art. 11 del cap. 5.9 . “En cuanto á lo gubernativo» 
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“económico y de policia de los pueblos, ejercerán los al- 
“caldes la jurisdiccion y facultades que segun las leyes 
“han tenido hasta ahora los alcaldes ordinarios, arre- 
“glándose siempre á lo dispuesto por la constitucion.” 

Art. 5 del cap. 4.° “Los alcaldes con absoluta in- 
“hibicion de los jueces de letras y subdelegados de ul- 
‘‘tramar conocerán de lo gubernativo, económico y de po- 
“licia de los pueblos respectivos.” 

Cuarto: que los reos aprehendidos en las demas mu- 
nicipalidades del Distrito y territorios serian depositados 
en sus respectivas cárceles á disposicion de los alcaldes 
constitucionales, quienes si las causas fueren de las que 
hablan los artículos referidos de la ley de 9 de Octubre 
de 4842, .tomarian conocimiento y determinarian por sí; 
pero siendo de las que habla el art. 8 del cap. §.° de 
la misma, que son las que se forman por hechos que 
merecen por la ley ser castigados con pena corporal, pro- 
cederian solo á practicar las primeras diligencias, y á la 
prision del reo, dando cuenta inmediatamente al juez, 
remitiéndole las diligencias y poniendo á su disposicion 
el reo. | 

Quinto: que los alcaldes de esta capital y demas mu- 
nicipalidades del Distrito y territorios concluyeran y deter- 
minaran las causas de su competencia dentro de quince 
dias contados desde el de la consignacion de los reos 
bajo la pena de ser apercibidos, publicado el auto en los 
periódicos y las demas á que hubiera lugar. 

Sexto: que todos los alcaldes de distrito, remitiesen al 
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gobernador de él, y los de los territorios á los gefes po- 
ticos lista mensal de las causas que determinasen y de 
fas que quedasen pendientes, con expresion del dia de 
la prision 6 consignacion de los reos, y lo mismo los jue- 
ces de primera instancia. 

Sétimo: que en los casos en que ó por no residir en 
el lugar el juez ó por conocer 4 prevencion con él,: que 
son los de que hablan los artículos 8 y 9 del cap. 3. 9 
de la ley de 9 de Octubre de de 1819, practicasen los 
alcaldes las primeras diligencias, cuidarán de remitirlas 
inmediatamente al juez del partido, cesando desde luego 
la jurisdiccion del alcalde, asi como tambien luego que el 
juez se presente cuando se trate'de caso ocurrido en cl 
lugar de su residencia, bajo las penas de que se habla en 
el art. 5.2 | 

Y octavo: que estas penas se harian efectivas por el go- 
bernador del Distrito. 

La disposicion del art. 2 del decreto de 22 de Julio 
de 1835 relativa al modo de juzgar y sentenciar á los 
reos por delitos livianos, fué alterado en algunos puntos 
por el decreto posterior de 6 de Setiembre de 1843, pues 
hmitó á cuatro meses-el máximum de la pena que podia 
imponerse, previno que se levantase acta en cada juicio, 
negó en estos el recurso de apelacion, é impuso á los 
jueces la obligacion de dar cuenta. cada mes con las actas 
de los juicios determinados durante él al tribunal. supe- 
rior, para que éste examinase si habia habido faltas en el 
procedimiento, y exigiese la responsabilidad. á quien. cor- 
respondiese.. 
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De las alteraciones que este decreto de 6 de Setiembre 
de 1843, hizo al de 22 de Julio de 1833, la que quitó 
el recurso de apelacion en los juicios sobre delitos leves 
que el último concedia, fué derogada por el artículo 12 
del posterior de 12 de Octubre de 1846, y renovó la pre- 
vencion del turno entre los jueces de letras para recibir 
los partes y consignaciones de las demas autoridades, pe- 
ro autorizándolos para remitir á los jueces de paz las par- 
tidas que les pareciera no ser de gravedad, dando este en- 
sanche á las facultades de esos funcionarios que no llega- 
ron á establecerse, y que usaron los alcaldes que conti- 
puaron existiendo. 

Vino despues el decreto de 6 de Julio de 1848, que su- 
primiendo los alcaldes constitucionales ó de ayuntamien- 
to que existian, y los jueces de paz que no habian llega- 
do á existir, estableció los alcaldes de manzana, 4 quienes 
se declararon en el art. 7.° en sus respectivas secciones las 
mismas facultades, que tenian los de ayuntamiento, y los 
gefes de manzana, previniéndose en el 34, que los juicios 
verbales sobre faltas y delitos leves se continuaran sustan- 
ciando y decidiendo como hasta entonces; pero con pre- 
sencia de este decreto; y reformándolo se dictó por el con- 
greso general el de 19 de Marzo de 1849, que estableció 
en el art. 5.°, en vez de alcaldes de manzana, uno propie- 
tario y otro suplente para cada cuartel menor del que 
seria tambien gefe, y derogó por el art. 9.° el decreto de 
6 de Julio de 1848, en cuanto se opusiera 4 éste, des- 
pues de haber fijado en el 8.° Jas atribuciones de los 
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alcaldes, en estos precisos términos: “Los alcaldes de cuar- 
tel se limitarán en el ramo judicial á practicar las primeras 
diligencias de las causas criminales: á conocer de los juicios 
verbales y de vagos que ocurran, y en las conciliaciones que 
se intenten unte ellos, contra vecinos de su demarcacion, to- 
do á prevencion con los jueces letrados, quedando reservadas 
exclusivamente las demas picos ERA å los succes 
respectivos de primera instancia.” 

Esta serie de disposiciones legales dá los resultados si- 
guientes. 

4.2 El delincuente sorprendido in fraganti, puede ser 
aprehendido por cualquiera ciudadano, y conducido á la 
cárcel de detenidos, pero poniéndolo inmediatamente á dis- 
posicion de la autoridad judicial. 

2. Los guardas diurnos y nocturnos, agentes de 
policía secreta, y demas ministros de la autoridad, entar- 


gados de cuidar y velar por la conservacion del órden pú- 


blico, no solo pueden sino que deben aprehender y con- 
ducir 4 la cárcel de detenidos 4 todos los delincuentes que 
sorprendan in fraganti; pero solo 4 ellos, y poniéndolos 
luego á disposicion de la autoridad judicial, sino es en el 
caso de que sean interpelados por alguna otra autoridad, 
para aprehender á personas que ellos no nayan sorprendi- 
do delinquiendo, 

3. En calidad de detenidos pueden reducir á pri- 
sion 4 las personas sospechosas por indicio, todas las au- 
toridades desde la suprema hasta la mas subalterna así 
administrativas como judiciales. 
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4.2 Esta detencion debe ser precisamente en la cár- 
cel de ciudad y no puede pasar de sesenta horas, dentro 
delas cuales si la autoridad que hizo la detencion no es 
judicial, debe poner al detenido á disposicion de ésta. 

8. Para cumplir esta prevencion se mandó que to- 
dos los dias entrase de tarno desde las ocho de la maña- 
na hasta las ocho de la noche, un juez de letras á quien 
deben presentarse todos los reos 6 detenidos desde la no- 
che anterior y en el discurso del dia, y éste hacer la ca- 
lificacion de los motivos, y consignaciones respectivas ó 
quedarse con el conocimiento de la causa. 

6. Cualquiera que sea la autoridad que haya de 
conocer en el negocio, debe dictar dentro de las sesenta 
horas el auto de bien preso, del que debe entregarse co- 
pia al alcaide, atentándose si así no se hace contra la li- 
bertad individual, é incurriéndose en la penas que la ley 
de 17 de Abril de 1824, señala para la detencion arbi- 
traria. | 

7.2 El auto motivado ó de bien preso, no puede 
dictarse sin que preceda informacion sumaria de que re- 
sulte haber acaecido un hecho que merezca ser castigado 
con pena corporal, y motivo 6 indicio suficiente segun las 
leyes de haberlo cometido aquel contra quien se dicta. 

8.2 Dictado el auto de bien preso, debe tomarse á 
éste declaracion dentro de las veinticuatro horas siguientes, 
y no haciéndolo se comete el delito de detencion arbitra- 
ria, y se incurre en la pena, si es por ignorancia ó descui- 
do, de suspension de empleo y sueldo por dos años y de 
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pagar al reo los perjuicios, y si es á sabiendas, de pérdida 
de empleo, é inhabilitacion perpetua para obtener otro, so- 
bre pagar los perjuicios. 

9.2 A los alcaldes constitucionales solo se les con- 
cedió por la ley de 9 de Octubre de 1824, conocer en lo 
criminal sobre palabras y faltas livianas que no merezcan 
otra p2na que alguna advertencia, reprension ó correccion 
ligera, y en lo gubernativo, económico y de policía, la ju- 
risdiocion y facultades que tenian los alcaldes ordinarios, 
 arreglándose siempre 4 lo dispuesto por la constitucion. 

10.2 De aquí se infiere: 1.“ que cuando los alcal- 
des procedan por faltas de policía, deben “sujetarse á los 
términos de la detencion, auto de bien preso, entrega de la 
copia de éste, declaracion del reo, y demas señalados á los 
jueces para sus procedimientos, pues expresamente se les 
previene al declararles en esa materia la jurisdiccion de los 
alcaldes ordinarios, que se arreglen á lo dispuesto por la 
constitucion. 

44.7? ` Y 2,9 que en lo criminal solo pueden proce- 
der en casos muy ligeros y que solo merezcan una correc- 
cion; y que aunque la ley de 9 de Octubre no fijó cuáles 
serian estas correcciones ligeras, sí lo hizo el bando de 14 
de Enero de 1847, respecto de los gefes de cuartel, que 
lo son hoy los alcaldes de cuartel segun la ley de 19 de 
Marzo de 1849 que los estableció, y solo son aquellas 
multas que no pasen de tres pesos ó arresto que no pas 
de tres dias. i 

12.° De los delitos que sin dejar de ser leves deben 
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eastigarse con alguna pena corporal, debe conocerse y jaz- 
garse en acta ó por partida, y no por proceso formal, y 
solo por los jueces de letras, quienes deben terminar es- 
tos juicios dentro de quince dias con penas, cuya dura- 
cion no pase de cuatro meses, otorgando la apelacion 
siempre que se interponga, y cuando no, remitiendo al fin 
de cada mes todas las actas de los juicios ocurridos en él 
al tribunal superior para su revistom 

45.2 De los delitos de homicidio, feria y robo, 
siendo estos dos últimos graves, que el primero siempre 
lo es, se debe conocer y juzgar por proceso en forma de 
acta en los términos y prevenciones de la ley de 6 de Ju- 
lio de 1848, debiendo practicarse las primeras diligencias 
por el alcalde respectivo dentro de las primeras veinti- 
cuatro horas, ó á lo mas dentro de las cuarenta y ocho 
horas, de cuyo término no pueden pasar, y remitiéndolas 
inmediamente al juez de turno. 

14.9 Delos demas delitos graves, como por ejemplo, 
falsedad, rapto, adulterio y otros, se conocerá y juzgará en 
rigoroso proceso y sole por-los jueces de lo criminal. 

Esto es, en resúmen, lo dispuesto por-las leyes con 
respecto á la prision, y at modo de proceder contra los 
que han sido. reducidos 4 ella; pues vea ahora Y. E. lo 
que sucede diariamente. ~> 

Aprenden los guardas diurnos y nocturnos, los agentes 
de la policía secreta y los ayudantes y gefes de manzana, 
ú por movimiento propio espontáneo, ó por interpelacion 
de algun quejoso, ó. por órden de los alcaldes, y conducen 
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á los aprehendidos á la cárcel de la Diputacion donde son 
recibidos sin noticia, conocimiento ú órden del juez de 
turno, y sin otro requisito que el dejar el aprehensor un 
papel al que se da el nombre de parte, en el que se dice 
que el guarda tal conduce preso a fulano de tal, por tal co- 
sa, (muchas veces se pone por excesos) á disposicion de tal: 
alcalde-ó autoridad, alguna vez se ha visto en la partida 
á disposicion del señor secretario del Exmo. ayuntamiento, 
que no es autoridad. 

Es de notar que los aprehendidos por agentes de la po- 
licía secreta son recibidos hasta sin este papel, y el gefe 
de ella, que es á quien se dice, que dan ese parte sus ayu- 
dantes, forma el comprensivo de todos para el dia si- 
guiente. | . 

Los aprehendidos en cada dia y su noche, se remitian 
á la mañana siguiente de la Diputacion á la Acordada con 
una lista en que aparecian sus nombres; los motivos de 
sus prisiones, que no pocas veces eran sumamente vagos, 
y los jueces 4 quienes se consignaban; pero como que es- 
tas consignaciones no eran obra del juez de turno, que 
las habria hecho con el debido discernimiento, esto es, 
de los de faltas livianas á los alcaldes, y de los de otros 
fueros á sus jueces respectivos, que eran los únicos res- 
pecto de los cuales podia caber la consignacion, sino que 
estas eran las que los aprehensores habian hecho en el 
parte de cada aprehendido, y como ellas eran en gran par- 
te, si no en la mayor á los alcaldes, en lo que habia no 
poco estudio las mas veces, y como no. era del deber del 
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alcaide de la Acordada dar aviso á los alcaldes de los reos 
que tenian allí consignados, ni tenia tampoco dependien- 
tes con quienes hacerlo y que se ocupasen diariamente de 
recorrer toda la ciudad en busca de los alcaldes, resulta- 
ba que aquellos reos eran allí recibidos por su lista, y se 
asentaban en el libro de la alcaidía, y como los alcaldes 
no tenian noticia de que les estaban consignados, los pre- 
sos quedaban sumidos en la prision hasta que presenta- 
dos en la visita semanaria, ésta sin otra instruccion que 
la que ministraba la lista con respecto 4 cada preso, y la 
que este daba por las preguntas que se le hacian, y sin 
la presencia de los alcaldes que siempre han cludido asis- 
tir á los actos de visita, los iba consiguando por riguro- 
so turno á los jueces de letras, y si por una de tantas 
causas se omitia por el alcaide poner alguno de estos en 
la lista de los que debian visitarse en la semana, este per- 
manecia en la prision sin juez y sin que en su causa se 
diese mi el primer paso en quince, veinte 6 mas dias, has- 
ta que á él le ocurria ó alguno le aconsejaba pedir ha- 
blar á la visita, que ponia luego remedio, como ha suce- 
dido muchas veces; -pero despues de que aquel preso ha- 
bia sufrido un padecimiento tan largo como indebido. 

Se ha hablado de pretérito en lo que acaba de expo- 
nerse, porque con respecto á ello se han hecho posterior- 
mente dos alteraciones que son igualmente abusivas é ile- 
gales. La primera es, que como á resultas de las visitas 
á que los alcaldes, por do general, no concurren, pues so- 
lo lo han hecho uno que otro alguna vez, se les extraña- 
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ban estas faltas, y se eonsignaban sus reos 4 los jueces 
de letras; para evitar desde luego uno y otro, porque el 
interes de algunos alcaldes está en no perder el eonoci- 
miento de algunas causas: como queen las visitas sema- 
narias solo se presentan los’ reos presos en la semana y 
qué no han sido determinados, se adoptó el arbitrio de 
- retener en la Diputacion los reos que se aprekendian des- 
de el sábado hasta el viérnes y. determimarlos antes del 
sábado siguiente, para que con verdad pudiera el alcaide 
de esa cárcel decir al tribunal que no habia reos de se- 
- mana que visitar, y con esto impedir que la visita se pre- 
sentara allí, y aunque parece que así se obtenia el pron- 
to despacho de las causas de esos reos, era un despacho 
` precipitado por jueces incompetentes para juzgarlos y sen- 
tenciarlos, y hecho como se dijo al principio, exeusando y 
evitando la revision de los fallos, en bos que se encontra- 
ban los vicios y abusos de que nras adelante se hablará (1). 
- La segunda alteraeion que, con respecto á la remision 
diaria 4 la cárcel de la Acordada de los reos aprehendidos 
el dia anterior se ha hecho, es posterior á la expresada ya, 
y Consiste, segun esta Suprema Corte ha legado 4 enter- 
tender, en que la presentacion de los Feos aprehendidos 
en cada noche y dia siguiente, que segun las leyes debe’ 
hacerse al juez de turno para que éste con la inteligencia» 
que debe tener y que la ley no supone ni exige en los al- 
caldes, haga las calificaciones de los motivos de la prision, 


las consignaciones segun la naturaleza de las faltas y 
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a) Véase el estado que se agrega al fin. 
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delitos y de los fueros respectivos, y las radicaciones en 
su juzgado de los que deben ser juzgados por partida ó 
por formal proceso, se hace hoy á uno de los alcaldes que 
entran para esto de turno, y que segun tiene entendido 
esta Suprema Corte ao solo ne son todos, sino que sen 
bien pocos, y como el servicio de los turnos y los juicios 
por partida se encomendaron desde que se establecieron 
por la ley de 22 de Julio de 1855 á los jueces de letras; 
como á ellos solos se les encargaron de nuevo los juicios 
por partida en el decreto de 6 de Setiembre de 1845, y 
como á los mismos se les repitió el encargo de los turnos 
por el de 12 de Octubre de 1846, sin que en ninguno 
de los que tratan de eso, y del establecimiento y faculta- 
des de los alcaldes se les diese la de llevar el turno y ha- 
cer en él las calificaciones y consignaciones que son su ob- 
jeto, luego que esta Suprema Corte al practicar una visita 
extraordinaria el dia 2 del último Julio, á peticion de la 
madre de un reo que debia hallarse en la cárcel de la Di- 
putacion, notó por el exámen de la partida relativa del li- 
bro de aquel alcaide que los alcaldes hacian turno, con co~- 
pia de la partida, acordó se formase cl respectivo expe- 
diente en averiguación de la realidad de aquella inno- 
vacion que á pocos dias le fué confirmada de una ma-* 
nera oficial en la comunicacion que el alcalde de los cuar- 
teles números 23 y 24 le dirigió con fecha 12 del misno, 
disculpandose de no haber asistido á la visita que la mis- 
ma Suprema Corte practicó el dia 13, por habérselo impe- 
dido el considerable número de reos que le ocurrieron en 
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ios turnos que cubrió en la Diputacion los-dias 8 y 10 de 
aquel mes, y sin embargo de que esta, comunicacion: po- 
nia fuera de toda duda: la existencia de esa innovacion. que 
no podia apoyarse en ley alguna, y que antes bien la re- 
sisten los textos de las que hablan de esta institucion y la 
naturaleza y objeto de la misma que exigen conocimientos 
legales y una amplitud de jurisdiccion que se extienda á 
todo el lugar en que pueden aprehenderse los reos que se 
presenten al turno, la que ciertamente no tienen los alcal- 
des á quienes solo la da la ley sobre los vecinos de su demar- 
eacion, así como tampoco les supone aquellos conocimien- 
tos que necesariamente deben tener los jueces letrados: 
sin embargo, decia, de esa evidencia, la Suprema Corte para 
promover con toda la instruccion y conocimiento posibles 
la reforma de un abuso que debia producir otros ma- 
yores y nulidades insanables, pidió al gobierno del Dis- 
trito que le informase lo. que hubiese ocurrido sobre el 
particular, y aunque este informe se pidió desde el dia 18 
de Julio, y se recordó en 30 del mismo, aun no se remi- 
te, y el tribunal presume, aunque no lo sabe, que los al- 
ealdes siguen haciendo ese turno, que por la ley solo pue- 
den hacer los jueces letrados. 

Diversas veces ha encontrado esta suprema corte va- 
rios presos, y de ellos algunos muchachos de muy corta 
edad, de órden del señor gobernador del Distrito ó á su 
disposicion por la de algun alcalde ó juez de letras; pero 
que llevaban de estar allí uno, dos, ó mas meses, sin que 
se les hubiera hecho saber providencia ni determinacion 
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alguna, ni menos el motivo de la continuacion de su Ane 
sionamiento, y el tiempo que debia durar. 

No cabe duda en la facultad legal que conforme al art. 
20 del cap. 3.9 de la ley de 23 de Junio'de 1813, tie- 
ne el Sr. gobernador del Distrito, al que se le dió por 
regla por la de 18 de Noviembre de 1824, para poder 
arrestar á cualquiera persona, siempre que lo exijan el 
bien y seguridad del Estado, y para hacer aprehender á 
los que se hallen delinquiendo in fraganti, asi como tam- 
poco la que le declaró el art. 4. % del mismo capítulo de 
esa ley, para ejecutar gubernativamente las penas (entre 
las que puede muy bien ser alguna de prision) impuestas 
por las leyes y bandos de buen gobierno; mas tampoco 
cabe en que en el primer caso, es decir, en los de arres- 
to por exigirlo la tranquilidad publica, 6 por sorpresa in 
fraganti delito, á la facultad de arrestar, está íntimamente 
unida la obligacion de poner al arrestado, dentro de se- 
senta horas, segun nuestra constitucion, á disposision de 
su juez; y en el segundo, esto es, en el de ejecutar gu- 
bernativamente las penas impuestas por las leyes y ban- 
dos de policía, lo que verdaderamente se hace es ejecutar 
una sentencia; porque, en las faltas de policía y contra- 
venciones 4 los bandos de ella, se incurre en la pena ip- 
so facto, y la autoridad no hace mas que aplicarla, su- 
puesta la identidad de la persona; pero esto mismo está 
indicando, que en esto no pueden apoyarse, ni purgarse 
de la nota de detencion arbitraria las prisiones indefinidas, 
que algunos presos sufren con la expresion de estar por 
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órden del señor gobernador, ó á su disposicion; pues que 
tuego que alguno es aprehendido por faltas de esta clase, 
si el bando que ha quebrantado señala 4 su falta la pena 
de prision, ésta no podrá exceder nunca del maximum que 
en aquel se fije; y al reo se le deberá hacer entender lue- 
go, que va á sufrir la pena que el bando le impone, de 
tantos dias de prision, y al alcaide se le debe pasar la ór- 
den para que lo reciba ó lo retenga, no como á un preso 
que lo está para ser juzgado, sino como á un sentenciada 
que va á cumplir su condena, y asi debe figurar en el li- 
bro de partida; y solo de este modo se libran, la autori- 
dad que remite y el alcaide que recibe, de la responsabili- 
dad de detencion arbitraria, y se quita teda la fuerza le- 
gal que tiene la reclamacion de un preso, que pidiendo 
hablar á la visita, lo que á ninguno puede negarse, le ex- 
pone, y el alcaide no puede contradecirle ni desmentirle 
con el libro de entradas y con el documento que debe 
recoger al recibir á cada preso, que lleva tantos dias de 
prision sin que con él se haya practicado ninguna dili- 
gencia judicial, ni se le haya dicho otra cosa sino que es- 
tá de órden del señor gobernador, que por la ley á nadie 
puede detener mas de sesenta horas; reclamacion que per- 
deria toda su fuerza y quedaria sin lugar, si á los presos 


por esas causas se les intimara desde luego que iban á la 


prision á sufrir la pena de tanto tiempo de ella, por tal 
falta en que habian incurrido; pues entonces al reclamar 
se aclararia que era un reo sentenciado que estaba cum- 
Pliendo su condena; y la visita en tal caso, como lo han 
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hecho siempre en los semejantes las de esta Suprema 
Corte, le haria entender que estaba sufriendo una pena 
que necesitaba cumplir, para poder reclamar su libertad. 
Esto es por lo que hace 4 los que aparecen presos de 
órden del señor gobernador: otros hay, respecto de los 
cuales se dice que quedan á su disposicion por determi- 
nacion de algun alcalde ó juez de letras, y esto sucede 
regularmente con los que son declarados vagos, y quedan 
detenidos en la cárcel hasta que se les destina como va- 
gos. Sobre esto es de notar, que conforme al art. 1. 9 
del cap. 5 del bando de 3 de Febrero, que publicó un 
acuerdo de la junta departamental de México, y que está 
declarado vigente por el art. 7. 2 del otro decreto de 20 
de Julio de 1848: los que fueren declarados vagos, que 
sean mayores de diez y ocho años, y á propósito para la 
milicia, deben destinarse al servicio de las armas; y awn- 
que esta disposicion no parece muy exequible supuesta la 
del art. 2.9 de la ley de 4 de Noviembre del mismo año, 
que exige para ser admitido en el servicio de las armas 
el tener modo honesto de vivir, la disposicion existe, y á 
lo que cree esta Suprema Corte (porque como no entiende 
en este negociado no puede saberlo de positivo) se cumple 
con respecto á los de la edad indicada, debiendo destinar- 
se á los declarados vagos que fueren menores de ella á 
aprender algun oficio en los talleres en que quieran reci- 
birlos, y cuidar de que-no se fuguen; y si esto se dificul- 
tare se podrán poner en los hospicios, de los. que no hay 
mas que uno en México y constantemente se niega, y no 
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sin razon, porque es un establecimiento de beneficencia y 
educacion, y no de correccion ni.castigo, á recibir estos 
hijos, y en las casas de correccion en que sean admitidos, y 
- de esas ni una existe aun en la capital. 

Estos destinos, que son los que conforme á ese hando 
deben darse á los vagos, el efecto inevitable que producen 
es el de detenerlos indefinidamente, y por tiempo muy di- 
latado en la cárcel, en donde, si solo entraron por vagos, 
aprenden á ser perversos; porque, con respecto á los me- 
nores de diez y ocho años, ó mayores, pero inútiles para 
las armas, como que ya no existen los gremios ni los obra- 
jes, ni las leyes que reglamentaban ambas cosas, sino so- 
lo talleres montados exclusivamente sobre la basa de la 
especulacion y negociacion, á duras penas se consigue 
que el dueño de alguno de ellos admita un jóven de apren- 
diz, pero nunca constituyéndose su custodio como se ha- 
cia en los obrajes; y si á esto se agrega, que como el en- 
cargo de que busquen taller donde se les reciba se hace 
á ellos mismos, que por su nota de presos son rechaza- 
dos de la sociedad, impidiéndoles esa circunstancia el po- 
der ver y rogar por sí, y no siendo fácil que lo hagan sus 
deudos, que siempre,’ ó por lo general, son de la última 
clase de nuestras gentes, es visto que es imposible que lo 
logren. Así es que, la Suprema Corte ha oido las recla- 
maciones de algunos muchachos que se quejaban de lle- 
var meses de estar detenidos en la cárcel, porque la con- 
dena es hasta que aprendan oficio, esperando hallar taller 
donde se les recibiera, y ha visto acumulado en dicha cár- 
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cel un número considerable de personas de esa edad, en 
las que las conversaciones que necesariamente deben oir, 
y el roce que es indispensable que tengan con los pri- 
meros facinerosos en medio de la ociosidad y del encierro, 
deben producir en sus ánimos las impresiones mas tristes 
y funestas para ellós y para la sociedad á que pertenecen. 
Este mal es gravísimo y de fatales consecuencias, porque 
en vez de que la accion de la autoridad, reteniendo alli 4 
esos jóvenes, sofoque y arranque de sus corazones las se- 
millas del vicio, los coloca en el almácigo de todos ellos, 
y los pone bajo la influencia que mejor puede hacerlas 
desarrollar. Esta Suprema Corte cree que bastan estas 
indicaciones tan generales, para que la perspicacia del Su- 
premo Gobierno vea de un golpe el cúmulo de males que el 
tribunal excusa detallar, y que debe producir la larga é in- 
definida detencion de los muchachos en la cárcel, y para 
que su justificacion dé todo el peso que tiene á la queja que 
estos jóvenes, allá en su edad madura, si los vicios que aho- 
ra contraigan, los deja llegar á ella, concebirán en su co- 
razon: La sociedad, por corregirme de un defecto, me puso 
en la ocasion de pervertirme por completo y aprender todos 
los vicios. | | 

Esto es lo que de hecho está pasando con respecto á 
la aprehension, y detencion de los reos, va 4 ver V. E. lo 
que pasa en su enjuiciamiento. * 

De los alcaldes, que conforme á la ley solo pueden co- 
nocer de las faltas livianas que solo merezcan una correc- 
cion ligera, que no podrá ser otra que una prision de tres 
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dias 6 una multa: de tres. pesos, y practicar en todos. los 
demas casos de robo, homicidio ó heridas, las. primeras 
diligencias dentro del término de las primeras. vemticua- 
tro horas que nunca pueden. prorogar por otro igual, de- 
biendo remitirlas luego al juez de turno, algunos conocen 
hoy de todo. lo que les ocurre, pues se han visto causas 
formadas en acta por alcaldes, sobre falsedad, estupro, 
rapto y adulterio, y de este no á queja del cónyuge, sino 
de otra persona extraña ó de oficio: no se limitan á. prac- 
ticar las primeras diligencias en los casos de robo, heri- 
das y homicidio, sino que prorogándose indefinidamente 
los términos, se quedan con aquellas y fallan y determi- 
nan las causas: mo se limitan en las penas al máximum 
de cuatro. meses de prision ú obras públicas que la ley 
tiene fijado para los delitos que, sin dejar de ser leves, de- 
ben eastigarse con pena corporal, pues alcalde ha habido 
que ha sentenciado 4 un reo á seis meses de presidio, ó 
cien pesos de multa: no solo no remiten, como la ley pre- 
viene en cada mes las actas de esos juicios al superior, 
sino que cuando este las pide por queja del interesado, lo. 
eluden y determinan la causa, como se hizo por el alcal- 
de de cuartel núm. 34 con Gil Ramirez, á quien puso en 
libertad, exigiéndole siempre los tres pesos, por cuya exac- 
cion el reo se habia quejado á esta Suprema Corte, que 
dispuso se le oyera por una visita extraordinaria, y des- 
pues de que por esta se habia consignado el conocimiento 
al juez segundo y noticiádoselo, asi al alcalde: 6 infor- 
mando con falsedad, excusan remitirla, como lo hizo el 
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.alealde del cuartel núm. 2 D. Angel M. del Puerto Vica- 
‘rio, que rehusé-remitir la acta del reo C. Antonio Ayalz, 
diciendo que estaba 'concluido y el interesado conforme, 
ála sazon que se daba cuenta á la suprema corte con un 
ocurso de él, en que se quejaba de nuevo de que el al- 
calde, no obstante que se le habia pedido la‘acta por el 
tribunal, y que él por su parte lo habia desconocido y re- 
casado, lo habia condenado 4 pagar 10 pesos al médico D. 
Mariano Pulgar, 20 reales de una fianza, por haberse que- 
dado curando en su casa, 5 pesos por un mandamiento y 
habilitacion de horas, 4 peso 4 reales de 3 comparecen- 
cias, 1 peso para el ejecutor, 4 peso por dos órdenes, 5 
pesos por indemnización 4 las quejosas, y 25 pesos de 
multa para la tesorería del fondo judicial, y algun otro, 
en fin, (porque no es fáeil referir todos los sucesos que 
han ocurrido) que no tentendo otro medio para evitar que 
«diversos presos que tenia se presentasen á la visita, y esta 
‘le quitase el conocimiento, como era de su deber, porque 
no podia consentir que se siguiesen juzgando por quien 
no tenia autoridad para ello y le reprobase su conducta, 
los hizo sacar dos 6 tres dtas antes de la cárcel, con el 
pretexto de práctica de diligencias, sin que á los tres des- 
pues los hubiese devuelto, y ni siquiera dado aviso en la 
alcaidía para que matase la partida de entrada. 

Abusivo é ilegal en extremo es todo lo que va expues- 
to, pero aun es mas lo que va á exponerse. Aposestona- 
dos algunos alcaldes del conocimiento de todo género de 
delitos, y formulando sus procedimientos en actas infor- 
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mes y llenas de defeetos, los fallan y sentencian impo- 
niendo las penas segun su arbitrio, sin mandar aquellas 
nunca á la revision del superior, y aun sin dar lugar á que 
los sentenciados usen del. derecho de apelar, y estos sa- 
ben su condena por el alcaide, que es á quien los alcal- 
des avisan, y aquel asienta en el libro que tal reo está sen- 
tenciado á tal pena y cuenta. 

Luego que la Suprema Corte vió esta palabra, que se 
encuentra en un sin número de partidas, fijó sobre ella su 
atencion, y procurando saber su verdadero sentido por el 
exámen de aquella, se eneontró con alguna en que por 
ejemplo, se decia: Fulano de tal, condenado á tres días de 
servicio de cárcel y cuenta; y despues de ocho dias de la 
fecha de aquel asiento, se encontraba otro, que eondenaba 
de nuevo á aquel reo á dos ó mas meses del mismo ser- 
vicio de cárcel. 

Esta sencilla relacion del hecho, que es la de la ver- 
dad comprobada con la copia autorizada de la partida que 
se acompaña á esta exposicion, habrá causado desde lue- 
so en el justificado ánimo de Y. E., la misma fuerte y 
desagradable impresion que causó en esta Suprema Corte, 
y habria presentado á su ilustracion toda la deformidad de 
ese que se dice fallo. ¿Qué género de sentencias son 
esas, que pueden tener despues de pronunciadas y cum-. 
plidas un ensanche y ampliacion que les dé un valor múl- 
tiplo del que primitivamente tuvieran? ¿Qué clase de 
juicios son estos, que terminados por una sentencia, se 
vuelven á abrir de nuevo sin nuevo delito, sin nuevas ac- 
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tuaciones, y dan por resultado un aumento de pena no 
duplo, ni triple, sino multiplicado por veinte ó mas del 
primitivo valor? La respuesta que á estas y á otras mil 
preguntas que naturalmente ocurre hacer al ver tamaña 
deformidad es, la explicacion y significado de esa palabra 
cuenta: ella descorre el velo 4 este misterio de iniquidad 
y de vil granjería: ella da la clave sobré la conducta de 
los alcaldes de que se habla, y explica por qué se les con- 
signan los reos por los que los aprehenden, por qué se 
arrogan el conocimiento que no les corresponde, por qué 
rehusan cóncurrir 4 las visitas, por qué procuran eludir 
de todos modos que el conocimiento de las causas de los 
reos que tienen á su disposicion pase á los jueces de le- 
tras, y en suma, de todos los abusos y desórdenes que hoy 
se notan en el aprisionamiento de los reos y en la termi- 
nacion de sus causas. 

Esa palabra, Sr. Exmo., lo que s:guifica es, que el al- 
caide no dejará salir en libertad á aquel reo aunque esté 
muy cumplido el término de su condena, hasta que el al- 
calde se lo prevenga, y esto no lo previene hasta que el 
reo ba entregado á su juez veinte reales de una fianza que 
se le obliga á dar, y si no entrega los veinte reales, se le 
pone la segunda pena. ¿Y de qué es esa fianza? En ma- 
teria criminal, la única que se conoce es, la de non offen- 
dendo; pero esta evidentemente no cabe en los delitos de 
que pueden conocer los alcaldes, que nunca pueden ha- 
cerle de asechanzas de homicidio 6 heridas, y aun cuan- 
do cupiera, podria. tener lugar respecto de una que otra 
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persona, ¿pero:respecto de tantas? Pues se ha exigido al 
que fué sorprendido quebrantando el bando de policía, 
‘que prohibe satisfacer: las necesidades corporales en la 
‘calle, de que no volverá á hacerlo: al que tavo tratos con 
‘una muger casada, y sin que el marido intervimtese: para 
nada en el juicio, de que no volverá 4 hablarle; y en su- 
ma, se ha-exigido de cualquiera cosa, 6 de que no se vol- 
‘veria á delinquir. Y ¿de qué legislacion habrá podido sa- 
carse tan extravagante medio de reprimir los delitos? Si 
estos se repiten, ¿de qué servirá la fianza? ¿Quién ten- 
drá noticia de ella y la dará al nuevo juez? “Donde se 
archivarán y guardarán? ¿Cómo podrá haberse el fiador 
á las manos, cuando su calidad y circunstancias deben ser 
semejantes á las de su fiado? Y habido, ¿qué se-hará con 
"él? ¿Se le habrá de sujetar á la pena que merezca su fia- 
do por su reincidencia? 

Mas ese exámen es de todo punto ocioso, porque la exi- 
gencia de esa fianza, que se otorgará ó no se otorgará, tiene 
un objeto enteramente distinto de la represion de los de- 
ditos, pero bien marcado y conocido, y es la prestacion 
pecuniaria de los infelices aprehendidos, que ó no reco- 
‘bran su libertad, ó tienen que hacer ese sacrificio, que pa- 
ra muchos es completo; porque «un infeliz indígena, que 
viene á vender los miserables frutos de su pueblo, y como 
es corriente y aun natural, hecha su venta se carga algo 
de pulque y en ese estado se le sorprende, se le reduce á 
prision, se le sentencia á tres ó mag dias de cárcel, y se 
le exige el importe de la fianza, y si no, continúa preso: 
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¿Qué extremo puede abrazar que no sea para él un com 
pleto sacrificio? Si continúa preso, él y su familia, que 
por lo comun ha de haber venido con él, perecen: si por 
salir entrega los veinte reales, ¿qué le quedará despues de 
algunos dias de prision, de los frutos que vino-4 vender? 
Pues este es el:objeto de esa palabra cuenta; con el que 
se ha cludido completamente la reiterada disposicion de 
que á los reos que se mandan poner en. libertad; no se 
les cobren ni exijan derechos algunos, bajo ningun pre- 
texto, ni con ningun motivo, y esa-exigencia explica y. 
hace entender la causa de los abusos y desórdenes de los 
que esta Suprema Corte se ha creido en cl deber de ha- 
cer á V. E. la indicacion que precede, y que comprueban 
las copias de las partidas-4 que ella se refiere, para que 
en su vista, si lo eree conveniente, se dicten por el Supre- 
mo Gobierno las órdenes que lo' remedien. 

Ellos en su mayor parte reconocen. por origen la inob- 
servancia de las leyes, y-desaparecerán con su observan- 
cia. Si se cumplen: y guardan religiosa y puntualmente 
las que establecen el turno diario de los jueces letrados, 
comenzándolo y cerrándolo á las horas que ellas señalan, 
y llevándose el Isbro que previene: si en el de cada dia se 
presentan, como dehen, todos los reos aprehendidos y de- 
tenidos en la noche anterior y en el diseurso - del dia si- 
guiente: si en él se consignan. á los alealdes los- reos. dé 
faltas livianas que solo merezcan alguna correccion ligera, 
y sean de sus respectivos cuarteles para que los determi- 
nen con:la:brevedad que la:naturaleza de esas faltas exi- 
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ge, y reservándose el juez de turno el conocimiento de los 
demas que deban ser juzgados por partida, por delitos que 
sin llegar á ser graves deben ser castigados con pena cor- 
poral, ó por proceso formal aunque sea en acta, sin per- 
juicio de que el alcalde del cuartel á que pertenezca el 
aprehendido continue en las veinticuatro horas primeras, 
las diligencias que convenga practicar en el lugar del de- 
lito y al aue no puede trasladarse el juez de: turno, que 
cuidará de recoger aquellas, y el alcalde deberá remitírse- 
Jas: si las causas que se siguen por partidas se concluyen 
en el término de quince dias que la ley les señala: si sus 
actas se remiten desde luego á esta Suprema Corte, en el 
caso de interponerse apelacion, ó al fin de cada mes si no 
se interpone, lo que la pondrá al cabo de las dilaciones 
que pueda haber: si los condenados á prision por faltas de 
policía, son remitidos á la cárcel con su respectiva conde- 
na, para que en el libro de entradas se anote en su parti- 
da la autoridad que los manda, el motivo por qué los man- 
da, y el tiempo porque han de estar presos: si se hace to- 
do esto, que no es mas que lo que está prevenido en di- 
versas leyes, cesarán luego las aprehensiones caprichosas, 
las detenciones arbitrarias é indefinidas, las reclamaciones 
de reos que no tienen juez, ó que están presos por órden 
de una autoridad que los manda allí sin volver á pensar 
en ellos: se cortará el grave abuso, de que estén ejercien- 
do jurisdiccion en materias graves, y jurisdiccion sin limi- 
tes, sin responsabilidad y sin dependencia, personas á quie- 
nes la ley no la dá, y se extirpará el otro gravísimo, de 
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convertir la administracion de justicia en una vib granje»; 
ria é indecente socahiia: las cárceles no estarán henchidas 
de presos, la pena seguirá de cerca al delito, el delincuen»: 
te sufrirá la pena que merece, el inocente no padecerá in~ 
justamente, y la justicia será no el azote y la plaga de le 
gente infeliz y desvalida, sino el consuelo y alivio de la s0% 
esedad. | E > 
+ Esta Suprema Corte en todos los casos que’ se le has 
presentado ha puesto el remedio de la ley aplicando en ca-: 
da uno la que le corresponde; pero estos remedios parcias 
les no bastan para un mal general y arraigado, y no siendo 
dé su resorte dictar providencias generales, y demandán< 
dolas en su concepto la materia de esta exposicion, acor- 
dé dirigirla 4 V. E., añadiéndole por conclusion, que á sẹ 
juicio deben reducirse á inculcar el camplimiento y obsera 
vancia: le las disposiciones legales que se han indicáde $ 
convendrá individualizar, y á proporcionar el local 6 locas 
les en que: los sentenciados por vagos que sean menores 
de diez y ocho años, ó inútiles por otra-causa para el ser» 
vicio de las armas, puedan hacerse hombres útiles 4 la sow 
ciedad, lo que ciertamente es imposible conseguir si no es 
separándolos completamente de todo roce, trato y coma 
nicacion con los criminales: poniéndolos bajo la direccion 
de maestros honrados y empeñosos, y teniéndolos de dia 
y'de:noche á la vigilancia é inspeccion de hombres mori 
gerados y de zelo, para fustrar á todas horas el aliento y 
estímulo que: recíprotamente se comunican los jdvenes 
tuando están reunidos al desarrollerss las pastones: pro- 
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pias de su edad, que es necesario saber contener y dirigir 
con las lecciones, con los ejemplos, y aun con las condes- 
cendencias racionales y oportunas; y nada de esto es po- 
sible que se verifique en los talleres establecidos .en la 
misma cárcel, que si bien podrán servir para destruir en- 
el comun de los presos el hábito de.la ociosidad, y engen- 
drar el del trabajo, y por esto se deben conservar y fo- 
mentar, nunca podrán ser escuela á propósito para formar 
jóvenes honrados y de buenos sentimientos, porque no 86 
les puede impedir el trato y comunicacion con toda clase 
de delincuentes: porque han de oir las conversaciones pro- 
pias de éstos: porque sus maestros han de ser tomados de 
entre.esos mismos; y porque sus custodios y vigilantes, 
que han de ser tambien de la misma clase, no pueden te- 
ner la moralidad y el zelo que se requiere en los encarga- 
dos de formar la juventud. Esto solo se puede: obtener 
en una buena casa de correccion; mas no habiéndola aun, 
tal vez podria suplirse poniendo en alguno de los patios 
de la cárcel un departamento de talleres para: apren- 
dices, incomunicado completamente con el resto del es- 
tablecimiento, como lo está el de las mugeres, y habilita- 
do de maestros, custodios y es cual se requieren 
pr el objeto. 

` Yal cumplir con su acuerdo, tengo el honor de reno- 
var á V. E. por mi parte las seguridades de mi — 
da consideracion y aprecio.: 

Dios y libertad. México, 10 de igos de 1850.— 
José Ramon Pacheco.—Exmo. Sr. secretario. de -estado y _ 
del despacho de justicia. 
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Ip OR acuerdo de esta Suprema Corte de justicia, tengó 
el honor de acompañar á V. E. el estado que la misma 
mandó formar del número de personas que, segun los par- 
tes publicados en el periódico oficial, fueron reducidas á 
prision en las cuatro semanas anteriores á la presente, y 
que comienzan á contarse desde el 27 del último Julio, y 
acaban el 23 del que fina: del de los presos que fueron 
presentados en visita en las cuatro que se hicieron en ese 
período, y del de los que ni se presentaron en visita, ni 
se dió razon alguna; por el que aparece, que el número 
de las personas aprehendidas fué de 1434, el de las pre- 
sentadas en visita, de 183, y el de las otras el de 1251. 
El hecho de no haber sido éstas presentadas en la vi- 
sita de la semana en que respectivamente fueron aprehen- 
didas, manifiesta, que cuando esos actos se verificaron, : 


ya ellas estaban determinadas, 6 por soltura 6 por pena; 
y esto respecto de un número tan considerable de perso- 
nas, y en contraposicion del muy corto de las que se pre- 
sentaron en visita, confirma y robustece las indicaciones 
que esta Suprema Corte hizo á V. E., en su comunicacion 
fecha 10 del que acaba, sobre los abusos que se están co- 
metiendo, así al reducir á prision, como al determinar so- 
bre los aprehendidos. 

Y al cumplir con este acuerdo, cumplo por mi parte 
con el deber de renovar 4 V. E. las seguridades de mi 
consideracion y aprecio. 

Dios y libertad. México, 31 de Agosto de 1830.—(Fir- 
mado). —José Ramon Pacheco.—Exmo. Sr. secretario de 
estado y del despacho de justicia. 
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REPRESENTACIÓN 


QUE LA 


JUNTA DE FOMENTO 


Morministrativa de OSCireria 


DIRIGE A LA 


ECOUSTA GARA 23 DPITADWON, 


SOBRE 


EL RAMO QUE ESTÁ Á SU CARGO, 


CON MOTIVO 


de lo que acerca de él contiene la esposicion del Escmo. Sr. Ministro de Hacienda de 25 de 
Julio del presente aŭo, sobre el estado actnal de la hacienda pública; 


E INICIATIVAS CORRESPONDIENTES 


para el establecimiento de impuestos y arreglo be la administración 
y distribucion de las rentas publicas. 


y 


MEXICO: 1850. 


IMPRENTA DE IGNACIO CUMPLIDO, 
Calle de los Rebeldes número 2. 


Geor: 


aos en la sesion del dia 27 de Octubre del año próc- 
simo pasado, la tercera parte del artículo 2° del dictamen de 
la comision de crédito público de esa augusta cámara, relativa 
á la deuda de minerta (1), no creyó la Junta de fomento y ad- ' 
ministrativa, que este negocio volviese á ser objeto de vuestro 
.ecsámen y deliberacion, y que tendria de nuevo que elevar su 
voz hasta el santuario de las leyes, para representar sobre los 
derechos de sus comitentes, y esforzar las razones que tantas 
veces ha espuesto para precaver males y perjuicios de no poca 
consideracion; pero acaba de circular la esposicion que con fe- 
cha 25 del prócsimo pasado ha dirigido á las cámaras el 


(1) Acta de la sesion del dia 27 de Octubre de 1849, publicada en el número 
42, tomo 2? , del periódico oficial del Supremo Gobierno de 15 de Diciembre del 
mismo año. 
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Escmo. Sr. ministro de Hacienda sobre el estado del erario fe- 
deral en el presente año, acompañando las iniciativas corres- 
pondientes para el establecimiento de impuestos y arreglo de la 
administracion y distribueion de las rentas públicas; y en ella 
ve repetidos los mismos conceptos en que se apoyó la espresa- 
da comision, desconociéndose la naturaleza del fondo dotal, ca- 
lificando de pública la deuda que pesa sobre él, insistiendo en 
que debe ser comprendida en el arreglo del crédito público, é 
iniciando, por último, la supresion del real de minería, única 
hipoteca con que cuentan sus numerosos acreedores; entre 
quienes hay establecimientos piadosos y personas que, por 
sus circunstancias y la indigencia en que algunas viven, son 
dignas de toda proteccion: sus créditos, inclusos capitales 
y réditos, quedaban reducidos en fin del año prócsimo pasa- 
do à 4,804.368 pesos, 4 reales, 93 granos (1), los cuales sin la 
garantía que hoy tienen, su valor en el mercado sufriria consi- 
derable diminucion, y vendrian á destruirse las esperanzas que 
han concebido de la regularidad, celo y fidelidad con quese ha 
estado administrando este fondo destinado á su pago, y que ha 
influido en que no sea ya tan grande la diferencia entre el va- 
lor efectivo y el nominal de estos créditos en los diversos con- 
tratos que se celebran. 

En la esposicion que en 29 de Agosto de 1849 dirigió esta 
Junta al Escmo. Sr. ministro de relaciones, con motivo de la 
órden de 21 del mismo, sobre remision de varias noticias que 
necesitaba la comision de crédito público, para la formacion del 
proyecto de arreglo de que estaba encargada; demostró con 
claridad y esactitud, apoyada en datos oficiales ciertos y en le- 
yes terminantes, que siendo el fondo dotal un caudal propio 
de los mineros, y estando afecto al cumplimiento de obligacio- 
nes, que ellos mismos habian contraido como particulares por 
medio de sus apoderados, no debia enumerarse entre las rentas 
que formaban la hacienda pública; ni su deuda confundirse 
con los créditos pasivos del erario, que deben satisfacerse con 


(1) Informe de la Junta de fomento y administrativa de minería, dado al 
Escmo. Sr. ministro de relaciones en 27 de Diciembre de 1849, pag. 10. 
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caudales de la nacion; lo contrario seria separarse de la con- 
ducta circunspecta observada por todas las administraciones 
que han ecsistido desde antes de la independencia, cometer la 
mayor injusticia, y obrar en contradiccion con los sanos princi- 
pios de economía política. 

Notándose despues que esta esposicion no habia poducido el 
efecto deseado, y que la comision de crédito público en su dic- 
támen de 15 de Septiembre del mismo año, insistia empeñosa- 
mente en destruir estos conceptos, y en reputar la deuda de 
minería como deuda pública, fué ya preciso que la Junta am- 
pliara sus fundame:tos; entrase en estensos detalles; hiciera 
mérito de las disposiciones que la favorecen, y tocase las 
cuestiones principales que iban á ser objeto de la delibera- 
cion del cuerpo legislativo; encargándose al mismo tiempo 
de combatir las razones en que la comision creia encon- 
trar el apoyo de la medida que consultaba: esto es lo que 
contiene la representacion que en 22 de Octubre de aqnel mis- 
mo año elevó á esa augusta Cámara, que fué acogida con tan- 
ta bondad, y que ocupó su atencion en la luminosa y detenida 
discusion que tuvo este negocio en varias sesiones, en que se 
hizo valer con elocuencia por los respetables oradores que to- 
maron parte en el debate, la fuerza de la razon y de los princi- 
pios, y que dió por resultado la conservacion del fondo tal co- 
mo ecsistia; cuya resolucion es la prueba mas patente de respe- 
to á la propiedad, de rectitud y justificacion. 

Esto solo bastaria para apoyar los derechos que la Junta cons- 
tantemente ha defendido y están confiados á su cuidado; por- 
que es el título mas respetable y el hecho mas elocuente que 
pudiera presentar, superior á cualquiera razonamiento que em- 
please para convencer; pero como el Escmo. Sr, ministro de ha- 
cienda reproduce los mismos argumentos de que se ha hecho 
uso, sin añadir nada nuevo, los cuales han sido ya suficiente- 
mente analizados; sea permitido á la Junta manifestar con la- 
conismo y precision, parte de las razones que ya espuso, am- 
pliar otras, y agregar algunas mas, para dar á este asunto el 
desarrollo conveniente, y de esta manera quedará destruido el 
único fundamento que alega, en el cual se apoya tambien, se- 


yee eae 


gun parece, la iniciativa que bajo el núm. 7 acompaña 4 su es- 
posicion. 

No repetirá la Junta la historia del fondo dotal, porque ya es 
bastante conocida, y se encuentra muy detalladamente relatada 
en su representacion anterior; de la cual aparece que establecido 
el real de minería, no por el soberano que solo dió un simple 
permiso ó autorizacion (1); sino por los mismos mineros, que 
por medio de esta prestacion se propusieron el "fomento del ra- 
mo de industria á que estaban dedicados, y la respetabilidad, 
amparo y proteccion de la clase toda 4 que pertenecian, pobre 
entónces, abatida y desvalida; le faltaban las condiciones esen- 
ciales que debe tener toda renta 6 impuesto público; a saber, que 
sea establecida por la autoridad soberana, que sus productos 
estén á disposicion del gobierno, y que su destino sea sostener 
las cargas del Estado; cubrir los gastos de la administracion 
pública (2): el real por cada marco de plata de once dineros, que 
formaba parte del duplicado real de señoreage, continuó co- 
brándose precisamente cuando por la real cédula de 1.9 de Ju- 
lio de 1776 se abolió la duplicacion; de manera que léjos de te- 
ner su orígen de la ley, segun ella debió cesar, y cesó en efec- 
to como renta, que de hecho habia ecsistido por abuso 6 equi- 
vocacion, lo cual está suficientemente comprobado, y no es una 
mera ficcion, como se dice en la esposicion del señor ministro, 
que la Junta haya inventado para deducir que los mineros se 
habian impuesto esta contribucion, y que no podia formar par- 
te de las rentas públicas por ser una propiedad particular; si- 
no una verdad, un hecho cierto, deducido de ias palabras mis- 
mas de las disposiciones que acaban de citarse; y de la ley 7, 
tit. 23, lib. 4 Recopilacion de Indias, y reales cédulas de- 26 
de Junio de 1698, y 19 de Junio de 1723, que prevenian, que 
solo se cobrase un real de señoreage 6 monedage; si continuó 
pagándose otro real á mas de este por cada marco de plata pre- 


. 


(1) Real cédula de 1.9 de Julio de 1776. 

(2) Ricardo. Des principes de I’ economie politique, et de l’ impot. chap. 8. 
—Garnier. Elements de l economie politique 2, part. sec. 2, chap. 20. par, 2, | 
num, 515. | 
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sentado para su amonedacion, fué solo por voluntad de los mi- 
neros que se impusieron esta obligacion, y se llamó real de mi- 
neria para distinguirlo de aquel, y para que en ningun tiempo 
pudieran confundirse: el real de señoreage y no el de mineria 
fué el que se suprimió por el art. 1.9 del decreto de la sobera- 
na Junta provisional gubernativa de 13 de Febrero de 1822. 
Nótase ademas, que tanto en la representacion de los apode- 
rados del gremio de mineros, de 25 de Febrero de 1774, como 
en la citada cédula de 1.9 de Julio de 1776, espedida en virtud 
de ella, este real que se permitió á los mineros imponerse sobre 
sus platas, se consideró como propiedad particular, como propio 
caudal suyo; y es inconcebible cómo teniendo este carácter 
desde su orígen, pueda reputarse como renta pública; en el pri- 
mer caso, el individuo 4 quien pertenece conserva la propie- 
dad, y en el segundo, pasa á serlo del Estado: así lo calificó 
el soberano mismo que permitió su establecimiento; este con- 
cepto fué repetido en todas las disposiciones posteriores que se 
espidieron, tales como la Ordenanza de minería de 25 de Ma- 
yo de 1783, y mas espresa y terminantemente en la declara- 
cion de 5 de Febrero de 1793, en que se le llamó “caudal de 
los mineros y de su tribunal que representa å todos los que le 
contribuyen.” esta ha sido tambien la inteligencia en que han es- 
tado los legisladores todos de la república, el gobierno y aun el 
gefe de las fuerzas enemigas, durante la ocupacion que el año 
de 1847 sufrió esta capital; y por eso es, que ni en el decreto 
de las cortes españolas, en que se concedian tantas franquicias . 
á la minería, ni en el de la soberana Junta provisional guberna- 
tiva de 13 de Febrero de 1822, en que se especificaron los gra- 
vámenes y contribuciones á que estaban sujetos el oro y plata 
que se estraia de nuestras minas, y constituian parte de las ren- 
tas públicas, ni en las demas leyes en que se habla de los im- 
puestos que deben pagar estos metales, se hace mencion ni se 
toca para nada el real de minería; porque como propiedad par- 
ticular estaba fuera del dominio del legislador, y continuó co- 
brándose sin alteracion alguna; á pesar de haberse establecido 
en el art. 6.2 del último de los citados decretos, como única 
contribucion el 3 por 100 sobre el verdadero valor del oro y pla- 
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ta ademas de los derechos de amonedacion; por eso, en fin, ni 
en la ley de 4 de Agosto de 1824 que fué la primera que clasi- 
fico las rentas, designando las que correspondian à la federa- 
cion y á los Estados, ni en la de 16 de Noviembre del mismo 
año, ni en las posteriores de 6 de Agosto de 1845 y 17 de Sep- 
tiembre de 1846, ¡que mencionaron las que ecsistian, se com- 
prendió el real de minería, y no habria dejado de hacerse, si se 
hubiera reputado como renta pública. 

Consecuente el gobierno español y los que despues de él han 
regido los destinos de la república con esta inteligencia y cali- 
ficacion, han respetado como agenos de la hacienda pública los 
productos del espresado real, reconociendo como deuda que de- 
bia satisfacerse de los fondos públicos las cantidades que de ellos 
se les ministraron por el tribunal de Mineria 6 Estableci- 
miento respectivo en clase de préstamo, ó que sin anuencia 
y conocimiento de éste fueron tomadas por sus agentes para 
cubrir las urgencias del erario, ó por sucesos y causas que no 
habian podido evitarse, disponiendo su devolucion cuando las 

circunstancias eran favorables, para que no sufriesen detrimen- 
to los objetos en que debian invertirse: esto es lo que constituye 
en su mayor parte la deuda activa del fondo dotal, que al es- 
tinguirse el tribunal y hacer la entrega correspondiente al Es- 
tablecimiento en 8 de Enero de 1827, solo ascendia 4 la canti- 
dad de 2.768.875 pesos 5 reales 7 granos (1); pues segun las 
constancias que ecsisten en el archivo de la Junta, el gobierno 
español habia ya reintegrado al fondo la fuerte suma de 1.903.348 
‘pesos 3 reales 9 granos, tomándola de los caudales que consti- 
tuian la real hacienda, formada de las rentas que en aquella 
época ecsistian. 

Si el fondo dotal fuera, como quiere el señor ministro de ha- 
cienda, una de tantas contribuciones públicas, las cantidades 
que de él se habian ministrado ó tomado para el gobierno, no 
habrian producido esa deuda activa que ecsiste á su favor, ni 
hubiera sido reconocida, ni mandada pagar; porque nadie se de- 


(1) Estado número 3 publicado con la Esposicion dirigida á los señores dipu- 
tados del congreso general por el establecimiento de Minería en 26 de Noviembre 
de 1831. ` l 
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be á sí mismo, ni contrae obligacion alguna el que toma lo que 
le pertenece; ser deudor y acreedor de sí mismo, seria deber y 
no deber, ser y no ser 4 un mismo tiempo, lo cual es un absur- ' 
do inconcebible: segun los tratadistas de derecho, uno de los mo- 
dos de estinguirsé las obligaciones, es la confusion, que se veri- 
fica cuando se reunen las calidades de acreedor y de deudor 
de una misma cosa en una misma persona (1); de manera, que 
si el gobierno ha confesado por actos esplícitos que era deudor, 
suponia en otro el título de acreedor; y al mismo tiempo decidia 
que lo que se le habia ministrado, 6 sus agentes habian toma- 
do, no le pertenecia y que la propiedad ecsistia en otro, en el 
que tenia el título dé acreedor, que lo era el tribunal 6 esta- 
blecimiento en representacion del cuerpo de mineros. 

Este modo de proceder tan franco y leal, tan conforme 4 los 
principios de justicia, no podia dejar de observarse en épocas 
posteriores, en que se proclamaba tanto respeto å lá propiedad; 
por eso se ha visto que al espedirse el decreto de 20 de Mayo 
de 1826, la nacidin reconoció en el artículo 9 como deuda que 
debia satisfacerse con las rentas públicas las cantidades que se 
habian tomado de los fondes del tribunal de Minerta para las 
urgencias del. Estado; mandando en el artículo 8.2 que 
los Estádos reembolzasen al establecimiento las que ellos ha- 
bian tomado de los mismos fondos; y al efecto se les señalaron 
seis meses en el reglamento respectivo para cumplir con esta 
obligacion: pot eso se le mandaron reintegrar las catitidades to- 
madas en virtud de los decretos de 3 y 28 de Julio de 1833 que 
habian ingresado en las comisarías de Zacatecas y Guanajua- 
to; las que en 1844 fueron ocupadas por la mala inteligencia 
dada 4 un decreto de la asamblea de este último Estado, en- 
tonces Departamento; y lo que habia dejado de percibir en 
virtud del decreto de 30 de Abril de 1847, que dispuso de 
seis granos de los doce que forman el real de Minerta, el 
cual fué en esta parte derogado por el de 16 de Junio del 
mismo año, á consecuencia de haber representado la Junta, 


t 


(1) Escriche, Dic. razonado de leg. y Jurisp., palabra Confusion. —Sala Me- 
xicaño, tom. 3, tít. 22, sec. 5, núm. 35. 
| 2 
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y probado cue con agnella «disposicion se ataeaba la propie- 
did pruuticolar. ¿Y se habra hecho todo. esto si ol real de 
Mineria se hubiera reputado como renta pública? ¿No es 
claro que respecto de las. que tienen este carácter, ha sico es- 
pedita la facuitad del legislador pura disponer de ellas á su ar- 
bitrio, destinándolas á los gastos y urgencias públicas? ¡Podria 
anuca disputarse al gobierno la intervencion que en todas ellas 
le han dado las leyes? La manera prudente y circunspecta' con 
que se ha obrado, funda el concepto contrario al que pretende 
sostener el actual señor ministro. de hacienda, concepto distinto 
del que formó el consejo de gobierno que con tanto detenimien- 
ta procedia en.los espedientes que se le pasaban en consulta, y 
que en un dictámen que dió al gobierno,en 31 de Enero de 
1845, dijo terminantemente: “ Que estando destinado el fondo 
de Mineria al pugo de sus acreedores, viniendo å ser come el 
fonda de un concurso; encargada la administracion å ung, Jun- 
ta particular, y aun la rendicion de sus cuentas sometidas á 
una contaduria particular, no puede considerarse como renia 
pública” y diametralmente opuesto tambien. á la calificacion 
ilustrada y justa, que sienéo ministro de hacienda. el Escmo. 
Señor D. Luis de la Rosa, hizo el gobierno en 2 de Noviem- 
bre de 1847, al resolver sobre la propuesta del comandante 
general de Jalisco, para que se hiciera ingresar en la comisaría 
del Estado el producto del real de Minería, para, acudir á las 
urgencias públicas; y esto en ‘una época de angustia, en que el 
invasor habia penetrado hasta el corazon de la: república, tenia 
ocupados sns puertos y principales ciudades, se ostentaba orgu» 
linge: er ia capital misia que habia mancillado con sus puntas; 
y eb gumoemo 26 contua SINO cou restos miserables de sus ren- 
tas, is no aleanseban é cubry bi aun dos gastos Mis precisos 
é }:.disvensa bien a. Jn commble cion que se le diigió se ajo 
forananleroste gue he podia poredcisc Fo su Idie lon, “pox 
“so contrario eos po su a los puicipjes yue proclamó la pre- 
E sort: ada yaaa Pbcome: oP aus anios para respetar en 
ESO oa ‘ copita «io particular; porgue ci Jondo men- 
«g pada ne pi de sor co stterads Sii con este preciso ed- 
Cid for, PULS el prineir objet ú qur esti destinatu, es El 


ac 


The 


> pazo de los urrecdares al estublecimiento de Minerta y "p 
«sostén del entero (JA er A 
Si estos actos de las autoridades suptemas ho ke! eonsidoran 
bastantes para fundar un hecho sálido y establo, y fijar el ver- 
dudero eavåeter del fondo otal, y sedesea mayor ucopie de dat 
tos y mis luz en corroberacion de lo espuesto, se encontharain en 
ba abscdnita libertad è indeporndopcia con que el cnerpo de wee 
naros: por medio de sus representantes, disponia de estos cave 
dales, susetindase en er reenudacion, adiministracion, river: 
ion, rendición y glosa de enemas, no A las resldSipesetitas 
pua las rentas que lormaban lao real hacienda, como lo ha de- , 
mostrado la Jnuta en su anterior representación, sino Adis aad 
andlouds a la naturaleza del” fondo; á las que le pareeker mas 
convenientes, y a las que vonducian mas direct: tmeyte al okies 
to'que se habian propuesto, que era cl fomento del yawo y efi- 
caz proteccion de la clase minera; reglas que siguieron opsèt- 
vándose despues de hecha la independencia; hasta "que estin- 
guido el tribunal de Minería; fué preciso hacet! dIgnnas varia- 
ciones, aunque siempre conservando el Fondo "separado de ‘la 
hacienda pública. io ENS peo: a 
Dificilmente se concibe cómo despues de todo esto y cuando 
se presentan disposiciones tan terminantes, hechos tan claros, y 
calificaciones de tanto peso, pueda todavía dudarse de la indc- 
pendencia del fondo dotal, y' asegurarse como en el documento 
oficial á que se refiere esta representacion, que la comision de 
crédito público de la camara, habia probado hasta la evidencia 
que este fondo era “una de tantas conitribuciones;” este concép- 
to ha sido completamente desvanecido, 'ha desáparecido'tal ca- 
lificacion, no solo por las razones que se Han alegado, ‘sino pdr 
el juicio respetable de ld CAmata,’que despues de una madura 
discusion 'reprobó en esta parte el dictámen de la espresada co- 
miisioh, 4 pesar del esfúerzo'con 1 que proctraron sts individuos 
sostenerlo en el debate. > ` A i ee 
ae concebirá tambien q ‘si’ la Junta hi hecho mérito de lo 
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Publicada en el número 10 del Correo Nacional de t7 de Noviembre de 
1847, periódico oficial del gobierna. , O EN A penl rr a o Cp 
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que pasó en tiempo del gobierno español, y de las disposicio- 
nes dictadas entónces sobre esta materia, fué para probar el orí- 
gen del real de Minería y cual era su naturaleza: fué para: po- 
ner de manifiesto que no podia reputarse como renta pública; 
y que toda disposicion que partiese de este juicio equivocado, 
llevaba un vicio radical, un sello de injusticia, que resisten las 
mácsimas rectas é ilustradas que deben guiar la marcha de la 
administracion pública: el congreso general tiene plena facul- 
tad constitucional para legislar en materia de impuestos; pero 
no puede cambiar la naturaleza de las cosas; lo.pasado está fue- 
ra de su dominio, porque no le es posible hacer que lo que. ya 
fué no haya sido; que lo que se reputó siempre como propiedad 
_ particular no tuviese este carácter; que se considere como im- 
puesto 6 contribucion pública lo que no es; y que se desconpz-. 
can la aplicacion y obligaciones å que está afecto el fondo de. 
Mineria, suprimiéndolo y alterando los pactos celebrados en. 
una parte tan sustancial como esta. 

Nadie niega, pues, al soberano actual la facultad de legislar 
sobre impuestos; pero la aplicacion que quiere, hacerse de esp, 
facultad al caso presente, no es fundada: cuando se trata dedis- 
poner de la propiedad particular, hay ciertos límites que el le- 
gislador no puede traspasar, especialmente, ecsistiendo obliga- 
ciones á que se halla afecta; las cuales deben respetarse porque 
están apoyadas en las ages y su inviolabilidad se encuentra. 
garantida por el mismo pacto fundamental de la república. 

Suponer que el compromiso y obligaciones que contrageron 
los mineros en tiempos. pasados, no ha podido trasmitirse de 
unos á, otros, ni ligará los actuales, porque en su, “mayor par- 
“te son personas que muy recientemente han entrado en esta cla- 
“se de especulacioneg;” calificar de absurdo, como lo hace el se- 
fior ministro, que tales obligaciones tengan hoy toda la, fuerza. 
y eficacia que tuvieron en su orígen, porque. han trascurrido 
muchos años, y vivimos bajo distinto régimen de gobierno, es,, 
desconocer completamente la naturaleza de, las corporaciones, 
las reglas por las cuales se han regido siempre en el mundo, los 
principios aplicables á ellas, y, el modo peculiar con que ad- 
quieren derechos y contraen obligaciones; la Junta se.refiere.á: 
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lo que sobre esto espuso en su anterior representacıon (1) aun- 
que no puede menos de observar, que si tal opinion prevalecie- 
ra, nada habria seguro; se socavarian los fundamentos de la so- 
ciedad, vendrian abajo las teorías mas respetables sobre el go- 
bierno y cuanto ecsiste, se caeria en mil desaciertos, se desco- 
noceria la fuerza de las mas sagradas obligaciones que el tiem- 
po ha fortificado, y la actual generacion á nada se creeria obli- 
gada de cuanto le hayan legado sus antecesores, en que su vo- 
luntad no tuvo parte alguna, puesto que no ecsistian sus indi- 
viduos en la época en que tales sucesos y actos habian pasa- 
do. La Junta no cree que pueda sostenerse semejante doctrina, 
. que seria un principio de anarquía, de desorganizacion y Caor 
den, y el orígen de muchos males. 

Pasa ahora á ocuparse del segundo punto de la espusicion: 
del Escmo, Sr. ministro de hacienda, en que asienta que la 
deuda de Minerta, debe sujetarse á las bases generales que se: 
dicten sobre arreglo del crédito pública. 

Demostrado de una manera concluyente que el real de Mi- 
neria no ha.sido ni puede, reputarse: como renta pública: per-. 
teneciente. al, erarige, nacional, naturalmente se sigue que la 
deusa, & cuyo paga: están afectos sus productos, pno puede ser 
pública, ni comprenderse por tanto. en el arreglo que trata de 
hacerse, contraido solo á la que tiene este carácter. y- debe sa- 
tisfacerse con los. fondos, nacionales; para.esto era necesario que: 
la nacion, 4,el gobierno que. la representa, 6 sus agentes, con 
autorizacion suya, la hubiesen contraido, 6 se le hubiera tras- 
ferida.de alguno de los modos conocidos 6 establecidos. por las. 
leyes, y nada, de este sa. ha, verificado, pues.como consta de la 
esposicion que los acreedores al fondo elevaron à esa augusta. 
cámara en 11 de Septiembre del año prócsimo. pasado, la;deu- 
da,tuvo su orígen de haber tomado el cuerpo de mineros varios 
capitales á.depásito irregular con causa de réditos.de 4 y medio. 
porciento unas, y de 6. otros, hipotegando especialmente para. 
su pago ese mismo fondo dotal, que formaba desde el princi- 
pio el caudal propio con que contaba para llenar los objetos que 


(1) De 22 de Octubre de 1849. 


se habia propuesto al organizarse et: cuerpo, y ocuparse de pu 
beneficio y mejora de la Minería en generaliseste proceder fae 
mas fué reclamado, no se les hizo el mas pequeño reprache; y 
en esto descubre la Junta una razon mas que convence da guè 
el real de Mineria no era una contribucion 6 renta pública; 
porque si lo hubiera sido, m el tribunal halnia podido disponer : 
de sus productos sin autorizacion prévia de la suprema acttori- | 
dad, ni hipotecarlo sin la correspondiente aprobacion, pnes co- 
mo se sabe, la hipoteca es una especie de enasepación (1), que - 
supone al deudor dueño de la cosa hipotecida (2% Una ley de’ 
Partida dice (3): . “La cosa agena non puede ser empeñada: sin 
“ mandado de aquel cuya es;” y el fondo,en ciso de ttonerse . 
por renta pública, no haba peste serlo sin autoridad del- 
soberano. Po. ; | : A e T AA 
„En nuestra historia financiera tampoco se encuentra ningun 
dato de que pueda deducirse que alguna vez ha sido reputada - 
como pública esta deuda; en los estados ‘de Ja ‘anterior a: la im 
dependencia, publicados en la esposicion hecha al congreso ge- 
neral por el. Escmo. Sr. ministro de hacienda en'16 de Agosto 
de 1848, no se halla comprendida la de los acreedores al fondo : 
dotal de Mineria, ni aparece en la liquidacion y' clasificacion: 
que se hizo. por la Junta de:crédito público presentada en'8t de , 
Julio de 1822, ni en los demas documentos de esta clasé que se:' 
han publicado y que con carácter oficial se han “acompañado 4 - 
varias Memorias de hacienda: ‘esta: omision es notable, yy no 'se- 
habria hecho'sin la: persyasion: íntima y la mas completa terte-* 
za. y seguridad de que'la dewda pasiva ‘qué gravitaba' sobre el '- 
fondo: dotal no era pública sino particular de los mineros, que ` 
debia sujetarse á las reglas del derecho comun entre: púrticula<- 
res, y á las condiciones puestas en los contratos réspectivos'que ' 
se hubiesen celebrado: resalta mas este: concepto 'al'ver figurat” 
en dichos estados y documentos oficiales todo ‘lo relativo 4 la ~ 
deuda activa, esto.es, lo que la real hacienda antes, 'y el erario": 


$ ; “ E oe . ; 
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(1) Ley 10, tit. 33, Part. 7 EE A+ 
(2) Ley 7, tit. 13, Part. 5. aoe 
(3) Ley 9, tit. 13, Part. 5, Da a E re ce as ta TF 
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nacional, despues está debiendo al espresado fondo por razon de 
los préstames que en los años de 1782, 1793 y 1794 se hicieron 
al gobierno español, ecshibiendo un millon de pesos en cada uno 
de, ellos, por el importe de los fletes de conduccion de azogues, 
sumas tomadas en varios puntos por los gefes militares; y últi- 
mamente, por las cantidades que hasta la ley de clasificacion 
de rentas (1) se habian tomado para cubrir los gastos públicos. 
Si el gobierno en tales documentos se proponia dar una razon 
fiel y esacta de las cargas y obligaciones á que estaban afectos 
los fondos nacionales, para que calculado su monto, se supiese 
a punto fijo su estado, y con noticia: de los ingresos, pudieran 
dictarse las medidas convenientes para evitar la ruina que in- 
defectiblemente. vendria de no satisfacerlos á su debido tiempo, 
y dejar que la deuda fuese en aumento, ¿cómo echar en olvido 
la deuda pasiva de Minería, si se hubiera creido que debia 
comprenderse? ¿No es esto una prueba evidente de que los pro- 
ductos con que debia cubrirse se consideraban agenos del teso- 
ro nacional, y por consiguiente que la deuda no podia tener el 
carácter de pública?. ¿Podria caber algun error en empleados 
que habian encanecido en las oficinas, que tenian conocimien- 
tos tan esquisitos en el ramo de hacienda, y que sujetaban es- 
tas operaciones á un prolijo ecsámen, bajo la direccion de. gefes 
espertos y autoridades superiores, atentas siempre al mas pe- 
queño deslíz que se cometia para corregirlo inmediatamente? 
¿Se aventurarian 4 obrar de esta manera con una. responsabili- 
dad que les aterraba, y era en aquellos tienpos un freno .pode- 
roso que los obligaba á cumplir esactamente con sus deberes? 
Y si al lado de esta omision. aparece la deuda activa recono- 
ciéndose el gobierno deudor al fondo ¿no es confesar abierta- 
mente, que no se tenia derecho á él? ¿Y no teniéndolo, podia 
considerar camo Obligatorias para sí las deudas á cuyo pago es- 
taba aquel Lipotecado? Esto à la verdad seria el mayor absur- 
do, 1 ituuctar á la razon, y echar un velo sobre la verdad por 
el empeño de sac=" las eosas de su quicio, y gravara la hacien- 
da pública con cargas cue me debe sobrellevar, que jamas ha 


(lL) Lev de 4 de Agosto de 1524. 
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consentido la nacion, y que la abrumatian con su peso enorme, 

Sup6ngase sin embargo por un momento, que esto no fuera 
asi, que la verdad hubiera perdido su fuerza, y que tanto el real 
de minería como la deuda que debe satisfacerse con sus pro- 
ductos fueran públicos; aun en este caso no podrian compren- 
derse en el arreglo proyectado: porque 6 las bases que se fija- 
sen en él dejaban intactos los contratos celebrados, lo cual no 
es de suponerse, pues entónces seria del todo innecesaria é inú- 
til; 6 los alteraba de alguna manera, y esto se halla fuera del 
alcance del legislador; las obligaciones contraidas bajo la ga- 
rantía, reglas y formalidades de las leyes que entónces ecsis. 
tian, no pueden destruirse y dejarse sin efecto; porque desapa- 
receria toda confianza, toda seguridad, firmeza y estabilidad en 
los actos de la vida, se trastornaria el órden social, el individuo 
no seria ya dueño de sí mismo para conservar sus relaciones 
inalterables con los demas; la autoridad intervendria en todo, y 
donde se esperaba encontrar órden y seguridad, solo se hallaria 
arbitrariedad, violencia € injusticia. 

Los contratos solo pueden alterarse por los mismos que los 
celebran, 6 por aquellos 4 quienes hubiesen pasado sus derechos 
y obligaciones: hay novacion siempre que se cambien 6 alteren 
sus cláusulas esenciales, lo que fué materia de él, 6 cuando hay 
mutacion de deudor 6 acreedor. Si en vez, pues, del cuerpo de 
mineros, se constituye 4 la nacion 6 al gobiertio que la repre- 
senta, responsable de la deuda; si en lugar del fondo dotal se 
designa otro fondo, ó se altera alguna de las condiciones sobre 
cantidad, tiempo, pago de intereses y otras semejantes, entonces. 
habrá una verdadera novacion de los contratos celebrados, y co- 
mo uno de los efectos de eila es la estincion de la obligacion an- 
tigua, y sustitucion de otra nueva, lo cual no puede hacerse si- 
ne mediando el consentimiento de las partes (1), porque no hay 
contrato sin voluntad que deben dar á conocer los interesados, 
y esta ho puede suplirse por la ley: resulta que no puede por 
medio de ella hacerse novacion alguna, ni alterárse obligaciones 
que las leyes deben garantir, pero no destruir. 


(1) Ley 15, tit. 14, Part. 5. 
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Otro de los efectos que produce la novacion en opinion de va- 
rios autores, es que luego que se efectúa, cesan los privilegios 
é hipotecas del antiguo crédito, los cuales nunca pasan al cré- 
dito que sé sustituye, porque estingtuida la primera obligacion, 
acaba la hipoteca y los demas accesorios que la garantizan (1), 
dejan de correr los intereses pactados, y puede oponerse como 
escepcion en juicio, y paralizar la via ejectitiva (2): ¿y cabe si- 
quiera la presuncion de que los acreedores de Minería consien- 
tan en perder estos derechos, renuncien los privilegios que co- 
mo tales tienen por las leyes, 4 las cuales se han arreglado siis 
contratos, y se desprendan de lá única garantía que les hace 
conservar viva la esperanza de reintegrarse de sus créditos? ¡Se 
resignarian 4 sufrir tin golpe de esta naturaleza dirigido contra 
su propiedad, á ver desvirtuados los títulos en que apoyan sus 
derechos y sin ningun valor la cláusula guarentigia que contie- 
nen todas las escrituras otorgadas 4 su favor y las demas que 
constituyen la esencia del contrato? ;Preferirian á la accion es- 
pedita que hoy tienen ¢ontra el fondo dotal la que adquiriesen 
contra la hacienda pública, armada de privilegios y esenciones, 
teniendo que luchar con mil trabas-y dificultades, y siempre su- 
jetos 4 las alternativas de las cosas públicas con la confusion 
y desórden en que por desgracia se halla todo lo relativo á ella? 
Si pues es natural que ecsista tal resistencia, y la ley de 19 de 
Febrero de este año, quiso que aun respecto de los verdaderos 
acreedores del erario se procurara un arreglo por medio de la 
razon y el convencimiento, ¿cómo se quiere que obre lá violen- 
cia y la fuerza, y que se incluyan en él los que tienen escep- 
ciones justas que oponer, y razones poderosas para creer que no 
debe comprenderlos? La fuerza no constituye derecho, y el que 
amenaza con ella, da indicios de que la razon no está de su par- 
te, que no quiere un juicio imparcial cerrando los vidos á to- 
do, y que se desprecia la justicia y cuanto pudiera alegarse en 
defensa de los propios derechos, apoyado en los principios en 


(1) Escriche, Dic. razonado de leg. y Jurisp palabra ñípoteca, $ 38, núm. 4. 
—*Accesoritim naturarh sequi congruit principalis.” €. 43, de reg. Jur. in 6. 
(2) Febrero nov. tortió 3, lib. 3, tit. 3, dap. 5, 1. 12. 
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que descansa el órden . social, que deben siempre conservarse 
inalterables é inviolables, como que no son otra cosa que la es- 
presion de la verdad y la justicia. 

En vista de tales efectos, es preciso convenir que nada de es 
to puede hacerse: hay en el código fundamental de la repúbli- 
ca una barrera que el legislador no puede traspasar, y es la de 
que ninguna ley puede tener efecto retroactivo (1); este princi- 
pio, que se halla establecido en la legislacion de todos los paises 
cultos, del cual encontramos algun rastro en la antigua nuestra, 
al prevenirse que cuando se hubiese celebrado un contrato en 
tiempo en que regia una ley, que despues haya sido modificada 
ó derogada por otra nueva, se pruebe y libre “el pleito por el fue 
“ro viejo et non por el nuevo (2).” Este principio, que es una de las 
garantías mas preciosas del hombre en sociedad, porque le pone 
á cubierto aun del poder mismo encargado de dictar las reglas 4 
_ que deben sujetarse los ciudadanos, que proscribe la arbitra- 
riedad, y cierra la puerta á los abusos que nacen de la natura- 
leza.misma de la ley, que como dice Mr. Portalis, no ecsiste 
para nosotros sino cuando se promulga, y no puede tener efecto 
sino cuando ecsiste (3), quedaria conculcado € infringido abier- 


(1) Tit, 6, sec. 7, art, 148 de la constit. fed. 

(2) Ley 15, tit. 14, part. 3. 

(3) Esposicion de los motivos del título preliminar del código civil, &c., por 
el consejero de Estado Portalis, que en la parte conducente dice con mucha esac- 
titud lo que sigue: “Es un principio general que las leyes no tienen efecto re- 
* troactivo...... El oficio de las leyes es arreglar lo futuro. Lo pasado no esta 
ya ensu poder. _ 

s Si hubicra un pais en el mundo donde estuviese admitida la retroactividad de 
s las leyes, no habria en él ni aun sombra de seguridad. 

« La ley natural no está limitada por los tiempos ni los lugares, porque es de 
todos los paises y de todos los siglos. 

ss Pero las leyes positivas, que son obra de los hombres, no ecsisten para noso- 
<s tros sino cuando se promulgan, y no pueden tener efecto sino cuando ecsisten. 

« La libertad civil consiste en el derecho de hacer lo que toda ley no prahibe; 
« ge mira como permitido todo lo que no está vedado. 

s ¿Qué seria, pues, de la libertad civil, si pudiese temer el ciudadano que des- 
“ pues de haber obrado sin infringir las leyes, quedaba espuesto á ser perseguido 
es © por sus acciones, 6 turbado en sus derechas adquiridos por una ley posterior? 

“ No confundamos las sentencias con las leyes. Es propio de la naturaleza de 
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tamente, porque la ley vendria á recaer sobre contratos celebra- 
dos, que se consideran como hechos consumados, que están ya 
fuera del dominio del legislador (1), y respecto de los cuales la 
autoridad soberana ha perdido toda su influencia y poder (2): 
las leyes en tal caso serian verdaderas sentencias propias so- 
lo de la autoridad judicial, y no reglas dictadas por el sobera- 
no para que cada uno arreglase 4 ellas sus acciones. Como de 
estos contratos nacen derechos que se tienen por adquiridos 
desde el momento mismo en que que quedan perfeccionados, y 
contra ellos tampoco se puede dictar disposicion alguna, por- 
que como dice Mailler de Chassat (3) “el hecho que resulta de 
las estipulaciones privadas, espresas 6 tácitas, presenta el ca- 
rácter mas cierto de derechos adquiridos, contra los cuales toda 
ley posterior es impotente,” se sigue tambien que el arreglo de 
que se trata, encontraria este obstáculo, que no puede vencerse 
mientras la razon y los principios conserven toda su fuerza y 
su poder. 

Esto proviene de que reputándose los derechos adquiridos 
como propiedad de los individuos (4); pues como hechos consu- 
mados escapan de la accion de la ley para entrar en esta esfera 
(5), preciso es que estén rodeados de todo el respeto y garantías 
que las leyes han establecido para el derecho de propiedad, fun- 
dadas en principios que no pueden desconocerse sin esponer á 


«c las sentencias arreglar lo pasado, porque no pueden recaer sino sobre acciones 
““ manifiestas ó sobre hechos, å los cuales se aplican las leyes ecsistentes. Mas /o 
““ pasado no puede ser del dominto de leyes nuevas que no lo regiaB......o.o.o. 
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«“ Lejos de nosotros la idea de esas leyes de dos caras, qne teniendo un ojo fijo 
“ sobre lo pasado y otro sobre lo venidero, secarian la fuente de la confianza, y 
‘¢ llegarian á ser un principio eterno de injusticia, de trastorno y de desórden.” 

(1) Mailler de Chassat. Traité de retroactivité des las, art. 2, chap.3, sec. 3, 
numeros 1 y 5. l 

(2) El mismo autor, chap. 4, secc. 2, n. 1, que å la letra dice: “ Lors donc 
< que la convention quel que soit son mode ut consomme entre les individus la 
“ loi a perdu tout puissance sur ce fait.” 

(3) Art. 2, chap. 2, sec. 2, núm. 5 de su citada obra. 

(4) Acque bonis admunerabitur etiam si quid in actionibus, petitionibus, per- 
secutionibus, nam hec omnia in bonis ““ese videntur.”—Ley 49, ff. de verb. signif. 

(5) Mailler de Chassat,—Traité de retroactivité des lois chap. 4, sec. 2. 
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la nacion á graves males, y trastornos peligrosos; ellos forman 
un valladar levantado por la justicia y la conveniencia pública 
delante de la autoridad suprema. | 

Este derecho se encuentra reconocido y asegurado en la ley 
fundamental, (1), se ha proclamado su inviolabilidad, (2) y se- 
ria 4 la verdad estrafio, que el mismo poder encargado de hacer 
que sea no solo un principio en teoría, sino una realidad en la 
práctica, estableciendo reglas que eviten los abusos é injusti- 
eias, los ataques de la fuerza, y los atentados que pudieran co- 
mieterse por los funcionarios á quienes se encomendase su eon- 
servacion y defensa, fuera el primero que diese el ejemplo fu- 
nesto del poco respeto y consideracion que le merece: la impor- 
tancia de este derecho está generalmente reconocida: la Junta ha 
manifestado ya en otra.ocasion, que debe eonsiderarse como la 
primera y mas necesaria de las condiciones del estado social, sin 
la cual no puede ecsistir; su seguridad es el objeto del estableci- 
miento de la sociedad, para no hallarse espuesta à los ataques 
del mas fuerte; es una em nacion inmediata del derecho natural 
depropia conservacion, y como dice Filangieri, “la propiedad de- 
be ser la primera divinidad del legislador (3);”el bien y convenien- 
cia de todos eesige que esté asegurada con las mas eficaces garan- 
tías (4), y que aun los que desempeñan la elevada funcion de 
legisladores, no puedan jamas abusar de su poder, é inferirle el 

mas pequeño ataque: en la asamblea nacional de Francia, com- 
batiendo Mr. Thiers, en la sesion del dia 14 de Julio de 1848 
la proposicion presentada por Mr. Julio Fabre, para que la repú- 
blica se apoderase de los bienes del dominio privado de la fa- 
milia de Orleans: entre otras cosas notables que contiene su dis- 
curso se lee lo siguiente: “Si no respetamos las leyes hechas 
“por nuestros predecesores, todo nuestra sistema legal será 
“ conmovido, no habrá sociedad, caeremos en un verdadero es- 
“ tado de barbarie. Todas las leyes, sobre todo, cnando arreglan 


(1) Art. 5.de la Acta de Reformas. | 

(2) Tit. 4, sec. 4, art. 112, restric. 3, de la constit. fed. 

(3) Ciencia de la legislacion, tomo 2, cap. 12. 

(4) Constitutions de la nation frangaise &. par le comte Lanun: lib. 2, chap. 
8, núm. 192. 
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“ intereses de propiedad, son contratos sobre los cuales no pue- 
“ de uno desdecirse. La asamblea actual es omnipotente; re- 
“« presenta la soberanía nacional, comojamas la habia represen- 
“ tado ningun poder constituido; puede hacerlo todo, escepto 
“ proceder por via retroactiva, respecto á leyes antertores que 
“ hayan arreglado cuestiones de propiedad. Yo espero que 
“ esta gran asamblea, depositaria de la soberanía nacional, se 
“ respetará lo bastante para no cometer una injusticia,” Estos 
principios que tanto honran al hombre ilustre, que en medio de 
la sociedad conmovida se ha levantado á derramar un torrente 
de luz, y á defender la propiedad amenazada y fuertemente com. 
batida en estos últimos tiempos por sectarios de opiniones estra» 
viadas y mácsimas de desorganizacion y de desórden (1); tie- 
nen una aplicacion muy natural, cuando quiere hacerse preva- 
lecer la opinion de que uo deben traerse 4 cuento lo que las le- 
yes hayan dispuesto en épocas anteriores bajo de distinto ré- 
gimen; aunque resuelvan y decidan las cuestiones sobre pro- 
piedad y los derechos que de ella emanan; y cuando se supone 
una amplia facultad para derogarlas en el caso de que aun 
hayan venido á corroborar y sostener ese mismo derecho de 
propiedad, y los contratos celebrados en virtud de ellas, como 
ha sucedido con el artículo 7 del citado decreto de 20 de 
Mayo de 1826, en que se dispuso que los produetos del real de 
Minería y demas créditos del tribunal, satisfechos los sueldos 
de los empleados de la oficina, y atendido el mantenimiento 
del colegio, se aplicarán al pago de réditos y amortizacion de 

capitales, “ cesando el real de Mineria, luego que se hubiesen 
“ estinguido las deudas á que estaban id los Jeca de 
“ Mineria.” 

Estas son las graves dificultades que se presentan, y los. in- 
convenientes que se seguirian, si prevalecieran las opiniones ma- 
nifestadas por el Escmo. Sr. Ministro de hacienda en el referi- 
do documento oficial; y las mismas y aun mayores ofrece la 
‘inicjativa que ha acompañado bajo el número 7 en la parte re- 
lativa 4 la supresion del real por marco, que na es otro que el 


(1) Publicando en Septiembre de 1848 su obra titulada: ‘*De la propieté par 
M. A. Thiers.’ 
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real de minería; pues el de señoreag'e y amonedacion dejó de 
pagarse como se ha dicho, en virtud de lo dispuesto en el arti- 
culo 1.° del decreto de 13 de Febrero de 1822: para conven- 
cerse de esta verdad basta un ligero análisis del mencionado 
artículo 7, el cual no puede derogarse, y desapareceria en el- 
punto esencial de la designacion de fondos para cubrir los gas- 
tos y obligaciones que no pudieron desconocerse, y que se man- 
daron respetar despues de estinguido el tribunal de minerta, 
si se aprobara la indicada iniciativa. 

De los términos en que está concebido dicho artículo se de- 
duce, que por él quedó reconocido el derecho con que los mine- 
ros habian formado, y continúan formando un fondo propio, 
con el producto de un real que los dueños de platas pagan por 
cada marco de la ley de once dineros; que esta prestacion que 
al principio fué voluntaria, se convirtió en forzosa, y era una 
obligacion, cuyo cumplimiento debia continuar ecsigiéndose: 
que componiéndose los créditos activos del tribunal de mine- 
ría, no solo de lo que por razon de esta prestacion se debiera, 
sino de los préstamos hechos al gobierno español, gastos age- 
nos del fondo y cantidades tomadas por el gobierno para cubrir 
las urgencias del erario, se habia reconocido la legitimidad de 
la deuda y la obligacion de pagarla: que ordenándose la amor- 
tizacion de capitales y pago de réditos que constituyen la deu- 
da pasiva contraida por el estinguido tribunal, quedaba confir- 
mada la fuerza de todas las cláusulas de los contratos que se 
habian celebrado, y cuyas escrituras son los títulos que ecsis- 
ten en poder de los acreedores, y les dan derecho al fondo do- 
tal; pues como se sabe, la hipoteca es un derecho en la cosa, “jus 
in re,” que subsiste hasta que se estingue la deuda (1) y sigue à 
ła cosa hipotecada como la sombra al cuerpo: que disponiéndose 
la cesacion del real de mincria cuando se hubiesen estinguido 
las deudas å que estàn afectos sus productos, mientras que ecsis- 
ta un solo crédito que pagar, y no se cumpla esta condicion es- 
presa y terminante que contiene la ley, no puede suprimirse; 
con lo cual se ha confirmado el derecho que tenian los acreedo- 


(1Y Ley 15, tit. 13, part, 5. 
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res, y los derechos adquiridos que, como se ha visto, no pueden 
ser destruidos ni modificados por una ley posterior, porque su 
caracter seria abusivo y atentatorio, y lo injusto y arbitrario no 
puede hallarse comprendido entre las facultades del Jegislador. 
Si no ecsistieran consideraciones de tanto peso, si la justicia 
no indicara el lugar y la parte que la Junta debe tomar en es- 
ta cuestion; y la mineria no resultara perjudicada con el pro- 
yecto del sefior ministro, ella seria la primera en abogar por la 
supresion del espresado real; porque en todos tiempos ha hecho 
grandes esfuerzos para que se otorguen 4 este ramo de industria 
cuantas franquicias sean posibles, se le quiten los gravámenes 
con que tanto, se le ha perjudicado, y se dicten medidas de ver- 
dadero fomento y proteccion en favor de él, por ser el que tanta 
importancia y nombradía ha dado á México en todo el mun- 
do, que derrama la abundancia y la vida en los demas, y que 
es el objeto de grandes esperanzas, que pueden convertirse en 
. una realidad; (1) pero no se trata de una medida verdaderamen- 
te benéfica; el señor ministro no promueve la supresion absolu- 
ta del real por marco sin sustituirlo con ninguna otra contribu- 
cion, de manera que la Minería pudiera contar en adelante con 
un gravámen menos; lo que quiere únicamente es, que sea reem- 
plazado con el 1 por 100 mas que deba pagar el oro y plata pas- 
ta á su estraccion de los minerales, lo cual en vez de ser útil y 
conveniente, la gravaria mas y presentaria en la práctica mu- 
chas dificultades é inconvenientes. 
- Prescinde la Junta de la oscuridad que envuelve la iniciati- 
va tal como ge halla redactada, porque no se sabe si el impues- 
to deberá pagarse al estraerse los metales de las minas, ó al sa- 
carse fuera del lugar en que se hubieren beneficiado; mas su- 
poniendo que sea esto último, en la práctica podria ser ilu- 
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(1) Pueden verse el informe que el establecimiento de Minería dió á la comi- 
sion de industria del congreso general en 4 de Noviembre de 1836, sus esposicio- 
nes al Escmo, Sr. ministro de hacienda de 10 de Octubre y 2 de Diciembre de 
1838, la que dirigió en 10 de Enero de 1843, y las demas de que se hace mencion 
en las Memorias de los ministros respectivos, 4 las que corren algunos agregados 
como el que dirigió al Escmo. Sr. ministro de relaciones en 17 de Noviembre de 
1846. 
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sorio é ineficaz, porque no en todos los reales 6 asientos de mi- 
nas, 6 lugares en que se trabajan, hay ensayadores ni oficinas 
establecidas al efecto, por cuyo ecsámen pudierá conocerse el 
valor de los metales, y cobrarse el nuevo impresto que se es- 
tablece, esto no dejaria de ser por si solo un inconveniente; 
pero no es esta la razon principal que ecsiste en contra de la 
iniciativa, sino la de tesultar mayor gravámen á la minerta que 
el que produce el real que hoy paga, á mas del 3 por 100 esta- 
blecido desde los primeros dias de la independencia, como con- 
tribucion única á que se quiso quedara sujeta, para que saliese 
del estado de abatimiento en que se hallaba, compensándose el 
producto de los otros impuestos que se quitaban con el mayor 
beneficio de metales y laborio de nuevas minas: el real de Mine- 
rfa solo se cobra al marco de plata de once dineros, y el 1 por 100 
que por la iniciativa se aumentó al 3 por 100, deberia cobrarse no 
solo 4 la plata, sino tambien al oro, lo cual es una circunstancia 
agravante, pues la cantidad que de este metal se estrae de nues- 
tras minas; ha aumentado considerablemente en estos últimos 
tiempos: el real de minerta deberá cesar tan luego como acaben 
de pagarse las deudas å que está afecto, y el 1 por 100 que se 
impusiera seria por tiempo indefinido, con el carácter de perpé- 
tuo, y como una de las rentas ordinarias de la federacion. 

Ni quiera alucinarse con que la supresion comprende no solo 
el real de minería sino tambien el real adicional, porque este fué 
impuesto para pagar una cantidad determinada, que si no está 
del todo satisfecha, muy poco debe faltar para su completa amor- 
tizacion; y sobre esto llama mucho la atencion la falta de 
esactitud con que asegura el señor ministro que solo se ha 
cobrado en algunos minerales del Estado de México, cuando 
consta de datos oficiales que se ha pagado en los Estados mi- 
neros, escepto en Guanajuato, por haberse resistido el goberna- 
dor 4 publicar el decreto respectivo, y á eumplir con lo que se 
le habia ordenado; inesactitud que en una pieza oficial de tan- 
ta importancia, como una esposicion dirigida al congreso gene- 
ral de la república, es grave; porque podria ser orígen, de 
una medida tal vez poco conveniente fundada en un dato in- 
esacto. o 
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Lo que se alega en apoyo de la iniciativa, es tan débil, que 
nunca podria ser la causa impulsiva que moviese al legislador 
á dictar la medida á que ella se refiere; pues si la federacion, que 
por medio de leyes generales ha otorgado al ramo de minerta 
muchas gracias y franquicias, libertando de derechos al azo- 
gue, estinguiendo el estanco de la pólvora, y obligando 4 los 
cosecheros de sal á darla á un precio equitativo y á plazos có- 
modos, no recibe ningun derecho por la esplotacion de los me- 
tales, esto no consiste en la legislacion actual, que le ha consig- 
nado, no solo los derechos que produce el oro y la plata que se 
estrae fuera de la república (1), el de su circulacion interior (2), 
y el producto de las casas de moneda (3), sino tambien los que 
fueron establecidos en virtud de lo dispuesto en el decreto 
de 13 de Febrero de 1822, ese mismo 3 por 100, cuyos rendi- 
mientos, desde 1. de Enero de 1848, 4 30 de Junio de 1849 
ascendieron a 17.332 pesos 6 reales, lo cual prueba que ha es. 
tado cobrandose, que no es esacto lo que se dice, y que si sus 
productos no han sido mayores, es, 6 porque ha dejado de pa- 
garse, 6 porque se ha tolerado que los Estados se lo apliquen 
indebidamente; y esta omision 6 tolerancia es mas bien un 
cargo contra el señor ministro por no ejercer una sobrevigi- 
lancia activa y eficaz, cuidando de que se observen las le- 
yes, y que los empleados cumplan fielmente con sus deberes, 
desplegando todo su celo en favor de los intereses de la hacien- 
da pública de la federacion, y corrigiéndolos en caso contrario, 
en uso de la autoridad con que se halla investido al efecto. 
La ley última de clasificacion de rentas de 17 de Septiembre de 
1816 y sus concordantes, le prestan bastante apoyo para no 
permitir que se cobren y perciban por los Estados rentas que 
no les pertenecen en manera alguna. 

Si no hay, pues, una sola razon de conveniencia en favor de 


(1) Disminuidos:por el artículo .11 del decreto de 24 de Noviembre de 1849. 

(2) Disminuidos tambien por el art. 12 del mismo decreto. 

(3) Contratos de arrendamiento de la casa de moneda ya partado de México, 
de 22 de Febrero de 1842, cond. 4 y 10: de Guanajuato, de 24 de Diciembre de 
1842, cond. 19 y 20: de Zacatecas, de 19 de Setiembre de 1842, cond. 5, 18 y 19, 
y los demas contratos de casas de moneda. ; 
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la iniciativa, y el establecimiento del impuesto con que debiera 
reemplazarse el real por marco, es mas gravoso a la minería), 
claro es que no debe aprobarse, porque le faltan las circunstan- 
cias que deben buscarse en todo proyecto nuevo que se presente 
en sustitucion de lo que ecsiste, las cual: s deben ser de tal natu- 
raleza, que inclinen el ánimo á su admision; y suprimiéndose el 
real de minería, é incluyéndose la deuda 4 que está afecto en el 
arraglo del crédito público, en vez de resultar á la nacion algun 
beneficio, le seria notoriamente perjudicial; porque una deuda que 
importa 4 804.368 pesos 94 granos, que nunca ha reconocido por 
suya, vendria à gravitar sobre su erario, á aumentar ‘us apurcs 
y quebrantos, y á dificultar mas y mas el cumplimiento de sus 
obligaciones, que reclaman imperiosamente toda su atencion 
y cuidado, haciendo desaparecer el fondo particular afecto á 
su pago, que eon beneplácito y contento de los acreedores va 
estinguiéndol:+, y que se cobra sin repugnancia y resistencia 
de parte de los mineras. 

Debe ademas considerarse la impresion desfavorable que es- 
to causaria á los Estados, entre quienes deberian en tal caso re- 
partirse proporcionalmente las contribuciones necesarias para 
¡2 amortizacion de esta deuda (1); contribuciones de que hasta. 
ahora se han visto libres, como que ella solo gravita sobre la clase 
que voluntariamente la contrajo, que la ha reputado como suya, 
cuya obligacion ha ido trasmitiéndose de unos en otros, hasta 
tocar con los que se hallan actualmente dedicados á este ramo 
de industria: en lo sucesivo tendrian que sobrellevarla todos 
los Estados de la federacion, y no una sola clase, sino todas 
las de la sociedad, únicamente por el empeño que hay en con- 
vertir en deuda nacional una deuda particular y privada, y en 
renta pública un fondo que jamas ha sido reputado por tal. 

Aquí terminaria la Junta esta representacion, porque el obje- 
to que se propuso fué ocuparse únicamente de los puntos que 
eontiene la esposicion del Escmo. Sr. ministro de hacienda; pe- 
ro cree que en un negocio de tanta entidad, no será fuera del 
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(1) «Tit, 6, seo. 2, art. 161, $. 7 de la constit. fed., y tit. 3, sec. 5, art. 49, 
$, 4 de la misma, 
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caso hacer algunas indicaciones sobre la manera con que ha 
procurado llenar sus deberes, para que esa augusta Cámara 
pueda juzgar con conocimiento pleno de todo lo relativo al fon- . 
do dotal, y para que se conozca que lo que hoy ecsiste no es en 
manera alguna perjudicial, ni á la minería, ni 4 los intereses 
nacionales en general: si en el desempeño de sus funciones se 
hubiera manejado con poco celo, si su conducta hubiera dado 
lugar á agrias reconvenciones, y se notar abandono, poco inte- 
res 6 falta de pureza y fidelidad en la administracion de los 
fondos que tiene á su cargo; entónces seria hasta cierto punto 
justificable que se procurara remediar estos males, aunque á los 
interesados es á quienes mas directamente incumbe promover 
lo conveniente; pero cuando léjos de cso ha recibido siempre 
pruebas inequívocas de lo satisfechos que se hallan de su ma- 
nejo, tanto el Supremo Gobierno como sus poderdantes, no al- 
canza cuál pueda ser el motivo de querer dislocar un ramo que 
ha sobrevivido en medio de los trastornos públicos, y de los 
cambios y mutaciones que se operan con tanta frecuencia en 
los ramos que pertenecen á la administracion pública. 

Como prueba del empeño con que ha procurado llenar sus 
deberes, podria presentar la laboriosidad con que desde los pri- 
meros dias de su ecsistencia se dedicó á reunir cuantos datos y 
noticias eran necesarias para tener un conocimiento esacto de 
todo cuanto estaba encomendado al estinguido tribunal de mi- 
nería, no solo para el despacho ordinario de los negocios, glosa 
de cuentas presentadas, é informes que á cada paso se le pedian; 
sino con el fin de promover las medidas mas convenientes para 
la mejor ejecucion de la ley de su creacion: podria hacer mérito 
de los buenos resultados que obtuvo en las negociaciones aviadas 
con los fondos, reembolsando crecidas sumas que se habian in- 
vertido en el laborío de minas que estaban á punto de perder- 
se; recordaria los ahorros y ventajas que se han conseguido con 
el sistema de recaudacion seguro y poco dispendioso que se ha 
establecido, merced á sus esfuerzos; y enumeraria una por una 
las providencias que en distintas épocas ha promovido en favor 
de la minería y aumento de sus fondos, pidiendo la esencion 
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de derechos y alcabalas de todos los utensilios y efectos de su 
consumo, la libertad y comercio de la pólvora, la diminucion 
en el precio de la sal, y despues su completo desestanco; pon- 
dria de manifiesto su constante solicitud, para que se quiten al 
oro y plata los gravámenes á que ha estado sujeto, incluso el 
impuesto del 3 por 100 que paga; para la adquisicion del azo- 
gue á menos costo, concediendo premios á los que lo estrage- 
sen de los criaderos de la república, haciéndose reconocimien- 
tos y destinando un fondo para el trabajo, avio y proteccion de 
las minas que se descubrieran; y por último, haria presente el 
empeño con que procuró que se aplicara á los fondos parte de 
los productos de las aduanas marítimas, para poder así en una 
escala mayor ocuparse de medidas de fomento que diesen por 
resultado el aumento de la riqueza del pais, y para que pene- 
trándose todos de la importancia del ramo, se le impartiese la 
debida proteccion; pero prescinde por ahora de todo esto, y so- 
lo llama la atencion al estado que tenia la deuda cuando se pu- 
so 4 su cargo el fondo dotal, á lo que se ha amortizado, y la ven- 
taja y ahorros con que se ha hecho, por la íntima conecsion que 
esto tiene con el asunto principal de que se trata. 

El objeto que desde luego se propuso fué conciliar los intere- 
ses de la mineria con los de los acreedores, de manera que los 
unos no fuesen sacrificados á los otros; al efecto, viendo que al- 
gunos especuladores sacaban considerables ventajas de la ad- 
quisicion de los créditos pasivos, cuyos dueños Jos ponian en 
venta, porque el estado de sus negocios así lo ecsigia, ó porque 
deseaban convertirlos en dinero efectivo, yara entrar en rego- 
ciaciones mas productivas, se decidió la Junta á aprovechar es- 
te medio de amortizacion de capitales y réditos; con lo que se 
lograba ménos pérdida para los vendedores, atendido el precio 
4 que tales créditos corrian en el mercado por la alza consiguien- 
te que tendrian apareciendo varios compradores; mas utilidad á 
los mineros verificandose la amortizacion, no por el valor efec- 
tivo de las escrituras, sino por el nominal, con lo que se ahor- 
raba á favor de los fondos la diferencia entre uno y otro, y se 
aprocsimaba la época en que por estar cubiertas todas las obli- 
gaciones ecsistentes, debia cesar el pago del real de mineria; 
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y por último, el bien positivo que lograban los demas acreedo- 
res, que ó no querian, ó no tenian necesidad de vender, aumen- 
tándose sus dividendos con ia parte de réditos que debia apli- 
carse à los réditos amortizados, y que ellos percibirian por los 
suyos, y, en fin, que los repartos fuesen mas frecuentes, con lo 
cual subiria el valor de sus créditos, y que el quebrauto, en 
caso de enagenacion, seria menor: la práctica vino á com- 
probar todo lo espuesto, y en 26 de Novièmbre de 1831, pudo 
el establecimiento presentar un estado en que con solo el des- 
embolso en numerario de 140.206 ps. 5 rs. 2 gs. y 373.418 ps. 
5 rs. 1 gr. en escrituras, se habia amortizado, reunidos capitales 
y réditos, Ja suma considerable de 1.020,872 ps. 6 rs. 8 gs.; de 
los cuales 593,142 ps, 5 rs. consistian en capitales, y 427,750 ps. 
1 rl. 8 gs. en réditos: resultando para el fondo por la cesion de 
réditos correspondientes 4 143 de año, un ahorro de 39.429 ps. 
4 rs. 9 gs. 

Por estas operaciones la deuda pasiva del establecimiento 
que en Enero de 1827, ascendia por capitales 4 3.653,251 ps, 
7 rs. 8 gs., quedó reducida á 3.060,139 ps. 2 rs. 8 gs., con nota- 
bles ventajas para los mineros y acreedores (1). 

Los buenos resultados que estos primeros pasos habian pro- 
ducido, hicieron que la Junta continuara ocupándose de otras 
combinaciones y medidas igualmente ventajosas: una de las 
que fijaron su atencion fué la de procurar la pronta liquidacion 
de toda su deuda activa contra el erario federal, con el fin de 
repartirla entre los acreedores, en pago de réditos 6 amortiza- 
cion de capitales, lo cual reduciria en mucha parte la deuda del 
fondo; pero este pensamiento no ha podido tener efecto, porque 
las oficinas encargadas de la liquidacion no terminan sus traba- 
- jos. Adoptó tambien el arbitrio de aplicar parte de los fondos, 
no solo al pago de réditos, sino á la amortizacion de capitales; 
encontrando siempre en los acreedores tal aquiescencia y tan 
buena disposicion en ceder de su derecho y hacer algunos sacri- 
ficios que los honra mucho, y que los pone á cubierto de toda 


(1) Estado núm. 5 que se publicó con la esposicion del Establecimiento de mi- 
nería de 26 de Noviembre de 1831. 
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imputacion, de manera que su conducta está muy léjos del as- 
pecto desfavorable con que se presenta ante el público, suponien- 
do que no profesan mas principio que el egoismo, porque en el 
año pasado combatieron con las armas de la razon y la justicia 
á la comision de crédito público, evitando el golpe de muerte 
que se les preparaba. 

No entrará en detalles prolijos de todo lo demas que ha he- 
cho en épocas posteriores 4 las que se ha referido, porque lo ha 
verificado ya en varios documentos oficiales; solo sí debe mani- 
festar para que se vean en resúmen los resultados que se han 
obtenido, que ascendiendo la deuda pasiva hasta 7 de Enero 
de 1827, 4 la cantidad de 5,857.820 pesos, un grano, de los cua- 
les 3.624,165 pesos, 2 reales, importaban los capitales; y 
2.233,654 pesos, 6 reales, un grano, los réditos; y encontrándo- 
se en 31 de Diciembre de 1845 reducida á la cantidad de 
4,759.492 pesos, 3 reales, 10 granos, de los cuales 2,589.018 
pesos, 2 reales, 2 granos, eran de capitales, y 2.370,474 pesos, 
un real, 8 granos de réditos; aparece que en ese tiempo tras- 
currido, la deuda por razon de capitales habia disminuido en 
1,035.146 pesos, 7 reales, 10 granos; y la de los intereses solo 
habia aumentado en 136.819 pesos, 3 reales, 7 granos, lográn- 
dose en la totalidad del crédito una rebaja de 898.387 pesos, 
4 reales, 3 granos. (1) 

Si no se hubiera hecho amortización alguna de los réditos 
vencidos hasta fin de 1845, ni repartídose entre los acreedores, 
la salida efectiva por reduccion, pago de réditos, órdenes sobre 
aduanas marítimas &c., la verdadera deuda ascenderia 4 
7,302.523 pesos, un real, 73 granos, y no resultando mas que de 
4,959.492 pesos, 3 reales, 10 granos, es claro que la diferencia 
en favor del fondo por consecuencia de las amortizaciones llega 
á 2,343.030 pesos, 5 reales, 94 granos: sin ellas la deuda se ha- 
bria aumentado en 1,444.703 pesos, un real, 64 granos, que | 
unidos 4 los 898.237 pesos, 4 reales, 3 granos, forman la suma 
indicada. 


(1) Estados números 5 y 6 que la Junta acompañó con su informe de 17 de + 
Noviembre de 1346. 
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La deuda está hoy ya mas disminuida, porque la Junta ha 
seguido el mismo plan que tantos ahorros y ventajas para el 
fondo ha producido, como consta del informe documentado que 
dió el Escmo. Sr. ministro de relaciones en 27 de Diciembre 
del año pròcsimo pasado, que corre agregado 4 la Memoria; del 
cual resulta que la deuda total del fondo quedaba reducida 
hasta aquella fecha á la suma de 4,804.368 pesos, 4 reales, 9) 
granos; que comparada con la que consta de la liquidacion que 
hasta fin de Agosto del mismo año ss remitió al propio minis- 
terio, para que lo tuviera á la vista la comision de crédito pú- 
blico hay una diferencia de 112.815 pesos, 8 reales, un grano. 

Esto da una idea, aunque muy ligera y compendiada, de la 
conducta observada por la Junta. En cuanto á las observacio- 
nes que ha hecho sobre la esposicion y medidas indicadas por 
el Sr. ministro, no le ha movido mas que el cumplimiento de 
su deber, rectificando'los hechos, destruyendo el error que les 
sirve de apoyo, y poniendo de manifiesto la verdad y la justi- 
cia, para que no sufran lesion alguna los intereses cuya custo- 
dia y defensa se le ha confiado: no tiene otra pretension sino la 
de que al fondo ni se le quite ni se le dé mas de lo que tiene; 
que no se embarece el cumplimiento de las cargas de justicia 
que pesan sobre él; que tanto á los acreedores como á la clase 
minera, se les deje en la posesion en que han estado como in- 
dividuos particulares, de arreglar por medio de convenciones 
los negocios que han pasado entre ellos y que esclusivamente 
les pertenecen; que una vez que las leyes han confirmado y ve- 
nido en apoyo de estos actos, no se hagan cesar sus efectos, ni 
se les retire la proteccion á que tienen derecho, pues no hay 
razon para lo contrario, ni para que se les trate con dureza, co- 
mo se hace en la esposicion del Sr. ministro, suponiendo en ellos 
pretensiones ecsageradas, falta de patriotismo, creyéndolos des- 
tituidos de sentimientos nobles, y poseidos de un egoismo vitu- 
perable, que los hace indignos de toda consideracion, inculcán- 
dose que en caso de que no cedan en sus pretensiones, se em- 
pleen respecto de ellos la fuerza y el poder de la ley. 

La comparacion que se hace con los diversos acreedores del 
Estado, manifestando los títulos recomendables que tienen pa- 
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ra ser atendidos, los sacrificios que han hecho, las pérdidas que 
han sufrido, poniendo en parangon la conducta desprendida y 
generosa que muchos han observado; no tiene aplicacion algu- 
na, porque los acreedores de minería jamas se han considerado 
acreedores del erario, y de consiguiente, no se hallan en el ca- 
so y en las mismas circunstancias de los que lo son, y porque 
si tales consideraciones tuvieran la fuerza que se supone, serian 
aplicables á todos los particulares, para que se desprendiesen 
de sus bienes en beneficio público, y obrasen con una completa 
abnegacion de sí mismos. 

La Junta no ha podido dispensarse de hacer estas indicacio- 
nes en defensa de una de las clases que representa; para que 
su silencio no pueda tenerse como. una confesion tácita de los car- 
gos severos que se le hacen, é interpretarse de una manera des- 
favorable; especialmente en ocasion en que el soberano va á 
pesar en la balanza de la razon y la justizia cuanto ha espues- 
to en cnmplimiento de sus deberes: suplica por tanto respetuo- 
samente, que al ocuparse de este grave negocio, se tengan ésta 
y sus anteriores representaciones á la vista; y espera liena de 
confianza, una resolucion que siempre llevará ei sello de recti- 
tud y acierto con que se marcan los actos de los dignos repre- 
sentantes de la nacion. 


México, Agosto 28 de 1850. 
SEÑOR. 


Claudio Ochoa, 


PRESIDENTE. 


Waid Re. Condita, 


SECRETARIO. 
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BE COITRATO D2 COMPANIA, 


CELEBRADO 
POR El SUPREMO GOBIERNO EN 18 DE AGOSTO DE 1848, 
PARA 


EL MANEJO Y ADMINISTRACION 


DE LA 
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RENTA DEL TABACO, 


Y sobre el acuerdo de la camara de diputados de me- 
diados del ultimo Mayo, relativo — 
a su rescision. 
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MEXICO. 
Imprenta de J. M. LARA, calle de la:Palma núm. 4. 
1851. 
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EL interesante ramo del tabaco llamó al ter- 
3 minar las últimas sesiones ordinarias, la 
© atencion de los dos cuerpos colegislado- 
5 res; y era de esperarse que así sucediese, 
considerada la situacion á que se halla 
pedido el erario público; situacion angustiosa hoy mas 
que nunca, puesto que sin haber adquirido mayor impor- 
tancia los recursos ordinarios, está ya próximo á desapa- 
recer de una ú otra manera el último resto de la indem- 
nización americana. Comprendemos hasta qué punto es 
erítica la posicion del gobierno: conocemos tambien la 
multitud y gravedad de las necesidades del pais, no me- 
nos que la de los peligros que le amenazan; y no cabe por 
lo mismo en nosotros, mexicanos antes que todo, el de- 
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signio de rodear de obstáculos á la administracion. Pero 
entendemos, que no, todos los medios escogitados y pro- 
puestos en el seno de las cámaras, conspiran á producir 
el resultado que se desea. El que tiene por objeto au- 

torizar, ó por mejor decir, obligar al gobierno á desbara- 
- tar el contrato de compañía, que para el manejo y conser- 
vacion de la renta del tabaco celebró la administracion del 
general Herrera, en 18 de Agosto de 1848, no solo nos 
parece poco justo, por cuanto importa un despojo de de- 
rechos legítimamente adquiridos, sino que ademas le re- 
putamos pernicioso, puesto que, como adelante se demos- 
trará, él servirá para aumentar en vez de disminuir los 
compromisos del erario. 

El asunto no ha sido considerado principalmente bajo 
estos dos aspectos. Se ha estimado preferible descender 
á los orígenes del convenio, y negar su validez, á pretes- 
to de una supuesta usurpacion de atribuciones de que se 
hace responsable á la anterior administracion. Nosotros, 
sin que dejemos de examinar á su tiempo la cuestion de 
la nulidad, juzgamos mas interesante llamar la atencion 
hácia la justicia y conveniencia de la medida; y al efecto 
nos parece necesario traer á la memoria algunos antece- 
dentes; determinar bien algunos hechos; referir.en una 
palabra, la historia de la compañía actual. | 

Por la ley. de 14 de Junio de 1848, se ordenó al go- 
bierno entrase en un arreglo con los acreedores del taba- 
eo, bajo la sola condicion de que verificase el pago de los — 
créditos con los productos de la renta misma, y no des- 
tinase para este objeto cantidad alguna del fondo notable 
entonces de la indemnizacion americana. - Véamos cuáles 
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eran, respecto de estos acreedores, las obligaciones del 
gobierno, y cual la importancia de los recursos que le se- 
ñalaba la ley. Los créditos que pesaban sobre la renta, 
eomo sobre su propia y natural hipoteca, pasaban de cua- 
tro millones de pesos, y eran de tres especies. Estaban 
en la primera los procedentes de refacciones ministradas 
al gobierno en Querétaro, é importaban 741.200 ps.: en 
la segunda, los que traian orígen del precio del fruto no 
satisfecho á los distritos cosecheros, y representaban un 
valor de 4.000.000: pertenecian, por último, los de ter- 
eera clase, 4 los tenedores de bonos por el importe de 
las existencias traspasadas 4 la ultima empresa en 1842, 
y ascendian 4 2.500.000 ps. Para cubrir esta cuantiosa 
deuda, debia el gobierno, segun los términos de la ley, 
eontar solo con lo qué produjese la renta; pero ésta se 
encontraba en completa ruina, por las propias causas que 
habian destruido las demas del erario federal. El valor 
de sus existencias era en aquellos dias de un millon de 
pesos, lo cual aseguraba al estanco una vida de dos me- 
ses, á lo sumo. En la realizacion de esas existencias, es- 
taban, pues, cifradas todas las garantías del pago preveni- 
do; y ya se vé que ellas no podian inspirar gran confianza 
á los acreedores. Porque, en primer lugar, era dudoso 
por. lo menos, que resultase algun sobrante que aplicar- 
les; y en segundo lugar, porque aunque quedasen algu- 
nas utilidades, apenas bastarian ellas para cubrir una muy 
pequeña parte de los créditos. Era por lo mismo tan in- 
dispensable como urgente, que el gobierno surtiese de 
nuevo sus almacenes, y tambien que recogiese de manos 
de los particulares, la gran cantidad de existencias que 
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habia derramadas en toda la república, y euya libre venta 
eedia naturalmente en daño del ramo. Ni una ni otra 
operacion podian escusarse. El gobierno estaba obliga- 
do á mantener el estanco del tabaco, no ya tanto porque 
sobre sus productos habia constituido la ley una hipoteca, 
sino porque aun cuando así no fuera, ni cabia en sus fa- 
cultades decretar la libertad de comercio del fruto, nì po- 
dia renunciar á las ventajas que era de esperar le resul- 
tasen, si en virtud de alguna combinacion se lograba reor- 
ganizar la renta. Pero ¿hubiera sido posible conservar 
el estanco, luego que hubieran desaparecido las cortas 
existencias que quedaban al gobierno? ¿Era compatible 
con el estanco la venta libre de las de propiedad particu- 
lar? No, ciertamente: pero tambien ¿cómo evitar estos 
daños, careciendo la administracion de los cuantiosos foa- 
dos que se necesitaban para llevar al cabo aquellas me- 
didas? El gobierno conocia harto bien su posicion, para 
no lisonjearse con la esperanza de que obtendria tabaco de 
los cosecheros, 4 quienes ninguna seguridad podia oter- 
gar para el pago; y esa posicion era idéntica respecto de 
los tenedores particulares. Surtir los almacenes por me- 
dio de nuevas refaceiones, suponiendo que encontrase re- 
faccionarios, no hubiera sido mas que aumentar el valor 
ya bien alto de la deuda, y aplazar para una época mas ó 
menos inmediata, la ruina del estanco, no evitarla. 

Su situacion, pues, no podia ser mas erítica. Sin me- 
dios propios con que conservar y hacer produetiva la ren- 
ta, viendo muy próxima su total desaparicion, y estrecha- 
de, en caso de que ésta se verificase, á repartir la deuda 
del ramo sobre los demas de la bacienda pública, el go- 
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bierno no debia vacilar en adoptar el solo camino que se 
le ofrecia para evitar estos males. Ese caminu era muy 
natural, cabia en los términos de la ley, y se reducia 4 
buscar en otros, los indispensables elementos de capital y 
crédito de que él garecia. Así lo reconocieron los dis- 
tinguidos ciudadanos que entonces componian el gabine- 
te, y de consiguiente consideraron preciso constituir el 
estanco, bajó la única forma, segun la cual podian que- 
dar cumplidos los preceptes del legislador. “El estanco 
“del tabaco, (1) decia dos años adelante otro honrado mi- 
“nistro de hacienda, no podia sostenerse bajo la adminis- 
“tracion del gobierno, por falta del crecido fondo que ne- 
“cesitaba para la recoleccion de tabacos, que por efeeto 
“de la guerra, y la abolicion del estanco hecha por el 
“ejército norte-americano en.los paises que ocupó, ha- 
“bian esparcido entre numerosos tenedores. Fué, pues, 
“indispensable para hacerlo productivo, celebrar el con- 
“trato de compañía de 18 de Agosto de 1848”..... A 
pasar de su cencision, estas palabras del Sr. Elorriaga, 
dicen lo bastaute para que pueda formarse una idea ca- 
bal de la posicion del gobierno, al ajustar el actual cob- 
venio de sociedad. Espidióse en consecuencia la eonvo- 
catoria de 29 de Junio del mismo año, fijándose en ella. 
las bases de un contrato de compañía para el manejo y 
administracion del ramo. Y oidos los acreedores de la: 
renta, y el muy honrado director de ella y prorogado nue- 
vamente el plazo, el gobierno resolvió preferir las propo- 
siciones que le fueran presentadas por los actuales socios, 
con quienes despues de maduro exámen, celebró. por fia 


(1). Bl Sr: Biorriaga, eu sn. Memoría de 12 de Febrero de 1850; pág. 11. 
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el contrato á los cincuenta dias de publieada la convo- 
catoria. DS 
Verificáhase todo esto en presencia de las cámaras de 
la Union.. El ministerio ponia en su conocimiento el mo- 
do con que habia hecho uso de Ja autorizacion concedida 
al gobierno, ó mas bien, los términos en que habia obe- 
decido los preceptos de la ley. Dábales cuenta.con el 
contrato: esplicaba los motivos de todas y cada una de sus 
condiciones: encarecia sus ventajas; y parece racional in- 
ferir que su conducta obtenia la aprobacion del poder le- 
gislativo, puesto que no se exigia la responsabilidad al 
ministro'ó ministros usurpadores. Aquella era, sin em- 
bargo, en muestro concepto, la ocasion oportuna de re- 
clamar la usurpacion de atribuciones, y de advertir á los 
particulares que intentaban. contraer con el gobierno los 
peligros, lo falso y precario de la- situacion en que iban 
á colocarse. Mas nada de esto se hizo.  Dejóse por el 
contrario al ejecutivo que consumiase el contrato, y que | 
otorgase para su cumplimiento, las garantías de una fé, 
que nunca es lícito al particular poner en duda, y que es 
un deber de todas las autoridades conservar. 
-- Mucho, como era de esperarse, se ha dicho acerca de 
este convenio. Todos pretenden juzgarlo, y son pocos 
los que lo juzgan con imparcialidad y con un conocimien- 
to exacto de las cosas. Hemos oido repetir 4 menudo, 
que es oneroso para el erario tanto cuanto lucrativo para 
los socios administradores, y que deberia ser.rescindido 
por causa de esa desigualdad. El contrato contiene en 
efecto prestaciones desiguales; pero todo. el daño de esa 
diferencia, pesa esclusivamente sobre el compañero: ges- 
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tor; y para convencerse de esto, basta pasar la vista por 
sus principales estipulaciones. El se obligó á poner en 
la-sociedad no solo su trahajo é industria, sino tambien 
el cuantioso capital que renta tan vasta necesita para sue 
giro; en tanto que el gobierno estipuló no mas su apoye” 
y proteccion para la conservacion del privilegio. Y si 
bien es cierto que al principiar la compañía habia un fon- 
do de existencias de la propiedad del erario estimadas en 
poco mas de un millon de pesos, calculadas á preeios ma- 
yores que el de compra, debe tambien tenerse presente 
que los socios administradores cubrieron el valor de esas 
existencias, exhibiendo en dinero efectivo mas cantidad 
que la que hubiera sido necesaria, si se habieran recibido 
por ellos á precios de compra. El gobierno aseguró para 
el erario una utilidad cierta y efectiva en todo caso; uti- 
lidad que debia crecer en proporcion de la proteccion qué 
dispensara al estanco, mientras que ninguna pactó para 
sí el gestor. El gobierno no comprometió ni su crédito 
ni sus recursos para el pago de las deudas de la renta: 
esto tocaba á los sotios administradores. 

Por solos estos ejemplos puede conocerse, que el con< 
trato no fué calculado en perjuicio del erario, sino muy 
al contrario, en su positivo provecho. Débese este home- 
naje de justicia 4 los Sres. D. Mariano Riva Palacio y 
D. Mariano Otero, ministro de hacienda el primero, y de 
relaciones el segundo, autorizados por el Exmo. Sr. Her- 
rera para celebrarlo. Ellos comprendieron perfectamente 
la situacion y el interes del gobierno en aquella época; y 
su obra, mas que de la necesidad, parece ser hija de un 
verdadero conocimiento de la renta misma. Separemos, . 
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en efecto, la vista del cuadro que ha poco bosquejamos. 
En vez de representarnos el estanco exánime y gravo-o, 
supongamos que en Junio de 848 contaba con los ele- 
mentos necesarios para dar buenos productos. Pues bien: 
aun en este favorable caso ofrecia ventajas grandes el con- 
trato de compañía. En prueba de la verdad de esta pro- 
posicion, recordaremos lo que fué la renta en los siete 
años anteriores. —  - | 

Filiada en principios de 1842 entre las demas de la 
hacienda pública, comenzó á ser manejada por cuenta de 
ésta, teniendo á la sazon un fondo de existencias impor- 
tante siete millones de pesos. Pero como.el precio de 
estas existencias no fué satisfecho á sus dueños, la últi- 
ma empresa, es claro que desde el momento mismo de 
la devolucion, pesó sobre la renta una deuda equivalente. 
El gobierno que no quiso consagrar al pago sino una par- 
te de sus productos líquidos (35.000 ps. mensales en los 
Departamentos de Zacatecas y Jalisco) destinó para este 
objeto los de otras rentas, tales como el quince por ciento 
de los de aduanas marítimas; parte de los de la negocia- 
cion del Fresnillo y los derechos de exportacion de platas 
pastas, que se estrajesen por los puertos de Guaymas y 
Mazatlan. Pero debe observarse, que aun cuando hu- 
biese empleado el remanente habido en cada uno de esos 
siete años en la amortización de la deuda, no habria lo- 
grado estinguirla del todo; y para que no se crea que 
exageramos, haremos una demostracion apoyada en da- 
tos, oficiales algunos de ellos, no siéndolo todos, porque 
el gobierno mismo carece de noticias enteramente exactas. 
_ Antes -de fijar el importe de los productos líquidos obte- 
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nidos en los mencionados siete años, advertiremos que 
faltan las memorias del ministerio de hacienda correspon- 
dientes á 1846 y 1847; y que en la absoluta imposibili- 
dad en que nos hallamos de averiguar cuáles fueron en 
estos dos años las utilidades del estanco, hemos preferido 
estimarlas en una suma á que no llegaron seguramente, 
sobre todo en 1847, 4 causa de la invasion :y del desór- 
den que ella introdujo en la renta. . Esto supuesto, véa- 
mos primero el valor de las responsabilidades contraidas 
por razon del estanco, y despues el cálculo de productos. 
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pasadas en 1842 . . . . 7.000.000 
Réditos al 6 por 100 en siele 
años, sobre 2.500 300 que | : | 
aun se deben de aquellos. . 1.050.000 9.794.200 
A los cosecheros, por precios ! 
del fruto. . . . . . + 4.000.000 
A los refaccionarios . . . . 744.200 


Total. . 9.794.200}. 


Por valor de las existencias tras- | 


-PRo»uac Ta. 


Remanente líquido en 1842. . 1.539.367) > 
Id. id. en1843 . . . . +. 4.588.764 | ` ` 
Id. id. en 4844 .°. . . . 700.000 : 
ld. id. en 1848 . . . . . 4.500.000 | 8.628.134 
Id. id. en 1846 . . . . + 1.500.000 | | 
Id. id. en 1847 . . . + + seth 


E Total. . 8.628.434) 
Diferencia. . . . . . « + « 4 « 4.163.069 
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Es notable, como se ve, la diferencia que contra la ha- 
cienda pública resulta entre el importe total de lo produ- 
cido por el estanco, y el valor de su deuda. Bien sabe- 
mos que el ejército invasor se apoderó en las villas de 
una existencia de seis mil tercios de tabaco de la propie- 
dad del erario.. Computados los trescientos mil pesos de 
su valor, disminuirian el deficiente que se observa, si no 
se tuviese tambien en consideracion que hemos asignado 
al año de 1847 un producto mucho mayor que lo que 
pudo ser en la realidad; por manera, que nada perderia 
en todo caso de su exactitud el cálculo que hemos pre- 
sentado, ni dejaria por eso de ser menos recta la conse- 
cuencia que hemos deducido. 

Tal fué la renta del tabaco en el largo periodo de cer- 
ca de siete años. No nos toca investigar si pudo el go- 
bierno, en 1842, tomar otro camino que hubiera evitado 
estos resultados. Basta á nuestro objeto que tales hayan 
sido los hechos durante toda esa época. Ahora bien, en 
1848 no debia esperarse fuese mejor el porvenir del 
estanco. Porque, prescindiendo siempre de la miserable 
situacion á que se hallaba entonces reducido, y suponien- 
do que hubiera podido el gobierno disponer de un capi- 
tal estraño bastante á reorganizar la renta, asegurar ‘sa 
duracion y alcanzar buenos productos, la operacion habria 
quedado reducida en sustancia, á crear y alimentar un 
fondo para la satisfaccion de una nueva deuda, que au- 
mentando en mucho la considerable que ya pesaba sobre 
el ramo, hubiera hecho inútil, cuando no gravoso, el es- 
fanco para el erario, durante otro espacio de tiempo. 
` Por tanto, aquellos ministros, al celebrar un convenio 
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que debia dar por resultado la salvacion de la renta, de 
la próxima y total ruina que la amenazaba, su restableci- ` 
miento sobre bases de una mas pronta y mas económica 
administracion, la amortizacion de una buena parte de su 
deuda; y ademas de todo esto, crecidas y verdaderas uti- 
lidades al erario: al conseguir tales ventajas, sin compro- 
meter en la operacion un solo centavo, ni gravar en ma- 
nera alguna ningun ramo de la hacienda pública, aque- 
llos ministros hicieron un negocio brillante, prestaron 
un servicio tan importante como positivo. . Para'esti- 
mar este servicio en su legítimo valor, no es, por cier- 
to, necesario, que nos coloquemos en la miserable situa- 
cion que respecto de la renta guardaba el gobierno ea 
aguella época. Esta consideracion podria esplicar las 
prestaciones del contrato, onerosas para el erario, supo- 
miendo, sin conceder, que contuviese algunas de esta es- 
pecie; y bastaria para librar á sus autores de cualquiera 
responsabilidad; porque al fin, la necesidad es la supre- 
ma de las leyes. No: queremos, por el contrario, que 
se examine, segun acabamos de hacerlo, el convenio de 
compañía, sin fijar la atencion, ni en la penuria de la ha- 
cieada pública en aquella época, ni en los peligros de la 
renta. Visto de esta manera, lampoco acertamos á com- 
prender cóme pueda aún decirse que ese contrato fué y 
es ruinoso para el erario. 

- Afortunadamente no se han exhibido hasta ahora proe- 
bas fundadas de esta poco meditada calificacion. Se le 
Hama funesto; pero no se manifiesta cuáles son las ven- 
tajas de que ha privado 4 la hacienda nacional. Se pro- 


mueye con vivo anhelo su rescision, y ¡contradicción es- 
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taña! se confiesa que esta rescisiow haria mas critica la 
posicion del gobierno. Se aconsejan medidas de precau- 
cion para el porvenir, y no se señalan los riesgos. En 
una palabra, se declama, uo se raciocina: por mas que 
en ningun negocio haya podido ser mas inoportuna la dé- 
clamacion, ni mas necesario el discurso; pero el discurso 
fundado en el exacto ¿conocimiento de las cosas, en la nar- 
racion fiel de los hechos, en el exámen imparcial del con- 
trato. Nosotros no queremos suponer en todos sus im= 
pugnadores una intencion poco recta. No: sabemos que 
hay entre ellos algunos en quienes el error es entera- 
mente involuntario; y como solo respecto de éstos es po- 
derosa la razon, séanos lícito preguntarles: sin el pacto 

de sociedad ¿qué hubiera sido de la renta? Mientras no 
se nos pruebe que su situacion en 848 no era la misera- 
ble que describimos al principio: mientras no se nos de- 
muestre que el gobierno en aquella época tenia ‘en sf 
mismo, y sin necesidad de pedir auxilios estraños, recur- 
sos bastantes para resucitarla y mantenerla con provecho 
del erario, no es posible se nos tache de inexactos é in- 
consecuentes, si repetimos que la renta habria desapa- 
recido del todo, y acaso para siempre. Si se nos repli- 
ca que la administracion no se halló, para salvarla, obli- 
gada precisamente á celebrar un contrato de compañía, 
sino que debió escogitar y emplear otros medios, noso- 
tros esperaremos á que se nos diga cuáles eran esos me- 
dios; pudiendo en todo caso añadir, que de ahí no se in- 
fiere fuese gravoso el que finalmente adoptó. * Y llaman- 
do hacia éste su atencion, les rogamos nos manifiesten 
los daños que por su causa se hayan irrogado 4 la ha- 


cienda ‘nacional: 6 por lo menos, que contradigan con 
buenos fundamentos, cuanto hemos espuesto acerca de 
sus ventajas para la misma. Esas ventajas estén á ła 
vista de todos. El estanco se halla reorganizado: las ofi- 
cinas destinadas 4 su servicio no están, como en otros 
dias, llenas de empleados innecesarios. (Queda amortiza- 
da una buena parte de la deuda. El gobierno percibe 
ciertas y cuantiosas utilidades, que puede consagrar 4 
otros objetos, sin que estas utilidades hayan sido fru- 
to de su propio capital, puesto que ninguno introdu- 
jo en la compañía, segun queda demostrado. No se ha 
retardado un solo momento 4 los distritos cosecheros el 
pago de lo que se les debe, segun sus pactos; y ningu- 
no de ellos tiene motivo justo de desconfianza de la com- 
pañía, que sobre bases de justicia y de recíproca utilidad 
ha estipulado la compra de las cosechas. Esto es lo que 
hasta ahora ha dado de sí el contrato; y no vemos, cier- 
tamente, que en ninguno de esos resultados se contenga 
un daño para el erario. - 

Ahora bien: es claro que ellos han ido obra de un 
trabajo esmerado y constante, y de enormes sacrificios 
- peeuniarios al propio tiempo. En virtud de sus estipu- 
laciones, los socios administradores se colocaron en ka 
misma crítica posicion que guardaba el gobierno en Agos- 
to de 1848: iban á hacer efectiva la garantía, hasta enton- 
ces imaginaria, que señaló la ley de 14 de Junio 4 los. 
acreedores del tabaco; y dejamos ya dicho lo bastante, 
para que pueda juzgarse de lo dificil de la empresa que. 
acometian. Ademas de la escasez del fondo de existen-. 
cias con que contaba entonces la renta, y que hacia nece- 
saria la pronta y competente provision de los almacenes, 
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no perjudicaba poco al estauco la gran cantidad que de 
ellas habia de propiedad particular, derramadas en la re- 
pública. Los dueños'de los treinta y dos mil tercios de 
tabaco en que estas últimas consistian, no solo podian 


disputar con ventaja 4 la compañía el mercado, sino ha- 


cerse tambien dueños esclusivos de él por largo tiempo. 
La recoleccion del fruto era, pues, indispensable, para 
que el estanco fuese digno de su nombre, . y produjese 
utilidades. Dejamos á la consideracion de quien -lea este 
opúsculo, valorice las resistencias que era de esperar pro~ 
vocase una medida que el interes particular debia pre- 


sentar, con el colorido odioso de una exproptacton arbi- 


traria; de una medida, que era la primera señal de per- 
suacion al contrabando, el cual llevaba ya dos años de 
gozar de una tolerancia, idéntica en sus efectos 4 la. mas 
ámplia autorizacion legal. Sin embargo, los socios admi- 


nistradores, secundados en esta vez poderosamente por el 


gobierno, vencieron todas las contradicciones, y logra- 
ron, previa indemnizacion, recoger de mano de los tene- 
dores particulares, la cantidad de existencias menciona- 
da. Menos afortunados, aunque igualmente empeñosos, 
han sido despues respecto de las introducidas á la som- 
bra de la invasion. A pesar de que su venta fué en vir- 
tud del tratado de paz, permitida solamente en ciertos y 
determinados lugares, y de que han debido quedar con- 
sumidas ha largo tiempo, continúan espendiéndose, bur- 
ladas las precauciones que se tomaron para evitar este 
fraude. Cuán dañoso sea él para el estanco, es cosa que 
no juzgamos necesario ponderar. Bástenos decir, que et 
mal que se padece, no es imputable á la compañía, que 
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repetidas veces le ha denunciado en la forma y 4 las au- 
toridades correspondientes, y aun propuesto. los medios 
de arrancarlo de raiz. po 

Las dos operaciones exigian, ciertamente, fuertes des- 
embolsos. Se ha dicho con sobrada ligereza, por algu- 
nos, que los recursos indispensables para llevar al cabo 
aquellas - medidas, fueron productos de la renta misma. 
Quisiéramos nosotros que los que tal aseguran, nos es- 
plicasen esta especie de prodigio; porque prodigio es ge- 
guramente, que el remanente líquido, realizadas las cor- 
tas existencias del gobierno, hastase á cubrir una suma 
muy superior aun al valor total de esas propias existen- 
cias. Remediar necesidades que demandan absolutamen- 
4e recursos como ciento, con productos como diez, es cor 
sa que juzgamos imposible; y poco propensos á creer en 
la virtud y eficacia de los descubrimientos de algunos de 
nuestros economistas, les suplicamos encarecidamente 
nos prueben estos misterios, que pueden importar nada 
menos que la salvacion del pais. Mucho hubieran esti» 
mado entonces los socios administradores, y mucho apre- 
ciarian todavia hoy, que semejantes asertos no fucsen úni- 
camente simples vulgaridades. Si el remanente líquido 
del millon de pesos de existencias, les hubiera ministrado 
Jos medios necesarios para surtir los almacenes, sostener 
el estanco, pagar á los tenedores particulares y á los re- 
faccionarios, ¿no hubiera sido una insigne torpeza com- 
prometer su crédito y sus fortunas individuales en la pla- 
za? {Qué objeto podian tener esos actos? ¿Qué venta- 
jas se procuraban con ellos? Y sin embargo, justamente: 
porque se hallaban en una situacion de todo punto diver- 
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sa, los socios administradores, despues de haber introdu- 
cido de su propio capital cuanto cupo en sus' facultades, 
para conseguir aquellos objetos, se: vieron precisados á 
solicitar recursos de otras personas, por no bastar los su- 
yos para llenarlos. De ahí la cuantiosa deuda contraida 
por ellos. | E 

Nos ha parecido conveniente referir todos los antece- 
dentés que van espuestos, así para desvanecer los erro- 
res que se han -propagado por ignorancia, 6. per inte- 
res acerca del contrato, como para que pueda juzgarse 
con mayor exactitud de la injusticia con que se promue- 
ve su rescision. En efecto, ne debia esperarse que des- 
pues de tres años que cuenta de vida, despues de actes 
sumamente espresos de los poderes públicos en favor de 
su legitimidad, y solo porque la renta ha mejorado de 
eondicion, se decretase el despojo que importa el acuer- 
do de la cámara de diputados, de mediados de Mayo 
próximo pasado. Hemos oido las razones que se han he- 
cho valer en su defensa, y no hemos encontrado ninguna 
sólida: ninguna capaz de inclinar nuestro juicio hacia él, 
Todas ellas pueden, en nuestro concepto, quedar reduci- 
das 4 las dos siguientes: —Primera. El gobierno no tuvo 
facultades para celebrar el contrato de compañía.-—Se- 
gunda. El congreso no debe permitir que en la miserable 
situacion actual de la hacienda pública, carezca, sin mo- 
tivo, la administracion, de los recursos que proporciona 
la renta. Permítasenos analizar una y otra razon. 

Como la primera contiene la declaracion de nulidad. 
del convenio, por escese del gobierno en el desempeño 
de su comision, debemos, ante todo, fijar los términos de 


as Y 


esta comision 6 mandato, para ver despues si los traspasó | 
realmente la administracion de 1848. Ordenose á ésta, 
por la ley ya mencionada de 14 de Junio del mismo año, 
que celebrase un arreglo con los acreedores del tabaco, á 
fin de cubrirles lo que se les debia. Una scla condicion 
se puso al gobierno, un solo límite se le fijó al concedér- 
sele esta autorizacion, 6 mas bien, al imponérsele este 
precepto: se le prohibió que tomase cantidad alguna del 
fendo de la indemnizacion americana para el pago de esos 
eréditos. En lo demas, la autorizacion era absoluta. El 
congreso no tuvo á bien demarcarle el camino que debia 
seguir: antes bien, le dejó, como era mas cuerdo, en li- 
bertad, para que adoptase el que estimase mas convenien- 
te. Estudiado atentamente el testo de la ley, no se har 
lará mas restriccion, que la que hace poco señalamos. 
Ahora bien. Cuando el mandato se constituye de esta 
manera, el mandatario, segun los principios mas genera- 
les de jurisprudencia, puede practicar todos aquellos ac- 
tes, poner por obra todos aquellos medios que están vir- 
tualmente comprendidos en el mandato mismo, coma con- 
siguientes, antecedentes ó complementos, aunque no cons- 
ten espresamente en él. Y la razon es clara: se supone, y 
con fundamento, ó bien que el mandante no habló de 
esos medios, porque lo juzgó inútil, ó bien que no pensó 
en ellos; porque, de otra suerte, hubiera impuesto al 
mandatario la obligacion de adoptarlos. Todas estas pre- 
sunciones se toman de la naturaleza de la comision, y de 
los fines del comitente. Estas teorías, sostenidas por mu- 
ches y muy respetables jurisconsultos, no tienen, es ver- 
dad, una estension tal, que llegue á comprender actos que 
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no pudieron caber, ni era necesario que cupieran, en la 
voluntad del mandante. No: ellas se verifican únicamen- 
te cuando existe una íntima relacion, un lazo iudispensa» 
ble entre el acto espreso `y el sobreentendido, cuanto éste 
completa á aquel. 

Supuestas la regla y su limitacion, apliquémoslas ‘al 
caso presente. El congreso ordenó al ejecutivo pagase 4 
los acreedores del tabaco con los productos de la rénta. 
Sabia él muy bien cuál era la situacion del estanco; y no 
podemos suponer, sin injuria suya, que hubiese sido su 


ánimo burlar á los acreedores, ofreciéndoles una garantía | 


vana, y puramente nominal. Pero si en aquellos dias era 
grande la miseria del ramo, podia tambien remediarse es~ 
te mal: habia aun alguna esperanza de que el estanco pro- 
dujese. En la intención del congreso, pues, estuvo que 
se reorganizase la renta, una vez que sin este acto pré- 
vio, era de todo punto imposible desempeñar el mandato. 
El restablecimiento del estanco era el indispensable con- 
siguiente de la ley: entre ese restablecimiento sobreenten- 
dido, y la espresa prevencion del pago, existia una íntima 
y necesaria relacion: en un mandato se contenia otro man- 
dato. Y como el poder legislativo, si bien fijó una com- 
dicion para el acto espreso, ningun límite estableció res- 
pecto del sobreentendido, el gobierno obraba bien, obraba 
dentro de los términos de su comision, eligiendo el medio 
que estimó mas adecuado para cumplirla. Por tanto, no 
puede en justicia culpársele- de que se escedió. 

= Sin embargo, para probar que hubo esceso, se ha di- 
cho que la ley le ordenó entrase en arreglos con los acree- 
dores del ramo, y que por esta causa debió reducirse á 
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convocar á éstos, & proponerles alguna manera de pago, 
. 6 cuando mas 4 celebrar con ellos el contrato que ajustó 
eon los actuales socios; dejando al congreso toda la res- 
ponsabilidad, en el caso de que ninguno de estos medios 
fuese aceptado. Nosotros negamos en primer lugar,. que 
tal fuese el deber del gobierno, segun la ley. El, es cier- 
to que estaba obligado á entrar en algun concierto con 
los acreedores, sea para obtener de ellos la aplicacion par- ' 
cial de los productos de la renta, una rebaja en el inte» 
res, la concesion de un plazo, sea para formar cualquiera 
de aquellas estipulaciones que caben en esto que entre 
nosetros se llama un arreglo; pero de ninguna manera 
podemos reconocer en él la obligacion de procurar el res- 
tablecimiento del estanco, únicamente por medio, ó con 
el auxilio de estos acreedores. La ley no contiene esa 
restriccion: nosotros por lo menos no acertamos á descu- 
brirla en su testo. - En segundo lugar, es necesario que no 
perdamos de vista los dos actos distintos, los diversos man- 
datos que ella importa. De estos solo el espreso está limi- 
tado: se previene cl pago, y se determinan los. fondos que 
hayan de servir para verificarlo. El acto, el mandato so- 
breentendido es amplio, absoluto: el gobierno era libre pa- 
ra escogitar los medios que fueran á su juicio mas ade- 
cuados, á fin de que la ley quedase cumplida. En tercer 
lugar: si el concepto de los autores de la objecion fuere 
exacto, él vendria 4 dar forzosamente el resultado de obli- 
gar á los acreedores, á restablecer por sí mismos el es- 
tanco, bajo la pena de no ser pagados en caso de negarse 
á reorganizar la renta. Pero es evidente que semejantes 
condiciones, no pueden jamas ser impuestas: porque son 
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injustas; porque si no es lícito exigir sacrificios. mnecesa- 
_ rios, menos lo es imponerlos á personas que Merecen ser . 
consideradas, por razon de los que ya tienen hechos: per- 
que la repulsa de los acreedores en nada debilitaria su dere» 
cho; y en fin, porque hubiera sido deshouroso é indigno 
del congreso, redimir de esa manera al gobierno de la 
necesidad de cumplir con uno de sus mas sagrados debe- 
res. Al presentar la objecion, tal vez no se meditó lo 
bastante en estas y otras eonsecuencias que de ella ema- 
nan. Nosotros creemos. escusado detenernos por məs 
tiempo en refutarla. 

El ministerio, pues, en 1848, no traspasó los limites 
del mandato al ajustar el presente convenio de sociedad: 
el cual fué, y continúa por lo tanto siendo obligatorio para 
- el gobierno. Pero supongamos sin conceder, que ese con- 
trato tuvo en su orígen vicios de nulidad: ¿es el congreso 
autoridad competente para juzgar y declarar la nulidad? 
Tal es la cuestion que nos propusimos analizar, no bien 
se hizo la proposicion relativa en la cámara de diputados; 
y nos pareció desde entonces tan clara la incapacidad del 
poder legislativo, para este género de decisiones, que nos 
causó un verdadero asombro ver que hubiese sido tan rá- 
pidamente aprobada allí. Vamos á esponer nuestros mo- 
tivos. Las. diferencias que hay. entre los tres poderes, 
legislativo, ejecutivo y judicial, resultan de la sola defini- 
cion de cada uno de ellos; y omitiendo esplicar las que 
existen entre el legislativo y el ejecutivo, por no ser opor- 
tuno aqui, nos limitaremos á presentar las mas prineipa- 
les que median entre el legislativo y el judicial. Este ca- 
rece de la libertad, de la espontaneidad que tan esencial- 
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mente corresponden á aquel. El poder legislativo pro- 
cede por medio de fórmulas generales y abstractas: el 
poder judictal deduce de estas fórmulas aplicaciones es- 
peciales y concretas. El poder legislativo establece la re- 
gla: el poder judicial da á esta regla la actividad y la vida, 
sin las cuales la ley solo seria una letra muerta. El le- 
gislador considera únicamente el porvenir; el juez se. oca- 
pa de hechos consumados, y aplica 4 ellos ciega, fatalmen- 
te la ley anterior. Tales son los caracteres con.que se ha 
procurado distinguir á estos dos poderes; y nuestra cons- 
titucion, segun puede fácilmente observarse, los ha.reco~ 
nocido y conservado. ? 

Ahora bien: la cámara de diputados usó de iios: 
nes que de ninguna suerte le correspondian, al resolver 
que el contrato de compañia es anlo: ella en vez de pro- 
ceder por medio de fórmulas generales y abstractas, .cual 
conviene al poder legislativo, hizo aplicaciones especiales 
y concretas: en vez de ocuparse del porvenir, tomó en con- 
sideracion un convenio ha largo tiempo consumada; y 
creó la regla de decision, que deberia haber precedido al 
propio convenio: ella, en fin, se revistió á sí: misma de 
‘ana especie de jurisdiccion tan anticonstitucional como 
peligrosa. 

Y sin embargo, las diferencias que hace poco asenta- 
mos, no son seguramente ni nuevas ni arbitrarias: están 
en la esencia misma del sistema político, segun el cual 
nos regimos hoy, y han tenido una sancion espresa en la 
carta fundamental. Analizar las pretensiones de un con- 
trato, examinar la capacidad de los contrayentes, deter- 
minar y calificar la lesion que se reclama, ordenar su re- 
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paracion y hacerla efectiva, son facultades que nuestras: 


leyes, de acuerdo con aquellos principios, cómeten á los 
tribunales, y que en nuestro caso corresponden á la su- 
prema corte de justicia. Toca 4 esta, segun nuestra cons- 
titucion, conocer desde la primera instancia “en las dis- 
“putas sobre contratos á negociaciones celebradas por el 
“supremo gobierno ó por su órden.” Debemos observar 


que no se establece ningun caso de escepcion; y que no 


era tampoco posible se estableciese, una vez reconocida y 
defendida la division de poderes como base fundamental 
de nuestra organizacion politica. Concedamos al poder 
legislativo la atribucion de que sin derecho ha hecho use 
en el presente negocio la cámara de diputados, permitá- 


mosle que dicte esta especie de leyes sentencias, y aquella 


division desaparece, y con ella la mas principal de las ga- 


rantías del ciudadano. ¿Cómo, pues, no habia de causar= 


nos estrañeza el acuerdo de los diputados, siendo así que 
él supone un olvido por lo menos de los principios y de 
las disposiciones legales vigentes? 

- Hemos oido alegar en defensa de la constitucionalidad 
del acuerdo, que el congreso sin ningun género de duda, 
tiene la facultad de interpretar la ley, y que de esta facul- 
tad ha hecho uso en el presente asunto. La interpreta- 
cion auténtica de las leyes, lo reconocemos, es propia del 
poder legislativo: es atribucion esclusivamente suya. Mas 
la interpretacion auténtica, supone necesariamente oscu- 
ridad en la ley: de otra manera seria superflua. Los tri- 
bunales, cuando no alcanzan á descubrir cuál sea la ver- 
dadera voluntad del soberano, acuden á él, le presentan 


los motivos fundados de su duda, y 4 menudo preparan. 
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é ilustran la decision. Esta decision resuelve las contro- 
versias pendientes; mas nunca afecta intereses ya adqui- 
ridos: nunca da lugar á que se abra un nuevo juicio para 
los negocios ya consumados: el órden y la paz pública lo 
resistirian. Esto supuesto, permitasenos preguntar. ¿Ha 
ocurrido alguna duda respecto de la ley de 14 de Junio? 
No lo sabemos; pero sí creemos poder afirmar, que nin- 
gun juez ha acudido hasta ahora al congreso, solicitando 
aclaraciones. En todo caso, la cámara ha procedido por 
su propia inspiracion; nosotros respetamos su conducta, 
y ho procuraremos investigar sus causas. Séanos, sin 
embargo, lícito decir, que cuando la interpretacion se pre- 
senta, como aquí acontece, con el carácter de oficiosa, 
cuando no ha sido provocada de ninguna manera, es di- 
ficil redimirla de cierta nota, bien de favor, bien de per- 
secucion hacia las personas, 6 hacia los intereses sobre 
que recae. Parece un pretesto de que el legislador se va- 
le para destruir lo que antes habia edificado, y librarse asi 
de la necesidad de confesar un error 6 una falta. Ya se 
vé que el recurso podrá ser cómodo y eficaz: no nos alre- 
vemos á asegurar que sea siempre honroso. 

Pero no es cierto tampoco que el acuerdo de los dipu- 
tados contenga una simple aclaracion de Ja Jey. Ni en su 
- espíritu, ni en sus términos se descubre la menor señal 
- de que con el objeto de ilustrarla, le dictase la cámara. 
Es un voto de censura, es una espresa reprobacion de la 
conducta observada por la administracion que celebró en. 
1848 el contrato de compañía; y poco tendriamos que 
añadir en su contra, si no viésemos cuán estraña es la 
consecuencia que se ha deducido. El ministerio se cs- 
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cedió de sus facultades? Pues exigasele la responsabi- 
dad: entáblese una acusacion en forma ante el: tribunal 
correspondiente; y si éste declara que realmente se come- 
„tió una usurpacion, hágase efectiva. En este proceder to- 
do seria constitucional y consecuente. Pero la cámara de 
diputados ha cometido á su vez otra usurpacion, tomando 
la voz de ese tribunal, y pronunciando una sentencia so- 
bre el contrato mismo. Ella no se limitó 4 revelar cuál 
fuese el verdadero sentido, la verdadera estension de la 
ley, sino que hizo inmediatamente una aplicacion. Inter- 
pretó, si se quiere; mas juzgó tambien, cosa que sin duda 
alguna no cabe en sus facultades. 

. Nos parece que queda dicho lo bastante acerca de la 
primera de las razones que nos propusimos examinar. 
Réstanos hacer ver que la segunda no descansa sobre me- 
jores fundamentos. Nos parece que podemos fijar la cues- 


tion en estos términos: jla rescision del contrato de com- 


pañía y la filiacion consiguiente de la renta entre las de- 


mas del erario, proporcionaria recursos al gobierno? Los 


defensores del acuerdo responden afirmativamente: nues- 
tro Juicio es de todo punto contrario. Entendemos que la 
rescision del convenio privará 4 la administracion de las 
positivas utilidades de que hoy disfruta, haciendo en vez 
de ellas, pesar sobre el erario grandes responsabilidades. 

El acuerdo de los diputados, aprobado, colocaria al go- 
bierno en una posicion peor que la en que se halló el del 
general Santa-Anna en 1842. No queremos hablar de las 
dificultades que para el manejo de la renta presenta hoy 
la organizacion política del pais, mayores sin duda que las 
que en aquella época podian ofrecerse. El ejemplo de lo 
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que actualmente pasa con el Estado de Puebla y otros lu- 
gares que tenazmente han resistido el restablecimiento del 
estanco, importa una advertencia á la administracion, á 
fin de que no fie mucho en la fuerza y eficacia de sus me- 
dios de accion; y presta un motivo fundado de temor, de 
que llegue con el tiempo á desaparecer la renta. Dejare- 
mos á un lado estas y otras consideraciones, para no exa- 
minar las cosas sino como se halian al presente. Cuenta 
hoy cl gobierno con un fondo de existencias propio, que 
consiste en una pequeña parte de las que hay en los al- 
macenes: el resto de ciias pertenece con un derecho in- 
contestable 4 Ics socios administradores. Con ese fondo 
podria alimentar y sostener el mercado por cuatro, por 
seis meses 4 lo sumo. ¿Y despues? Solicitar el fruto de 
los distrites cosecheros, nos parece seria una tentativa va- 
na. Cuando en ocasion menos critica quiso comprarles 
sus cosechas el gobierno, no rehusaron su entrega; pero 
establecieron una condicion que no fué aceptable enton- 
ces por la administracion: exigieron la satisfaccion del 
precio al contado. Tenemos muy buenos datos para ase- 
gurar, que esa misma condicion figarian llegado el caso 
que suponemos; y creemos que el gobierno se hallaria 
tambien en la imposibilidad de admitirla. Veriase, pues, 
obligado á ocurrir á DRevos préstamos, á nuevas refaccio- 
nes: se repetiria la propia historia cuyos daños dejamos 
referidos en la primera parte de este escrito. Pero si, co- 
mo era mas natural, entraba en un arreglo con sus socios 
y recibia de manos de éstos todas las existencias actuales, 
contrata por otra parte una deuda de mas ó menos cómo- 
da amortización; mas una deuda innecesaria siempre. Ese 


medio.aseguraria ul estanco, una vida mas larga: sin em- 
hargo, el peligro permaneceria mientras no cesasen por 
fortuna del pais, la penuria y el descrédito del erario. 
Ademas, ¿rendiria el estanco utilidades? En este pun- 
to debieron, en nuestro concepto, fijar principalmente su 
atencion los defensores del acuerdo. Se ha escapado á al- 
guno de ellos una confesion preciosa en el caso, al ase- 
gurar que la rescision del contrato haria mas crítica la po- 
sicion del gobierno. En concepto, pues, del señor diputa- 
do autor de estas palabras, esas utilidades son, cuando 
mas, una esperanza, nada mas que una esperanza. Y si 
ella no descansa en datos probables, por io menos ya se 
deja entender que no ha de ser muy cuerdo perder por 
su causa los quintentos 6 seiscientos mil pesos en nume- 
rario que por verdaderas ganancias percibe hoy el gobier- 
no. Bien sabemos que se han estimado en estos dias los 
productos líquidos del estauco en un cuarenta por ciento. 
Deseamos ver las bases de este cálculo, que no formarán 
por cierto los conocedores‘ del ramo. Incrédulos siem- 
pre respecto de esta especie de conjeturas, queremos tam- 
bien que se nos espliquen y prueben los antecedentes que. 
hayan servido para formarlas. Mas aun cuando no fuese, 
como lo es, errado ese cálculo, ¿podria el cuarenta por 
ciento estimarse y tenerse por verdadera utilidad, atendida 
la inmensa deuda que pesaria sobre la renta? Entende- g 
mos, que por mas combinaciones que se idearan, pma | 
llegaria á obtenerse este resultado. - ” ee 
En nuestro concepto, por lo tanto, se hace un positivo 
daño al erario promoviendo la rescision del contrato: de 
sociedad. Decretar su nulidad, seria declarar la nulidad 
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de la renta, sieviéndonos de una frase que con notable 
propiedad ha empleado un periódico de esta ciudad (1). 
Alguno ha temido (y ha estimado peligroso por este ladu 
el convenio) que los socios administradores dejen al ter- 
minar la compañía, un crecido fondo de existencias que, 
constituya y perpetúe la deuda de la renta. Nosotros co- 
nocemos bien la posicion de los socios administradores 
para asegurar sin la menor. vacilacion que procurarán rea- 
lizar la mayor suma posible de ellas, segun el derecho que 
para esto les conceden espresamente sus pactos. En su 
interes no está ciertamente recibir en cambio de esas exis- 
tencias, un papel que no es probable tenga gran valor en- 
lo venidero. 

Como puede observarse, nos hemos abstenido hasta 
aquí de ocuparnos del proyecto presentado por aquellcs 
mismos dias en el senado, sobre recursos al gobierno. En 
la parte relativa al contrato de compañía nos ha parecido 
descubrir un plan de persecucion tal, que hemos preferi- 
do-callar, temerosos de no poder guardar la moderacion 
debida en su impugnación. Esta, por otra parte, seria in- 
útil hasta cierto punto. La mayoría de aquel augusto cuer- 
po no permitió fuesen propuestas á su nombre, las medi- 
das de espoliacion que se le consultaron. 

De todo lo escrito hasta aquí, resulta probado con ela- 
ridad que èl contrato de compañía fué propuesto por el 
gobierno á los actuales socios, en uso de una autorizacion 
legítima y competente: que ha sido benéfico para el era-" 
rio: que los medios empleados para rescindirlo sou tan 
contrarios á la equidad, como á la constitucion y leyes vi- 


(1) El Siglo XTX en su número correspondiente al dia 2 del presente mes. 
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gentes; y por último, que la nulidad que se ha pretendido 
declarar, importaria graves daños á la hacienda nacional. 

Hemos concluido por ahora. Eu toda nuestra penosa 
y larga tarea hemos evitado descender al terreno odioso 
de las personalidades. Nunca hemos creido que ellas con- 
tribuyen á derramar alguna luz en las cuestiones que se 
suscitan. Árma es esta que jamas emplearemos. Séanos, 
sin embargo, lícito manifestar que nos ha parecido adver- 
tir en algunos de los impugnadores del contrato todo, me- 
nos fines desinteresados, y esto no nos ha sorprendido. 
La compañía se ha visto por una parte obligada á lanzar 
á algunos empleados cuyo mal manejo no le era posible 
tolerar por mas tiempo, y ha coucitado contra sí el resen- 
timiento de esos empleados. Por otra parte, el restableci- 
miento del estanco, la economía introducida en sus ofici- 
nas han dejado burlados muchos deseos, muchas aspira- 
ciones que existen hoy con la misma fuerza que al prin- 
cipio. Nosotros conocemos los medios de combatir estos 
intereses: nuestra conciencia no Ros permite aconsejar 
que se adopten. | 

México, Junio 10 de 4831. 
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Pedimento fiscal estendido en la competencia suscitada por el juzgado de 
letras de Tulancingo, al segundo de lo civil de Alézico. 


Exmo. Sr.—El fiscal dice: que el juzgado de letras de Tulancingo, parti- 
do del Estado de México, ha suscitado competencia de jurisdiccion al juzga- 
do segundo del ramo civil de esta ciudad, que es á cargo del Lic. D. Agustin 
Perez de Lebrija, sobre el conocimiento de los autos que la testamentaria del 
presbítero D. Pablo José Meca sigue con D. Marcos y D. Manuel Eguia, 
sobre algunas incidencias sobrevenidas ú ocasionadas por consecuencia de la 
venta que dicho presbítero hizo á los Eguias, de la hactenda de Hueyapan, 
situada en jurisdiccion del mismo partido de Tulancingo. El juez de prime- 
ra instancia de éste apoya su Jurisdiccion en el art, 182 de la constitucion 
particular del mismo Estado de México, que 4 la letra dice asi: “Correspon-- 
«de esclusivamente å los tribunales del Estado el eonocimiento de los pleitos 
~v negocios de bienes existentes en su territorio, y de los que miran al esta- 
“do y condicion de sus súbditos.” 

Por este mismo principio la parte de los Eguias habia declinado anterior- 
mente la jurisdiccion del Lic. Lebrija, en escrito de 17 de Octubre último, 
del que corrido traslado á la testamentaría del presbítero Meca, alegó varias 
razones fundando la jurisdiccion del juzgado segundo de lo civil de esta ca- 
pital, 4 cuyo favor se decidió el artículo de declinatoria; pero como antes de 
ejecutar s? iniciase la competencia por el juzgado de "Pulancingo, la parte de 
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la testamentaria del mismo Meca reprodujo un anterior escrito fundando la 
competencia del Lic. Lebrija, el que en el oficio de remision de sus actuacio- 
nes, alegó algunas otras razones, de que se encargará el fiscal oportunamente. 
Por la parte de autos que ha remitido á este supremo tribunal el Lic. Le- 
brija, para que se tengan' presentes las constancias que principalmente apo- 
yan su jurisdiccion, se percibe ha habido un reñido y dilatado pleito entre el 
presbítero Meca y su testamentaria, y D. Marcos Eguia, á consecuencia de 
la venta que aquel hizo 4 éstos de la hacienda Hueyapan. El punto princi- 
pal que se ventiló, fué el de rescision de este contrato de venta de la citada 
finca, y por una ejecutoria de tres sentencias causada en 10 de Diciembre de 
841, quedó irrevocablemente sancionado: que el contrato cra válido; que la 
hacienda pertenecia en dominio y propiedad 4 los Eguias; que éstos estaban 
ubligados á pagar el precio de ella, y 4 otorgar la escritura que se les habia 
demandado por el vendedor, con todas las seguridades que tenian ofrecidas, 
segun por menor consta á fojas 181 y siguientes, del segundo trozo del cua- 
‘derno primero. 
Es tambien muy notable, que pendiente ese pleito se suscitó ùna compe- 
tencia igual 4 la presente, por el juzgado de ‘Tulancingo al de primera ins- 
tancia de esta ciudad, que estaba entonces 4 cargo del Sr. Lic. D. José Ma- 
ria Tamayo, que era el que conocia entonces de los autos, y por el que pro- 
veyó la primera sala del tribunal, del que fué Departamento de México, en 
7 de Agosto de 838, se declaró a el conocimiento de estos autos pertene- 
cia al juzgado del Lic. Tamayo, á quien se mandaron volver aquellos para 
que los continuasen, segun su estado. A esto se agrega que el eontrato se ~~ 
celebró en México, que los contrayentes todos eran vecinos de esta ciudad: 
y que ejecutoriado el punto de jurisdiccion, y el de propiedad y dominio de 
la finca, las cuestiones que despues se han provocado han sido sobre el cum- 
plimiento de la citada ejecutoria y de las obligaciones personales que los li- 
tigantes han contraido por consecuencia de aquel contrato. Una de ellas es «© 
la transaccion acordada últimamente enire los interesados, en 15 de Junio 
de 845, sobre la cual, y otros convenios de igual naturaleza, son la materia | 
del pleito que hoy se halla pendiente. o | 
El art. 182 de la constitucion del Estado de México no puede esceder los ' 
límites que están marcados en la constitucion general de la república; y él- 
ciertamente no derogó, ni pudo derogar, los fueros que surten el domicilio, el 
lugar del contrato, el del delito y cl personal de algunos individuos; y así es ` 
que no se puede deducir de su tenor que cualquiera que posea bienes raices ' 
ú muebles en el Estado de México, siendo vecino del Distrito 6 de otro de los 
Estados, si fuese demandado, ha de tener necesidad de abandonar su domici- 
lio é ir & contestar ante los tribunales de aquel, porque semejante latitud se- 
ria hasta sierto punto centralizar. el poder judicial; é imponer obligaciones: & 
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personas que no son súbditos del mismo Estado de México, lo twat no sola- 
mente no es confurme, sino contrario á la constitucion federal, y la aplicacion 
é inteligencia del espresado artículo, segun los principios de buena jurispru- 
dencia, debe hacerse de manera que no pugne con el pacto fundamental de 
la nacion. l 
Pero cualquiera que sea la estension que quiera dársele 4 ese artículo, hoy 
no puede tener aplicacion alguna al caso presente. Si se litigata sobre la pro- | 
piedad 6 dominio de la hacienda Hueyapan, con independencia de las per- * 
sonas, podria acaso sin repugnancia hacerse valer con éxito favorable; mas ` 


no es eso de lo que se trata: la mencionada finca pettenece en propiedad y do- 
minio å los Eguias, y no es ella la materia de la disputa, sino el cnmplimicn- 
to de una ejecutoria y los diversos compromisos y obligaciones que aquellos. 
y el representante de la testamentaria del presbijero D. Pablo Meca han con- | 
traido personalmente, sobre el modo de entregar cierta cantidad de dinero que 
se fijó por precio de dicha finca, modo y términos en que esto se ha de ha- 
ecr, liquidaciones, rebajas y compensaciones que se promueven, sin que na- 
da de esto pueda decirse que son bienes existentes en el territorio del Esta-. 
do de México. 

Por otra parte, ejecuturiado, como lo está tambien diez años hace, el pun- 
to de jurisdiccion en una competencia igual 4 ésta, aun cuando posteriormen- 
te se haya restablecido la constitucion del Estado de México, y aun cuando — 
la materia sobre que versa hoy el pleito fuese de los que abraza el repetido 
art. 182, su fuerza no es tal que pudiese destruir esa ejecutoria, y abrir un 
juicio fenecido tantos años hace, porque esto seria demasiado subversivó de | 
los principios elementales de toda sociedad, y origen de males de incalcula l 
bles trascendencias. 

En atencion á todo, V. E. será servido declatar. que el conocimiento de 
estos autos toca y corresponde al juez segundo de lo civil, Lic. D. Agustin 
Perez de Lebrija, 4 quien se le remiten para que los continúe y concluya se- 
gun su estado, condenando en las costas 4 la parte de los Eguias por la te- ` 
meridad con que nuevamente han provocado esta competencia, y comunicin- 
‘dose la resolucion al juez del paride de Tulancingo para su inteligencia y 
efectos consiguientes. 

México, Febrero 20 de 1849.— Casasola. 


Esposicion que hace la premera sala de la suprema corte de justicia al tri- 
tunal pleno. - 


Exmo. Sr.—Ayer se hacia á la primera sala relacion de los autos formados 
sobre competencia de jurisdiccion, suscitada entre uno de los juzgados de lẹ- 


aa 
iras de esta capita), y el del partido de Tulancingo, en el Estado de México, . 
quien invocaba en apoyo de su jurisdiccion el art. 182 de la constitucion del 
mismo, que literalmente dice así: * Corresponde esclusivamente 4 los tribu-, 
« nales del Estado el conocimiento de los pleitos y negocios de bienes exis- 
s tentes en su territorio, y de los.que miran al estado v condicion de sus súb-. 
«“ditos.”” 

El Exmo. Sr. presidente, luego que por la relacion formó idea del neygo-. 
ejo, la mandó suspender y despejar la sala, para esponerle Ja razon por qué 
se creia legalmente impedido para conocer en el asunto; que se redujo 4 re- 
sordar á la sala que en el año de 834 se habia declarado por la cámara de di-. 
putados haber lugar á la formacion de causa al mismo Exmo. Sr. presidente. _ 
_ con los otros cuatro señores ministros que componen la primera sala, y falla- | 
ron en una competencia semejante á la. presente, en contra del artículo de la 
constitucion del Estado de México, y quedaron en efecto suspensos y suje- . 
tos al juicio, que no se siguió, sino que se cortó por la disposicion del su- 
premo gobierno, de 8 de Agosto de aquel ano, comprendida en la aprobacion | 
general, en su decreto de 29 de Abril de 1835, por cuyas supremas disposi- . 
ciones, aunque se cortó de una manera eficaz y segura el encausamiento de . 
aquellos señores ministros, levantándoles la suspension en que cstaban, de sus . 
empleos, y restituyéndoles al goce de sus derechos, no se decidió de una ma- 
nera auténtica, 6 judicialmente por una sentencia, ó legislativamente por una. 
ley 6 aclaracion de ella, el punto de derecho que habia servido de materia 4 
la acusacion, que era la siguiente cuestion: ¿Si por cl artículo constitucional 
del Estado de México, el vecino de cualquier otro Estado 6 del Distrito, so- .. 
lo por tener bienes en aquel, debia ser juzgado en él, aunque no tuviere allí . 
su residencia, ni se hallase a] tiempo de la demanda? En cuya cuestion, una 
de las cámaras del congreso general habia abrazado por mas de dos tercios . 
de sus miembros, cl estremo afirmativo, al declarar que debia formarse cau- . 
sa 4 los señores ministros que habian fallado en sentido contrario. 

La sala reconoció desde luego el peso de lo que esponia el Exmo. Sr. pre- 
sidente; pero reconoció igualmente que no era el encausamiento 4 que se ha- . 
bia sujetado á S. E. y que le era personal, sino la razon de él y el no haber- . 
ze terminado de una manera que envolviese una decision. auténtica del pun- - 
to, lo que es comun á todos los señores ministros que forman la suprema ., 
corte, y que pueden á la vez entrar á formar la primera sala, lo que impedia 
decidir esta y cualquicra atra competencia con los jueces del Estado de Mé- 
xico, siempre que se apoyasen en el referido artículo de su constitucion; mas -. 
como S. E. insistió en que se determinase. primero y separadamente sobre . 
su escusa, la sala cediendo á sus instancias, le declaró impedido y acordó en 
seguida manifestar 4 V. E. que los cuatro que hemos quedado formándola, | 
nos creemos igualmente impedidos, lo mismo que 4 los. demas señores que . 
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~puedan entrar 4 integrarla, mientras no se decida 'la duda de ley que apoyan 
en un sentido los principios, la razon y la conveniencia pública, y en el con- 
trario el voto y decision de una de las cámaras del congreso general, reduci- 
‘da 4 si el fuero de la ubicacion de la cosa debe preferir en las contiendas con 
los que tienen bienes en el Estado de México, al fuero del domicilio, de la 
residencia del lugar, del contrato, y 4 cualquiera otro. México, 16 de Ma- 
yo de 1849. 


Borrador de la respuesta fiscal, estendida en el espediente formado sobre la 

duda que ocurrió å la primera sala de la suprema corte de justicia, al tiem- 

po de verse un incidente de los autos de competencia entre un juzgado de 

Tulancingo y el de letras de lo civil de esta capital, sobre conocimiento de 

los autos de la testamentaria del presbitero D. Pablo José de Meca, acerca 

de la interpretacion que deba darse al art. 182 de ta constitucion del £s- 
tado de México. 


El fiscal dice: que habiéndose comenzado 4 hacer relacion 4 la primera 
sala de este supremo tribunal de los autos sobre competencia suscitada entre 
el juzgado del partido de ‘Tulancingo, del Estado de México, y el segundo de 
do civil de esta capital, acerca del conocimiento de los que sigue Ja testamen- 
taría del presbítero D. Pablo José Meca, con D. Márcos y D. Manuel Eguia, 
sobre varias dilerencias relativas al contrato de venta de la hacienda de Hue- 
yapan, luego que el Exmo. Sr. presidente advirtió que á favor de la jurisdic- 
cion del primero se invocaba el art, 182 de la constitucion particular del mis- 
mo Estado de México, hizo suspender la relacion y despejar la sala para ma- 
rilestar á los demas señores ministros que componian el tribunal, que se creia 
legalmente impedido para conocer de ese asunto; porque en el año de $34 
se habia declarado haber lugar á la formacion de causa al mismo Exmo. Sr, 
presidente y á los otros cuatro señores ministros que entonces componian di- 
cha sala, porque fallaron en una competencia semejante 4 la. presente en con- 
tra del citado artículo de la constitucion del Estado de México, y quedaron 
en electo suspensos y sujetos al juicio que Ro‘se siguió, sino que se cortó 
por la disposicion del supremo gobierno, de 8 de Agosto de aquel año, com- 
prendida en la aprobacion que á todos los actos de aquella administracion 
dió el congreso general en su decreto de 29 de Abril de 835, por cuyas su- 
premas disposiciones, aunque se cortó de una manera eficaz y segura el en- 
causamiento de aquellos señores ministros, levantándoles la suspension en 
que estaban de sus empleos y restituyéndolos al goce de sus derechos, no se 
«decidió auténtica ó judicialmente por una sentencia, ó legislativameute por 
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una ley 6:aclaracion de ella, el punto de derecho que habia servido de mates 
ria á la acusacion, que era la siguiente cuestion: ¿Si por el artículo constitu- 
cional del Estado. de México, el vecino de cualquiera otro Estado, 6 del Dis- 
_ trito, solo por tener bienes en aquel, debia serjuzgado en él, aunque no ty- 
viera allí su residencia, ni hallarse al tiempo de la demanda? En cuva cues- 
tion, una de las cámaras del congreso general habia abrazado por mas de dox 
“tercios de sus miembros el estremo afirmativo, al declarar que debia tornar: 
se causa 4 los señores ministros que habian fallado en sentido contrario. 
"La primera sala adoptó estas observaciones del Exmo. Sr. presidente, y 
despues de que á repetidas instancias suyas lo declaró impedido, calificó que 
en el mismo casa estaban los demas señores ministros que la componian, y 
los que debieran entrar á integrarla para conocer de este asunto y de cualquie~ 
ra otro que se ofreciese, y que se apoyase en el referido artículo de la cons- 
` titucion del Estado de México, mientras no se decidiese la duda de ley que 
apoyan en un sentido los principios, la razon y la conveniencia pública, y en 
- el contrario el voto y decision de una de las cámaras del congreso general, 
` reducida aquella á si el fuero de la ubicacion de la cosa debe preferir en las 
” contiendas con los que tienen bienes en el Estado de México, al fuero del do- 
micilio, de la residencia, del lugar del contrato y 4 cualquiera otro, y acordó 
manifestarlo al tribunal pleno para los efectos correspondientes, y V. E. dis. 
puso se pasase å la vista del que responde. 

El fiscal ha procurado reunir todos los antecedentes de que ha tenido no~ 
ticia, que puedan ilustrar la materia, y encargó particularmente á la secreta- 
ria; se le pasasen todos los tocas de las competencias que se hubieran decidido 
por esta suprema corte desde el año de 827, en que se publicó ła constitucion 
del Estado de México, hasta fin del de 836 en que cesó el sistema federal, y 
que versasen sobre litigios de bienes raices existentes en aquel Estado con 
personas radicadas en esta capital, para ver qué práctica habia observado et 
mismo tribunal, tanto antes como despues de la resolucion de aquella eompe- 
tencia, que dió por resultado tan desagradable acontecimiento; pero no ha- 
biéndosele pasado ninguno de estos tocas, porque acaso no hubo otra compe- 
tencia de csa clase, 6 porque si se ofreció se han traspapelado aquellos, como 
ha sucedido con algunos otros, no queriendo dilatar por mas tiempo el des- 
pacho de este negocio, pasa 4 manifestar su opinion, apoyándose en los am- 
tecedentes que se le han ministrado, que ciertamente son los mas prineipales. 

Bajo dos aspeetos ha eonsiderado la primera sala aquella resolucion de la 
cámara de diputados de 834: como una calificacion del jurado de haber un 
hecho culpable en los señores ministros que decidieron dicha competencia, 
por el que mereeian ser suspensos y sujetarse 4 un proceso, y como la reso- 
lueion, 6 4 lo menos, la opinion muy respetable de una parte del cuerpo le- 
gislativa, sobro la inteligemoia del artículo 182 de la constitucion del Estada 
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de México, estension que tenia y aplicacion que de él deba hacerse en los 
casos ocurrentes. Ambos conceptos están tan estrechamente unidos y enla- 
zados entre sí, que no se puede decir ni predicar del uno, lo que no se deba 
decir y predicar del otro; y asi es que si á juicio de la primera sala aquella 
resolucion de la cámara en cuanto declaró haber lugar & la formacion de cau- 
sa 4 los señores ministros que en el año de 34 integraban la misma sala, que- 
dó invalidada ó nulificada por el decreto del supremo gobierno de 8 de Agosto 
de aquel año, debió quedarlo tambien en cuanto á la inteligencia que dió el 
al art. 182 de la constitucion del Estado de México, porque si ese decreto de- 
claró que no habia motivo racional para procesar 4 dichos señores magistra- 
- dos, es prueba de que calificó que en la decision de la competencia no ha- 
bian infringido el mencionado artículo 182, sino que lo habian entendido y 
_ aplicado como debia entenderse y aplicarse; pero esto se percibirá mejor, 
- examinando analíticamente la disposicion del supremo gobierno. 

Ese decreto de 8 de Agosto de 834 no se limitó ni redujo simplemente 4 
mandar que los señores ministros suspensos volviesen á ejercer su cargo, y 
cesasen los suplentes que los habian sustituido, sino que esta resolucion la 
hizo estribar en varios conceptos y proposiciones que asentó como base de ella, 
y que dió por ciertas, verdaderas y seguras, y de las que dedujo como conse- 

uencia precisa los dos artículos de su parte resolutiva. Este mismo decre- 
- to no solo se compone de esos dos artículos, sino de toda su parte espositiva, 
que es la que con éstos forma un cuerpo; y todo él sin restriccion, escepcion 
ni limitacion alguna fué aprobado, no solo por el decreto del congreso general 
de 29 de Abril de 835, sino muy particular y especificamente por el de 25 
de Mayo del mismo año. Que el decreto de 8 de Agosto de 34, lo forman y 
lo componen no solo los dos artículos de la parte resolutiva, sino tambien la 
parte espositiva, y que el congreso general que lo aprobó era constitucional 
€ instalado bajo el régimen establecido por la carta de ochocientos veinticua- 
: tro, son dos verdades de hecho que no necesitan demostrarse. 

En tal concepto debe advertirse que ese decreto de 8 de Agosto principia 
introduciéndose de este modo. ‘Desde que cinco ministros de la corte supre- 
- ma de justicia sin haber cometido algun delito en el desempeño de su alto 
“ encargo, fueron acusados ante la cámara de representantes y esta declaró 
« haber lugar 4 la formacion de causa, porque dirimiendo una competencia 

* en ugo de la atribucion 4? que la constitucion concede á la suprema corte, 
« decidieron en favor del que no era juez en el Estado de México &ce.” Dan- 
do otra construccion 6 colocacion 4 las palabras de este periodo resulta esta 
proposicion: Cinco ministros de la corte suprema de justicia, porque diri- 
miendo una competencia en uso de la atribucion 4? que la constitucion con- 
cede 4 esta, decidieron 4 favor del que no era juez del Estado de México, ne 
eometieron delito alguno en el desempeño de su alto encargo, para que fue 
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sen acusados ante la camara de dad y ésta declarase haber lugar á 
la formacion de causa. 

Todavia es mas espresa la siguiente cláusula con que continúa el mismo de- 
creto. “La aeusacion, dice, no podia ser mas infundada, porque si el art. 182 
“* del eódigo particular de aquel Estado dice: que corresponde esclusivamente 
“ 4 sus tribunales el conocimiento de los pleitos y negocios existentes en su ter- 
‘ ritorio; los principios mas eomunes de la administracion de justicia ense- 
“ fan que lo prevenido en ese artículo solo puede tener lugar cuando los plei- 
“ tos se siguen entre dos súbditos del Estado, 6 alguno de ellos.es demanda-. 
“do en él y esto con algunas escepciones.” He aqui la interpretacion mas cla- 
ra, mas espresa y mas auténtica, que puede darse al artículo 182 de la cons- 
titucion del Estado de México. En ese párrafo se copia literalmente este ar- 
ticulo y se esplica la inteligencia que debe tener, lo que se hace en un decre- 
to espedido por el gobierno, que fué aprobado sin restriccion ni limitacion al- 
guna por el congreso general, por sus decretos de 29 de Abril y 25 de Mayo 
de 835, y de consiguiente está decidido por el cuerpo legislativo de una ma- 
nera auténtica el punto de derecho que habia servido de materia á la acu— 
sacion | 

Para la mejor inteligencia de estos conceptos y evitar cualquier motivo de 
duda, debe notarse primero, que el acto del presidente de la república que de- 
claró válido el decreto de 29 de Abril y que ratificó el de 25 de Mayo no fué 
el material de reponer á los señores ministros en el ejercicio de sus destino; 
sino el de la espedicion del decreto, y asi la aprobacion, ratificacion y confir- 
macion recayó sobre éste que adoptándolo el congreso general, fué como si él 
mismo lo hubiese espedido; y segundo, que esa restitucion no se hizo por via 
de indulto 6 perdon, sino porque se calificó que el motivo de la acusacion, era 
infundado y no daba mérito para que se declarase que habia lugar 4 la for- 
macion de causa.. Siendo, pues, infundado el inoiivo de la acusacion, se si- 
yue que la inteligencia que habian dado los señores ministros de la primera 
sala al artículo de la constitucion del Estado de México al decidir aquella 
competencia, es la que legalmente debió darscle. 

Aunque no ha podido adquirir el fiscal noticias soguras de negocios ó liti- 
gios que se hayan radicado en los juzgados ordinarios de esta capital desde 
el año de 27 en adelante sobre bienes existentes en el Estado de México, per- 
tenecientes á sugetos domiciliados en esta misma ciudad, si está seguro por 
haberlo visto cuando sirvió de.ministro en el tribunal de la guerra y de audi- 
tor en la comandancia general, que en esta y aquel se hallaban radicados va- 
rios negocios promovidos contra individuos que gozaban el fuero de guerra, 
al mismo tiempo que eran vecinos del Distrito, sobre bienes raices existentes 
en el mismo Estado de México, cuyos litigios versaban no sobre acciones per- 
sonales sino sobre reales 6 mistas, como posesion y propiedad de terrenos y 


a 

aguas, hipotecas de haciendas y otros, sin que jamas se hubiese reclamado 
por los tribunales del Estado el conocimiento de esta clase de negocios. En 
«estos el fuero de las personas de los dueños ha prevalecido sobre el de la si- 
macion de los bienes raices, existentes en el Estado de México, y es otra 
«le las interpretaciones que se ha dado por los tribunales de la federacion al 
citado artículo de la constitucion de aquel Estado, Puede tambien asegurar- 
-se que la inteligencia que se dió á ese artículo por la sala el año de 834, y que 
«esplicó el fiscal en la respuesta estendida en los autos de competencia que ha 


umotivado esta duda, es de muchos, si no de la mayor parte, de los juriscon- 
sultos de México. 


Ademas, debe observarse que la disposicion de ese supremo decreto de 8 
‘de Agosto del citado año de 34 está sancionado por toda la nacion. Cuando en 
847 el Exmo. Sr. presidente de este tribunal organizó el gobierno de la union 
en la ciudad de ‘Toluca, no faltaron génios inquietos y turbulentos aun en el 
mismo seno del congreso de aquel Estado, que pretendieran oponerle la ta- 
cha de que ni podia reasumir el gobierno, ni ser presidente de la corte, por 
aquella declaracion de la cámara del referido ano de 834, pero semejante es- 
pecie no tuvo eco en ninguna parte de la república, y todos los Estados que 
componen la federacion reconocieron no solo la aptitud del mismo señor pre- 
sidente para resumir el gobierno, sino la legitimidad de éste. Estando en 
Querétaro. volvieron esos génios inquietos á suscitar dicha especie, y cuando 
se empeñaban en propalarla en algun periódico, el congreso general espedia 
un decreto en que consagraba un voto de gracias, no menos honorífico que me- 
recido al Exmo. Sr. presidente del tribunal, por haber organizado el gobier- 
no, conservado el centro de union y salvado á la nacion del precipicio en que 
ya se hundia. Ultimamente el mismo Estado de México, que fué el que pro- 
movió la acusacion contra los señores ministros que componian la primera 
sala en aquella época, vino por último á rendir un homenaje á la justicia, ofre- 
ciendo el gobierno del mismo Estado al Exmo. Sr. presidente de esta corte, 
siendo de advertir que uno de los secretarios que firmaron la comunicacion, 
fué el mismo a quien se encargó viniese á formalizar la acusacion ante la cá- 
mara el mencionado año de $34. | 

Estos que son hechos y no ilaciones, manifiestan que esa acusacion y la 
declaracion de haber lugar 4 la formacion de causa fueron infundadas, y que 
la conducta de la sala en la decision de aquella competencia que dió motivo 
á tan ingrato acontecimiento, fué justa y arreglada, y conforme á los princi- 
pios de la constitucion y de las leycs. 

Supuestos estos antecedentes, si ahora se ve salir del mismo seno de la 
corte una duda sobre esa resolucion de la cámara, aun cuando ella no se con- 
traiga 4 la declaracion de haber lugar 4 la formacion de causa, porque en es- 
te aspecto se considera como nulificada 6 derogada por el decreto de 8 de 


~ 
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Agosto de 834, ¡qué resultados tan fatales puede acarrear! | ¿Quién podria 


limitar 4 ese espíritu de controvertir, de disputar y hacerlo todo problemáti- 


ed, tan escitado en el dia 4 que contrajese la cuestion á solo el estremo de la 
opinion de la cámara sobre la inteligencia que debe darse al art. 182 de la 
constitucion del Estado de México, y no lo estendiese al otro de la declara- 


- cion de haber lugar 4 la formacion de causa, y encausamiento y suspension 


que esto produjo de los señores ministros que en aquel año componian la 
primera sala, y el cual se considera cortado de una manera eficaz y segura 
por los.deeretos del gobierno y posteriores del congreso? ¿Cómo no se:va- 
lentearia la especie y se propalaria, que aun la misma suprema corte de jus- 


* ticia dudaba de la insubsistencia, derogaeion 6 anulacion de dicha resolucion 
- de la cámara de 34, y con ocasion de ésta se despertarian las cuestiones de 


la aptitud legal del Exmo. Sr. presidente para serlo y haberlo podido ser del 
tribunal, y para haber reasumido el gobierno de la nacion en el año de 47, 
inculcándose los actos posteriores del mismo gobierno, y arrastrándose en es- 
te torbellino aun los decretos de 8 de Agosto de 834 y posteriores de 29 de 
Abril y 25 de Mayo de 35? Las consecuencias podrian ser funestisimas, y 


- al fiscal le basta indicarlas para que V. E. las valorice. 


-Convencido íntimamente, como lo está, el fiscal, de que esa duda que ocur- 


rió á la primera sala, está decidida por el mencionado decreto de 8 de Agos- 
' to de 34, aprobado despues por los dos diversos del congreso, y que con todos 
* quedó interpretado auténticamente el artículo 182 de la constitucion del Es. 
tado de México, aquí deberia terminar, y solo haria una lijera reseña sobre 
la materia de la competencia suscitada por el juez de Tulancingo á uno de 


los de esta capital acerca del conocimiento de un incidente de la testamenta- 
ria del presbitero Meca; pero habiéndose propuesto examinar la cuestion en 


‘todos sus aspectos, cree no debe escusarse de hacer algunas ohservaciones re- 


lativas al negocio que en el año de 834 dió origen á la acusacion de los se- 
flores ministros que entonces componian la primera sala, que produjo la de- 
claracion de la cámara de diputados de aquella época de haber lugar á la for- 
macion de causa, debiendo advertir antes que esas observaciones no tienden 
ni á sostener dicha resolucion, ni mucho menos á reprochar ó inculcar la de- 
terminacion del tribunal bastante justificada por sí y por la calificacion que 
de ella hicieron aquellos decretos, sino únicamente al esclarecimiento de la 
verdad y á manifestar que en todos sentidos falta fundamento á la duda. 


No es seguro que la repetida cámara de diputados al declarar que habia In- 
gar á la formacion de causa por la decision de aquella competencia, parties? 
de la. base de que el fuero de la ubicacion de la cosa absolutamente debe pre- 
ferir en las contiendas con los que tienen bicnes én el Estado de México, al 
fuero del domicilio de la residencia, del lugar del contrato y otro cualquiera”. 
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Sin dar tanta estension al art. 182 de la constitucion de aque! Estado, pudo 
muy bien dicha cámara tener otros fundamentos para hacer tal declaracion. 
Segun ha visto el fiscal por el respectivo toca, los autos que dieron ocasion 
á aquella competencia tuvieron orígen de una queia que hizo D. José Maria 


. Flores, dueño de la hacienda de Oacálco contra el administrador de la de Pan- 


titlan, sobre que éste le habia despojado de unas aguas de que estaba en po- 
sesion. El quejoso ocurrió al juez de Cuernavaca, pidiendo la restitucion 
del despojo, á lo que accedió y encomendó la práctica de la diligencia al al- 
calde de Yautepec. ste creyó que debia citar al dueño de la hacienda de 


_ Pantitlan, que lo era D. Antonio Velasco, vecino de México, y librado al 


efecto el correspondiente exhorto para su citacion, ocurrió al Dr. Puchet esci- 
tándolo á que formase competencia al juez de Cuernavaca, como en efecto se 
la inició, librándole el correspondiente oficio; pero 4 pesar de haberlo recibi- 
do oportunamente, continuó conociendo en el negocio, hasta llevar á efecto 
ła restitucion. | | | 

-E! Sr. ministro D. Juan Bautista Morales, que entonces desempeñaba la 
fiscalía, despues de haber hecho una relacion de los autos y encargádose del 


‘estado del negocio, manifestó que el juez de Cuernavaca habia perdido el de- 


recho de conocer en él por haber innovado lo que era conforme á la ley 8° 
del tít. 9, lib, 5 de la Recopilacion de Indias, y concluyó pidiendo que la sa- 
la se sirviese dirimir la competencia 4 favor del juez de letras Dr. Puchet, 


-espresando que se decidia así por la innovacion que habia hecho el juez de 


Cuernavaca, y para evitar los equívocos que pudieran ocasionarse si se 
entendiera que la decision recaia sobre los principios fundamentales de la 
materia. Como entonces no habia ley que previniera se fundaran las sen- 


. tencias, la misma sala habiendo tenido por de contado presentes todos los fun- 


damentos de hecho y de derecho que ministraban los autos, pronunció su 
sentencia declarando que el conocimiento de ellos correspondia 4 uno de los 


- juzgados de letras de esta ciudad, y mandó que se remitieran al citado Dr. 


Puchet, haciéndcse saber al señor fiscal y 4 los interesados para que usasen 


de su derecho, comunicándose al juzgado de letras de Cuernavaca, como en 


‘efecto se le comunicó, acompañándosele cópia certificada del mencionado au- 


to que sirvió de pretesto para la acusacion; y como en él no se espresan los 
fundamentos que tuvo la sala para dirimir la competencia en los términos 
que lo hizo, y ni aun se refirió á la conclusion del señor fiscal, es probable 
que al hacerse dicha acusacion se presentaria el negocio bajo el aspecto mas 
favorable al juzgado de Cuernavaca, diciéndose acaso que la queja de Flores 
habia sido contra el administrador de la hacienda de Pantitlan, vecino del 
partido de aquella jurisdiccion, y que tanto el demandante como el deman- 
dado, y ‘los bienes sobre que versaba el pleito, existian dentro del Estado de 
México, y omitiéndose acaso la circunstancia particular de la innovacion; y 
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visto por ese aspecto en la cámara, concibiendo que el verdaderamente de- 
mandado era vecino del mismo Estado, no es dificil que esto la decidiese á 
hacer la declaracion que hizo. 

Aun cuando dicha cámara hubicra tenido conocimiento de la innovacion, 
como la ley de Indias en caso de ocurrir ésta, dice que por el mismo hecho 
«quede remitido el negocio 4 la jurisdiccion del otro ministro 6 tribunal con 
quien compitiere el que innovó, y la decision de la sala fué que el conoci- 
«miento de aquellos autos correspondia á uno de los jueces de letras de esta 
ciudad, y no determinadamente al Dr. Puchet, que era el que habia compe- 
tido, no es dificil que éste 6 aquel motivo hubieran servido de pretesto para 
la repetida declaracion de haber lugar 4 la formucion de causa, y no una opi- 
nion decidida de la cámara de que cl art. 182 de la constitucion del Estado 
de México debia tener una aplicacion ilimitada, y por él hacerse preferir en 
todo caso el fuero de la situacion de las cosas, al del domicilio de la residen- 
cia, del lugar del contrato y cualquiera otra, mucho mas cuando entonces ha- 
bia cierta prevencion desfavorable hacia la corte de justicia. 

No habiendo, como no hay ni puede haber, seguridad de que la base de 
aquella resolucion fuese la preferencia del fuero de la situacion de la cosa a 
los demas, y pudiendo haber partido de otros fundamentos, seria muy peli- 
groso tambien engendrar hoy una duda que envolviese en la oscuridad un 
punto que se ha tenido por claro, y que lo es mucho mas despues de la es- 
pedicion del decreto de 8 de Agosto de 834, preparando igualmente con ella 
resultados de muy grave trascendencia. 

De todo lo espuesto se deduce: primero, que la duda que pudiera ocasio- 

nar la inteligencia del art. 182 de la constitucion del Estado de México está 
decidida, y éste está interpretado auténticamente por el decreto de 8 de Agos 
to de 834, que fué aprobado en toda su estension, sin restriccion ni limita- 
«cion alguna, por los decretos del congreso general de 29 de Abril y 25 de 
Mayo de 835, y por los que quedó invalidada y anulada la declaracion de la 
cámara de diputados del espresado año de 834. Segundo, que proponiéndo- 
se la duda per esta suprema corte, aun cuando ella se contrajese 4 uno de los 
aspectos en que ha considerado la resolucion de la cámara, no podria evitar- 
se que por los mal prevenidos se estendiese á todo el contenido de dicha re- 
solucion, y se despertasen las cuestiones de funesta consecuencia que ha in- 
dicado el fiscal: y tercero, que no habiendo una certeza ó seguridad de la ba- 
se de que partió la cámara para dicha resolucion, pudiendo haberle servido 
para ella diversos fundamentos, seria tambien muy peligroso engendrar hoy 
una duda que acaso ni á ella le ocurrió, y que produciria fatales resultados. 
- Ultimamente debe observar el fiscal, que los autos de competencia con que 
sc dió cuenta å la primera sala el 16 de Mayo de este año, y que versan so- 


bre un incidente de la testame ntaría del presbítero D. Pablo José Meca, er- 
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tre los juzgados de “Tulancingo y uno del ramo civil de esta capital, nada tie.. 
ne de semejante con la suscitada el año de 834 entre el juzgado de Cuernar 
vaca y el Dr. Puchet, ni roce alguno con el art. 182 de la constitueion del 
Estado de México, como lo demostró el fiscal en su respuesta de 20 de Fe- 
brero último. El pleito que se sigue entre los Exuias y la espresada testa- 
mentaría, no es sobre lz propiedad ó posesion de la hacienda de Hueyapan, 
porque por una ejecutoria de tres sentencias está irrevocablemente resuelto- 
que esta finca pertenece en propiedad y dominio á los mismos guias, y la 
cuestion pendiente es sobre el modo de pegar el precio de ella, gue debe ser 
en dinero, y el cual no puede decirse que son bienes existentes en el Estado 
de México, 4 mas de los otros fundamentos que ministran los mismos autos. 
Por consecuencia de todo, pide el fiscal que V. E. se sirva declarar que no 
hay duda alguna de ley sobre la “inteligencia del art. 182 de la constitucion 
del Estado de México, por estar éste interpretado auténticamente por los de- 
eretos de que se ha hecho mérito, y que por lo mismo la primera sala ha es- 
tado y está en aptitud de fallar sobre la competencia pendiente 4 que se re- 
fiere este incidente, y cualquiera otra que se halle en. el mismo caso. Mé- 
xico, Octubre 12 de 1849. 


Decreto de 8 de Agosto de 1834. 


Ministerio de justicia y negocios eclesiásticos. — Desde qne cinco ministros.. 
de la corte suprema de justicia, sin haber cometido algun delito en el desem- 
peño de su alto encargo, fueron acusados ante la cámara de representantes, y- 
ésta declaró haber lugar 4 la formacion de causa, porque dirimiendo una com- - 
petencia en uso de la atribucion 4? que la constitucion concede 4 la snprema 
corte, decidieron en favor del que no era juez en el Estado de México, la re~.. 
pública entera pudo ver que se intentaba desorganizar al poder judicial de la 
federacion. La acusacion no podia ser mas infundada, porque si el art. 182 
del códizo particular de aquel Estado, dice: Que corresponde esclusivamene . 
te á sus tribunales el conocimiento de los pleitos y negocios existentes cn su 
territorio; los principios mas comunes de la administracion de justicia ense- 
fian que lo prevenido en ese artículo solo puede tener lugar, cuando los plei- 
tos se siguen entre dos súbditos del Estado, 6 alguno de ellos es demandado | 
en cl, y esto con algunas escepriones. Por tanto, cuando se vió que sin fun- 
damento racional los ministros fueron suspensos por la declaracion que hizo : 
ta. cámara de haber lugar 4 formarles causa, y esto despues que otros indivi- | 
duos de la misma suprema corte habian sido lanzados de la república sin for- . 

ma de juicio, ya no se pudo dudar que manos desorganizadoras daban nue- 
vos embates al edificio social; lo que no pareció dable á nuestros legislado- 
‘res constituyenies, pues nada proveyeron, se-realizá de repente por una lev de - 


E ee 
proscripcion y un fallo de la cámara de diputados, desbaratando al supremo - 
tribunal, que cuenta entre sus atribuciones conocer de las causas criminales 
de los diputados y senadores.—A este golpe siguió una novedad anticonsti- 
tucional del mismo tamaño, á saber, el nombramiento de una corte de justicia, 
compuesta de suplentes; no de aquellos suplentes que una ley Hama para un 
casó 6 negocio particular, sino de suplentes estables y duraderos por muchos 
años; suplentes que no conoce la constitucion ni puede dar una ley ordinaria 
de un congreso constitucional. ‘fodo lo que mira á la organizacion de los 
poderes legislativo, ejecutivo y judicial, en que se divide el supremo poder — 
de nuestra federacion, es objeto del pacto fundamental, porque él es fijo y es 
table, como deben ser fijos y estables aquellos poderes. De esa manera, es~ | 
to es, en el mismo pacto que presenta todo el carácter de la inmutabilidad,: 
proveyeron de suplentes 4 los poderes legislativo y ejecutivo, los legislado - 


-res de 824, y si no hicieron otro tanto para dar suplentes al poder judicial,’ : 


y en ello dejaron un vacio, no basta para llenarlo una ley ordinaria de un 
congreso constitucional. ¿Qué fuera de la organizacion del supremo poder 
judicial, si los legisladores constituyentes la hubiesen dejado sujeta 4 leyés 
secundarias que á cada paso se pueden reformar,.adicionar ó derogar? Pues 
á pesar de estas verdades, que son notorias en nuestro derecho constitucio- 
nal, se dictó la ley de 18 de Marzo del presente año, como para desfigurar 
mas á nuestro código, haciéndole adiciones, sin observar las leyes prescritas. 
O si sé quiere que no sea adicion la ley de 18 de Marzo, es preciso con- 
fesar, que arreglando con leyes comunes un supremo poder que de suyo es 
estable: y permanente como la misma carta, se vuelve mudable en su orga- 
nizacion como cualquier poder subalterno, que está sujeto á las innovaciones - 
que quieran hacerle las leyes comunes. ¿Y no es esto trastornar nuestro ór- 
den social? No es esto eminentemente anárquico y desorganizador? Pues 
& tal estado se vió reducida la cosa pública con aquella acusacion, con aquel 

fallo y con la ley de 18 de Marzo. De ahí ese tribunal que hoy existe, cu- 

ya ineonstitucionalidad se hace manifiesta á todo el mundo, y que solo por 

la costumbre de ver despedazada nuestra carta, puede haber subsistido cuatro : 
meses. Mas al fin el órden constitucional, la majestad del código que jamas 

debiera ser violada, los derechos individuales por los que se han hecho mu- 
chos recursos al supremo gobierno con el objeto de sustraerse de jueces desco- 
necidos, y por último el testo espreso de la constitucion que impone al primer » 
magistrado de la república el deber indispensable de cuidar de que la justi- 
cia se administre cumplidamente, que quiere decir, por los jueces que dá la 


ley, todo clama por el retiro de los. que hoy funcionan con la investidura . `- 


de suprema corte, y por la consiguiente restauracion de los ministros que - 
fueron suspensos. ` 


t 


Esta cualidad de ‘guspensos, que en un caso > ordinario ; y somun debiera 
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privarlos hasta el fin de la causa de las funciones de su encargo, en el caso 
singular de hoy, por los términos en que la cámara de representantes dejó 
este negocio, no debe tener efecto. La constitucion quiere que el acusado, 
cuando está suspenso, sea puesto á disposicion del tribunal competente; y 
los ministros acusados no estin puestos á disposicion del tribunal que debie- 
ra juzgar aquel pretendido quebrantamiento de la cons!itucion del Estado de 
México, ni podrán estarlo en mucho tiempo, porque ese tribunal no existe 
ni podrá existir hasta que se instale un nuevo congreso. „La cámara que los 
declaró con lugar 4 formacion de causa, comenzó sus sesiones con tan gran- 
de olvido de las leyes fundamentales, que en la eleccion que hizo de los 
veinticuatro individuos que la constitucion pide en cada bienio para juzgar á | 
los individuos de la suprema corte, cuando fuere necesario, se encontraron 
nueve legalmente impedidos para ejercer las funciones de jueces sobre aque- 
llos erica La constitucion dice, que conocer de las causas que se 
muevan á los que son ó fueron secretarios del despacho, $ á los gobernadores 
de los Estados, á los cónsules de la república, y 4 los empleados de hacien- 
da y justicia de la federacion, son atribuciones de la suprema corte; y con 
asombro se vió que de esas clases de funcionarios entraron nueve en la lista 
de Jos individuos nombrados para juzgar, cuando fuera necesario, a los mi- 
nistros de la suprema corte de justicia. Llegó ese caso. ¿Y no seria la mons- 
truosidad mas grande el que esos funcionarios fueran jueces de los ministros 
de la suprema corte de justicia, y éstos tambien fueran jueces de aquellos 
funcionarios cuando llegara la vez? Ademas, ni pasando por esa mostruo- 
sidad, puede hoy agitarse el juicio de tos ministros acusados, pues no existe 
una cámara de representantes ni un consejo de gobierno que procedan con 
arreglo al artículo 131 de la constitucion, á sacar por suerte los que debieran. 
componer la segunda y tercera sala del tribunal á á quien corresponde cono: : 
cer de aquellas causas. En tal estado, y con tales impedimentos para la pe- 
dida formacion de causa, ¿será constitucional la suspension de lus minis- 
tros? Esa nulidad 4 que ella los reduce, y que importa la privacion de to- 
dos sus derechos, ¿no será una verdadera pena? ¿Y podrá ser conforme 4 
la letra y espíritu de nuestro código aplicar penas antes de probar y califi- 
car delitos? En el tenor del art, 44 de la constitucion van tan juntas estas 
dos cosas, suspender y poner á disposicion del tribunal competente, que pa- 
rece indudable que la ley no quiere lo primero, cuando, sin culpa del acusa- 
do, y por un tiempo indefinido no puede verificarse lo segundo. Si esto no se 
debe enteuder así, se dirá con fundamento que el art. 44 de la constitucion, 
en la parte que favorece á un acusado inocente, da lugar á los mas grandes 
escesos, como vengarse de uno 6 mas magistrados, privándolos para mucho 
tiempo de las funciones y goces de su encargo, 6 sustraerse de los fallos que 
los perversos temen de unos jueces integérrimos, ó hacer juzgar por comie 
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“sion 4 un enemigo, si 4 la facultad de suspender á los jueces que le dió la 
lev, se añade la facultad de nombrar á los que en lugar de aquellos quieran 
juzgarlo. ¡Terribles consecuencias! que, si tienen lugar entre nosotros, con- 
vendriamos en que el mismo código distado para afianzar las libertades pú- 
blicas, encierra principios de la anarquía mas espantosa y del mas perse- 
guidor despotismo. Si pues á los ministros actsados no se les puede poner 
á disposicion del tribunal que debiera juzgarlos, y ellos conservan la legiti- 
midad de su orígen constitucional, fuerza es atender á los clamores de los 
mexicanos, que para asegurarse en la defensa de sus derechos civiles piden. 
los jueces que les dió la lev. 

ln vista de todo, el Exmo. Sr. presidente, reservándose dar cuenta al 
congreso general, ha decretado lo que sigue. , 

Art. 1. Se separarán inmediatamente les suplentes que hoy funcionan 
en las salas de la suprema corte de justicia. 

Art. 2.2 Los ministros de ese supremo tribunal que han estado suspen- 
sos, volverán á ejercer su cargo. 

De suprema órden lo comunico 4 V. S. para que tenga su debido eum- 
plimiento. 

Dios y libertad. ‘Tacubaya, S de Agosto de 1834, —El obispo .de Mi--- 
choacan. | 


Decreto de Abril 29 de 1835. 


Se declaran válidos los actos del general presidente D. Antonio Lopez de- 
Santa-Anna, en el año anterior, cuyu objeto fué cl restablecimiento del órden . 
en la república, 
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SOBRE CONSIGNACION DE FONDOS PARA LA DEUDA INTERIOR 
Y RECURSOS CON QUE CUBRIR EL DEFICIENTE DEL ERA- 
RIO FEDERAL. 


MEXICO: 1851. 


IMPRENTA DE VICENTE GARCIA TORRES- 
á cargo de José Vidal Hernandez. 


Señor 


Ar hacerme cargo del Ministerio de Hacienda, he estado 
muy distante de creerme capaz de dominar la situacion de 
nuestro erario. 

Mi propósito ha sido, aceptando esta honrosa demostra- 
cion de confianza del Grefe supremo de la Nacion, secundar 
los pensamientos de las augustas Cámaras para la reorga- 
nizacion de las rentas, evitando su prócsima ruina, y pro- 
curar restablecer nuestro crédito. | 

El gobierno tiene la confianza de que espedidos algunos 
de los decretos sobre recursos, que quedaron pendientes á la 
clausura de las sesiones ordinarias, y dictadas por el Ejecu- 
tivo las medidas que reclama la progresiva decadencia de 
las rentas, podrá cubrirse el presupuesto de gastos, una vez 
reducido á las atenciones muy precisas; mientras que, pa- 
sada la crisis en que nos encontramos, se escogitan medios | 
mas adecuados de proveer á todas las ecsijencias de una 
Administracion solicita del bienestar público. 
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Consideraciones poderosas favorecen los proyectos que 
han sido objeto de las últimas sesiones. El Congreso, con 
profundo conocimiento del estado politico de la República, 
los ha preferido, entre otros propuestos á su deliberacion. 
Sobre los principales ha recaido ya el acuerdo de una y otra 
Cámara, no faltando su conformidad sino respecto de pun- 
tos menos esenciales; y no fuera prudente suscitar con nue- 
vos, ideas que acaso no serian de écsito mas seguro, deba- 


tes prolongados que demorarian la consecucion de recursos 
de una necesidad estrema. 


De los indicados proyectos juzga el gobierno que se de- 
be insistir: 

1” En la aprobacion del uso de la suma restante del 
fondo de la indemnizacion. 

2° Enel establecimiento de un derecho de consumo 4 
los efectos estrangeros. o 

32 En el de un pea 4 nuestros artefactos de al- 
godon. | 
4” Enelaumento del derecho de circulacion y Espora 
cion de la moneda. 

4” Y en la supresion y arreglo económico de oficinas. 

El Gobierno se permitirá indicar su opinion en órden á 
algunos de los espresados proyectos. 
En cuanto al derecho de consumo, le parece se debe evi- 
tar que el impuesto sea reiterado y gradual; vicio que cons- 
tituye á las alcabalas el tipo de la imperfeccion en la clase 
de las contribuciones sobre la circulacion de la riqueza. El 
laudable anhelo de poner dique al contrabando que se está 
haciendo por nuestras costas y fronteras, pudiera inducir- 
nos á aquel estremo, con detrimento del mismo comercio 
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de buena fé, que nos proponemos favorecer. En medio de 
los obstáculos que por todas partes se presentan, podria 
ser oportuno dejar al Ejecutivo amplitud para reglamentar 
el tránsito interior de los efectos sujetos á este impuesto. 

Uniformemente indicada la baja de derechos de importa- 
cion, como medio de evitar el contrabando, seria poco con- 
secuente consultar el aumento de los derechos de circula- 
cion y esportacion de la moneda, si ya contásemos con un 
sistema bien combinado de medidas que produjese aquel 
resultado, conocida, como ya lo está, la ineficacia de las pre- 
cauciones aisladas y sin concierto. 

La esperiencia nos ofrece de esto un ejemplo notable. Ve- 
rificada la rebaja de derechos á la moneda, el contrabando 
sc ha aumentado y los productos de aquel derecho han su- 
frido considerable diminucion, descendiendo desde cerca de 
un millon de pesos anuales, hasta seiscientos cincuenta mil, 
4 que están reducidos. 


Aconseja, pues, la prudencia, que sin desentendernos de 
buscar y combinar los medios de reprimir el contrabando, 
elevemos por ahora los derechos de la moneda á las cuotas 
que tenia señaladas por el decreto de 10 de Marzo de 1843 
y por el Arancel. 

Pasando ahora á tratar de la deuda, debo contraerme á 
‘la interior, puesto que se halla ya arreglada la esterior, 
hasta donde lo permitió nuestra posibilidad. 

Debemos esperar que cuando se nos juzgue con impar- 
cialidad, no se podrán atribuir 4 un principio poco honro- 
so los desaciertos que háyamos podido cometer en una ma- 
teria sembrada de dificultades. 

- Precisamente el deseo de contentar á nuestros acreedo- 
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res, hizonos consignarles la mayor parte de las rentas pú- 
blicas, sin reservar las necesarias para los indispensables 
gastos de la administracion; y de aqui principalmente nace 
la complicacion de nuestra hacienda y el compromiso en 
que nos encontramos. 

Hoy mismo, cuando los interesados en la deuda interior 
se consideran bajo el rigor de una suspension de pagos, se 
les reserva el 20 por ciento de los derechos de importacion, 
el cual, con las consignaciones de la deuda esterior, se 
aprocsima 4 la mitad de la renta mas pingúe, y viene 4 ser 
la cuarta parte del producto de todas las que constituyen 
el erario federal. | 

Ha sido por otra parte notorio el constante empeño del 
Congreso y del Gobierno por dar cima 4 los arreglos decre- 
tados de la deuda interior; pero el tiempo que fué preciso 
emplear en acordarlos, y la equivocacion padecida por to- 
dos en el cálculo del monto de una deuda á que no habia 
precedido liquidacion, ha ido graduando los obstáculos has- 
ta hacerse de todo punto insuperables; habiendo llegado el 
momento de resolvernos á adoptar una medida estraordina- 
ria, que fije la suerte de los acreedores, nos saque de una 
peligrosa crisis, y haga renacer la confianza.. 

En el estado actual de cosas, el Grobierno cree que para 
que un nuevo arreglo no vuelva 4 fracasar, no se debe ofre- 
cer á los acreedores sino lo que les podamos cumplir, sin el 
compromiso de la propia ecsistencia; cuando no fuera, sino 
porque en nuestra ruina iria tambien envuelta la suya.- 

En este concepto, el Gobierno se determina á iniciar al 
congreso el siguiente proyecto de ley. 


Art. 1? El gobierno convendrá con los acreedores de la 
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deuda interior, el abono de un interes que no pase de nuc- 
ve por ciento anual, sobre las cantidades que con arreglo á 
la ley de 30 de Noviembre último se les haya ofrecido pa- 
gar en numerario; consignando al abono del espresado inte- 
res el 15 por ciento de la renta del tabaco, mientras se ad- 
ministrare en compañía, y todas sus utilidades luego que 
esta cese, poniéndose inmediatamente la renta bajo la ins- 
peccion de la Junta directiva de crédito público. 

Art. 2* Ademas del 20 por ciento de los derechos de 
importacion, destinado 4 la deuda interior, se separará 
otro 5 por ciento, para con él y el sobrante de las utilida- 
des del tabaco, formar un fondo de amortizacion de los ca- 
pitales de que trata el artículo anterior. | 

El Gobierno, señor, no alcanza que se puedan conciliar 
de otra manera los estremos de la doble cuestion que nos 
ocupa—nuestra hacienda y el crédito. La dificultad qui- 
zá ha venido á aumentarse por la limitada capacidad del 
nuevo Secretario del ramo. ¡Ojalá que este vacio se pudie- 
ra llenar con un buen celo y una recta intencion! La obra, 
sin embargo, es propia del Cuerpo legislativo. Su sabidu- 
ría la perfeccionará y llevará á su término, haciendo en ello 
el mas grande servicio que hoy se puede rendir á la patria. 

México, Junio 2 de 1851. 


Y, Y Ae : : 
Meariucl Jatin Pa PLENUM IS. 


Camos. Ares: 


Conocipa la situacion de nuestro erario y la urgencia de 
remediarla, es un deber sagrado aplicar 4 ello toda nues- 
tra atencion. 

Bajo tres diversos conceptos' podemos proponernos re- 
solver el complicado problema del arreglo de la hacienda 
y del crédito. q | 

Descansa el uno eri la ejecucion de la ley de 30 de No- 
viembre del año anterior: procede el otro del supuesto de 
diferirla, suspendiendo todo pago; y el último consiste en 
la reduccion de los fondos consignados á la amortizacion 
de la deuda interior. . | 
- El cálculo que tengo el honor de acompañar á VV. EE. 
con el número 1, demuestra los resultados de la menciona-. 
da ley. - Segun él, debiendo ser los ingresos del erario des- 
de Marzo del presente año hasta Junio de 1852, que es el 
tiempo que abrazan las esactas noticias recogidas por el 
Sr. ministro Esteva, que son las que me van á servir de ba- 
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se, 10.781.648, 98 y los egresos 19. 640.306, 92, habria 
un deficiente de 8.858. 657, 94, que como se ve en el ci- 
tado cálculo, sube 4 10.110.239, 36, reduciendo á núme- 
ros algunos de los gastos que nose pudieron calcular cuan- 
do se formaron las espresadas noticias. 

En el segundo supuesto, de que se difiera el arreglo de 
la deuda interior, el deficiente en Junio de 852 será de 
360.129, 94, segun aparece del estado adjunto con el nú- 
mero 2. 

Pero si se adoptase el pensamiento propuesto en mi es- 
posicion de 2 del corriente, de reducir los fondos de la deu- 
da interior al 25 pS de los derechos de importacion y 
á las percepciones actuales y utilidades futuras de la renta 
del tabaco, el deficiente llegaria 4 3,237.544,36: asi consta 
por el estado número 3. 

Ecsaminando ahora el estremo á que debemos inclinar- 
nos, el Gobierno juzga que no puede ser al primero. To- 
das, nuestras rentas no llegan. al monto de solo el deficien- 
te, que tendriamos que cubrir, si hubiera de llevarse á efec- 
to la lay .de.30.de Noviembre, ó lo que es:lo mismo, seria 
necesario mas que duplicar todos los impuestos ecsistentes, 

- cuando apenas, son estos soportables por diii empobre: 
ada Nacion... 0.220 0 o 1 7 era 

El recurso de un empréstito para pagar una one solo 
cahe cuando se halla ten bien. sentado el crédito, quese 
pueda sacar ventaja. dela sustitucion de un acreedor par. 
otro, delo que estamos muy distantes; debiéndose, por tarito, 
donveni, ef que si en la, enunciada ley:se concibió un pens. 
samiento noble y: ~ nosé aie desamallacie di una: 
Bahon practicable. - a, A 
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_.El de suspender absolutamente los pagos ofrece graves 
dificultades. El hecho de no poderlo hacer tado, no prue- 
ba que no se pueda hacer alguna cosa. Todo deudor está 
obligado 4 reducir sus gastos hasta donde fuere compatible 
con su conservacion, y á ceder todo lo demas á sus acree- 
dores. . | 
Es tambien obligacion suya distribuir equitativamente 
entré ellos el sobrante de sus precisos gastos; y cuando te- 
nemos consignada á la deuda esterior una parte considera- 
ble de las rentas, no podemos sin injusticia desentendernos 
de la interior, que no es menos privilegiada. 

Hay por último, entre nuestros acreedores, algunos de tal 
manera garantizados, que no depende de nuestra voluntad 
dejarlos insolutos. . En consecuencia ni debemos, ni pode- 
mos echar mano del peligroso arbitrio de diferir todos 
los pagos. g 

No nos queda. pues, otro, que el indicado de reducir los 
fondos consignados á este objeto; porque ese medio salva la 
regla que para estos casos establece la justicia, de ceder á 
los acreedores todo lo que no se necesita para la precisa 
conservacion, haciendo nosotros todavía mucho mas, puesto 
que quedamos por ello obligados 4 cubrir un deficiente de 
3.237.544, 36, muy elevado aún, atendida, no solo la deca- 
dente situacion de la República, sino los embarazos que su 
sistema político ofrece para el establecimiento de impuestos 
generales. | | ps 

Pero si el Gobierno tiene por imposible cubrir el deficien- 
te de 10.110.239, 30 que apareceria pd de llevarse á 
cumplido efecto la ley de 30 de Noviembre, y por injusta é 
irrealizable la suspension total de pagos, cree que no está 


12 
sobre nuestras fuerzas el llenar el vacío de 3.237.544, 36, 
que nos deja una prudente reduccion de fondos para la deu- 
da interior. 

Los medios que para ello propone están comprendidos 
en las indicaciones é iniciativa, que hice al Congreso en mi 
citada esposicion, y en las que en notas separadas dirijo hoy 
4 V. EE. Estimando aprocsimadamente lo que produci- 
rán unos y otros recursos, puede id el cálculo si- 


guiente: s 

El derecho de consumo á los efectos es- 
trangeros rendira.............eeseeeeeee ee . 800.000 

El aumento 4 los derechos de la moneda. 450.000 

El impuesto sobre la industria............ 300.000 

La mitad de la contribucion territorial.... 500.000 

La mitad de la capitacion............oomo. 700.000 

La mitad del derecho de ensaye.......... 250.000 


El impuesto sobre el consumo del tabaco. 200.000 


El total rendimiento de estos impuestos 
a: C E 2.900.000 


Que si se deduce del deficiente de 3.237.544, 36, lo deja- 
rá reducido á 337.544, 36, el cual fácilmente desaparecerá 
con las economías que todavía podrán introducirse, y con 
los aumentos que sin duda tendrán los ingresos de las adua- 
nas, minorado el contrabando por consecuencia del esta- 
blecimiento del derecho de consumo. 

Estoy muy distante de oiram de haber ad 
enla eleccion de los recursos propuestos. El Gobierno ha te- 
nido la mira no solo de salir de los - apuros momentáneos, 


13 


sino de sistemar para de una vez la hacienda federal. La 
empresa no seria tan árdua, si fuera fácil atinar con los 
medios de ejecutarla. 

El Gobierno en el gran conflicto en que nos encontramos, 
se ha creido obligado á señalar una senda de salvacion, y 
ya lo ha hecho: lo demas es obra de la sabiduría del Con- 
greso. 

Por acuerdo del Escmo. Sr. Presidente tengo el honor 
de decirlo 4 V EE. para que se sirvan dar cuenta 4 esa 
augusta Cámara; y con esta ocasion reitero 4 V. EE. las 
seguridades de mi distinguido aprecio. 

Dios y libertad. México, Junio 13 de 1851.— Manuel 
Piña y Cuevas.—Escmos. Sres. secretarios de la Cámara 
de Diputados. | 
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NUMERO |1. 


Cálculo formado por el Sr.ministro D. J. Ignacio Esteva en su 
esposicion de Abril último de los ingresos y egresos del erario 
federal, comprensivo de diez y seis meses que comenzaron en 
Marzo de este año, y terminarán en Junio de 1852, arre- 
glado á las dos bases siguientes: 1* la reduccion del presu- 
puesto á 600.000 $ mensuales; y 2* la ejecucion de la ley de 
30 de Noviembre del año prócsimo pasado. 

Importará el gasto en los | 
diez y seis meses corri- 
dos de Marzo de 1851, á 
Junio de 1852........... 9.600.000 

Id. id. de las dos deudas ` 
en el año económico 

© PIÓCSIMO....oconorocmom.oo 3.097.334 92 

Id. la conversion dela deu- ( 

' da interior............... 5.994.869 ---- eee 


N. como. 948.103 —— 19.640.306 92 


O AS O 
RECURSOS PARA CUBRIRLOS. i pole. 
La parte que aun queda re 
de lo consignado 4 la E E 


deuda interior, por lain- nn, 
demnizacion.............. 1.680.000. 


EE 


- A de vuelta........... 1.680.000. 19.640.306,92 


De la vuelta....... : 


Cantidad de la misma in- 
demnizacion que tam- 
bien queda libre al Go- 


Cálculo de lo que produci- 
rán las rentas en los me- 
ses de Marzo á Junio del 
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1.680.000 19.640.306,92 


23.000 


presente año, con de- 


. duccion de los gastos de 
las dos deudas........... 


Cálculo de lo que produci- 
rán las mismas rentas en 
el año económico de 
1851 4 1852, sin la de- 


939.308 


duccion hecha arriba... 8.139.340 98 


Deficiente segun el Sr. Es- 


teva 16000000000 900000000000 ce 
Pero debe aumentarse con 


* los gastos de los cami | 


nos de tierra y de hierro 
que el Sr. Esteva no re- 
dujo 4 números, cuyas 
consignaciones impor- 


Con las ecshibiciones en 


: - Al frentes se > 


10.781.648, 98 


II 


ar asriar egute o 


- - 551.581, 42 


E a << 940,289, 36 


Del Arete ai 9.410.239,36 
numerario de arreglos 
por concluir, (cuyo cál- 
culo se hace subir por 
otros á mucha mayor 
SUMA) ..oooocococcconos lead 500.000 
Y finalmente, con el com- | 
pleto del primer divi- 


dendo de la deuda este- 
rlor....... e Dago eer 200.000 
Total deficiente... 10.110.239,36 


Ministerio de hacienda, Junio 13 de 1851.—-Piña y Cuevas. 


“ee te eono’ 


eee ae ee ee E a O 


co 
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NUMERO 2. 


Cálculo formado por el Sr. ministro D. J. Ignacio Esteva, en 
su esposicion de Abril último, de los ingresos y egresos del 
ergrio federal, comprensivo de diez y seis meses que comen- 
zaron en Marzo de este año, y terminarán en Jumo de 
1852, arreglado á las dos bases siguientes: 1° la reduccion 
del presupuesto á 600.0000 pesos mensuales; y 2”, la sus- 
pension absoluta, por ahora, del cumplimiento de la dey de 

80 de Noviembre del año prócsimo pasado, que arregló la 

» deuda interior. 

~~ EN LOS CUATRO MESES DE MARZO A JUNIO DE 1851 — 


INGRESOS. 
Producto líquido de las ren- 
tas, sin rebaja por eon- 
signaciones á las deudas 


interior y esterior.......... 1.595.308,0 
Cantidad disponible de la 
indemnizacion americana. 23.000,0 


Resto de la misma indem- i 
BIZACION covvoreoo.o........» 1.680.000,0 3.298.308,0 


| EGRESOS 
Los gastos ordinarios del 
Gobierno, á razon de seis- 


cientos mil pesos mensua- 


A O A 2.400.000,0 
Al frente............... 2.400.000,0 3.298.308,0 
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Del frente.......:...... 2.400.000,0  3.298.308,u 


Los que deben hacerse en 
consecuencia del arreglo 
de la deuda esterior...... 532.444,60 
Descuento al I por 100 | 
mensual, con quese nego- 
ciará la anticipacion por 
diez meses de los seis- 
cientos ochenta mil, qte 
se restan del último abo- 
no de la indemnizacion 


americana ..ooncomoccocm.oo 68.000,0 3.000.444,0 
Sobrante......csssseccsssececseeeeeee 297.864,0 


EN EL AÑO ECONÓMICO DE 1° DE JULIO DE 1851 A FIN DE JUNIO 


DE 1852. 
INGRESOS. 
Sobrante en fin de Junio de __ | | 
1851 ...ooocoommocciomm.”¿p. 297.804, 0 
Producirán las rentas gene- | o 
lud 8.139.340,98 8.437.204,98 
EGRESOS. 


Importan los gastos del go- 
bierno, á razon de seis- 
cientos mil pesos men- 
A 0 200. 000, 0 
Idem de la deuda a 1.597.334,92 8.797.334,92 


Deficienteen Junjode 1852.,,.......r.secceeree | 360.129,94 
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La diferencia entre los $292.129,94 que el Sr. Esteva fi- 
gura como deficiente, y los 360.129,94 que resultan del pre- 
sente cálculo, consiste en los 68.000 ps. que importará el 
descuento con quese negocie la anticipacion de los 680.000 
que se restan de la indemnizacion americana. 

El Sr. Esteva manifiesta, segun es cierto, que en su 
cálculo no se comprenden los gastos de los caminos de fier- 
ro y de tierra. 

Ministerio de hacienda, Junio 13 de 1851.— Piña y Cuevas. 


NUMERO 3.. . 


CALCULO formado por el que suscribe del deficiente que resul- 
tará en el erario federal en fin de Junio de 1852, partiendo 
del cálculo núm. 1 de ingresos y egresos formado por el Sr. 
Esteva, y dando por supuesto que en vez de diferirse abso- 
lutamente el pago de la deuda interior, se le` consigne por 
ahora el 25 por ciento de las aduanas marítimas y las uti- 
lidades de la renta del tabaco. 


Deficiente segun el Sr. Esteva en Junio de 

lero E EE cs 360.129,94 
Se aumenta por el 20 pS de las aduanas 

marítimas, que ha estado consignado á la 

deuda interior en los meses de Marzo, 

Abril, Mayo y Junio de 1851............ 363.333,00 


Del frenie.............. EEEE EE 


Se aumenta ademas por el 25 pS , en el próc- 
simo año económico, que en la esposicion 
del que suscribe propuso se consignase á 
la misma deuda........o.omom....- a eames 
Se aumenta en el propio tiempo y por la 
propia causa el producto de la renta del 
tabaco, que hoy asciende 4............... 
Reduciendo á números los gastos de los ca- 
minos de tierra y de fierro, se aumentará 
el deficiente con el producto del 2 pS de 
avería de todas las aduanas marítimas, 
calculado ha 
Y con el del producto del peage que el Sr. 
Sr. Esteva calculó €N.......ooocoococomom.... 
Finalmente, subirá el deficiente con el 1 
ps de importacion en Veracruz, consig- 
nado al muelle, que se regula en........ 


Total deficiente en fin de Junio de 1852... 


723.462,94 


1.362.500,00 


600.000,00 


293.333,32 


104.000,00 


154.248,10 


3.237.544,36 


Ministerio de hacienda, Junio 13 de 1851.-——Piña y Cuevas. 


ESCMOS. SRES. 


Entre los recursos que el Gobierno cree deber iniciar 
para cubrir el deficiente del erario, reputa por el mas im- 
portante la contribucion territorial, no solo porque ella ha 
de venir á ser con el tiempo de pingiies y seguros ren- 
dimientos, sino porque por su medio se logrará la adquisi- 
cion de los datos estadísticos necesarios para perfeccionar 
el sistema de hacienda, y para otros interesantes fines de la 
administracion. 

No se puede calcular con fijeza el producto de la contri- 
bucion indicada, La Contaduría de contribuciones direc- 
tas, que se ocupaba de sistemarlas en toda la República, du- 
Tó muy poco tiempo, y su archivo ha desaparecido. | 

Ecsisten, sin embargo, algunos datos que servirán al me- 
nos para formar idea del producto á que podrá elevarse una 
contribucion semejante. En la noticia sobre la hacienda 
de nuestro pais, formada por el Sr. Willie, se estima el va- ` 
lor de la riqueza agrícola del pais en 3.657 millones. El 
Sr. Payno (padre) en un informe que produjo al Gobierno, 
siendo administrador de contribuciones directas, calculó 
el valor de toda la propiedad raiz en 1.355 millones, dato 
que ha sido adoptado por el Sr. Lerdo de Tejada en el 
cuadro sinóptico de la república, que dió 4 luz en el año 
anterior. 
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Bastarianos un valor de 1.000 millones para que una 
contribucion de 4 al millar produjese 4 millones de pesos, 
lo cual parecerá ecsagerado y aun imaginario al que no re- 
flecsione que el establecimiento y perfeccion de un impuesto 
general, ha sido siempre la obra de prolongado tiempo. * 


Las alcabalas interiores estaban en el tercer siglo de su 
ecsistencia, cuando llegaron sus productos á tres millones 
de pesos. El estanco del tabaco no pasó en sus primeros 
años de dos á trescientos mil pesos: hasta los ocho, se ele- 
vó & un millon; y fué necesario el trascurso de mas de 
cuarenta para que llegase á sus mayores rendimientos; su- 
cediendo todo esto en tiempos bonancibles y tranquilos, 
muy diferentes de los nuestros. | 


La contribucion territorial, pot otra parte, sé proporciona 
mejor que cualquiera otra á una distribucion equitativa, y 
es ademas de cómoda y segura colectacion. : 


El Escmo. Sr. presidente mc manda, por tanto, iniciarla 
á la augusta Cámara de Diputados en la forma siguiente: 


Art.1? Se establece una contribucion de 4 al millar so- 
bre todas las propiedades urbanas y rústicas de la Repúbli- 
ca, sin mas escepcion que los templos y los edificios que 
sirvan de habitacion á comunidades y á establecimientos de 
beneficencia que solo se sostengan de la caridad. 

Art. 22 Esta contribucion se recaudará por el Gobierno 
general bajo las reglas que estaban vigentes en 1844. 

Art. 32 El producto líquido de esta contribucion se divi- 
dirá por mitad entre los Estados y territorios respectivos y 
el erario federal. 

Art. 4” El gobierno no podrá gastar en la recaudacion 
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mas del 123 pS, ni emplear en ella sino 4 los que gocen ha- 
ber del erario con título de propiedad. 

Sirvanse V. EE. dar cuenta 4 la Cámara con esta inicia- 
tiva, recomendándole su mas pronto despacho; y aceptar 
las seguridades de mi consideracion. _ 
= Dios y libertad. México, Junio 13 de 1851.— Manuel 
Piña y Cuevas.—Escmos. Sres. secretarios de la Cámara 
de Diputados. 


* Prosiguiendo en la investigacion de datos para conocer el valor 
de la riqueza territorial de nuestro pais, se encuentra que Humboldt, 
refiriéndose á la representacion dirijida al rey por el ayuntamiento de 
Michoacan en 1805, y fnndandose en el producto del diezmo, calcula 
los de la agricultura en 29 millones de pesos anuales. El Dr. Mo- 
ra fija en 2.341,152 pesos el diezmo en 1829, época en que ya estaba 
muy relajada la práctica de satisfacerlo; el producto de la agricultura, 
supuesta aquella base, debe estimarse en 23.411,520, cantidad que se 
aprocsima á la de Humboldt. Levantando sobre ella el valor de la 
riqueza agrícola, ascenderá á 468.230,400 pesos, y entonces la contri- 
bucion de 4 al millar seria de 1.872,921, no computándose lo que no 
estaba sujeto á diezmo, ni las fincas urbanas. Valuando Adam Smith 
por el impuesto territorial de la: Gran Bretaña el producto de esta cla- 
se de riqueza en aquella nacion, nos da un ejemplo de lo que debe- 
mos hacer en nuestro caso. o 
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ESCMOS. SRES. 


El impuesto de capitacion descansa en un principio de 
reconocida equidad. Todos los individuos de la sociedad 
son deudores á ella de una proporcionada recompensa por 
el beneficio de la seguridad. Pero la seguridad recae 
sobre los bienes y sobre las personas, y de aquí nacen dos 
diversas clases de recompensas. La seguridad correspon- 
diente 4 los bienes 6 propiedades de los asociados debe ser 
recompensada de una manera proporcional á ellas. El ciu- 
dadano, pues, debe contribuir al Estado con una cantidad, 
con un sacrificio que se mida por el tamaño de los bienes 
ó propiedades que se le garantizan. 

Pero el beneficio de la seguridad individual es igual para 
todos. Tratándose de garantizar las personas de los asocia- 
dos, la administracion no puede establecer entre ellos dife- 
rencia alguna, y su deber es el mismo respecto de cada uno. 
La recompensa debe consiguientemente ser tambien igual; 
y tal fué el fundameuto del decreto de 7 de Abril de 1842, 
al establecer por derecho de capitacion una cuota, mínima 
para que todos la pudiesen satisfacer, é igual para que lle- 
nase no solo la indicacion de la justicia, sino tambien la de 
la posibilidad; porque en un impuesto tan general como este 
la diversidad de cuotas complicaria hasta hacer irrealiza- 
ble su colectacion. 

En el corto tiempo que la capitacion estuvo establecida 
bajo el indicado principio y como una contribucion general, 
produjo un millon y trescientos mil pesos, no habiéndose po- 
dido plantear en la mayor parte de los lugares de he Repú- 
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blica. No podra, pues, considerarse como ecsajerado el 
cálculo de sus productos para los primeros años de su es- 
tablecimiento, en millon cuatrocientos mil pesos. | 

El Escmo. Sr. presidente cree, por todo esto, que se de- 
be proceder á la creacion de tan importante recurso; y con 
este objeto me manda iniciarlo á esa respetable Cámara en 
los términos siguientes. _ 

Art. 1° Se restablece en toda la República el derecho 
de capitacion en la forma que lo estableció el decreto de 
7 de Abril de 1842, y conforme 4 los reglamentos que 
se dictaron para su cumplimiento. 

Art. 22 Este derecho se colectará por los Estados y ter- 
ritorios de la República, dividiéndose sus productos líqui- 
dos entre ellos y el erario federal. 

El Escmo. Sr. presidente me ordena recomiende 4 V. EE. 
se sirvan hacer presente á la Cámara la urgente necesidad 
de tomar en consideracion esta iniciativa; y yo aprovecho 
la oportunidad de relterar á V. EE. las seguridades de 
mi mayor aprecio, 

‘Dios y libertad. México, Junio 13 de 1851 —Manuel 
Piña y Cuevas.—Escmos. Sres. Secretarios de la Cámara, 
de Diputados. 
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ESCMOS SRES. 


AL iniciarse por el Gobierno en 14 de Febrero de 1849 la 
declaracion de pertenecer al erario federal el derecho de 3 
por 100 4 las pastas de plata y oro, tuve el honor de decir 
4 esa augusta Camara lo siguiente: 

“Por la necesidad de proporcionar al erario los recursos 
precisos para poder cubrir los gastos urgentes del servicio, 
declaró el artículo 1° del decreto de 30 de Abril de 1847, 
renta de la federacion el derecho de tres por ciento impues- 
to á las pastas de plata y oro en la ley de 22 de Noviem- 
bre de 1821; habiendo tambien prevenido el art. 2° del ci- 
tado decreto que en lugar del real por marco que pagaba 
la plata pasta para la Junta administrativa de Minería, se 
cobrasen durante el término de un año dos reales á cada 
marco, de los cuales fuesen diez y ocho granos para el era- 
rio federal y los seis granos restantes para el establecimien- 
to referido, y los artículos 3° y 4° que las oficinas de ensa- 
ye con sus empleados y lo demas anecso pasara al Gobier- 
no general bajo el corte de caja é inventarios respectivos; 
y que tanto el tres por ciento como los dos reales por mar- 
co relacionados, se cobrasen por las comisarias generales 6 
subalternas de los lugares en que se hallaban establecidos 
los ensayes, cuyas oficinas, despues de separar los gastos 
de administracion y el importe de los seis granos pertene- 
cientes á la misma Junta, habian de conservar el resto en 
su poder 4 disposicion de la Tesorería general. 

Posteriormente el diverso decreto fecha 16 de Junio del 
mismo año de 1847 derogó el espresado art. 2° del de 30 
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de Abril en la parte que aplicó 4 la junta de Minería seis 
granos en lugar de los doce que percibia por cada marco de 
plata, los cuales continuaria recibiendo como antes de es- 
pédirse ese decreto, abonándosele lo que hubiera dejado de 
cobrar. por los seis granos que en él se aplicaron al erario 
federal, y continuándose tambien el cobro de los doce gra- 
nos de aumento por el tiempo necesario, sin que pasase del 
año prefijado, para cubrir la deuda á euyo pago se con- 
signaron y en que estaba comprometido el crédito y deco- 
ro de la nacion. 


Por último, el art. 13 del decreto de 17 de Junio de 
1847, que impuso, por una vez, una contribucion de un mi- 
llon de pesos á todos los habitantes de la República, capa- ` 
ces de reportarla, derogó el repetido decreto de 30 de Abril 
con las modificaciones contenidas en el ya indicado de 16 
del propio Junio; de donde se ha inferido hallarse absolu- 
tamente revocado é insubsistente aquel, careciendo asi el 
erario federal del ramo de que se trata, cuando sin duda es 
mayor la urgencia de fondos para sus atenciones. 

A la verdad, no parece genuina ni acertada semejante 
inteligencia de la referida derogacion; pues segun los tér- 
minos de ella, literalmente asentados, y mediante á que al 
tratar del diverso decreto de 27 de Abril de 1847, esplica 
derogarlo en su totalidad, puede muy bien entenderse con- 
traida respecto del de 30 del mismo Abril, 4 que solo sub- 
sistiese este con las modificaciones del de 16 de Junio, con- 
ciliándose de esa manera y no destruyéndose lo dispuesto 
en ambos; es decir, puede haber sido el espíritu del espre- 
sado art. 13 derogar el decreto de 30 de Abril, conforme 
las variaciones que le hizo el de 16 de Junio, rigiendo con 
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estas; cuye concepto corrobora la obvia reflecsion de que 
no pueden considerarse del todo derogados uno y otro decre- 
to, sin tocar los absurdos de resultar así nulificado, suspen- 
so ú omitido el fondo de Minería, y, al menos en parte, el 
reintegro de la tomada de su pertenencia, suprimiéndose el 
impuesto del aumento de los doce granos mucho antes de 
que trascurriese el año señalado para satisfacer un crédito 
de notoria importancia. 

Ni puede ocurrir contra lo espuesto, que habiendo sub- 
venido á las escaseces del erario federal el decreto de 17 
de Junio, con la indicada contribucion de un millon de pe- 
sos, carecia ya de objeto y debiera por tanto estimarse 
abolida para el mismo erario la renta de que se trata; por- 
que los productos de aquella contribucion, conforme apare- 
ce en la cuenta general de valores de 1847, poco escedie- 
ron de la mitad del millon de pesos de su importe, y por- 
que aunque se hubiera realizado ese ausilio, se contra- 
jo á una sola vez, y de consiguiente subsiste hoy la nece- 
sidad de conservar ó destinar de nuevo el ramo á los gas- 
tos generales.” 

Fundado en las razones asentadas, el Gobierno consultó 
entonces 4 las augustas Cámaras se declarase pertenecer á 
la federacion el 3 pS de platas; pero conciliando hoy los 
intereses de los Estados con las urgencias del erario gene- 
ral, el Escmo. Sr. presidente me manda formalizar la inicia- 
tiva siguiente: 

Art. 1° El Gobierno general recaudará el derecho de 
3 p3 impuesto á las pastas de plata y oro en la ley de 22 
de Noviembre de 1821, observándose por lo demas las pre- 
venciones del decreto de 16 de Junio de 1847. 
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2° El Gobierno reglamentará la recaudacion del espre- 
sado derecho con el menos gasto posible, ocupando en él 
los empleados y pensionistas con despacho en propiedad y 
sueldos moderados. 7 

3° El producto líquido de este impuesto se dividirá por 
mitad entre el erario federal y el Estado de donde proce- 
dan los metales. 

Sirvanse V. EE. dar cuenta á la Cámara de diputados 
con esta iniciativa, recomendándole su mas pronto despa- 
cho; y aceptar las protestas de mi mayor consideracion y 
aprecio. 

. Dios y libertad. México, Junio 13 de 1851—Manuel 
Pia y Cuevas.—Escmos. Sres. Secretarios de la Cámara de 
Diputados. 
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ESCMOS. SRES. 


En el establecimiento de impuestos se deben preferir 
aquellos objetos que no sean de un uso necesario: conviene 
tambien procurar hasta donde se pueda que el pago sea in- 
sensible para el contribuyente; y por estas consideraciones 
la contribucion sobre el tabaco no ofrece los inconvenien- 
tes, que se atribuyen 4 otras con mas 6 menos fundamento. 


Hallándose sin embargo estancado, el Gobierno quisiera 
no gravarlo con mayores impuestos; pero urgida la Admi- 
nistracion por la mas grande necesidad de recursos, el Escmo. 
Sr. presidente me ordena formalizar la siguiente iniciativa. 


Art. 1° Se establece una contribucion de 5 por ciento 
sobre el consumo del tabaco. 

2° El Gobierno formará łas tarifas convenientes para 
que la fabricacion de los labrados se haga con la deduccion 
que corresponda: aplicará á los gastos 4 que este impuesto 
diere lugar hasta el 12 y medio por ciento; y señalará el 
término desde el cual debe comenzar el espendio de los la- 
brados sujetos á la indicada deduccion. 

3° El Gobierno señalará igualmente un término dentro 
del cual haya de hacerse la venta del tabaco estrangero que 
corre como libre, si no pudiese arreglar su compra con los 
dueños de él. 

4° El Gobierno, de acuerdo con los respectivos Goberna- 
dores de los Estados, dispondrá el modo de llevar á efecto 
el estanco en los lugares en que por causas especiales no 
se hubiere establecido. 
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El Escmo. Sr. Presidente desea que desde luego se to- 
me en consideracion esta iniciativa, que se dirige 4 propor- 
cionar un nuevo recurso al erario, y 4 mejorar la condicion 
de otro; por lo que suplico 4 V. EE. se sirvan dar cuenta 
con ella 4 la augusta cámara de diputados. Admitan V. 
EE. mi atenta consideracion. 

Dios y libertad. México, Junio 13 de 1851.—.Manuel 
Piña y Cuevas.—Escmos. Sres. Secretarios de la Cámara 
- de Diputados. 
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Ermis. Stes. 


La fatal situacion 4 que se halla reducida la hacienda pública, y 
la imprescindible necesidad de atender á las ecsigencias de la ad- 
ministracion, me obligan á ocurrir á esa cámara, casi en Jos momen- 
tos mismos de encargarme de este Ministerio, y no obstante la provi- 
sionalidad con que debo desempeñarlo. Los trabajos que presento 
al congreso, no deben sin embargo notarse de precipitados, ni til- 
darse como produccion en que no haya precedido lacircunspeccion 
y mesura, porque casi han sido ellos el objeto esclusivo de la ac- 
tual administracion, que sin descanso y desde los primeros momen- 
tos de su existencia, se ha dedicado á examinar el caos en que se 
envuelven las rentas públicas, y en que parece se deben hundir 
los destinos de la nacion, si al fin no se pone coto 4 esa desorgani- 
zacion de tan tristes como necesarias consecuencias, 

La ley de 30 de Noviembre último que arregló el crédito interior, 
pone al gobierno en verdadera tortura, porque no siendo bastantes 
los fundos que asignó para poner en giro esos créditos, ni pudiendo 
echarse mano de las rentas comunes para que pueda cumplirse la 
conversion de esa deuda, la nacion se ve espuesta á perder hasta la 
posibilidad de restablecer su crédito. ¡Quién en efecto fiará mas 
en la fé de México, si despues de verse obligados sus acreedores á 
pérdidas considerables, en que solo se han avenido bajo la esperan- 
za de un efectivo y cumpleto arreglo, ven tambien burlada esa es- 
pectativa de estabilidad, de seguridad y de firmeza para sus créditos? 
¿No ge dirá que esa ley no ha tenido mas objeto que arrancar de las 
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manos de los acreedores los fondos que otras leyes espresas les tie- 
nen consignados, para asegurar y dismipuir sus créditos? Si para 
salvar esta situacion se hiciese, como era necesario, volver las cosas 
al estado que tenian antes de esa ley, se perderia la ocasion de sa- 
berse á punto fijo cuál es el monto total de la deuda en México, prin- 
cipio indispensable para todo arreglo eficaz; dejarian de ponerse en 
circulacion 40,000.000 de pesos que darian un impulso inmenso á to- 
dos nuestros negocios, y volviendo de nuevo las asignaciones de fon- . 
dos especiales y la antigua reparticion de las rentas ordinarias, lle- 
garia tambien brevemente el dia en que el gobierno no podria con- 
tener la disolucion inevitable entonces de la sociedad, que no pue- 
de sostenerse sin los gastos de administracion. Por esto es que el 
gobierno se cree obligado á hacer, como hará, todo esfuerzo posible 
para que esa ley de crédito público sea rigorosamente cumplida. 
Para ello se necesitan sobre los 3,180.000 de la indemnizacion ame- 
ticana designados en esa disposicion legislativa, la suma de 2,814.869 
pesos, y este es el primer déficit á que las cámaras tienen qne aten- 
der inmediatamente, y antes que termine el actual periodo de se- 
siones. OS 
Mas para que pueda ser conocido con claridad y precision el es- 
tado actual de las rentas, debo encargarme de las cantidades que se 
necesitan para que la nacion cubra sus gastos ordinarios en los tres 
meses que faltan del actual año económico; de los que tienen que 
erogarse en el próximo año que comienza el 1.9 de Julio inmediato 
y termina en 30 de Junio de 852, de las sumas que estraordinaria- 
mente tiene el gobierno que exhibir por convenciones, sentencias 
judiciales, conversion de la deuda interior ya indicada, y pagos de 
réditos causados por la deuda que se ha contraido en el exterior, y 
presentando despues las rentas que en esos quince meses deben re- 
caudarse muy probablemente, podrá entonces la cámara abrazar en 
un conjunto las relaciones todas de este negocio, y verá con exacti- 
tud la situacion del pais en el ramo que accidentalmente está á mi 
cargo. . | 
+ En los tres meses precedentes del actual año comun, se ha fijado 
la cuota mensual de 580.000 pesos como la cifra mas económica de 
los gastos de la nacion, segun el documento núm. 1, y sirviendo de 
base para este cálculo esa misma cantidad, que no se separa de lo de- 
terminado por las leyes, se necesitan para Abril á Junio 1,740.000 
pesos, como lo demuestra el documento núm. 2. 
Para los gastos ordinarios de la administracion en el año económi- 
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co de 851 á 852, pago de réditos de la deuda exterior, rédito de la in- 
terior, cumplimiento de sentencias judiciales en favor de A. de Lu- 
chet y de A. Serment, P. Fort y compañia, y otros varios negocios 
que se han girado por el Ministerio de relaciones, son necesarios 
10,772.401 pesos, documento núm. 3; advirtiéndose que este cálculo 
tiene por base la misma que ha servido para graduar el de los tres 
meses próximos de Abril á Junio; mas si la base de estos gastos en 
que solo son considerados los empleados con tres cuartas partes de 
su haber, segun la ley de 24 de Noviembre de 849, no ha de conti- 
nuar en lo sucesivo porque deban aquellos ser pagados fntegramen- 
te, en ese caso la suma indicada de 10.772.401 pesos debe subir á la 
de 13,204.416 ps. 0 8, como la comprueba el documento núm. 4. 

La conversion de la deuda interior exige un capital de 5,994,869, 
segun el cálculo marcado con el núm. 5, y aunque la ley designó 
para este objeto 3,180.000 de la indemnizacion americana, el gobier- 
no ha dispuesto de 1,500.000 pesos en los términos que espresa el con- 
trato de 7 de Enero de este año, celebrado con los acreedores de este 
fondo marcado con el núm. 6, y esa suma se ha gastado en los obje- 
tos ordinarios de la administracion; de manera que solo existen de ese 
fondo de indemnizacion americana 1,680.000, faltando en consecuen- 
cia para darle cima á este negocio gravísimo la cantidad de 4,314.869 
ps. Este déficit, como se ha dicho, nace no solo de no haberse calcula- 
de bastantemente en la ley de crédito público las sumas que eran in- 
dispensables para pagar á los acreedores en los términos designados 
en ella, sino tambien de la necesidad en que el gobierno se ha vis- 
to de echar mano de esos fondos, aunque con la voluntad de los in- 
teresados, para cubrir el servicio público de que depende su exis- 
tencia. 

Conocidas así las partidas que el gobierno tiene indispensablemen- 
te que cubrir en los quince mesesde Abril actual á Junio de'$52, pon- 
dré á la vista de la cámara las cantidades probables que por rentas 
comunes pueden recaudarse en el mismo tiempo, fundando los cál- 
culos en datos oficiales que se han formado debidamente. 

El estado de valores de 31 de Diciembre último y que correspon- 
de al año económico de 849 á 850, es la guia única que debe condu- 
cirnos actualmente al conocimiento de las rentas de la República, 
pero como ese documento núm. 7 está recargado con entradas vir- 
tuales, préstamos y gastos de recaudacion, haciéndose subir así á la 
cantidad de 18.000.000 de pesos, ha parecido preciso reducirlo á lo 
que real y efectivamente forma la renta nacional, y para ello ha- 
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ciéndose el análisis que presenta el documente núm. 8, se fija como 
líquida producto del año anterior la suma de 7.953.730 pesos 2 reales 
9 granos, como demuestra el documento núm. 9. 

Tcniendo este documento como punto de partida para. graduar los 
rendimientos que deben esperarse en el año próximo, y computan- 
do como productos liquidos de los tres meses que faltan del presen- 
te año económico, los que demuestra el estado núm. 2, y los cuales 
están calculados graduando la proporcion de los rendimientos de 
los meses precedentes, podrá furmarse la debida demostracion y se 
conocerá el déficit total que aparecerá en las rentas á fin de Junio 
de 852, lo que se hace del modo siguiente. | 


DEMOSTRACION, 
Gasto en los tres últimos meses del actual año 
ECONOMIC ia 1.740.000 0 Q 
Idem en el año económico de 51 4 52 ..........o.. 10.772.401 0 0 


Para que pueda tener efecto la conversion de la 
deuda interior son necesarios segun lo demues- 
A Os eca sce cesewaneetew acca reas 4.314.869 0 0 


Totals... cece cececcecccceceeecees 16.827.270 0 0 
Productos de las rentas calcula- 


das en los tres próximos meses 


de Abril á Junio.............. 1.334.000 0 0 
Idem idem por el año económico 
de SOLA 002 its 7.933.730 2 9 9.287.780 2 9 
DECI ii 7.539.589 5 3 


Para disminuir este déficit de tan considerable cuantía, el gobier- 
no ha calculado el aumento probahle de las rentas por las leyes ya 
sancionadas: la diminucion de gastos á que darán lugar diversas 
economías, y los productos que deberán rendir las medidas de que 
hoy se ocupan las cámaras. 

No será mucho aventurar el suponer un aumento en las Aduanas 
de 500.000 pesos en los quince meses á que se refiere esta esposi- 
cion, cuando la junta de crédito público lo calcula en 1.859.223 pe- 
sos, segun el documento núm. 10. Si se consideran en efecto las di- 
versas medidas acordadas ya para la persecución del contrabando, 
las dictadas para el arreglo debido de las mismas Aduanas y las 
prevenciones que tendrán lugar tan luego como la junta de crédito 
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público pueda reunir los datos que necesita para el exacto cumpli- 
miento del encargo que se le ha encomendado, nadie podrá tener 
como ilusoria esa partida, que el gobierno pone como la primera 
que debe disminuir el deficiente ya calculado. 

El fondo de Minería que ha ingresado á la masa comun de las ren- 
tas, debe dar el aumento de 1€0.000 pesos que espresa el documen- 
to núm. 11 y de que tambien debe hacerse mérito. 

Las cartas de seguridad, pasaportes y certificacion de firmas que 
en el Estado de valores aparece en una suma de 925 pesos, 1 real 7 
granos, debe aumentarse segun la opinion del señor Ministro de re- 
laciones, hasta 10.050 pesos, de manera que por estas pensiones de- 
be anotarse una suma de 9.071 pesos 6 reales 5 granos. 

Igualmente, si la cámara que se ocupa de la acusacion que se ha 
formalizado contra el Escmo. Sr. gobernador de Guanajuato D. Lo- 
renzo Arellano, previene ante todo, como el gobierno solicita, se 
insista en la publicacion de la ley de 16 de Junio de 847, que impu- 
so un real adicional por marco á las platas que produjesen lus mi- 
nerales de la república, daria pcr resultado de esa ley una entrada 
al fondo federal de 83.373 ps., que calculó la junta de minería en su 
informe de 27 de Diciembre de 819, estado núm. 1, y cuyo cálculo 
debe reputarse hoy mas seguro, porque desde entonces á la fe- 
cha el producto de las minas de Guanajuato, ha tenido un constan- 
te aumento. 

La supresion de comisarías determinada por la ley, y ya en eje- 
cucion, da una efectiva economía de 23.261 ps. 4 rs., documento 
num. 12. 

El proyecto de ley sobre contingente de los Estados, si tuviese en 
las cámaras el écsito que el gobierno espera, dará un aumento de 
242.125 ps. 2 rs. 3 granos, sobre la cantidad de 357.874, que es la 
suma recaudada en el añu económico anterior, documento núm. 13. 

El 8 por 100 de consumo, segun lo calculado por el Sr. Payno en 
su reseña de hacienda de 10 de Marzo último, pág. 14, producirá 
una suma de 500.000 ps. 

La contribucion de escentos de la guardia nacional, bajo el su- 
puesto de que el congreso decrete la facultad económico—coactiva 
de que actualmente se ocupa la cámara de senadores, producirá á 
lo menos 180.000 ps. Para este cálculo solo se ha tenido presente 
el formado por D. Cosme Varela en la pág. 23 del cuaderno que ha 
publicado sobre registro civil, y en el que hace subir esa contribu- 
cion á 18.750 ps. mensales: mas el gobierno la fija en 15.000 evitan- 


oo < ae 
do así toda ecsageracion, y fundándose en lo que se ha colectado 
sin el uso de aquella facultad. 

Si el tribunal mercantil llega 4 suprimirse, 6 si como consulta la co- 
mision del senadcá que ha pasado este negocio, no se sostendrá en 
lo sucesivosino por pensiones especiales, en ese caso tendrá la hacien- 
da pública un ahorro de 16.530 pesos 6 reales, segun demuestra el 
documento num. 14. 

Bajo estos datos, 6 mas bien, bajo estas consignaciones al tesoro 
federal, que no pueden dejar de considerarse como de seguro efec- 
to, debera disminuir el déficit 4 que me he referido, segun espresa 
la operacion siguiente. 


Se ha calculado por deficiente. 7.539,539 5 3 
Por el aumento que se espera 
fundadamente en las rentas de las 


A wee wv eatin meee 500.000 0 0 
Producto del fondo de minería. 180.0000 0 
Cartas de seguridad......... gä 9.074 6 5 
Real adicional á la ley de 16 de 
JUNIO de Bliss amin 88.373 0 0 
Por la supresion de comisarías 
ya verificada......o..... Hisset .. 23.261 4 0 
Por contingente de los Estados 242.1200 0 
El 8 pS de consuMO........... 500.000 0 0 
Contribucion de escentos de la , 
Guardia nacional................ 180.000 0 0 
Supresion del tribunal mercan- 
Misiasnciós seonoooccarororooóo 165800 O 1.739.367 2 5 
Déficit total.......... 5.800.172 2 10 


Desde luego debe advertirse que sin la: conversion de la deuda 
interior de que el gobierno ya no debe prescindir, los gastos ordi- 
narios solu aparecerian con tan pequeño deficiente, que 6 seria muy 
fácil atenderlo, ó pasaria sin influir considerablemente en los des- 
finos públicos; mas esas necesidades creadas por la ley referida y 
esas obligaciones nacidas de convenciones diplomáticas y senten- 
cias judiciales, son las que impelen al gobierno á solicitar con ur- 
gencia las medidas que á su juicio pueden adoptarse en el caso ac- 
tual. 
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Eatre las primeras que deben considerarse, reproduce el gobier- ` 
no las que bajo las iniciativas número 1 y 3, presentó el Sr. Payno 
en % de Julio del año anterior, y la que con el núm. 1. acompaña 
á los documentos de esta esposicion: aquellas se contraen á cerrar 
algunos puertos al comercio estrangero, y á reformar el arancel vi- 
gente, y esta á que se declare por ahora la ley de 14 de Junio de 
648 en toda su fuerza y vigor. Estas medidas como que tienden á 
aflanzar los productos regulares de las aduanas, y á dar un arreglo 
estable á las oficinas, no debe prescindirse de ellas, aunque por sí 
mismas no diesen otro resultado. 

Las demas iniciativas que van marcadas con los números del 2 al 
5 tienen por objeto, gravar la industria del pais aunque en cantidad 
muy moderada; devolver á los fondos nacionales el derecho del 8 
p3 sobre el oro y plata pastas que le perteneció hasta el año de 846, 
y que debe pertenecerle por las obvias razones que espende la inicia- - 
tiva que lo promueve: enagenar el camino de fierro de Veracruz 4 
San Juan, supuesta la imposibilidad de llevarse al cabo esa obra con 
los recursos nacionales, y finalmente contraer un préstamo interior 
bajo las bases con que el gobierno juzga posible su ejecucion. 

Todo esto, con escepcion del préstamo que se propone, dará un 
resultado en favor del erario de 1.505.000 pesos, dejando reducido 
su deficiente á la suma de 4.295.172 ps. 2 rs. 10 grs. que es con poca di- a 
ferencia la misma que demandó la conversion intentada de la deuda 
interior, y que es la que el gobierno se decide á cubrir con el présta- 
mo interior que propone, y que sin contratiempo alguno podrá llevar- 
se á efecto si sus réditos á lo menos son asegurados con los bienes del 
clero, prévio el consentimiento de este, ó con la hipoteca de una ren- 
ta líquida de ta federacion. 

Tal vez seria preferible antes que ocurrirá este medio, gravar la 
propiedad territorial dividiendola en acres, y haciendo sobre ellos se- 
gun sus clases, diversas asignaciones. Tal vez, el pensamiente de alzar 

las prohibiciones daria el resultado importante que la administracion 
anterior calculó cuando inició esa medida, mas lo primero envuel- 
ve dificultades, hoy casi invencibles, no ya por la oposicion de los 
Estados que no debe temerse ni aun suponerse mientras el gobierno 
general esté en su derecho como lo estaria respecto de esa, 4 cual- 
quiera otra contribucion sobre terrenos, sino porque esa medida de- 
manda cálculos delicados, conocimientos estensos del pais, fondos 
disponibles para diversas y necesarias operaciones; y no son aho- 
ra las medidas de oscuro y tardío resultado las que deben adoptan: 


~ 
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Contra lo segundo, ha manifestado la cámara una oposicion decidida 
y seria en vano, aunque el gobierno actual pensase como la anterior 
administracion, insistiren esa pretension. 

. Sin el préstamo, pues, que se propone, no ve el gobierno en la si- 
tuacion actual de las cosas, camino seguro para salir de tal conflic- 
to, sino el de la suspension de pagos, por un término dado; pero. 
son tales las consecuencias probables de este remedio estremo; son- 
tan funestos los efectos que puede producirnos esta violacion forza- 
da de derechos reconocidos, que el gobierno se resuelve á hacer 
frente á toda exigencia posible y. correr las borrascas de una gra- 
ve penuria, antes que apoyar esa medida. 

Puesta á la vista del cuerpo legislativo la situacion presente de las 
rentas, y los medios que pueden adoptarse en opinion del gobierno, 
si ellos ni fuesen considerados ni se sustituyesen con otros que se 


- estimaren mas adecuados, mas eficaces y de mas posible efecto, la 


administracion hará frente sin embargo á la posicion en que se le 
coloca, sin que nadie tenga: entonces porque reprocharle, si salta 
sobre las dificultades que naturalmente la envolverán. j 

El poco. tiempo que falta para que termine el actual periodo de 
sesiones, y la urgente necesidad de que las cámaras no cierren sus 
trabajossin haber antes decidido lo conveniente sobre los negocios 
de esta esposicion y resuelto lo que demanda la salud pública 
en la grave postracion en que se halla la nacion, obligan al Exmo. 
Sr. Presidente á recomendar que la cámara se encargue muy prefe- 
rentemente de este negocio, señalando si fuese dable, horas es- 
traordinarias de sesion, para este objeto esclusivo. 

Sírvanse V. EE. poner todo lo espuesto en conocimiento de esa 
augusta cámara, admitiendo las protestas de mi distinguida consi- 
deracion y aprecio. j 

Dios y libertad. México, Abril 9 de 1851. 


Aade " Mbatia As Aguste. 


Exmos. Sres. secretarios de la cámara de diputados. 


DOCUMENTOS CITADOS 


EN LA ` 


ESPOSICION PRESIN TALA AL CONGRESO 


POR 


BLUI: Oa MANAY BE a 
Gn 9 be Abril de 1851. 


- ene eee 


eins) Eo eee 


NUM. 1. 


Demostracion de las cantidades que segun las leyes está autort- 


zado el gobierno d gastar. 


Por la ley de 24 de Noviembre de 1849, se señalaron á 
la administracion, inclusos los 40.000 pesos de que 
trata el artículo 9? de la misma, para los gastos ordi- 
NATIOS isco bind He ows wee TE 

Importa el presupuesto de la suprema corte de fusticia, 
que tenia fondo especial para cubrirlo y que por la 
ley de crédito público tiene que pagarse de la masa 
comun de hacienda........oooooomoonommsoonoo.... 

Idem el del colegio de Minerí2........o.oo.ooocoomoo.. 

Al Ministerio de la Guerra, para que pueda cubrir sus 
gastos; pues le es imposible hacerlo con la cuota 
asignada, en razon de las altas del ejército de las co- 
lonias militares y de la guardia nacional móvil. Hoy 
aumenta el presupuesto esta última sobre el que tenia 
en Noviembre de 849 en 44.433 pesos, las colonias 
en 14.152 pesos, subiendo ambos á 58.585 pesos que 
es indispensable pagar para dar á los Estados fronte- 
rizos la debida proteccion.........oooooooooo...... 


. 543.141 0 0 


12.625 0 0 
3.900 0 0 


20.334 0 0 


A AAA 


Gasto de un mes............. 


México, Abril 9 de 1851.—A guirre. 


NUM. 2. 


. 580.000 0 0 


Cálculo de lo que deben importar los presupuestos de Abril d 


Junto próximos, y los productos con que cuenta 
para cubrirlos. 


GASTOS. 
Importa el presupuesto de Abril.................. 


Idem de los meses de Mayo y Junio.............. 1. 


el gobierno 


=E E. COS 


Total de gastos............ 
PRODUCTOS. 


Se calculan aproximadamente los productos de los 
tres meses, segun la renta que resulta líquida por 
el estado núm. 9 co el 45 por 100 des- 
tinado á ambas deudas......... sesonessnesaneo 


México, Abril 9 de 1851.—Aguirre. 


NUM. 3. 


1.740.000 0 0 


1.334.000 0 0 


406.000 0 0 


t 


Cálculo del gasto que debe erogarse en el año económico de 


851 d 852. 


Gasto ordinario de 1? de Julio de 851 á fin de Junio 
de 1852, segun la base sentada en el documento nt- 


Mero dia pios sonomoosor.o.... 0.960.000 00 
Deuda esterior: consiste su capital, segun el decreto 
_de 14 de Octubre de 1850, en £ 10.241.650, 6 sean 
‘en moneda mexicana $ 51.208.250, cuyo rédito al 
3 por 100 segun la misma ley.................... 1.536.247 50 
Por costos de embarque, desembarque, seguro y fle- 
te de los dividendos, que se calculan á 3 por 100 
sobre $ 1.536.247 DD......oooooooocoomommoroo.ooo. 46.087 42 
Por gastos de la agencia mexicana eu Londres, que 
por la citada ley pueden ascender............... 15.000 00 
Deuda interior: segun el artículo 3° y 4° de la ley de 
, 30 de Noviembre de 850, debe pagarse el 3 por 100 
de réditos sobre el monto de la deuda convertida, 
calculado segun la misma ley en $ 40.000.000, y 
ademas deben abonarse $ 300.000 para la amortiza- 
cion. Por consiguiente, importará el rédito.. .... 1.200.000 00 
Idem la asignacion anual para la amortizacion....... - 300.000 00 
Al frenite............ 10.057.334 92 


== 
Del frente............ 10.057.334 92 
A de Luchet por sentencia judicial. ............... . 72.103 00 
A Serment P. Fort y compañía por mitad de los de- 
rechos de circulacion y esportacion de moneda á 
cuenta de 600.000 ps., tambien de sentenciajudicial. 200.000 00 
Por varios negocios jirados por el Ministerio de Rala- 
ciones. rs 200,000) :00 
Gastos de sdminisracion. Por aumento de a de. 
los administradores de las aduanas del Sur, pago 
de un vapor y mantencion de éste y de cinco pai- 


lebots del resguardo de ellas... .....o..o...o...... 242.963 00 
Suma. ...00' 0... ... .6.00000000 10.772.400 92 


México. Abril 9 de 1851.——A gutrre. 


— >on 
NUM. 4. 


Importe á que deberán ascender los gastos públicos, que con 
arreglo á las leyes de la materia, ha de satisfacer el go- 
bierno en el próximo año económico, que comenzará en 1° de 
Julio de 1851, y concluirá en 80 de Junio de 1852, aten- 
diendo al valor de los presupuestos respectivos de los Minis- 
terios de Relaciones, Justicia, Hacienda y Guerra, incluso 
el aumento de lo que corresponde al pago de los acreedores 
de las deudas esterior é interior. 


Ministerio de Relaciones..........ooooorooooo roo. 883.880 4 0 
Idem de Justicia is ria ii 530.074 3 0 
Idem de Hacienda.......oooocoooomoocoomon.oo. 2.939.501 5 0 
Idem de Guerra...........0ccececseeceeteeeesees 5.758.654 5 4 


10.107.111 1 4 
Deuda esteri0T..........oooooooooooorossssrrros. 1.597.334 7 4 
Idem interior...........o..... ras 1.500.000 0 0 


Total. a 13.204.446 0 8 
México, Abril 9 de 1851. —A guirre. 


— ASS — 
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NUM. 5. 


CALCULO formado de lo que deberá pagarse al contado á los 
acreedores del erario, que se arreglaron con el gobierno antes 
de la ley de-30 de Noviembre de 1850, á los que se presenta- 


ron d arreglarse en los noventa dias que dicha ley fijó, y d los 


b 
que sin haberse presentado puedan conformarse á las bases 


de dicha ley. 


Por la deuda llamada det 20 por 100 conforme al pár- 
rafo 2.O artículo 9.O de la ley citada, por capital y 
o O ET E E 

Por los préstamos en numerario esceptuando los forzo- 
sos he formado el cálculo con vista de los Estados 
(letras A y B) que ha formado la seccion liquidataria, 
aunque creo que la cantidad que asigna es muy baja. 

Por la deuda procedente de las ministraciones de efec- 
tos segun el párrafo 6.° artículo 9.O de la citada 
ley, lo calculo por lo que consta en los dos Estados 


de la seccion liquidataria en los cuales se ve que ya 


hay estipulados $76.303; pero como debe pagarse 
el 30 por 100 al contado, creo que no bajará de.... 
Por la ocupacion forzosa durante la guerra con los Es- 
tados-Unidos, aunque la seccion liquidataria, segun 
se ve en sus dos Estados calcula que deberá recibir 
al contado $ 351.167, atendiendo al minucioso cálcu- 
lo que la comision de crédito público presentó en 15 
de Setiembre de 1849, avaluando su monto en 

$ 1.500.000 el 40 por 100.......oooooooocmocoooo.». 
Por la conducta de Perote y Jalapa, se determinó en 
la ley de 30 de Noviembre, que se pagara todo el 
capital computándolo en $ 64.104 7 reales; pero co- 
mo dice muy bien la seccion liquidataria en las no- 
tas de su cálculo, falta otra parte, pues han apareci- 
do conocimientos de dicha conducta que: no se tu- 
vieron presentes en los convenios celebrados en vir- 
tud de la ley de 19 de Febrero y se hace indispensa- 


Al frente. 


530.000 


381.235 


600.000 


1.811.235 


- A —_ A ee 
ee 


we | Y — 
Del frente.. . . . +. +. 1.811.235 
ble tomar su importe en consideracion, pues deberán 
ser pagados conforme al artículo 8. % de la ley de 30 
de Noviembre de 1850, y calculó el total en........ 200.000 
Por la deuda flotante de préstamos con admision de 
créditos, la seccion liquidataria en su cálculo compu- 
ta el 35 por 100, que segun la citada ley, debe pagar- 
se sobre la parte de dinero efectivo en $ 300.000, y 
me parece aproximado á la verdad en vista del cal- 
culo que hizo la comision de crédito público.... .... 300.000 


Por la convencion llamada del 2 por 100 y 1 por 100, 

la seccion liquidataria en su cálculo dice, que debe 

percibir al contado $ 80.000; pero por el dictámen de 

la comision de crédito público se ve que hasta Se- 

tiembre de 1849, se debia por capital $ 97.294 y por 

réditos proximamente $ 80.747; y como segun la ley 

debe pagarse el capital y la mitad de los réditos al 

contado, y teniendo en poca monta lo que se haya 

pagado por cuenta del capital hasta el 30 de Noviem- 

bre, porque puede estar compensado con el aumento 

de los réditos, calculo que deberá entregarse....... 137.667 
Por la convencion del 5 por 100, la seccion liquidata- 

ria calcula en $ 454.000 lo que debe pagarse al con- 

tado, y aunque en la liquidacion que se ve en el dic- 

támen de la comision de crédito público aparece 

que se debian $ 634.664, cuyo 40 por 100 es $ 253.865, 

supongo que la seccion liquidataria tiene mejor co- 

nocimiento del monto de este crédito, y por tanto 

acojo su partida. .......ooooooocmrococnonar roo... 454.000 


Por la convencion llamada del Padre Morán, como la 

ley deja al gobierno en libertad de escojer los dos 

estremos propuestos por el acreedor, y uno de ellos 

es el de pagarse al contado, $ 300.000, la seccion li- 

quidataria se ha fijado en su cálculo en esta cantidad, 

y creo que COn TazON...ooccoocococomoco.. o... ne 300.000 
Por las barras de plata ocupadas en San Luis Potosí, 

la seccion liquidataria calcula que habrá que pagar 


A la vuelta. . . . . +. . 3.202.902 
3 


ane, i- 


De la vuelta . . ..... 3.202.907 
$ 87.000, pero segun una liquidacion presentada por 
los interesados en Mayo de 1850, conforme á un 
convenio celebrado con el Sr. Ocampo, se les adeu- 
dan $ 104.209, que pretenden se les entregue....... 104.209 
Por los herederos del Emperador Moctezuma, la sec- 
cion liquidataria calcula la parte de contado, acaso 
con vista del arreglo que hicieron con el gobier- 
DO Elina E T E T TE E TA AS 128.713 
Por los cosecheros del tabaco, como no se han arregla- 
do, no se puede prever como se considerará el cré- 
dito, si como ocupacion forzosa, préstamos en nume- 
rario 6 ministracion de efectos, pero se puede cal- 
cular que reciban el término medio ó sea el 40 por 
100. La comision de crédito público computó la 
deuda en $ 1.020.000 hasta Setiembre de 1849; y aun- 
que de entonces acá se han pagado las asignaciones 
del convenio de 28 de Enero del mismo año, tenien- 
do en consideracion lo que hayan aumentado los ré- 
ditos, puede calcularse la deuda hasta el 30 de No- 
viembre, en $ 800.000, cuyo 40 por 100 es.......... 820.000 
Por el crédito que representan los Sres. Martinez del 
Rio hermanos, segun el arreglo que tienen casi con- 
cluido con el gobierno, deben percibir al contado el 
50 por 100 del importe que se calcula próximamente 
en $3.000.000 0000 ins 1.750.000 
Por el crédito de los Sres. Serment, segun el cálculo ; 
de la seccion LquidataTia nai AS $00.000 
Por un crédito de los padres carmelitas, que tiene la 
casa de Makintosh, segun el cálculo de la seccion 
NQUIG ALAM as aaa - 176.045 
Por un crédito de D. Luis Vial, que la seccion liquida- 
taria en su estado lo computó como ocupacion for- 
zosa, pero que no he incluido en las partidas ante- | 
riOTeS....... IS Aa 13.000 


- 


Suma $... y 3.994.869 


Al frente . . . e 5.994.869 


+ 
r 


Del frente . . . . . 5.994.869 
Deben recibir de la indemnizacion americana los acree- 
dores de la deuda interior, segun la ley de 30 de No- 
viembre de 1850................. id er 3.180.000 


Déficit.. .. 2.814.869 
Prestaron al gobierno los acreedores de dicha deuda 
interior de los $ 3.180.000, segun contrato de 7 de 
Enero de este afio.. . .....o..o..... A aint TT 1.500.000 
Total déficit.... 4.314.869 
México, Abvil 9 de 1851.—A guirre. 


os DAD 33202 
E TITS noe 


NUM. 6. 


LOS que suscriben, representantes de los acreedores al erario 
en las diversas categorías que se mencionan, han convenido 


con el Exmo Sr. ministro de Hacienda, en lo siguiente. 


1° Los acreedores consienten en que el gobierno disponga de un 
millon quinientos mil pesos de la parte de la indemnizacion ameri- 
cana, que les pertenece por la ley de 30 de Noviembre, y que de- 
bian recibir en Mayo de 1352, segun los respectivos convenios. 

2° Para pago de esasuma, el gobierno dará órden á la tesorería 
general á fin de que cada mes, principiando desde fines de Marzo 
de 1851, y hasta cubrir el millon y medio de pesos, entregue la jun- 
ta directiva de crédito público ochenta y ocho mil doscientos trein- 
ta pesos, para que ésta los reparta á los acreedores, en la propor- 
cion que les corresponda y en el tiempo que convenga. 

3° El gobierno entregará desde luego á la junta de crédito públi- 
co, la parte de la indemnizacion americana, consignada á la deuda 
interior, que vence en Mayo de 1851, á fin de que pueda tener cum- 
plimiento el art. 6° del reglamento de la citada ley de 30 de No- 
viembre. 

México, Enero 7 de 1851.—Por lo que representa en la conducta 
de Perote, Francisco de P. Sáyago.—Por ocupacion forzosa, Manuel 
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M. Canseco.—Por préstamos en numerario, Manuel Gargollo.—Por 
los que han estado ausentes en el arreglo relativo á la categoría de 
créditos procedentes de papel y dinero, R. Olarte. 

Liquidándose el fondo del padre Morán, por el 45 por 100 de pa- 
gO, segun propuse y es una de las dos proposiciones que admitió la 
junta de las comisiones de las cámaras, estoy conforme con lo que 
antecede.— C. Rubio.— Gregorio Mier y Teran. 


Es copia. México, Abril 9 de 1851.—Mariano Hierro Maldonado. 


SS eee aia ‘Mid ‘MMMM IM 
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RA 


l en el segundo año económico de 


wo de 1849, á 30 de Junio de 1850; 


bith IR a AR 


atar 


25 8) 868.120 3 ¿¡ 1.491.693 011! 9.280.293 6 5 
E SL aa a ie ee 4.371.014 7 4 
3.138.833 4 4 

25 8| 868.120 3 3| 1.491.693 0 11,16.790.142 2 1 
rales de administracion. . :« . +. . 24.379 7 4 
Efectivo producto líquido. . . . .|¡16.765.762 2 9 


1850.—J. I. Pavón. 
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NUMERO 9. 


NOTICIA de los verdaderos productos líquidos de las rentas del erario 
federal en el año económico corrido de 1° de Julio de 1819, á 30 de 
Junio de 1850, hecho el análisis del Estado general de valores del re- 
ferido año, que presentó la direzcion de aduanas marítimas fronte- 
rizas y rentas no estancadas, en 31 de Diciembre del de 1850. 


Aduanas marítimas por los derechos de importa- 
cion, esportacion y toneladas. : 

Id. id. por el uno por ciento de importacion. . 

Id. id. por el dos por ciento de avería. . . 

Id. id. por derechos de internacion sobre efectos 
estrangeros.. . . . oo. +... œ 

Derechos de circulacion de cuela á su sotrada 
á los puertos. . . . . Se a Sue 

Renta del tabaco segun el contrato respectiyo. . 

Id. de naipes. . . . . +... . . 6 +. 

ld de correos, . . . . . «= « 

Papol sellado. . 


Casas de moneda. . . . +... . . es . 0. 
Salinas. . A 
Bienes naciorales. 


Contingente de los Estados. . . . . . , 

Contribuciones directas en el Distrito federal.. 

Derecho de fortificacion en Veracruz, 

Id de quinto y ensaye . š 

Id. de Minería, . . . . nar 

Id de pasaportes, cartas de sepusidaa y criba: 
ciones de firmas .. . 

Alcance de cuentas . 

Aprovechamientos. . . . , 

Créditos activos. . 

Multas. ; 

Premio de cambio.. . , 


b 


Suma. . 


México, Abril 9 de 1851.—Martano Hierro Maldonado. 


4606.915 7 5 
243.627 1 10 
447.582 4 8 
542,944 0 -4 
235.655 7 10 
575.673 6 8 
25.943 0 10 
152.005 4 7 
189.711 2 2 
86.159 7 11 
365 0 1 
2.912 3 0 
357.874 5 9 
268.459 2 3 
21.955 3 6 
15.536 2 1 
2.923 1 8 
925 1 7 
8.477 3 2 
59 3 0 

- > 53.853 3 7 

4.075 4 0 
0.548 5 10 
7,958.790 2 9 
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NUMERO 10. 


Junta directiva de crédito público.-Seccion 1*—Núm. 37.-Escmo. 
Sr.—Impuesta esta junta del oficio de Y. E. fecha 4 del actual, en 
que se sirve decirme de órden del Exmo. Sr. presidente, que esta 
propia junta informe sobre cuánto calcula que puedan aumentar los 
rendimientos de las aduanas marítimas y fronterizas en el presente 
año económico, y cuánto en el venidero de 1851 á 1852, tengo el ho- 
nor de decir á V. E. en contestacion, que esta junta considera, que 
á consecuencta de varias medidas tomadas para el arreglo de las re- 
feridas aduanas, y cuyas providencias aun no pueden producir to- 
dos los buenos resultados que se esperan por el corto tiempo que 
llevan de haberse dictado, el aumento del año económico actual, 
vencido ya en sus dos tercias partes, será de doscientos mil pesos; 
y que respecto al prócsimo que comenzará en 1° de Julio, contando 
con los buenos resultados qne darán el desarrollo de las” medidas 
indicadas y otras que en lo sucesivo se tomen, considera que el 
producto líquido de las aduanas «subirá á ocho millones de pesos, 
siempre que la accion de esta junta no sea interrumpida. por algun 
incidente, y haya una cooperacion absoluta por parte del supremo 
gobierno en las medidas que promueva y dicte con arreglo á sus 
atribuciones. e | | 

Al manifestar á V. E. por acuerdo de esta propia junta lo espues- 
to, le reitero mi aprecio y consideracion. 

Dios y libertad. México, Abril 8 de 1851.—Bonifacio Gutierrez. 
—Cárlos A. de Medina, vocal secretario.—Exmo. Sr. secretario de 
Estado y del despacho de hacienda. 

Es copia. «México, Abril 9 de 1851.—Mariano mee Maldonado. 


SSH 
NUM. 11. 
JUNTA DE FOMENTO Y ADMINISTRATIVA DE MINERIA. 


Se calcula el producto del real de minería en el pre- 
- sente añode 1831..............o...... PA 240.000 0 0 
Gastos del colegio de Minería y de la espresada junta. 60.000 0 0 


Ti lid occa seépusecnsciecsinds os „e 180.000 0 0 
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NOTA.—Para el pago de réditos de los acreedores de minería, 
segun el último convenio celebrado con el supremo gobierno, de- 
ben destinarse noventa mil pesos anuales, cuya cantidad ha de 
reintegrar de sus fondos la junta de crédito público á la tesorería 
general; de manera que la mencionada cantidad de noventa mil pe- 
sos, y otra igual que debe entregar la junta de Minería al mismo su- 
premo gobierno, componen la espresada de ciento ochenta mil pe- 
sos del producto líquido que arriba figura.—México, Marzo 31 de 


1851.— Vicente Segura. > 
E OSA 
NUM. 12. 


Comparacion entre el costo de las antiguas comisarías y 
log nuevos Distritos de hacienda. 


| AL MES. > COMISARÍAS. DISTRITOS. DIFERENCIA. 


DAA > A e 


México con Acapulco: hoy 


México y Guerrero . . . 1.6590 5 125 0 0 1.534 0 5 
Puebla con Tlaxcala. . . 4874 O ° 11550 321 7 0 
Querétaro y Guanajuato. . 6236 0 134 30 4893 0 
Jalisco y Zacatecas.. . . 8894 6 134 3 0 755 1 6 
Michdacan y Colima. . . 3235 8 12500 1985 8 
Potosi. . ..... . 3850 0 11550 2093 0 
Coahuila y Nuevo-Leon. . 1875 4 125 0 0 625 4 
Sinaloa. . . . . . . . 840 0 11550 226 3 0 
Veracruz . . . . . . . 1.1843 10 143360 1.040 5 10 
Oajaca. . . . ... 6724 0 115 5 0 556 7 0 
Chiapas y Tabasco. . . . 38682 2 143 6 0 2244 2 

. Tamaulipas. . . . . . . 8662 0 11550 2505 0 
Durango y Chihuahua. . . 6375 4 13430 503 2 4 
Sonora ...... . 240 2 11550 168 3 2 
Yucatan. . . . . . . . 150 0 1550 93 0 

8.4263 5 187500 65513 5 
Comisaría de guerra y sub-comisarías. . . . . . 2674 


Se calcula que será necesario pagar: od cesantes de 
las comisarías. . . . ; 1.938 5 


5 
8 
Al mes. . 1.9385 9 
Ahorro . . . - -)Alaño. . 23.2645 0 


México, Abril 9 de 1851.—Aguirre. 
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NUM. 13. 
Cálculo del contingente de los Estados. 


Si se da la ley para que lps Estados paguen en lugar 
del contingente que hoy tienen asignado, (que es de 
1.011.000 ps., y por cuenta del cual no dan mas que 
357.874 ps. al año) el 15 ps de sus rentas; montan- 
do estas á 5.156.000 ps., (segun el cuadro sinóptico 
de Lerdo) tendrian que pagar 73.400 ps.; pero to- 
mando por base el que las rentas de los Estados sean 
de 4.000.000 por deducir los fronterizos de Nuevo- 
Leon, Coahuila, California, Tamaulipas y Chihua- 
hua, el producto al 15 pS será de 600.000 ps. que de- 
ducidos los 357.874 ps. que dieron en el último año, 
segun el estado de valores resultará un aumento de. 242.125 2 3 

México, Abril 9 de 1851.—Aguirre. 


EAN OS 
NUM. 14. 


Demostracion del ahorro que resulta de la supresion del tri- 
bunal mercantil. 


Importa el presupuesto íntegro del tribunal mercantil. . 21.740 0 0 
Idem la cuarta parte que no se abona. . . . . . . 548500 


Ahorro positivo .. . . +. . 16.305 0 0 


México, Abril 9 de 1651.—Aguirre. 


INICIATIVAS 


PRESENTADAS AL CONGRESS 


l POR EL 


EXMO. SR. MINISTRO DE HACIENDA, 


CON SU ESPOSICION 


Fecha 9 de Abril de 1851. 
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NUM. 1. 


Exmos. Sres.—El decreto de 14 de Junio de 1848 facult6 al gobierno 
por su artículo 14, para suprimir de las oficinas de la federacion, aque- 
llas que considerase innecesarias, para reformar económicamente la 
planta de las que permanezcan, y para remover libremente á los 
empleados de hacienda; pero por el artículo siguiente se limitó á 
solos cuatro meses, desde la fecha de la publicacion del decreto, el 
ejercicio de tales facultades. 

Que ellas eran convenientes, necesarias y justas, lo conoció 
el legislativo desde entonces, y está fuera de duda que las mismas 
condiciones militan hoy para pedir su subsistencia. 

El gobierno se escusa de indagar por qué la administracion an- 
terior dejó de hacer uso de las espresadas facultades, porque basta 
á su propósito reconocer como incuestionable su necesidad. 

Las rentas federales no cubren el presupuesto general; y el defi- 
ciente que resulta va sumiendo á la nacion instante por instante en 
un abismo. 

El considerable número de oficinas de mil denominaciones que 
existe; la complicacion y no pocas veces torpeza de sus trabajos; la 
aglomeracion en ellas de empleados, multitud sin méritos ni capaci- 
dad, todo exije una reforma radical, y así lo piden lasaflictivas cir- 
cunstancias de la República, y lo aconseja la esperiencia y conoci- 
mientos de los abusos y vicios de oficinas y empleados. 

Al simple cálculo de los caudales que maneja una casa de co- 
mercio y de los agentes, empleados y dependientes con que se bas- 
ta, y proporcionalmente de lo que la nacion maneja é invierte, se 
conoce toda la deformidad de nuestro sistema de recaudacion y dis- 
tribucion; y siendo como es muy posible su reforma, el gobierno se 
tendria por altamente culpable si no la intentase. 

Economizar en los gastos; poner los caudales públicos bajo el ma- 
nejo de personas de notoria probidad é idóneas; simplificar los tra- 
bajos de la recaudacion y distribucion; no emplear sino las personas 
absolutamente precisas para todos los ramos, y cuidar de que éstas, 
remuneradas justa y convenientemente, retribuyan 4 la nacion la 
suma con que las sostiene, desempeñando sus destinos fiel, activa y 
acertadamente, es lo que el gobierno se propone. 

Por cálculos prudentes y bastante aproximados, el gobierno 
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estima el monto del ahorro que puede hacerse desde luego, su- 
primiendo algunas oficinas y empleados inútiles, en mas de cien 
mil pesos anuales. 

Al efecto, el Exmo. Sr. presidente me manda formalizar la inicia- 


tiva que sigue: å l 


ARTICULO UNICO. TE 


„Se declaran vigentes las facultades 1.9 2,9 y 3.% que conce- 
dió al gobierno el art. 14 del decreto de 14 de Junio de E por los 
meses que faltan del año corriente de 1851.” y 

Reitero á VV. EE. las seguridades de mi atencion y aprecio. 

Dios y libertad, México, 9 de Abril de 1851.—José María Aguirre 


SATA AM He 9 
o Payo de Y £ iS 


INICIATIVA NUMERO 2 


Exmos. Sres.—Habiéndose manifestado la opiaion del soberano 
congreso en contra del alzamiento de las prohibiciones, por ésti- 
marse que estas favorecen á la industria fábril de la nacion, el 
gobierno, decidido protector de ella, seguirá procurando como ha 
procurado siempre ásu vez, fomentarla de cuantas maneras fuere 
conveniente y justo; pero siéndolo asimismo que el erario federal 
se fesarza en alguna parte de las sumas que por las existencias de 
las indicadas prohibiciones de efectos deja de percibir; aconsejan- 
do la equidad que la propia industria fabril, tan privilegiada al res- 
pecto de otros ramos productivos del pais, contribuya tambien para 
aliviar las angustiadas circunstancias del erario, el Exmo. Sr. Pre- 
sidente me manda formalizar la iniciativa siguiente: 

12 “La industria nacional pagará al tesoro federal una contribu- 
cion de tres reales. por cada pieza de manta ú otro tejido de algo- 
don, y un centavo de peso por cada libra de hilaza, hechas en las 
fabricas.” 

22 “Las mismas fábricas pagarán seis reales por cada pieza de pa- 
ño, casimir, alfombra ú otro tejido de lana, de sus productos, escep- 
tuándose la jerga ó jerguetilla.”” 

Tengo el honor de reiterar á V. EE. las seguridades de mi aten- 
cion y aprecio. l 

Dios y libertad. México, Abril 9 de 1851.—José Maria Aguirre. 
—Exmos. Sres. secretarios de la cámara de diputados. 
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NUMERO 3. 
INICIATIVA SOBRE EL 3 POR 100 DE PLATAS. 


Exmos. Sres.—Es un hecho constante é incuestioudble que la 
minería representa la mayor riqueza de nuestro pais: las circunstan- 
cias favorables, especialísimas de su suelo, señalan la industria mi- 
nera como la de mas alhagiiejia esplotacion; ademas anima la agri- 
cultura, fomenta la industria y da actividad al comercio; á su accion 
están subordinadas las creces del erario público, y se fundan en ella 
las mas liscngeras esperanzas de la patria. 

Del convencimiento de éstas verdades tuvo orígen la especial y 
esmerada proteccion que desde el tiempo del gobierno español se 
ha dado á la minería con franquicias y leyes sabias al par que jus 
tas; y desde nuestra feliz independencia, las alministraciones que 
se han sucedido siguieron y siguen aquel noble ejemplo. 

Nuestra legislacion minera nada tiene qne envidiar á la de los pai- 
ses mas civilizados. Tenemos un código modelo de prudencia y 
monumento glorioso de sabiduría; y todas las disposiciones que de 
el deriven 6 que le scan anecsas, como que versan sobre una indus- 
tria de importancia tan vital para la nacion, deben ser uniformes en 
toda la república, y por tanto es claro que pertenecen á esa clase 
de leyes generales, no sujetas á la legislacion varia de los Estados. 

Con este motivo y el de haber dado últimamente la legislatura de 
Zacatecas, un decreto sobre propiedad y esplotacion de salinas; el 
gobierno cree muy á propósito repetir lo que dejó consignado el 
Exmo. Sr. Ministro de Relaciones en su memoria correspondiente 
al año de 1846. “La multitud de disposiciones que se han dictado 

sobre minería, el resultado de la esperiencia de muchos años, y la 
- contrariedad en que deben encontrarse las antiguas ordenanzas con 
la nueva formacion que recibió este ramo, hace necesaria la refor: 
ma de las espresadas ordenanzas; y aunque por decreto de'9 de 
Agosto de 1843, sé fucultó á la junta de fomento y administrativa de 
minería para presentar un proyecto de reforma, no habiendo podi- 
do hacerlo por las disposiciones dadas sobre la materia por las di- 
versas legislaturas de los Estados, llamo hácia' este punto la’ aten- 
cion del congreso 4 quien lo recomiendo eficazmente.” Desde en- 
tonces hastá'la fecha, nada se ha hecho sobre un asunto tan grave, 
y los resultados de dia en dia irán siendo mas funestos para las em- 


presas mineras. E 
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£1 gobierno general no ha cesado desde la independencia de im- 
partir toda proteccion á la minería. Guiado por la razon y la espe- 
riencia adoptó por sistema dispensar á los mineros todo género de 
exenciones y exonerarlos de los gravámenes que antes reportaban, 
porque si la república abunda en metales, son en su mayor parte 
de escasas leyes, y el beneficio no costea, si sobre el producto pesan 
algunos impuestos, 6 si losingredientes que se necesitan no se ob- 
tienen á un precio módico. El gobierno, desde el momento de 
nuestra emancipacion, prescindiendo de los intereses de su fisco, 
espidió esa ley memorable salvadora de la minería, por cuyos efec- 
tos este ramo ha llegado al grado de bonanza en que lo vemos: esa 
tey suprimió, el 1 por 100 diezmo y real de señoreaje; el derecho de 
ocho maravedises por marco de plata que antes se cobraba por afi- 
nacion; el derecho de 26 maravedises & cada marco de las pastas 
mistas que se cobraba por razon de merma de la plata en el apar- 
tado; el derecho de cuatro ochavas en pieza de plata y de media 
ochava en las de oro que se cobraba 4 título de bocado en la casa 
de moneda, todos los derechos que se pusieron á las pastas de oro 
y plata y á la moneda durante la insurreccion, y por último, en los 
artículos 7, 9 y 9 de la citada ley, se otorgaron otras exenciones á 
favor de los introductores de barras en las casas de moneda, así 
como por el artículo 13 sc ordenó que quedase libre de derechos 
el azogue en caldo, y por el 14 que la pólvora que necesitasen los 
mineros para el laborío de las minas se las diese el gobierno á cos- 
to y costos. Por única contribucion (artículo 6° de la propia ley) 
se cobra el 3 por 100 sobre el verdadero valor de la plata y oro. 
Posteriormente el gobierno, para proporcionar á los mineros la ma- 
yor baratura en el precio de la pólvora de que tanto necositan, de- 
claró libre su elaboracion, prescindiendo de las utilidades que le 
proporcionaba el estanco de este artículo; y por lo tocante al de la 
sal, que noes menos importante para la amalgamacion, debo de- 
cir Que aun cuando el gobierno ha enajenado algunas salinas, no 
olvidándose de los mineros, estipuló en sus contrates que seles pro- 
porcionase aquel ingrediente á precios moderados. 

Observando el gobierno que monopolizado el azogue desde el 
año de 835, por la casa de Rothschild de Londres, llego á subir al 
exhorbitante precio de 200 ps. quintal, sin poder conseguir los mineros 
aun así tan caro, toda la cantidad que necesitaban; viendo que este 
acontecimiento era fatal, el mayor de los males y de funesta tras- 
cendencia para la minería, dispuso establecer en Diciembre de 1812 
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la junta de fomento y administrativa, para la especial proteccion de 
aquella, muy principalmente con el nuevo fondo que se creó, deno- 
minado de azoges. El gobierno llama la atencion del congreso há- 
cia las enormes sumas gastadas en el reconocimiento que hicieron 
personas idóneas de los criaderos de cinabrio, descubiertos por di- 
ferentes Estados de la república; hacia el caudal suministrado” para 
el trabajo de algunos de esos mismos criaderos; hácia las cantidades 
pagadas segun el artículo 4° de la ley de 24 de Mayo de 1843, por 
cada quintal de azogue mexicano; y por último, llama igualmente 
aquella respetable atencion, hácia las gruesas sumas invertidas en 
el Seminario de minas, desde que á éste se le dió nueva planta, do- 
tando mayor número de cátedras para la perfeccion de la ense- 
fianza. 


Por la proteccion del gobierno y lastos efectuados de su erario, 
Mlegó á estimularse el espíritu de empresas para la esplotacion de 
azogue, resultando que por los datos hasta hoy adquiridos, podemos 
convencernos de que en nuestro suelo hay el suficiente para el be- 
neficio de los metales, y que tal vez no es remota la época en que 
su abundancia permita la esportacion; y resultando asimismo quae 
haya llegado á ser tan sensible como es la baja del precio del azo- 
gue. Queda evidentemente manifestado que el gobierno general 
ha impartido una decidida proteccion á la minería, y que por ser 
esta una industria de la mas alta importancia y distinta de las de- 
mas, necesita de leyes escepcionales. Estas han sido, son y segui- 
- rán siendo del resorte del congreso general, quien por la proteccion 
que ha dado á la minería, no solo ha perjudicado su fisco á causa 
de los derechos y contribuciones de que se ha desprendido genero- 
samente, sino por el inmenso caudal que ha invertido en el fomen- 
to y proteccion de los diversos ramos que quedan indicados. 

Síguese, pues, por una consecuencia forzcsa, que esa contribucion 
de 3 por 100 que pagan sobre su valor el oro y plata, debe ser una 
renta de la federacion Nada mas justo, nada mas conveniente á 
los mineros, como nada mas urgente para el erario público. 


Conviene á los mineros: porque ninguna otra autoridad que la 
que reside en el congreso general, debe tener el derecho de pensis- 
nar-á ła minería. Si las locales de los Estados pudiesen hacerlo y 
consiguientemente lo hiciesen sin uniformidad, guiadas por sole 16a 
intereses, accidentes y circunstancias de las-lócalidades, el desor- 
den, desnivel y confusion se apoderarian de este ramo tan vitel, pa- 


yo 


ra la conservacion de la república: su progreso seria detenido en 
algunas partes, comprometido en otras y hasta cegadas en algunas 
la fuente de la esperanza: ¡quiénes entonces mas directamente per- 
judicados que los mineros mismos! 

El gobierno no quiere verse en la necesidad de gravarlos con 
un nevo impuesto; desea muy al contrario, impulsar sus especula- 
ciones y dar creces á sus ganancias; pero si cse bien ha de proceder 
del gobierno general, á él debe volver para que refluya en benefi- 
cio de la minería y del comun, aquel impuesto de 3 por 100 cedido 4 
los Estados y que apenas es concebible como no es hoy una renta 
de la federacion, así como lo fué desde 22 de Noviembre de &21 has- 
ta a que se espidió la ley de 4 de Agosto de 1824, y luego desde 30 de 
Diciembre de 1836 hasta la promulgacion del decreto dado provisior 
nalmente en 17 de Diciembre de 1846. 

Los Estados por este decreto favorecidos, resentirán una diminu- 
cion en sus rentas en virtud de la cesacion de la gracia, pero como 
esos mismos Estados son de los mas ricos, de aquellos en que la po- 
blacion tiene mas comodidades, en que el comercio es mas abundan- 
te, en que los productos de su agrícultura cuentan con un mercado 
rhas seguro y pingúe, está fuera de duda que tales Estados pueden 
sopli, el recurso que les proporciona la pension de las platas, con 
'otra ú otras que importen tanto 6 mas, y que sean á la vez mas uni- 
forme y convenientemente re partidas, y que dejando de gravitar S0- 
brè una clase sola y no la mas numerosa del Estado, afecten equi- 
tativamente á la mayorfa si no á la totalidad. Aquellos Estados se 
deben tambien 4 la felicidad del centro, lo mismo que á su prepon- 
derancia y bienestar particular. 

Es urgente al erario rehacerse de su renta federal del tres por 100 
de que se trata: porque está dicho y repetido hasta cansar al con- 
greso, que el producto de las rentas generales no es suficiente para 
cubrir los gastos de la misma clase: la ruina 6 poder de las naciones 
depende de su hacienda, y el estado de la nuestra nos precipita á 
aquella de una manera evidentemente espantosa. Es preciso esco- 
jitar arbitrios que salven el honor y la nacionalidad de la República, 
que altamente compromete el déficit. de los. gastos de la adminis- 
tracion; y entra aquellos ninguno puede ser mejor. que el. que 
ofrece la repetida contribucion de las platas, cuyo cómputo sa estie 
ma en, 709,009, pesas al año, que al instante puede comenzarsg.á re 
-cihin que no acarrea disgustos ni.menoscabo. 4 los causantes, Y.CUr 
ya recaudacion.pnede hacerse, con. gran facilidad y. pono; anasto. - : 
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En fuerza de todas las razones que quedan emitidas y obran en el 
Ánimo del Exmo. Sr. presidente, S. E. me manda presentar reco- 
mendada especialmente á la deliberacion del soberano congreso, la 
iniciativa que se comprende en los artículos siguientes: 

1° “Es renta general perteneciente á la federacion la contribu- 
cion impuesta por el artículo 6° de la ley de 22 de Noviembre de 
821, al oro y plata, reducida al cobro de 3 por 100 sobre su verda- 
dero valor. | 

_ Y “Ninguna contribucion sobre el oro y plata podras ser impues- 
ta por los Estados.” 

Al remitiria á V. EE. para que den cuentg con ella á esa augusta 
cámara, tengo la honra de Brotertane mi distinguida considers- 
cion. 

Dios y libertad. México, Abril D de 1851..--Jasé Marta ipiire 
—Exmos. Sres. secretarios de la cámara de MRSA 


AER 
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Exmos. Sres. —Teniendo en consideracion el supremé gobierno 
la necesidad de promover por todos los medios posibles las mas se- 
guras, prontas y cómodas vias de comunicacion; conociendo las di- 
ficultades de que esta clase de empresas se ejecuten por agentes y 
por cuenta del gobierno mismo; coneiliando las ventajas del erario, 
con las del público y las que son debidas á los empresarios, el Exmo. 
Sr. presidente me manda presentar á V. EE. la siguiente iniciativa: 

1? “El gobierno podrá enagenar el camino de fierro á condicion 
de que la empresa que lo compre obtendrá el privilegio esclusivo de 
hacerlo hasta la capital, bajo las bases mas equitativas que arregle 
el gobierno, para lo que queda autorizado suficientemente. 

2? El que haga la compra exhibirá al contado 6 en los cortos pla- 
zos que le señale el gobierno 500.000 pesos.” 

Reitero á V. EE. las seguridades de mi consideracion y aprecio. 

Dios y libertad. México, Abril 9 de 1851.—José María Aguirre. 
Exmos. Sres. secretarios de la cámara de diputados. 
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NUMERO 5. 


1° Con el objeto de convertirla deuda interior y cubrir sus réditos 
se autoriza al gobierno para que contrate un préstamo nacional has- 
ta de cinco y medio millones de pesos con un gravámen que no 
esceda de tres cuartos por ciento al mes. | 

2° El rédito de este capital seafianzará con hipoteca del producto 
líquido de alguna renta de la federacion 6 de los bienes del clero 
si éste consiente. 

3° El capital de este préstamo se comenzará 4 amortizar despues 
de tres años cumplidos de haberse celebrado, entregándose 4 los 
prestamistas la décima parte del capital anualmente. 

4” Lo que resulte sobrante de la misma indemnizacion, quedará 
al gobierno para los gastos de administracion. 

México, Abril 9 de 1851.—José María Aguirre. 


DICTAMEN 


DE LAS COMISIONES 


PRIMERA Y SEGUNDA DE TLACIANDA 


DE LA 
> 
EN Fo FS ES E F E = 


DEL-CONGRESO GENERAL, 


sobre consignación de fondos 


PARA LA DEUDA INTERIOR Y RECURSOS CON QUE CUBRIR EL DEM- 
CIENTE DEL ERARIO FEDERAL, LEIDO EN LA SESION DE 26 DE JU- 
NIO DE 1851, E IMPRESO FOR ACUERDO DE LA MISMA CAMARA. 


MEXICO: 1851. 


IMPRENTA DE VICENTE GARCIA TORRES, 
á cargo de José Vidal Hernandez. 


P ARA dar el debido cumplimiento al acuerdo de la Cá- 
mara á que tenemos el honor de pertenecer, y de la de se- 
nadores, las comisiones de hacienda de ambas han tenido 
continuas conferencias con asistencia del señor ministro del 
ramo, en las que han ecsaminado con la necesaria atencion 
las iniciativas presentadas por el mismo sefior ministro con 
sus esposiciones de 2 y 13 del corriente, sobre consigna- 
cion de fondos para la deuda interior y recursos con que 
cubrir el deficiente del erario federal. 

' No han podido desconocer las comisiones toda la dificul- 
tad del problema que se les presenta para resolver: han vis- 
to bien que por cualquiera lado se ofrecen obstáculos insu- 
perables: están persuadidas de que todos los que impug- 
nen su dictámen, sea el que fuere, tendrán razones muy 
fuertes con que atacarlo; que la cuestion ha venido á ser 
de principios constitucionales mas bien que de rentas; que 
ella se reduce en sustancia á la que por tanto tiempo ha 
estado sin decidir, y consiste en cubrir los gastos del go- 
bierno general y los de los Estados 6 Departamentos cuan- 
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do lo fueron, de suerte que el servicio público esté igual- 
mente atendido en todos; cuestion que ha sido la del sis- 
tema político, y se ha resuelto segun el que ha prevalecido, 
ya dejando á los Departamentos sin recursos, ya quedan- 
do destituido de ellos el gobierno general; y cuestion que - 
hoy se ha presentado en toda su gravedad, cuando han lle- 
gado á agotarse les fondos con que se habia estado cubrien- 
do, en los cuatro años pasados, el deficiente del erario na- 
cional. Poseidas las comisiones de estas convicciones, han: 
debido temer que en todo cuanto propusiesen habrian de 
encontrar contradiccion y resistencia; pero han debido mas 
que todo tener á la vista el estado de las cosas, y hacer ca- 
- Mar todas las razones de oposicion que ellas mismas han 
pulsado, acaso con mas fuerza que nadie, ante este peren- 
torio argumento: Dentro de dos meses no hay con qué atender 
á los gastos generales; el gobierno de la República tiene que 
dejar descubiertas todas las atenciones del servicio público, y la 
nacion va á caer en disolucion. Todo ha debido ceder 4 es- 
ta necesidad imperiosa, y las comisiones han tenido que 
adoptar las iniciativas del gobierno, á escepcion de una so- 
la; persuadidas, como deben estarlo, de que éste habrá cal- 
culado todas las dificultades que ha de encontrar para su 
ejecucion, si el congreso las aprobara, y pensado en los me- 
dios de llevarlas 4 efecto. E 

Pero era menester fijar un plan general para proceder, y 
este no podia ser otro que la distribucion de las rentas ec- 
sistentes 6 que pudiesen crearse, entre los Estados y la fe- 
deracion, pues la que está en práctica, habiéndose hecho con 
el carácter de provisional, quedó sujeta á reforma, debién- 
dose esperar que una vez arreglada, podrá lograrse con ella 
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el objeto por tanto tiempo deseado, de nivelar los gastos 
tanto de los Estados como del gobierno general, dejando es- 
pedita la marcha de éste y de aquellos sin el continuo cho- 
que á que sin esto han de dar ocasion sin cesar las necesi- 
dades del uno y de los otros. Las comisiones habian lle- 
gado á este punto de su trabajo, que es el proyecto de de- 
creto que tienen el honor de presentar á la Cámara, cuan- 
do se ha distribuido en ella impresa la contestacion que ha 
dado el Escmo. Sr. gobernador del Estado de México á la 
circular pasada por el ministro de hacienda á los gobiernos 
de todos los Estados, acompañando ejemplares de las ini- 
ciativas que han sido el objeto de las deliberaciones de las 
comisiones. Estas hubieran debido dar aquí punto 4 sus 
labores, hasta que por la comision de puntos constituciona- 
les se examinaran las cuestiones que en dicha contestacion 
se suscitan sobre las facultades del congreso general para 
decretar contribuciones sobre los Estados, pues inútil seria 
ir mas lejos en una discusion que no ha de traer mas resul- 
tado que un ocurso á la corte suprema de justicia, quedan- 
do sometidas al exámen de las legislaturas de los mismos 
Estados las reclamaciones que 4 aquella se dirijan sobre las 
iniciativas aprobadas. Podrian tambien haber apelado al 
único medio á que puede sin obstáculo recurrirse, que es 
el aumento del contingente de los Estados en la suma ne- 
cesaria para cubrir el importe del deficiente del erario fe- 
deral, como se verificó en la primera distribucion de rentas 
que se hizo por el decreto de 4 de Agosto de 1824, por el 
que se designaron 4 los Estados 3.136.876 pesos por ra- 
zon de dicho contingente,.medio ` enteramente conforme 
con la naturaleza del sistema y el mas adecuado á él, á lo 
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menos mientras no se niegue la obligacion que aquellos tie- 
nen de contribuir á los gastos generales; pero lo han consi- 
derado inútil, porque diciendo el mismo gobernador que no 
bastan todavía las rentas del Estado á cubrir los gastos de 
su administracion y pagar en totalidad el contingente que 
te está; actualmente asignado, mucho menos podrá pagar el 
aumento que habria de hacerse, pues que por este camino 
resultaria el mismo inconveniente que espresa el señor go- 
bernador debe seguirse, si se toma para la federacion una 
parte de las rentas que ahora entran en las arcas del Es- 
tado, que es que este se desquiciará y desarreglará. Inú- 
til seria, pues, proponer un medio que ha de ser impracti- 
Gable, tanto mas, que los mas de los Estados no se hallan 
en materia de rentas en tan ventajosa posicion como el de 
México, y algunos no pueden llegar nunca á ella, pues por 
sus circunstancias particulares no podrán nunca soportar 
carga alguna. ' Entre los graves errores que en materia de 
hacienda se han cometido, uno de los mayores es sin duda 
suponer á todos los Estados susceptibles de llevar con igual- 
dad una parte de las cargas generales en proporcion 4 sus 
resitasx. Nunca han contribuido á estas cargas mas que los 
Estados centrales, que son los que poseen los ramos pro- 
ductivos: les demas han tenido siempre necesidad de ser 
ausiliados, y por esto en el órden muy económico de gas- 
tos establecido antes: de la independencia, todavía de los 
seis á siete millones de pesos que toda la administracion 
costaba, 1.500.000 pesos, es decir, cosa de la cuarta parte 
del costo total, se invertia en la defensa y proteccion de 
los Estados fronterizos. 0 

Las comisiones, no- obstante el resultado que pueden 
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preveer que tendrán sus trabajos, han creido todavia de- 
ber presontarlos á la cámara, porque vuelta á tratar la ma- 
teria con los cuatro Sres. ministros, estos, despues de to- 
mar instrucciones del Escmo. Sr. presidente, dijeron en su 
nombre que insistian en las iniciativas presentadas , y es- 
taban conformes con la opinion de la mayoría de la comi- 
sion, que en modo alguno creian fuese contrario á la cons- 
titucion. 

En la clasificacion que las comisiones han formado, ha - 
habido alguna discordancia de opinion con uno de los indi- 
yiduos que las componen, que con este motivo presentará 
su voto particular: el punto esencial en que han diferido 
ha sido la alza de prohibiciones, cuya idea no ha podido 
adoptar la mayoría, porque en ella ve segura la ruina de la 
industria nacional, y muy inciertas las ventajas que haya 
de proporcionar al erario. 

En la referida distribucion se aplican á la federacion los 
ramos que actualmente tiene, incluyéndolos en el plan, no 
porque hayan de ser materia de deliberacion, sino para que 
dicho plan forme un sistema completo, recayendo la disew- 
sion y votacion solo sobre lo que ahora se presenta de nue- 
vo, que la comision indicará 4 medida que se haya de tra- 
tar de cada artículo, y ademas la parte ya acordada por am- 
bas cámaras del derecho de consumo; la mitad del derecho 
sobre pastas de oro y plata; una contribucion de 4 al mi- 
llar sobre la propiedad raiz, y algunas otras, como se echa- 
rá de ver, así como lo que se regula que pueden producir, 
en el estado que se acompaña, quedando á los Estados la 
parte de estas mismas contribuciones que se des designa; 
la capitacion, que en algunos es de un producto considera- 
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ble, la que las comisiones no han creido deber agregar á la 
parte del erario general, por lo que no han adoptado la ini- 
ciativa del gobierno relativa á este punto; las alcabalas in- 
teriores; los derechos de patente, profesiones y ejercicios 
lucrativos; y todas las demas contribuciones que las mis- 
mas legislaturas puedan decretar para cubrir los presu- 
puestos de sus gastos; pero se ha establecido el principio 
consignado en el artículo 2”, de que los ramos que pagan 
contribucion á la federacion, no pueden estar sujetos á otros 
gravámenes en favor de los Estados. 

Muchas dificultades ofrece sin duda el arreglo que las 
comisiones proponen: trastornos ha de causar en el órden 
actual de la administracion de rentas de los Estados: todo 
esto es cierto, y las comisiones están lejos de desconocerlo 6 
disimulárselo. Pero téngase presente que dentro de dos me- 
ses no hay con qué cubrirlos gastos de la federacion, y reflec- 
siónese sobre el trastorno inmenso que esto debe producir. 
Cualquiera inconveniente menor debe atropellarse para sal- 
varlo; pero si por desgracia no hay medio alguno para evitar- 
lo; si el gobierno no tiene que esperar ausilios prontos y 
positivos de parte de los Estados, la nacion habrá llegado 
á este punto: ó es menester suspender todos los pagos de la 
deuda exterior, sentencias y compromisos de cualquiera natura- 
lega que seam, ó no hay medios con qué atender á los gastos 
mas precisos: pretender sacar estos de solo el Distrito y Ter- 
ritorios, sobre ser inicuo, es imposible, y las consecuencias 
que tendrá el uno ó el otro de los estremos propuestos son 
tales y de tal trascendencia, que las comisiones no creen 
necesario manifestarlas, porque son demasiado evidentes. 
Acaso alguna de estas consecuencias no parece tan temible 
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& algunos, y aun es apetecible para otros; pero los efectos 
serian terribles, y mucho mas en circunstancias de encon- 
trarsé la nacion en situacion comprometida, y en que el go- 
bierno general necesita crédito y recursos, que solo puede 
sacar de los Estados para salir de tan difícil posicion. 

Las comisiones, por las razones espuestas, proponen á la 
deliberacion de las cámaras la siguiente distribucion de 
rentas: 


Art. 1° - Pertenecen 4 las rentas generales de la federa- 
olon: 

J. Los derechos de importacion, exportacion, interna- 
cion, avería, y en general los impuestos sobre el comercio 
estrangero, que están establecidos Ó que se establecieren 
en las aduanas marítimas y fronterizas. El derecho de 
fortificacion de Veracruz. | 

II. La mitad del producto del derecho de consumo 4 
los efectos estrangeros, que establezcan las leyes. 

III. El producto de la venta de tierras libres, que la 
ley consigne á la federacion. 

IV. El producto de los derechos de introduccion de la 
moneda en los puertos, y de la exportacion de la misma y 
de los metales preciosos. | 

V. Los productos de la renta del tabaco. 

VI. Id. los de la de correos y peages generales. 

VIT. Los de la lotería nacional. 

VIII. Los de las salinas. 

IX. Los del papel sellado. 

X. Los de las casas de moneda. 

XI. La mitad de un 3 pS que pagará el oro y plata 


en pasta, reeaudable por la federacion. 
2 
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XII. La contribucion de 4 al millar sobre las fincas 
rústicas y urbanas, que el gobierno recaudará conforme á 
las leyes vigentes sobre la materia en 1844. _ 

XIII. Las contribuciones impuestas y a se impusie- 
ren 4 la industria nacional. 

XIV. El contingente ordinario y estraordinario que la 
ley señale á los Estados para cubrir los gastos generales. 

XV. Los bienes nacionales. 

XVI. . Las multas, comisos, descuentos de montepio ci- 
~ vil y militar, reintegros y todos los demas productos que 
proceden del manejo económico de las rentas. 

XVII. Las rentas que conforme á las leyes se perci- 
ben en el Distrito federal y en los territorios que no han 
pasado á ser Estados segun las leyes. 

Art. 22 Los Estados no podrán imponer contribuciones 
sobre los objetos gravados por las rentas federales. __ 

México, Junio 26 de 1851.—J. Echeverría. —Alaman.— 
Pasquel.— Pimentel. 


PRESUPUESTO DE LOS GASTOS GENERALES Y FONDOS DESIGNADOS 
PARA CUBRIRLOS. . 


El gobierno necesita para los gas- 
tos comunes de administracion, 
reduciéndose á la mayor econo- 
mía, segun el Sr. ministro de 
hacienda, 4 razon de 600.000 


ps. mensuales...........o.ooooooo.. | 1.200.000 
Para réditos de la deuda esterior.. 1.597.334 ) 2.797.334 
Id. para la interlor.................. 1.200.000 | 
Para gastos estraordinarios é BUENO Ves por lo 

MENOS oraaa rere 1.000.000 


- 10.997.334 
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La cantidad espresada se cubrirá con los 
productos de las rentas y contribuciones si- 
guientes: 

Por derechos de importacion, exportacion y to- 
neladas, que se cobran en las aduanas marí- 
timas y fronterizaS.....o.oooooooo oooooonororoco». 

Por el 1 pS de importacion, conforme 4 la ley 
de 31 de Marzo de 1838, calculando el im- 
porte bruto del derecho de importacion en 
4.400.000 Pravia 

Por el 2 pS de avería, conforme al decreto 
de 28 de Febrero de 1843............ommm..... 

Por el derecho de internacion sobre los efectos 
estrangerOS...ocoomommommo»o asa 

Por el id. de circulacion de moneda 4 su entra- 
da & los PUES ii 

Por la renta del tabaco en la parte que la 
compañía contratista debe entregar al go- 


Por la renta de naipes........ cin 
Por la renta de COITeOS.....ooooocconoccnoconcnon 
Por la renta de loterla...........ooooomooosmmoss.o. 
Por la del papel sellado..............oooommmooomo. 
Por la dè SAM iia 
Por las casas de moneda......s.sseessecesoeseces. 
Por bienes nacionales..........ooooooooccmmomom»oso 
Por contingente de los Estados.................. 
Por las contribuciones directas y alcabalas de 


A la vuelta...cccccccccessecescuees 


4.500.000 


146.666 
293.333 
550.000 


280.000 


600.000 


20.000 
100.000 
000.000 
180.000 

5.000 
100.000 
3.000 
400.000 


7.177.999 
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De la vuelta....... Aaa ios. 7.177.999 
venta de fincas en el Distrito federal.:..:.:. 450.000 
Por montepío civil.............oooooormommmsmooroo. 89.873 
Por montepio militar....... asian 213 
Por derecho de fortificacion de Veracruz...... 22,000 
Por id. del derecho del real por marco de mi- > 
A E paa 5 199090 
Por derecho de quinto y ensaye io sate 14.108 
Por derechos de cartas de seguridad............ 10.000 
Por la contribucion sobre sueldos.....,......... 22.147 
Por la renta de peages ao de Perote | 
A oeasapeshearonniame acess dde 32.000 
-Por id. id. del camino de Toluca 4 México, | 
Puebla, Orizáva, Córdova y Veracruz....... | 72.000 


-_ ee ee 


Por otros ramos menores y accidentales, como 
alcances de cuentas, aprovechamientos, cré- 
ditos activos, premios de cambio &c. &., se 
cuca rr eerie 100.000 


Hasta aqui el cálculo del Sr. Esteva, páginas | 
36 y 37 de su ás o aos ..... 8.139.340 


. T - o 


AUMENTOS QUE PODRAN OBTENERSE. 


En la renta del tabaco............., 400.000 
Por la mitad de 8 pS del dere- ` ` 

cho de consumo en el interior 

de la república á los efectos es- 

A - 600.000 
En el aumento de Mas inicia- 


Al frente........... 1,000.000 8.139.340 


Del frente.......... 1.000.000 8.139.340 
dos por el gobierno sobre la cir- 
culacion y exportacion de la mo- 


A TE 450.000 
Por el impuesto iniciado sobre in- 
A a . 300.000 


La contribucion de 4 al millar ini- 


ciada sobre fincas rústicas y ur- 
Danas nas 1.000.000 


La mitad de los derechos de ensa- 
ye al oro y plata en pasta pedi- 


do por el gobierno............... 250.000 
3.000.000 
11.139.340 
COMPARACION. 
Importan los gasto8........ssesesersesesererssesess 10.997.334 
Id los productos de las rentas..........ooomoommoo.. 11.139.340 
Sobrante ....ssessssserseseceo 142.006 


En la comparacion que antecede aparece un sobrante de 
142.006 ps.; pero debe advertirse que con los 600.000 ps. 
mensuales á que por ahora podrá sujetarse el gobierno, no 
alcanza para hacer los pagos íntegros á los empleados, ni 
para ir disminuyendo la deuda pública. 


VOTO PARTICULAR 


DEL SR. DIPUTADO 


D, GUILLERMO PRIETO, 


EN EL DICTAMEN DE LAS COMISIONES DE HACIENDA 


SOBRE CLASIFICACION DE RENTAS. 


AS dificultades que se ofrecian momento 4 momento 
á las comisiones de hacienda en la discusion aisla- 
da de las iniciativas en que ha insistido el señor 


J} secretario del ramo y las nuevamente presentadas, 
embarazaban de tal manera las discusiones y prepara- 
ban resultados tan incompletos y poco satisfactorios, que al 
fin se resolvieron formar una nueva clasificacion de rentas 
en los términos que se ha visto en el voto de la mayoría. 
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Voy á esplicar las diferencias que hay entre mi proyec- 
to de ley y el que suscriben mis respetables compañeros de 
comision con la brevedad posible, puesto que tendré que 
ampliar éstas consideraciones cuando fijen otras leyes las 
bases de cada una de las rentas en particular. 


Cuatro son los puntos de diferencia de una y otra clasi- 
ficacion, y voy á marcarlos con la mayor claridad posible. — 


1° La mayoría de la comision asigna la mitad del dere- 
cho de consumo á las rentas generales, y yo opino porque 
se consigne el derecho en su totalidad á la federacion. 


2? La mayoría consigna 4 las rentas generales el tanto 
al millar sobre las fincas rústicas y urbanas, y yo opino por- 
que no se toque esta renta, que es de la pertenencia de los 
Estados. 


3 La mayoría opina porque el 3 por 100 de derecho 
de platas se asigne 4 la federacion, y yo porque se deje 4 _ 
los Estados. - 

4° La mayoría consulta una contribucion sobre la indus- 
tria nacional, y yo me decido por el alzamiento de prohi- 
biciones. | 


Hé aqui los fundamentos de mi parecer. 


DERECHO DE CONSUMO. 


El tenor de las leyes de 22 de Diciembre de 1824 y 22 
de Agosto de 1829, concede á los Estados la facultad de 
imponer: primero un 3, y luego un 2 por 100 á los efectos 
estrangeros por derechos de consumo. Tan se consideró 
con este carácter la concesion, que varios Estados renun- 
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ciaron el i imponer el 2 por 100, de lo que oa un 1 perju- 
dicial desnivel. 

. El art. 162 de la constitucion prohibe 4 los Estados i im- 
poner ‘derechos al comercio estrangero, y el 50 comete al 
congreso general ese arreglo de la manera mas terminante.. 

~“ No es necesario fundar la conveniencia de los artículos 
esprésados; los señores diputados la perciben á primera : 
vista y sin esfuerzo. 

La cuestion para consignar á las rentas generales el 
consumo, es de conveniencia y de política. | 
-- De conveniencia, porque el referido derecho forma una 
parte considerable de las rentas de los Estados en que ec- 
sisten las alcabalas, porque la seguridad de la percepcion 
de consumo ha hecho que se consagre su inversion á obje- 
tos de la mayor importancia y preferencia; por último, es ' 
él tin? punto de apoyo rentístico que no se podrá remover 
sin riesgo de la confusion de las Tontas de los mismos Es- 
tados. i- 7: pe 7 | 

Pero si esta consideracion es poderosa, no lo es menos la 
necesidad vital de cubrir el deficiente, y en el conflicto es- 
tremo de atacar alguna de las rentas de los Estados, he 
creido que no se debia vacilar en la adopcion de aquel es- 
tremo que dejando incólume el sistema federativó contase ` 
con el apoyo de la constitucion. 

Me afirmó en esta opinion la iniciativa pendiente ae fer- 
solucion sobre el derecho de consumo. 

Porque la adopcion de un solo suelo acaba absolutamen- 
te con este derecho en los Estados, dejándoles: los graváme- 
nes de la j inquisicion fiscal y las trabas y. registros al comer”: 
cio interior, y la de muchos suelos hace insoportable el ii a 
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puesto por la repeticion del pago de un derecho muy subi- 
do si se atiende á que no es otra cosa en último resultado, 
mas que un recargo de los derechos de arancel, , 

Como en mi clasificacion es la sola renta que se quita á 
los Estados, mejor dicho, que recobra el gobierno general, 
aunque parezca dura, no se dirá ni remotamente que se opo- 
me'á las instituciones ni á la soberana é independencia de 
los Estados.’ 


, Por otra parte, en este nuevo sistema miede ser may 
posible, sin menoscabo del erario nacional, la designacion. 
de un suelo único, conciliando esta disposicion con la debi- 
da libertad de comercio, y un sistema consecuente y bien. 
encadenado de correspondencia fiscal, - La unidad directiva. 
para la recaudacion de este impuesto, y læ independencia | 
de su cobro, pueden hacer eficaz, mas que de ninguna otra ; 
manera, la vigilancia de las autoridades marítimas, y cons-. 
tituir un ingreso que por lo bajo debe producir por los datog - 
que ministra la memoria del Sr. Rosa de 1845, 1.500.000. 
pesos. | 

* Yo, en mi cálculo, aieu este i ingreso á 1. 200. 000 pe-. 
sos, deseoso de que ni remotamente parezca ecsagerado,, y 
en la práctica no produzca un desengaño perjudicial. 


CUATRO AL MILLAR SOBRE LA PROF IEDAE 
TERRITORIAL. 


Opino en- tita de lo que consulta la mayoría de la co- 
mision en este punto, E por las razones que apuntaré s some- | 
ramente. | | 

-En la pág. -15 de un impreso publicado con el título de 
“Defensa de. la libertad ae comercio interior,” en io Ñ 


ad 
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por el digno empleado. y compañero nuestro D.. Ignacio 
Piquero, encontrarán los que descen estudiaf esta ma- 
teria una rectificacion satisfactoria del cálculo del Sr. mi- 
nistro de hacienda sobre el valor de la propiedad raiz; pe- 
ro prescindiendo de esta cuestion, y en el supuesto que 
produjera el millon de pesos que calcula la mayoría de 
la comision, ofrece 4 primera vista inconvenientes de 

cuantía. 

El desfalco en las rentas de los Estados seria estraordi- 
nariamente desigual por la diferente apreciacion de la ri." 
queza y sus productos, así en unos Estados como en otros. 


Aunque no soy de opinion de que la clasificacion de ren- 
tas vigente es una ley constitucional, sino ley de un carác- 
ter transitorio por desgracia, sí es constitucional la facultad 
de los Estados para imponer contribuciones en su territorio, 
y ‘como observa muy bien el Sr. gobernador del Estado de 
México en su reciente esposicion, es una consecuencia na- 
tural de su independencia y soberanía, atacada eminente- 
mente en la iniciativa del Sr. ministro, que corresponde & 
este punte. | 


no. q 


El cáracter de la contribucion de que se trata es evi- | 
dentemente local, tanto, que segun observa Canga—Argiie- 
lles, en España mismo se tuvieron que encargar los parti- 
culares de la regulacion 4 las provincias, segun consta 
pormenorizado en la famosa ley de repartimientos. 

Hay tal apreciacion de circunstancias en los paises bien - 
sistemados para hacer justo y equitativo este impuesto, 
que se han requerido adelantos asombrosos en la estadís- 
tica y en el derecho administrativo, que es imposible que 
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se improvisen entre nosotros por ahora, y que siempre ten- 
drán por obstáculo la estension de nuestro territorio. | 

` Se tiene en cuenta en aquellos paises los rendimientos 
de las tierras y fincas, los costos de construccion, los ma- 
yores y Menores arriendos, y hasta las influencias del clima 
en la duracion y deterioro de las fábricas (1). | 

' El que quisiere mas pormenores sobre los “caracteres 
de este impuesto, puede ver lo que se practica en Inglaterra, 
en el tomo primero de la escelente obra de Bailly. o 

. La naturaleza de nuestra. propiedad rústica, no permite 
uña regulacion semejante 4 la que decretó Felipe V en 
1705, dividiendo las tierras en de huerta, viñas, ia 
dehesas, pastos &c. -&e. ae" 

_ Viéndose en. España: mismo que, las tierras de Cadi, 
Sevilla, Málaga y Valencia, no podian compararse.con las * 
de Granada, Murcia y Aragon, ni estas:con las.de Rioja: y" 
Estremadura, ni las últimas con las de Castilla y la ..Man-. 
cha, tuvo que encomendarse la regulación del .impuesto 
á las diputaciones provinciales, porque se consideró: en: 
este punto el carácter local de la contribucion... 0 > 

En este particular, con un tino superior á todo elojio, -el . 
Sr. Piquero planteó su contribucion, centralizando hasta don- 
de pudo, es verdad, lo administrativo, y dándole una organiza- 
cion entonces sin obstáculo, pero que hoy seria abiertamente.. 
contraria á las instituciones que nos rigen. p 

Esta contribucion no ha podido florecer sino al arrimo y 
con la intervencion de las autoridades “municipales y loca- ` 
les; encomendar semejante renta al gobierno general, seria 
subalternar todas esas autoridades, 6 Dios uña pagna 


ca a 


a. Foucar tom. 2 pág. 85 y signientes, Se E 
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desdc la mas retirada aldea basta. las capitales de los'Estai, 
dos; per esto:es que la considero ente CAR 


resis tencias que provocaría, le darian un. rine peligrosa! 
y revolucionario: . medidas de esta naturaleza són las que: 
á mi juicio han obligado á decir á una persona tan sensatat 
como es el señor gobernador del Estado de México, que las 
iniciativas tienen una tendencia muy marcada á destruir 
la independencia y soberanía de los Estados, constituyén- 
dolos en una especie de tutela y dependencia indebida res- 
pecto del centro de la Union. En una palabra: en'mi juicio, 
tal iniciativa ataca en su raiz al gobierno | y la administra-* 
cion interior de los Estados, que'es una de las baños garan- 
tizadas solemnemente por el pacto fundamental.” debi 


o r ' lr 
iy be, aes e ; 


Y 


"TRES POR CIENTO DE PLATAS. 


edass en mi voto particular el impuesto del 8 -por 100” 
sobre las platas, porque el gravámen vaárecaer de 'un modo” 
muy. desigual: sobre los Estados: ‘mas claro; porque va 62 
hacer la ruina de Estados: mineros: que, como Guanajus-' 
to cuentan esta entre la mas pingtié de sus rentas. -' “<= 3 
‘La contribucion sobre platas, si afecta en mi juicio una 
industria verdaderamente nacional; por este impuesto los : 
Estados tienen el aliciente de protejer esa riqueza que re- | 
fluye inmediatamente en bien de los gobiernos respectivos. . 
Hoy varios minerales, que aun no producen como era de. 
desearse, tienen una espectativa brillante, como sucede en 
México y Oajaca. “Hacer indiferente á la autoridad local | 
á estos adelantos, quitándoles á los gobiernos de los Esta- 
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dos él impuesto, seria -may nocivo, y mas nocivo todavia, 
y: én esto suplico & la cámara fije su atencion, que 
por su parte el gobierno general impusiera una contri“ 
bucion y el Estado por la suya otra, ateniéndose 4 las fa-. 
cultades de sis gebiernos tácitas y — en j cons- 
titucion. 
Voy á fundar mi renuencia á ła contribucion 


l SOBRE LA INDUSTRIA. 

“Ta contribucion directa sobre la industria, que no va A 
hacer otra cosa que uną confirmacion impelitica del funesto 
sistema prohibitivo con respecto á las manufacturas de al- 
godon, es injusta, porque va á recaer su peso sobre la glase 
mas menesterosa, sobre el consumo mas indispensable de los . 
Jornaleros que no tienen por otra parte espectativa de au- 
mento de jornal. Es una contribucion sobre la clase indige- 
na é infeliz, contribucion que no está á su arbitrio pagar 6 
no. pagar, porque es sebre un efecto de primera necesidad, 
y pone al contribuyente en una disyuntiva de. 6 no vestirse, 
Ó vestirse caro; ademas reagrava los males del monopolio, y. 
es de advertir que en la manta que ahora se le encarece, 
pega una contribucion cuantiosa para protejer le que entre: 
nosotros se llama la industria nacional. Es anti-económi- 
Ca, porque á medida que encarezca el producto, disminuirá 7 
el consumo; porque quedará sin esplotar la masa de la po- - 
blacion que permanece aún desnuda, y porque el contra- . 
bando aumenta á medida que aumentan sus atractivos. Por 
otra parte, si la persecucion del fraude puede ser fácil en 
el interior poblado de la república, no es lo mismo en la | 
frontera, y esto se presta á consideraciones de otra categoría. 

Es mezquina, porque el producto de la contribucion libe- 
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ralmente calculado es de 300.000 pesos, y de estos tiene que 
deducirse la cantidad del impuesto sobre la industria Que 
figura entre las rentas de los Estados á razom de 15 por 
100 y los subidos gastos de la recaudacion.: . i 
Es de muy dificil realizacion, porque no se puede calcu- 

lar el producto de una fábrica por el número de malacates,: 
puesto que varía en esto con frecuencia el número de: 
los que están en accion; tampoco se puede caleular por el 
algodon intreducido en ellas, puesto que una parte se vende. 
en hilaza y es variable tambien el peso de las mantas; no' 
se puede equiparar este impuesto con el de alcabalas, per- 
que en el primero hay un sistema fiscal que reconoce Is: 
procedencia, el consumo y el final destino, y en este- 
particular no puede seguirse igual sistema: atenerse á las: 
relaciones juradas, ademas de los inconvenientes de morali-. 
dad y económico—políticos, era entregar el impuesto á Ios: 
interesados, cuando es público que hay muchos de estes : 
que viven y han enriqueeido del contrabando. y 

_ La mas vigorosa de las eonsideraciomes de los industtia- 
les en favor del sistema prohibitivo, es que por los eostos que 
hoy tiene la manta no puede competir con la estrangera. : 
¿Y cómo podrá competir en lo sucesivo con el gravámen de - 
dos ó tres rs. en cada pieza? A esto se replica que los intere-. 
sados están conformes, y la razon es muy obvia; los industria- 
les no solo no se gravan, sino que se benefician, porque decla- 
rada del gobierno general esta industria, se abolirá la contri- 
bucion sobre los husos, sueldos y salarios de los dependien- 
tes fincas, &c.; y quién sabe hasta dónde llevarán sus preten- 
siones personas que siempre tienen tan fácil acceso y tan 
amistosas, relaciones con el gobierno general. 
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_ TY qué diremos de la situacion que guardará entoñoos la 
verdadera industria, cemo: son telares: de mano, 'rebocería, 
pábilo; dué, dec., que ecipan:mas: de 35:000 personas? © 
Por último, decidir la vital cuestion «de prohibiciones por 
up estreña tan injusto -desoyendo: les quejas de los Esta- 


des fronterises. en: pró de: deteriinados intereses ' y “con 


méngus- y: peligra: del erarie.y de la independencia de mi 
pais; ezo nosh hará RUHCA OOH | mhi: voto; ho; señor. Este 


jathas tendrá la. A de los: a papain 4 on- 


Vieciongs. | cos > Bye 
-:He legado é akila que se cree que en nuestra clási- 

figacion se da por subentendida Ja aprobacion, ó á lo menos 

lẹ aquiescencia del proyecto de arreglo de la deuda, presen- 


tada ¡porel señor ministro. actual; esto no es. así respecto * 
á mi persona; y porel contrario, el arreglo me parece de 
todo punto perjudicial 6:inadmisible: aventuro esta opinion | 
sir apoyarla para desvanecer aquella creencia; y-por no ser” 


de mi inspeccion analizarla iniciativa correspondiente: = 
RES a o a ee Sl 
-..Por fortuna mi cálculo de productos con la clasificacion 


que; presexto, da los mismos resultados que el de la mayo- 


ría, lọ que desvanecerá de todo punto la sospecha de que 


soy indiferente á Ja crisis actual de la adininistración: lo qué: | 


he :deseado y.en lo que trabajaré con toda mi’ energía, es 
en que las instituciones se respeten, eri que nó se consume ` 


una centralizacion funésta pad el pde y a la nacio" 


nalidad de mi pais. 


“Por lo demas, las diatribas de mis enemigos no o pueden ` 
Tlegar nunca hasta donde alcanza mi satisfaccion íntima, y. 
el orgullo que me produce cumplir, como ' ahora, con mis 
deberes, independiente de toda indigna consideracion. 


nr 
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- Por las consideraciones antes espuestas, que esplayaré 
si necesario fuere en el curso de la discusion, me atrevo & 
proponer al ilustrado ecsámen de la cámara el siguiente 
proyecto de 


€LASIFICACION DE RENTAS. 


Artículo 1” Pertenecen á las rentas generales de ly fe- 
deracion: 

1" Los derechos de importacion, esportacion, interna- 
cion, fortificacion, averia, y en general los impuestos sobre 
el comercio estrangero que están establecidos 6 que se es- 
tablecieren en las aduanas marítimas y fronterizas. 

_ 2° El producto del derecho de consumo 4 los efectos es- 
trangeros segun las leyes. 

3- El producto de la venta de tierras libres que la ley 
consigne á la federacion. | 

4? El producto de los derechos de introduccion de la 
moneda en los puertos, y de la esportacion á la moneda y 
metales preciosos. 

5- La renta del tabaco. 

6° El producto de la de correos y peages generales. 

T? Los de la lotería nacional. f 

5? Los de las salinas. 

9° Los del papel sellado. 

10° Los de las casas de moneda. 

11° El contingente ordinario y estraordinario que la ley 
señale á los Estados para cubrir los gastos generales. 

12° Los bienes nacionales. | 

13° Las multas, comisos, descuentos de montepio civil 


y militar, reintegros, sueldos de yacantes, y todos los de- 
mas productos que procedan del manejo económico de las 
rentas. 

142 Las rentas que conforme á las leyes se perciben en 
el Distrito federal y en los AERE que no han pasado 
á ser Estados. ` 
México, Jynio 26 de 1851.— Guillermo Prieto. 


1 
El gobierno necesita para sus — 
gastos comunes á razon de 600 


mil pesos mensales............ 1.200:000 
Rédito de la deuda estörior 1.597.334 2.797.334, - 
Idem de la interior............ 1.200.000 os 
Gastos estraordinarios é im- 

previstos ... ie secsec 1.000.000 


: 10.997.334 
La cantidad espresada se cubrirá con los 
productos siguientes: 
Los calculados S por el Sr. Es- 
teva, segun el número 4 de su. 


eSPOSICION .........ceccecceccsscres 8.139.340 
Aumentos que calcula el que 
suscribe. 
Derecho de consumo......... 1.300.000 + 11.089.340 
Renta del tabaco.............. 400.000 
Derechos de circulacion y 
esportacion ....oooooococomencocm... 450.000 
Alza de prohibiciones......... 600.000 |- 


Aumento al contingente...... 200.000 
DODPANTC oi 92.000 


- México, Junio 26 de 1851.—Guillermo Prieto. 
- Son copias. México, 27 de Junio de 1891.—J. N. Es- 
pinosa de los Monteros. 
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DICTAMEN 


DE LA COMISION ESPECIAL 


DE LA 


CAMARA DE DIPUTADOS 


DEL CONGRESO GENERAL, 
Sobre el privilegio concedido 


A D. JOSE GARAY, PARA LA APERTURA DE UNA VIA 
DE COMUNICACION INTER-OCEANICA POR EL ISTMO 
DE TEHUANTEPEC. 


Kono 


MELICO. 
IMPRENTA DE VICENTE GARCIA TORRES. 
i 1851. 
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EL estenso dictámen que en este negocio presentó la co- 
mision del senado, y se ha repartido impreso á los señores 
diputados, escusa en parte á los que suscriben de en- 
trar en esplicaciones de pormenor, que fueron necesarias 
sin duda en la primera cámara donde se ecsaminó el nego- 
cio, pero que aquí no producirian otro efecto que el de una 
inútil y fastidiosa repeticion. Refiriéndose, pues, á aquel 
papel, que especialmente en cuanto 4 la historia de los he- 
chos da toda la luz que puede apetecerse, los que suscriben . 
se limitarán á llamarla atencion de la cámara de diputados 
sobre los puntos que ellos juzgan capitales para la deci- 
sion que haya de tomarse en el estado que hoy guardan 
las cosas. 

Cuatro épocas deben distinguirse en el espacio de tiem- 
po que ha corrido desde que se concedió & D. José Garay, 
natural y ciudadano de la república, privilegio esclusivo 
para la apertura de una vía de comunicacion entre el golfo 
de México y el Oceano Pacífico por el istmo de Tehuante- 
pec: la primera época es la del gobierno provisional que na- 
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ció del plan de Tacubaya, y ecsistió desde Octubre de 
1841 hasta fin de Diciembre de 43: la segunda, la del ór- 
den legal creado por la constitucion que se denominó Ba- 
ses orgánicas de la república mexicana, y cuyas autoridades 
comenzaron á funcionar el 1° de Enero de 44: la tercera, la 
del gobierno transitorio del general D. Mariano Salas, que 
tuvo el ejercicio del poder ejecutivo desde la revolucion de 
- la Ciudadela en Agosto de 1846, hasta la reunion del con- 
greso constituyente en 6 de Diciembre del mismo año: la 
cuarta y última, la de la constitucion federal, que entonces 
se restauró y forma hoy la ley fundamental de la república. 
Aunque entre la segunda y tercera de estas épocas ecsistió 
el gobierno del general D. Mariano Paredes, que llenó los 
- primeros siete meses del año de 46, la comision no lo ha 
mencionado, porque durante él nada se hizo en el negocio 
= de Tehuantepec. En cada una de las épocas señaladas 
han ocurrido incidentes, que es preciso considerar segun 
las circunstancias propias del tiempo. 

El plan de Tacubaya creó en México una autoridad que 
reunia en sus manos dos poderes, el legislativo y el ejecu- 
tivo: la potestad judicial se conservó en los magistrados y 
tribunales que antes la ejercian. Ese poder doble confiado 
al general Santa—Anna, y por delegacion suya en periodos 
determinados á otras personas, abrazaba sin duda gran su- 
ma de facultades; pero el uso que de todas se hiciera, que- 
dó sometido al ecsámen de la nacion, representada en el 
primer congreso constitucional que se reuniera; así se esta- 
blecié en el artículo 6° del plan de Tacubaya, y en el 2° 
“del tratado ó convenciones de la Estanzuela. Habia pues 
en todos los actos del gobierno provisional un principio que 
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hacia que no pudiera tenérseles por firmes y acabados de- 
finitivamente, pues todos ellos esperaban el ecsámen y jui- 
cio de la primera asamblea constitucional qne hubiera en 
México. Esta condicion original de aquel gobierno, que 
comunicaba á todas sus medidas cierto carácter de pen- 
dencia é instabilidad, era tan pública y conocida entre no- 
sotros, como la ecsistencia misma del gobierno, puesto que 
nacia de los propios títulos de donde él derivaba su orígen. 
Y si bien en los últimos meses de su duracion el general 
Santa—Anna declaró que su responsabilidad y la de su mi- 
nisterio eran puramente de opinion, el congreso instalado en 
1844 anuló solemnemente semejante declaracion, teniendo 
por cosa intolerable, y no sin justicia, que una autoridad 
responsable se avanzase á señalar la calidad y limites de 

su responsabilidad: eso equivaldria á no tener otra, que la 
que ella misma quisiera imponerse. 

Bajo el gobierno cuya condicion legal acaba de delinear- 
se, nació el negocio de Tehuantepec. En decreto de 1° de 
Marzo de 1842 se concedió privilegio esclusivo 4 D. José Ga- 
ray para abrir por aquel punto una vía de comunicacion en- 
tre los dos mares, practicándola por medio de un canal na, 
vegable; y donde no fuera conveniente, por un ferro—carril 
en que se usase de carros de vapor. A su costa debian 
hacerse todas las obras, y mantenerse despues los buques 
y Carros necesarios para que nunca se demoraran los traspor- 
tes por el istmo. En compensacion debia él percibir du- 
rante los primeros cincuenta años las tres cuartas partes . 
de los derechos de tránsito, quedando la otra cuarta parte 
para la nacion, cuya era la propiedad de la obra: en los 
segundos. cincuenta años esta proporcion se invertia, toman- 
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do Garay solo una cuarta parte, y las otras tres la hacien- 
da nacional. Se le donaron ademas los terrenos baldíos 
que se encontraran á diez leguas del camino. Por último, 
se le fijó un primer plazo de diez y ocho meses (que espi- 
raban en 31 de Agosto de 1843) para que hiciera practi- 
car un reconocimiento del terreno y de la ruta que debia 
- seguirse; y un segundo plazo de diez meses (que acababa 
en 30 de Junio de 1844) para dar principio 4 las obras, 
agregándose que si no ejecutaba en esos plazos lo que era 
de su deber, el privilegio cesaba. 

Corriendo todavía el primero, avisó Garay al gobierno que 
el reconocimiento estaba definitivamente concluido; pidió 
se le diese posesion de los baldíos para comenzar á traba- ` 
jar en ellos; y solicitó que por medio de un decreto formal 
declarase el mismo gobierno que las personas á quienes an- 
tes se habian concedido terrenos á las orillas del Coatzacoal- 
£o, los habian perdido por no haber cumplido con la con- 
dicion de poblarlos y cultivarlos. No pensaba entonces D. 
José Garay (como ha sostenido despues) que el declarar 
caduca una concesion por falta de cumplimiento de las con- 
diciones impuestas al concesionario, fuese acto peculiar y 
privativo de la potestad judicial, pues en tal caso no habria he- 
cho esta solicitud á un gobierno á quien el único poder que 
faltaba era cabalmente el judicial. .Como quiera que sea, 
se accedió á sus dos peticiones, espidiéndose en 9 de Fe- 
.brero de 43 el decreto qué deseaba, y librándose órdenes 
A las autoridades de Oaxaca y Veracruz para que se le me- 
tiera en posesion de los terrenos. Estas órdenes, sin em- 
bargo. se ejecutaron de la manera mas informe y estraña, 
pues sin averiguarse préviamente qué baldíos habia dentro 
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de la línea de concesion, y sin apearlos ni deslindarlos de al: 
gun modo, la autoridad judicial en el lugar de su residencia 
se limitó á declarar en cerro que amparaba á D. José 
Garay en la posesion dé las tierras que le estaban merce- 
dadas. Si los que suscriben hubieran de manifestar su jui- 
cio sobre ese acto, vista la manera con que se evacuó, di- 
rian que conforme á las leyes de la república, es la ceremo- 
nia mas vana y sin sustancia que pudo inventarse. 

Ya se ha dicho que el primer plazo señalado 4 Garay 
para el reconocimiento, habia espirado en 31 de Agosto de 
43, y que el segundo que era de diez meses para dar prin- 
cipio 4 las obras, debia concluir el 30 de Junio de 44. 
Mas Garay ocurrió al gobierno en 21 de Diciembre de 43, 
esponiendo que le era del todo imposible cumplir su com- 
promiso en los seis meses que le restaban, y pidiendo pró- 
roga de un año que se cumpliriá en fin de Junio de 45. El 
gobierno provisional en vísperas ya de concluir, porque el 
congreso iba á abrir y efectivamente abrió sus sesiones el 
1° de Enero siguiente, accedió el 28 del citado Diciembre á 
esta solicitud, promulgando al efecto el decreto respectivo. 

Llegó por fin en 1° de Enero la época en que la repre- 
sentacion nacional debia ecsaminar los actos del poder dis- 
crecional durante los veintiocho meses que habia ecsistido; 
y despues de las contradicciones y embarazos que para 
esto se suscitaron, con.fecha 1° de Abril de 45, se sanoio- 
nó una’ primera ley de revision, lá cual contiene. las dos re- 
glas siguientes: 

Y “Es nulo y de ningan valor el decreto de tres de Oo- 
“tubre de mil ochocientos cuarenta y tres, en que se decla- 
“ró de mera opinion ld responsabilidad de que habla 14 6° 


“de las Bases de Tacubaya. El gobierno remitirá al con- 
“greso para su revision y demas efectos correspondientes 
“todas las disposiciones legislativas dadas por el gobierno 
“provisional, desde la creacion de éste hasta la publicacion 
“de las Bases Orgánicas. 


2° “Se declara que desde la publicacion de éstas no pu- 
“do el gobierno provisional dictar otras disposiciones legis- 
“lativas que las absolutamente indispensables para la ins- 
“talacion constitucional de los poderes legislativo y ejecu- 
“tivo de la República, con sujecion al ecsámen y califica- 
“cion del congreso. Son por tanto insubsistentes todas las 
“que dió fuera de ese caso; mas el gobierno, sin hacer por 
“ahora novedad en sus efectos, las pasará inmediatamente 
“4 la cámara de diputados, emitiendo su opinion sobre cuá- 
“les merezcan ratificarse, y en qué términos.” 


Promulgada esta ley, la primera concesion hecha en fa- 
vor de D. José Garay por decreto de 1* de Marzo de 42, 
quedaba sujeta como todas las disposiciones legislativas del 
gobierno provisional á una revision cierta y positiva, no de 
mera opinion; y de resultas de ella el privilegio podia clau- 
dicar por defecto original. ` Mas aún cuando así no suce- 
diera, la próroga concedida en 28 de Diciembre de 43 caia 
en un. tiempo en que la autoridad que la otorgó no podia 
ya usar del poder legislativo, segun los términos de la ley 
citada, y debia por lo mismo reputarse insubsistente si el 
congreso no la ratificaba espresamente. Pero lo peor de 
todo era que aun ratificada la próroga, no quedaba ya sino 
el breve tiempo que iba á correr hasta el 30 de Junio en 
que espiraba su plazo; y Garay ni babia comenzado antes, 
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ni tenia posibilidad de comenzar para ese dia los trabajos 
Å que estaba obligado. 

Todo pues lo precisaba á ocurrir 4 las cámaras, única 
autoridad que en uso del poder legislativo podia dar nue- 
va vida á un negocio cuyo término final, aun en la hipóte- 
sis mas favorable, estaba ya tan prócsimo. Y de fac- 
to ocurrió por conducto del gobierno constitucional en 
20 del precitado Junio, esponiendo que despues de ha- 
ber gastado cien mil pesos en las operaciones del reconoci- 
miento, habia marchado á Lóndres en los últimos dias del 
año de 43 para formar allí una compañía que ministrase 
los fondos necesarios para llevar á cabo la empresa: que na- 
da pudo lograr en todo el año de 44; pero que despues de 
las ocurrencias del 6 de Diciembre habia cambiado comple- 
tamente la opinion en aquella plaza respecto del proyecto 
de apertura del istmo, facilitándose la formacion de una so- 
ciedad á que se prestaban personas de la mayor influencia 
y consideracion: que el proyecto pues no podria dejar de 
efectuarse, si por parte del cuerpo legislativo y del gobier- 
no se hacia lo que restaba para inspirar confianza en Lón- 
dres á los empresarios, los cuales iban á desembolsar mas 
de veinte millones de pesos para la ejecucion del proyecto. 
Concluia pidiendo las concesiones siguientes: 1* Un nuevo 
plazo de dos años para poner mano á la obra, contados des- 
de el dia que se le otorgasen. 2* Facultad de imponer de- 
rechos á la correspondencia que pasase por el istmo, y de | 
percibir los de pilotage y faro en los puertos de entrada. 
3" Que se adicionase el decreto original de concesion (1° 
de Marzo de 42) declarándose que los terrenos que resul- 


taran de propiedad particular en la faja de diez leguas á uno 
2 
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y otro lado del camino, se le repondrian con otros baldíos 
en el propio istmo. 4° Que los colonos que vinieran 4 es- 
tablecerse en él, quedaran escentos por veinte años de toda 
contribucion que no fuese municipal; los artículos de sub- 
sistencia, vestuario, muebles y útiles de construccion de 
casas, por seis; y sin término alguno los instrumentos de 
agricultura y artes; pero que se daria conocimiento al go- 
bierno de todos los colonos que llegaran, su procedencia y 
lugar de su destino. 5* Escencion de todo derecho á los efec- 
tos que se introdujeran para la construccion, conservacion y 
navegacion del canal, durante todo el tiempo del privilegio; 
y 6*, prohibicion á todo el mundo de usar en ninguna for- 
ma las aguas que debian alimentar el canal. 

El accederse á estas peticiones importaba tres cosas dis- 
tintas, á saber, la confirmacion tácita del privilegio origi- 
nal, sujeto 4 la sazon al ecsámen del congreso; la revalida- 
cion tambien tácita de la próroga concedida en 28 de Di- 
ciembre de 43, infirmada por el art. 2° de la ley de 1° de 
Abril de 45; y el otorgamiento de las seis gracias nuevas 
que pedia el concesionario. La cámara de diputados, á la 
que el gobierno pasó el espediente con todos los anteceden- 
tes, se guardó bien de confundir esas tres cosas: su comi- 
sion segunda de hacienda en el dictámen que estendió el 
20 de Noviembre del mismo año de 45, las distinguió cui- 
dadosamente, y la cámara conservó la distincion al aprobar 
siete dias despues el proyecto de ley que ella le consultó. 
Este proyecto era favorable en general á las pretensiones de 
Garay. Mas es muy de notarse que sus artículos 1°, 2° y 
3- ratificaban en términos formales los decretos del gobier- 
no provisional que le habian otorgado el privilegio primiti- 
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vo y habian concedidole luego la próroga de Diciembre de 
43. Tal confirmacion, esplicita y solemne, era por una par- 
te el ejercicio práctico de la facultad de revision que esta- 
ba por aquel tiempo desempeñando el congreso sobre los 
actos del gobierno del general Santa-Anna, y era por otra 
un requisito necesario para que las varias concestones he- 
chas & Garay tuviesen el carácter de firmeza é irrevocabi- 
lidad, de que hasta entonces carecian. Solo la representa“ 
cion nacional, ejerciendo la suprema inspeccion que se le 
reservó acerca de las medidas que acordase el poder estraor- 
dinario creado por el plan de Tacubaya, podia imprimirles 
tal carácter; y el congreso que empezó á desempeñar en 45 
esa alta inspeccion, puso siempre especial cuidado en obrar 
de manera que nadie pudiese creer que habia abdicado 
la autoridad que en esta parte le competia. 


Por los otros artículos del proyecto se concedia la próro- 
ga de dos años pedida por Garay; la percepcion de los de- 
rechos de correspondencia, pilotage y faro que estableciese 
una ley, partibles entre el empresario y la hacienda públi- 
ca; la compensacion de los terrenos que en las veinte leguas 
de la linea de concesion no resultasen baldios, con otros de 
esa clase en el istmo; y la escencion de servicio militar y 
contribuciones que para las nuevas colonias solicitaba. Mas 
se le imponian dos condiciones de bastante importancia; á 
saber: que todos los que vinieran á colonizar renunciasen su 
antigua nacionalidad; y que la empresa diese cuenta al go- 
bierno, para su aprobacion, de todas las contratas que hicie- 
se para la introduccion de familias y trabajadores, y lleva- 
se un registro público y autorizado de cuantas transaccio- 
nes celebrara en materia de colonizacion. 


12. 

Aprobado este proyecto de ley en la cámara de diputa- 
dos, pasó el 29 de Noviembre de 45 á la del senado, la cual . 
nada llegó 4 resolver sobre la materia, por haber estallado 
en Diciembre del mismo año la revolucion del general Pa- 
redes en San Luis Potosi. 


El negocio se conservó en estado de pendiente por revi- 
sion ante el poder legislativo los diez primeros meses del 
año de 46. No debe perderse de la memoria este punto, 
porque es capital para la resolucion. En Agosto de ese año 
sucedió en México la revolucion de la Ciudadela, y se pro- 
clamó provisionalmente como ley política de la República 
la constitucion de 1824, convocándose para dentro de cua- 
tro meses un congreso constituyente. Se erigió ademas pa- 
ra llenar el interregno un poder ejecutivo transitorio, confia- 
do al general Salas, gefe que habia sido de la revolucion, á 
quien se impuso la obligacion de dictar, mientras se reunia 
el congreso, las medidas que fuesen urgentes y necesarias pa- 
ra sostener con decoro el pabellon nacional. <A este gobierno 
ocurrió la parte de D. José Garay con un memorial que lle- 
va fecha 28 de Octubre, esponiéndole que “la cámara de di- 
-“putados, en cuyo conocimiento se puso el contrato celebra- 
“do: para la apertura de una yia de comunicacion entre los 
“dos mares por el istmo de Tehuantepec, se habia servido 
“ratificarlo en fines de 1845, haciendo ademas otras decla- 
“ratorias, necesarias para llevar adelante la empresa, y pro- 
“rogando el término para dar principio á la obra: que el 
“acuerdo de la cámara se habia pasado al senado, el cual 
“no llegó 4 aprobarlo por el movimiento y trastornos que 
“causó el pronunciamiento de San Luis; que el empresario | 
“no dudaba que el próximo congreso tomaria en considera- | 
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“cion este importante negocio, y que se adoptaria el acuer- 
“do de la cámara de diputados; pero que en el entre tanto 
“Ciertas medidas del resorte del poder ejecutivo podian y de- 
“bian contribuir poderosamente á la obra; y para que el 
““supremo gobierno pudiera dictarlas, le dirigia aquella esposi- 
“cion.” Las medidas eran tres: 1* Que se permitiera colonizar 
desde luego los terrenos qne en el istmo se le habian con- 
cedido por el decreto de 1° de Marzo de 42, reponiéndo- 
sele los que no resultasen baldíos dentro de las veinte leguas 
de la concesion: 2” Que por cincuenta años quedaran li- 
bres de derechos las provisiones y los instrumentos de to- 
das clases que por el Coatzacoalco entrasen á las colonias: 
3° Que se ecsimiera igualmente de derechos la esportacion 
de los frutos de las mismas, 4 escepcion del oro y la plata. 


D. José Garay reconocia en su memorial que el negocio 
relativo á la ratificacion de su privilegio, estaba pendiente 
en las cámaras del congreso general: que lo estaban igualmen- 
te otras declaratorias necesarias para llevar adelante la empresa, 
así como la próroga del término fijado para que él diese princi- 
pio á la obra: esperaba, sin que sobre esto le cupiese duda, 
que el prócsimo congreso, cuya instalacion estaba emplazada 
para treinta y nueve dias despues y que de facto se instaló el 
6 de Diciembre, se encargaria de tan importante negocio: y 
solo pedia al gobierno dictase en el entretanto algunas me- 
didas delresorte del poder ejecutivo. Estas confesiones son 
importantes, no porque el deslinde de las atribuciones pro- 


pias de cada uno de los supremos poderes de la nacion pen- ` 


da del reconocimiento de D. José Garay 6 de algun otro 
particular, sino porque destruyen la escusa de ignorancia, 
equivocacion, error de buena fé ke., á que tal vez pueda 
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quererse apelar en el negocio. D. Jose Garay manifiesta 
en su memorial que conocia nuestro derecho, y que estaba 
bien instruido del curso que habian seguido los hechos, asi 
como del estado que las cosas guardaban 4 la sazon. 

Lo que no puede entenderse es cómo con este conoci- 
miento vino á solicitar del poder ejecutivo las tres providen- 
cias que marca en su memorial. La última de ellas (liber- 
tad de derechos en la esportacion de frutos nacionales que 
no fuesen oro y plata) no era un privilegio 6 gracia espe- 
- cial para las colonias de Tehuantepec, sino la regla gene- 
ral y constante que se ha observado en la república desde 
que se hizo la independencia: ningun fruto, 4 escepcion de 
los metales preciosos, ha pagado derechos de esporta- 
cion. Pero las otras dos solicitudes presentaban dificul- 
tades invencibles en aquellos dias. En primer lugar, ellas 
suponian que el privilegio estaba en su entereza legal y 
sin avería de ninguna clase, cuando en realidad de verdad 
era todo lo contrario. Ademas de que su revision estaba 
pendiente ante las cámaras, y por efecto de ella podia que- 
dar definitivamente reprobado; debe recordarse que el plazo 
de diez meses, señalado en el decreto de 1” de Marzo de 1842 
para empezar la obra, habia espirado el 30 de Junio de 44: 
el año prorogado en 20 de Diciembre de 43, habia termi- 
nado en fin de Junio de 45: no habiéndose despues conce- 
dido nueva próroga, es incuestionable que en Octubre de 
46 se estaba en el caso de la parte 1* del art. 4° del nfismo 
privilegio, que declara su caducidad, siempre que Garay no 
hiciera dentro de los términos fijados lo que era de su de- 
ber. No ecsistiendo, pues, ya en Octubre la concesion, no 
se alcanza qué medidas propias del resorte del poder ejecutivo 
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pudiera y debiera en esa fecha dictar el gobierno, que con- 
tribuyesen poderosamente & la ejecucion de la obra. 
-En segundo lugar, vistas en sí mismas las dos primeras 
que pedia Garay, nadie las tendrá por del resorte del poder 
ejecutivo, aun cuando el privilegio no hubiese caducado. 
Ellas importaban una variacion sustancial en las condicio- 
nes que fijó el decreto de Marzo de 42: solo, pues, podia 
otorgarlas la autoridad que pudiese alterar el decreto, la 
cual no era otra que el poder legislativo. Hemos dicho 
que variaban las condiciones de la concesion, porque en es- 
ta solo se mercedaron á D. José Garay los baldíos que se 
hallaran á diez leguas de cada lado del camino: si en esa 
faja de tierra no habia mas que un acre baldío, con entre- 
garlo se habia cumplido la condicion, y la república no 
estaba obligada á otra cosa. Pero en lugar de esto se 
venian ahora pidiendo veinte leguas fijas en toda la trave- 
sia del istmo (cosa de mil doscientas leguas cuadradas * ) 
ora las hubiese 6 no de propiedad nacional & una y otra 
banda del camino: la variacion no podia ser mas grave. 
En cl decreto no se habia ecsimido de los derechos de im- 
portación & los efectos estrangeros que entraran para la 
construccion de la obra, ó para el establecimiento de las co- 
lonias. El conceder escencion de un impuesto general crea- 
do por las leyes, se ha estimado siempre por acto tan pecu- 
liar de la potestad legislativa, como decretar el mismo im- 
puesto. Sin embargo, D. José Garay lo solicitó del go- 
bierno del general Salas en clase de medida propia del po- 
der ejecutivo, y promoviendo así una segunda variacion sus- 
tancial en los términos del privilegio. 


* En cl supuesto de que el istmo tenga solamente sesenta leguas de 
travesía. 
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En suma, Garay daba por sana y valedera la concesion 
al mismo tiempo que confesaba estar todavia pendiente 
ante la única autoridad que podia juzgar sobre su va- 
lidez original, y acordar las medidas necesarias para que 
se llevara adelante el proyecto: la suponia viva y ecsistente, 
no obstante que por el lapso de los dos plazos que hasta en- 
tonces se le habian otorgado, habia caducado ya incuestio- 
nablemente: no le cabia duda en que el prócsimo congreso 
se encargária de este negocio, y sin embargo, con el carác- 
ter de medidas del resorte del poder ejecutivo, pedia que el 
gobierno acordase en el entretanto providencias para las 
que apenas habria bastado un poder tan amplio y desem- 
barazado como el que espidió el decreto de Marzo de 42. 
_ Era, pues, contradictoria en sus propios principios, é irre- 
gular bajo todos aspectos la pretension de Garay. 

Pero si es estraño que tal pretension se hubiera forma- 
do, mas estraña es todavía la resolucion que sobre ella re- 
cayó. Mandóse recoger el espediente de la oficina donde 
se hallaba, y se promulgó por el gobierno en ejercicio del po- 
der ejecutivo el decreto de 5 de Noviembre de 1846. En 
el preámbulo ó considerandos se dice que el gobierno debe 
promover la colonizacion, y que á ese objeto conduce el 
proyecto de comunicacion de los dos mares: que dicho pro- 
yecto estaba ya aprobado, y que las disposiciones que iban 
á dictarse, eran las mismas que tenia acordadas el año an- 
terior la cámara de diputados, y habia tambien aprobado 
la comision del senado, no habiendo faltado otra cosa que 
la discusion (y votacion, se olvidó añadir) de la cámara, 
que no pudo realizarse por haberse presentado el dictámen 
en los últimos dias de Diciembre: que era de la mayor im- 
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portancia concluir el negocio, y por lo mismo se espedia . 
aquel decreto. En seguida se copian los quince artículos, 
cuyo ecsámen y aprobacion habia quedado pendiente en el 
senado. 

Los que suscriben, confiesan ingenuamente que no en- 
tienden qué quiso decirse cuando se aseguró que el proyeo- 
to de comunicacion de los dos mares estaba aprobado, mu- 
cho mas agregándose á continuacion el hecho cierto de que 
el senado nv habia llegado á aprobarlo, ni aun habia pódi- 
do encargarse de él, porque antes de que empezara la dis- 
cusion, sobrevino el alzamiento de las tropas en San Luis. 
Como quiera que sea, D. José Garay debió quedar agrada- 
blemente sorprendido al ver que el acuerdo del gobierno 
escedia tanto de los términos de su solicitud, aunque 
irregular y estraviada. Nose habia “él atrevido á pedir 
que se confirmase la concesion original del privilegio, y la 
próroga de Diciembre de 43, ni á solicitar otra próroga 
nueva: estos puntos gravisimos estaban reservados al próc- 
simo congreso, del cual no dudaba Garay que los tomaria 
en consideracion. Mas fuera de su espectacion, el decreto 
de 5 de Noviembre vino á resolverlos todos, preocupando 
las resoluciones de aquella asamblea. 


Ese decreto, uno de los mas notables que se han promul- 
gado entre nosotros, no solo invadia las atribuciones ordina- 
rias de la potestad legislativa, otorgando 4 Garay nuevas gra- 
cias, como la de la próroga de tiempo y la de ampliacion de 
mercedes de tierras en el istmo, sino que vulneraba otra pre- 
rogativa singular y peculiarisima de la representacion nacio- 
nal. Se dijo al principio, y se ha repetido despues, que al gene- 
ral Santa-A “ana se habia cometido en 841 una autoridad es- 
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. traordinaria, reuniendo en sus manos los dos poderes, legisla- 
tivo y ejecutivo; pero con la precaucion bien espresa de que 
cuanto hiciese quedaba sujeto á ecsámen y juicio posterior del 
congreso. Se quiso que la nacion misma por ministerio de sus 
representantes pronunciara definitivamente sobre el uso que 
se hubiera hecho de la especie de dictadura confiada á aquel 
magistrado. Mas en lugar de esto, por virtud del decreto 
de Noviembre de 46, otro gobierno mas transitorio que el 
del general Santa-Anna, y menos autorizado, se arrogó la 
facultad de reveer las providencias acordadas sobre la co- 
municacion interocéanica, y de pronunciar en la materia 
un fallo soberano (que solo competia á la nacion) confir- 
mándolas y ensanchando ampliamente sus términos. - Y 
para que no quedara duda de que esto era lo que se hacia, 
es decir, que se usaba la potestad de reveer, se copió tes- 
tualmente y palabra por palabra el decreto de revision 
que en Diciembre anterior estaban discutiendo las cámaras. 
Si se pensó que un privilegio acordado por la administra- 
cion provisional de 42, no tenia originalmente bastante 
fuerza, y necesitaba confirmacion posterior, no alcanzamos 
cómo se creyó que la administracion, igualmente efímera y 
estraordinaria de 46, podia otorgarla, dándole la fuerza de 
que carecia. Cuando menos el acto de esta segunda era 
tan endeble y sin consistencia como el de la primera. 


Lo que acababa de pasar debiera haber llamado desde 
luego la atencion del congreso, que se instaló treinta dias 
despues, para poner sin tardanza el remedio oportuno; pero 
las gravísimas ocurrencias de la guerra esterior ocuparon 
de tal manera á aquel cuerpo, que en el espediente no que- 
da rastro de que hubiese puesto mano en el negocio. En- 
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tre tanto, variadas las personas que formaban el gabinete, 
el mismo dia que el ejército invasor ocupaba á Puebla (25 
de Mayo de 47) y quedaba situado á solas 28 leguas de la 
capital de la república, se daba cuenta al presidente interi- 
no por el ministerio de relaciones con una esposicion de D. 
José Garay, en que manifestaba que el modo seguro de 
llevar á cabo la grande obra de la vía de comunicacion, era 
empezar por colonizar los terrenos que le estaban merceda- 
dos: que con este objeto habia celebrado con el Sr. Mackin- 
tosh, cónsul de S. M. B. en México, y con los Sres. Juan 
Schneider y compañía de Lóndres, un contrato indepen- 
diente del de dicha vía, y limitado solo 4 introducir pobla- 
dores en el istmo: que este paso produciria, entre otras 
ventajas, la de que habiéndose fijado sobre aquella par- 
te de nuestro pais “las ávidas miradas de los Estados—Uni- 
“dos del Norte, segun se ve en las publicaciones de la pren- 
“sa, ya hablando de la conveniencia de ocupar el istmo, ya 
“indicando que su gobierno debe pensar en el tránsito 
“que por allí puede formarse entre ambos mares, su con- 
“trato creaba en aquellos baldíos intereses ingleses, que 
“que no podian ser atropellados juntamente con los me- 
“xicanos:” pedia, en consecuencia, que el gobierno lo 
aprobase, acompañando para instruccion una copia de 
él. Si se coteja este anuncio con el que se hizo al go- 
bierno dos años despues, participándole que la direccion : 
toda de la empresa se habia situado en los Estados—Unidos, 
y que para cuanto ocurriera en adelante debia entenderse 
con D. Pedro Hargous, ciudadano americano, es imposible 
noreconocer que los principios 6 los afectos del empresario de 
Tehuantepec han sufrido con el tiempo un cambio notable. 


+ 


20 


Por la copia del contrato que se presentó al gobierno, y 
está otorgado ante el escribano D. Ramon de la Cueva con 
fecha 7 de Enero de 1847, aparece en efecto que el nego- 
cio ajustado entre Garay y los Sres. Mackintosh y Schenei- 
der, era únicamente el de cesion de terrenos á las márge- 
nes del Coatzacoalco, para poblarlos y cultivarlos, sin co- 
necsion con la obra de la vía de comunicacion, la cual se reser- 
yaba Garay, en términos de que solo permitia 4 dichos 
Sres. Mackintosh y Schneider la navegacion por aquel 
rio, hasta su confluencia con el Malatengo, y no en el 
resto de su curso. Respecto de la dicha obra de comu- 
nicacion se pactaba que luego que llegase el caso de tratar 
de ella, las tres partes otorgantes se pondrian de acuerdo 
para la formacion de una compañía; y que si no podian ajus- 
tarse, quedaria Garay en entera libertad de entenderse y 
convenirse con cualesquiera otras personas y compañias. 

Sea que el gobierno entonces pensase que el ecsámen de 
la validez del último decreto del general Salas no le incum- 
bia á él, sino al poder legislativo que llevaba ya meses de 
estar funcionando; sea que el negocio se hubiese despacha- 
do con alguna prisa, cosa que no era de estrañarse en las 
apremiantes circunstancias de aquellos aciagos dias; lo 
cierto es que el mismo gobierno prestó su aprobacion al 
contrato que se le denunciaba, ordenando finicamente que 
` se otorgase nueva escritura, en la cual constara por cláu- — 
sula espresa que los colonos que los Sres. Mackintosh y 
Schneider trajeran dl istmo, “habian de renunciar su nacio- 
“nalidad, de suerte qne fuesen cuales fueran las circuns- 
“tancias que sobrevinieran, y las providencias que ecsi- 
“giesen, en ningun caso pudieran los mismos colonos ni 
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“los propietarios alegar derecho de estrangería, ni otros 
“que los que les concedan las leyes del pais, & las que se 
“someterian tanto sus personas, como sus propiedades, 
“no pudiendo ser admitidos sin este requisito.” Igual- 
mente ordenó el gobierno constase en la escritura que los 
cesionarios debian darle cuenta, para su aprobacion, con 
las contratas que celebrasen para la introduccion de fami- 
lias, y llevar ademas un registro de ellas público y autori- 
zado, conforme al decreto de 5 de Noviembre. D. José Ga- 
ray y los Sres. Maning y Mackintosh, por sí y en repre- 
sentacion de los Sres Juan Schneider y compañía, acepta- 
ron estas condiciones y las redujeron 4 instrumento públi- 
co ante el mismo escribano D. Ramon de la Cueva en 26 
de Julio de 47, ratificando en todo lo demas su precedente 
contrato. | 

Este estado guardaba el negocio de Tehuantepec cuan- 
do en Septiembre de aquel año Mr. Trist, comisionado del 
gobierno de Washington, presentó en Atzcapotzalco un pro- 
yecto de tratado de paz, en el cual entre otras cosas se 
pretendia á favor de los ciudadanos, mercancías y buques 
americanos la concesion de un derecho especial de tránsi- 
to por el istmo. 

Esta concesion especial era inconciliable con los térmi- 
nos del privilegio de que estaba armado Garay, y solo 
` podia accederse á ella aboliendo de un golpe el mis- 
mo privilegio; mas la caida de este arrastraba consigo 
la del negocio de colonizacion del Coatzacoalco, cuyo tras- 
paso á los Sres. Mackintosh y Schneider acababa Garay de 
denunciar al gobierno, pues la colonizacion formaba parte 
esencial del privilegio. Justamente y con verdad dijeron 
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pues á Mr. Trist los comisionados mexicanos en una de 
las notas que se cruzaron en aquella breve negociacion, que 
sobre lo que él pretendia, estaba otorgado de tiempo atras 
un privilegio 4 un empresario particular; que habia ya me- 
diado, con aprobacion del gobierno, una cesion á súbditos 
ingleses, de cuyos derechos no podia disponer México; y 
que por lo mismo no era dable gcceder á los deseos del go- 
bierno de Washington en el particular. 

Nada notable volvió 4 ocurrir hasta despues de la con- 
clusion de la guerra. En 13 de Enero de 49 el Sr. Mac- 
kintosh se dirigió al gobierno, que obraba ya en el órden 
constitucional, asegurando que él era cesionario de todos 
los derechos de Garay; que en uso de estos habia empeza- 
do desde 4847 la obra de la comunicacion de ambos mares; 
que habiendo tenido que suspenderla durante la guerra, ha- 
bia vuelto 4 principiarla en 26 de Octubre del año anterior 
(48); que se estaba construyendo en lo pronto un camino 
carretero que podria servir para comunicar uno y otro 
oceano mientras se hacia la obra grande; y que ponia todo 


lo espuesto en conocimiento del gobierno, como era debido, 
para su satisfaccion. 


En nota datada cinco dias adelante (18 de Enero) el mismo — 
Sr. Mackintosh, despues de encarecer las ventajas del pro- 
yecto de Garay y los bienes que debia producir á la Repú- 
blica, aseguró que se habia mandado ocupar todo el núme- 
ro de trabajadores que hubiera en el pais para acabar la 
carretera, desembarazar la navegacion del Coatzacoalco, y 
limpiar con máquinas la entrada del puerto de San. Dioni- 
sio en el Pacífico; que se iban á traer carros y buques de 
vapor de los Estados-Unidos; que la carretera estaria con- 
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cluida en Abril de aquel año, y podria desde luego hacer- 
se por ahi la travesía para el Asia, California, &c, y que en 
consecuencia era llegado el caso de que el gobierno nom- 
brase empleados para las aduanas de Coatzacoalco y San 
Dionisio, diese nombre á ambos puertos, y espidiese los re- 
glamentos convenientes para evitar el contrabando. 


Al gobierno, luego que se hizo dar cuenta con los ante- 
cedentes, llamaron la atencion estas notas. En primer lu- 
gar el 27 de Julio de 1847 se habia adicionado y corregi- 
do por órden suya la escritura de traspaso á los. Sres. Mac- 
kintosh y Schneider de solo el derecho de establecer colo- 
nias á las márgenes del Coatzacoalco, con espresa reserva 
en favor de Garay del privilegio de practicar la vía de co- 
municacion. El instrumento público en que se hicieron las 
adiciones y correcciones, habia sido pasado por el mismo 
Garay al ministerio de relaciones en 18 de Julio de 48, des- 
pues de concluida la paz. Ni entonces, ni en ninguna otra 
¿poca anterior ó posterior, se habia hecho al gobierno la me- 
nor indicacion de estar tambien enagenado este privilegio, 
cedidos los derechos que de él pudieran nacer, y subroga- 
das otras personas á Garay, á quien nominalmente se ha- 
bia confiado la ejecucion de la obra, segun los términos del 
decreto de 42. Y ahora inesperadamente se anunciaba que 
desde 1847 Garay habia desaparecido totalmente de la es- 
cena, los Sres. Manning y Mackintosh quedaban solos en 
- ella, y que habian comenzado y recomenzado, sin que el go- 
bierno lo supiese, una vía de comunicacion en el istmo. 

En segundo lugar se notaba que en vez de la grande em- 
presa de un canal 6 ferro-carril, que eran los medios de co- 
municacion fijados en el citado decreto, lo que se habia em- 
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prendido era un camino carretero, de tan poca importancia, 
que estaria concluido en breves meses, y que por él se pre- 
tendia ya la-habilitacion de dos puertos para el comercio 
_ estrangero, y la facultad de cobrar derechos de tránsito en 
el istmo; es decir, todo lo que debia ser premio y utilidad 
de los gruesos capitales y del trabajo impendidos en la ebra 
grande. 

El gobierno, despues de shad instruido del negocio, 
y oide la opinion del Sr. D. Manuel Gomez Pedraza 4 
quien pasó en consulta todo el espediente, declaró en 8 de 
Marzo del mismo año de 49 que no apareciendo constan- 
cia alguna de que Garay hubiese cedido á los Sres. Mac- 
kintosh y Schneider el privilegio de la via de comunica- 
cion, y habiéndolas por el contrario muy esplicitas y termi- 
nantes de que lo habia reservado para sí, no podia recono- 
cerlos como cesionarios del indicado privilegio. 

Dió otro paso en aquel dia: ora sea que se le hubiesen pre- 
sentado de lleno los vicios del decreto del general Salas; ora 
que viendo en las notas mismas del Sr. Mackintosh que lo 
que se estaba haciendo ng era un canal ni un ferro-carril si- 
no una simple vía carretera, creyese que los empresarios ha- 
bian dejado pasar aun el plazo de la próroga; lo cierto es que 
formó juicio de que el privilegio habia caducado, y tenien- 
do que obrar en adelante conforme 4 la opinion que habia 
formado, ordenó á nuestro ministro en los Estados-Unidos 
la hiciese saber á D. José Garay, que á la sazon se hallaba 
en aquel pais. 

Tomadas estas dos providencias, pasó iodo el espediente 
al congreso, para que si ge calificaban algunos puntos por | 
propies del poder legislativo, los tomara en consideracion y 
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los resolviera definitivamente. Harto indicaba con estas 
palabras la necesidad de continuar la revision del decreto 
del general Santa-Anna, comenzada en 1845, y de sujetar 
al debido ecsámen el del general Salas en 46. | 

El Sr. Mackintosh dirigió entonces varias notas al go- 
bierno impugnando su acuerdo: para esto empleaba toda cla» 
se de razones. Unas veces sostenia, fundado en las pala- 
bras de la contestacion que se dió al Sr. Trist el año de 47, 
que el gobierno tenia aprobada espresamente la cesion que 
aseguraba haberle hecho Garay del privilegio de comunica- 
cion. Mas este alegato era contrario á la evidencia de los 
hechos. ¿Cóme podia aprobar el gobierno un acto cuya 
ecsistencia ignoraba, si es que en efecto ecsistia ya tal acto 
en la época á que se referia el Sr. Mackintosh? Solo atri- 
buyéndole el don de divinacion, puede suponerse que en Ju- 
lio de 47 prestara su aprobacion á tratos de que no tuvo 
noticia hasta Enero de 49. Las palabras de la contesta- 
cion al comisionado americano, tienen naturalmente el sen- 
tido que antes hemos esplicado. 

Tatnbier aseguraba el Sr. Mackintosh que á virtud de la 
declaracion que esas palabras contienen, y respetando los 
derechos que á él le' asistian, Mr. Trist se habia desistido 
desde luego de sus pretensiones sobre Tehuantepec; lo cual 
era prueba de la realidad y fuerza de esos mismos derechêg. 

. Mas aquí se padecia un grave error de hecho: el desistimiento 
. del comisionado americano no tuvo lugar en la ocasfon, ni 
quizá por los motivos que se suponen. - Con Mr. Trist se 
-entablaron dos negociaciones de paz en épocas distintas: una 
desde el dia 27 de Agosto hasta el 6 de Septiembre de 
1847, antes de la tomade México; otra desde A 1° de 


26 
Enero hasta el 2 de Febrero de 48, despues de ese suceso. 
- En la primera negociacion se le pasó por los comisio- 
nados de México el oficio de donde se han copiado las pa- 
labras con que se arguye; mas á pesar de ellas Mr. Trist 
no llegó entonces á apartarse de lo que habia pretendido 
sobre el istmo, y solo cedió formalmente en cuanto á la ad- 
. quisicion de la Baja California: asi resulta de la nota (7 de 
Septiembre) en que los comisionados mexicanos dieron cuen- 
ta 4 su gobierno del curso de dicha negociacion, la cual ter- 
minó alli sin resultado de ninguna clase. En la segunda ne- , 
gociacion, la del año de 48, fué en la que abandonó el ple- 
nipotenciario americano la pretension relativa 4 Tehuante- 
pec: nuestros comisionados pusieron este por preliminar in- 
dispensable para tratar, y el Sr. Trist lo aceptó despues de 
algunas conferencias, persuadido de que de otra suerte fra- 
casaria la negociacion. Acerca de esto hay esplicaciones inte- 
resantes en el largo informe que sobre el tratado de paz di- 
rigieron los mismos comisionados al gobierno nacional el 1° 
de Marzo de 48; siendo muy de notar que no queda rastro 
alguno de que en la segunda negociacion, que fué en la que 
se ajustó la paz, se hubieran mencionado para nada el privi- 
degio de Garay ni la cesion á los Sres. Schneider y Mackintosh. 
La verdad de las cosas es que en las instrucciones que tra- 
jo de Washington el Sr. Trist, y se han publicado luego ofi- 
cialmente, se contenia la adquisicion de un paso por el ist- 
mo, no en clase de condicion sine qua non de la paz, sino 
como un deseo del gobierno americano, que debia ceder 4 
una negativa formal de México; y el Sr. Trist usó del al- 
bedrio que en esta parte se le dejaba, cuando al abrirse la 
segunda negociacion nuestros plenipotenciarios sentaron por 
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base que las cesiones territoriales habian de limitarse ala fron- 


tera septentrional de la República, dejando intacta la ji 


Mediodia. a, 
Otras veces asentaba el Sr. Mackintosh en su polémica 


con el gobierno, que la cesion del privilegio de comunica- 
cion estaba contenida implícitamente en la que se dióal de co- 
lonizacion del Coatzacoalco, puesto que en la eseritura re- 
lativa á este, Garay le concedió respecto de aquel el derecho 
de tanteo sobre cualquiera otra persona. Mas los que sus- 
criben, despues de haber leido atentamente la mencionada 
escritura, no han encontrado en ella pacto alguno relativo á 
semejante derecho. Lejos de eso, notan que Garay se reservó 
por cláusula espresa la facultad de tratar libremente sobre la 
apertura de la vía de comunicacion con las personas 6 compa- 
filas que bien le pareciesen, siempre que no pudiera enten- 
derse con los Sres. Schneider y Mackintosh. 

Por último, otras veces sostenian éstos que Garay habia 
podido eederles el repetido privilegio de comunicacion, sin 
contar para nada con el gobierno pi recabar su consentimien- 
to, y por eso se negaron durante algun tiempo a presentar log 
documentos justificativos de la cesion, que el gobierno les har 
bia pedido. Al fin terminaron sus contestaciones avisan; 
do (como se ha indicado atras) que ellos cesaban en la re- 
presentacion del negocio, en la cual habia sucedido D. Pe- 
dro Amadeo Hargous; y que la direccion se habia radicado 
en los Estados-Unidos por acuerdo de los interesados. 

Desde antes que el gobierno pasara el espediente al con- 
greso en Marzo de 49, se habian hecho en una y otra cá- 
mara varias mociones para que el mismo gobierno informa- 
ra sobre el estado del negocie, pues llamaba fuertemente la 
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atencion que se hablara de él y se dieran pasos en materia 
tan grave, sin conocimiento alguno de la representacion na- 
cional. Cuando el espediente vino 4 la cámara de diputa- 
dos, las comisiones de industria y colonizacion, viendo que 
la cuestion pendiente en aquellos momentos era la de si ha- 
bia caducado 6-no el privilegio de Garay, y si éste habia 
podido cederlo sin consentimiento del gobierno 4 los Sres. 
Mackintosh y Schneider, fueron de dictámen, y asi lo acor- 
dó la cámara el 16 de Mayo de 49, que el espediente vol- 
- viera al gobierno para que obrara en él segun sus faculta- 
des, y con la actividad que el caso fequeria. Visto es que 
no se trató ni se decidió entonces la cuestion relativa, á la 
validez y subsistencia del decreto del general Salas, y que 
sobre ese punto ni aun indicó la cámara algun juicio. 

Vuelto el espediente al gobierno, dispuso éste en 18 de 
Setiembre de 49 que se remitiera á la corte suprema de 
justicia, para que promoviendo la parte fiscal, se decidiera 
lo que fiese en él de derecho. 


Mas la cámara del senado, con loable celo, viendo que se 
obraba en el negocio de Tehuantepec, no como si estuviese 
pendiente de resolucion, sino como si se hubiese declarado 
ya la subsistencia y validez del privilegio de Garay, pues- 
to que aun se dejaba llegar repetidas veces al Coatzacoal- 
cp un buque estrangero con trabajadores y gente de des- 
embarco, dictó uno tras otro varios acuerdos, hasta hacer- 
se dar cuenta con todo el espediente en el mes de Febrero 
del corriente año: una comision especial lo ecsaminó madu- 
ramente; y por conclusion del detenido dictámen que es- 
tendió sobre la materia, propuso el proyecto de ley que 
aprobó aquella cámara, y va ahora á reveer la de diputados. 
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Recapitulando los hechos ocurridos en las cuatro épocas 
que se marcaron al principio del presente dictámen, halla- 
mos que en la primera, la de la administracion provisional 
del general Santa-Anna, se concedió privilegio esclusivo á 
D. José Garay en 1° de Marzo de 1842 para abrir en el 
istmo de Tehuantepec una vía de comunicacion entre el 
Océano Pacífico y el golfo de México, por medio de un ca- 
nal 6 ferre-carril. Esta obra debió estar principiada para 
el 30 de Junio de 1844; mas en 28 de Diciembre de 43, 
Garay obtuvo del mismo gobierno próroga de un año, que 
se cumplia en 30 de Junio de 45. El decreto de concesion 
original, y éste de la próroga, estaban sujetos como todos 
los actos de aquel gobierno al ecsámen y revision poste- 
rior del congreso nacional. 

En la segunda época, que abraza .el seine en que rigió 
la constitucion Hamada Bases Orgánicas, se comenzó á, re- 
visar uno y otro decreto, y 4 ecsaminarse una solicitud de 
Garay sobre concesion de nueva próroga con plazo de dos 
años; mas nada llegó 4 resolverse definitivamente, por ha- 
ber quedado pendiente el negocio en la cámara del senado 
cuando estalló en Diciembre de 45la revolucion de S. Luis, 


- En la tercera época, que corre de Agosto 4 Diciembre de 
46, en que el general Salas ejerció interinamente el poder 
ejecutivo, el gobierno se abocó la revision de los decretos 
de la administracion provisional; y evacuándola, los confir- 
mó, otorgó nuevas y grandes concesiones á Garay, y le pro- 
rogó por dos años mas, contados desde 5 de Noviembre de 
46, el plazo señalado para comenzar la obra, 3 
En la éuarta época, que es la que:va corriendo bajo elr6 
gimen federal, Garey cedió 4 los Sres. Mackintosh y Sch- 
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neider con aprobacion del gobierno el privilegio de esta- 
blecer colonias en las márgenes del Coatzacoalco. Mas 
habiendo asegurado el Sr. Mackintosh, largo tiempo despues, 
que tambien le estaba cedido el privilegio para la apertura 
de la vía de comunicacion, el gobierno se negó á reconocer 
tal cesion, é hizo notificar 4 Garay que en su concepto el 
privilegio habia caducado. Como los interesados contrade- 
cian este concepto, pasó el espediente á la suprema corte de 
justicia para que decidiera lo que fuese de derecho. Mas 
el senado, instruido nuevamente en todos los pormenores del 
' negocio, ha creido que hay un punto que es de esclusiva 
competencia del poder legislativo; á saber, el valor del de- 
creto del general Salas en que se revisaron y confirma- 
ron los de la administracion provisional. + El senado juz- 
ga nulo ese decreto por falta de autoridad en quien lo dic- 
tó, y su declaracion va á ser ecsaminada por la cámara de 
diputados. | 


Entrando ya á considerar las razones en que ella se fun- 
da, parece irresistible la conviccion de que en efecto care- 
cia absolutamente la administracion del general Salas del 
poder necesario para espedir el decreta del 5 de Noviem- 
bre. En él deben distinguirse, como se dijo atras, dos cla- 
ses de medidas; la confirmacion de lo dispuesto por el go- 
bierno provisional en 1842 y 43, y el otorgamiento de nuevo 
plazo y nuevas concesiones al empresario de Tehuantepec. 
Las medidas de la primera clase solo podian acordarse por 
quien tuviera la potestad de reveer los actos del gobierno 
provisional: las de la segunda eran propias del poder legis- 
lativo ordinario. Ni unas ni otras cabian en el éírculo de 
atribuciones del gobierno de 46. Por el plan de Tacubaya 
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y los convenios de la Estanzuela la revision y el juicio de- 
finitivo de los actos que se ejerciesen en uso de la dictadu- 
ra que iba á confiarse al general Santa-Anna, quedó espre- . 
sa y formalmente reservado á Ja representacion nacional en 
el congreso general de la República. Ninguna ley, ningu- 
na revolucion posterior le ha quitado esta prerogativa, ni la 
ha trasladado á otras manos: muéstrese, si no. Y habria si- 
do en verdad bien estrafio, por no decir positivamente 
monstruoso, que la potestad de reveer, y la de confirmar 6 
revocar soberanamente en el caso de que vamos hablando, 
hubiera venido al fin’ 4 confiarse á un gobierno de condicio- 
nes iguales, si no inferiores, á las de la administracion pro- 
visional: todas las garantías que se buscaron al encargar á 
un congreso esa revision, faltaban, por razon de su orígen 
y de su modo de ser, en el gobierno de Agosto de 46. 


- No ha sido raro entre nosotros que una ley en circuns- 
tancias dificiles, 6 una revolucion triunfante, hayan investi- 
do á un gobierno de poderes estraordinarios; pero lo que en 
uso de ellos se ha hecho, ha quedado sometido, no al ecsá- 
men de otro gobierno, sino al de los representantes del pue- 
blo en las cámaras. .Así, las varias medidas que dictó el 
general Guerrero por las facultades que se le concedieron 
en 1829, pasaron luego por el crisol del congreso, confirmán- 
dose unas y anulándose otras, como es de ver en la ley de 
27 de Febrero de 1831: y el poder discrecional que en 34 usó 
el gobierno del general Santa-Anna, se sujetó á igual revi- 
sion, aunque con el resultado favorable que muestra la ley 
de 15 de Fehrero de 35. Sobre esta materia nuestro de- 
recho público ha sido uniforme y constante. . Si hemos de 
manifestar nuestra creencia en el particular, nosotros no 
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pensamos que hubiese habido en la República una sola per- 
sona que de buena fé se persuadiese que al transitorio go- 
bierno del Sr. Salas correspondia desempeñar el ecsámen y 
revision de los actos de la administracion provisional. Y si 
alguno lo creia así, ciertamente no seria D. José Garay, 
pues éste, segun los términos fe su memorial de Octubre 
de 46 que dejamos estractado atras, sabia bien que eso es- 
taba reservado al prócsimo congreso, del cual no dudaba que 
se encargaria prontamente de tan importante negocio. 


Tampoco cabian en las atribuciones de aquel gobierno 
las medidas del poder legislativo ordinario, que se leen en 
su decreto. Por el plan de revolucion á que debió su orí- 
gen, pudo acordar las que fueran necesarias y urgentes para 
desempeñar la obligacion que se le impuso de sostener con 
decoro el pabellon nacional en la guerra que nos hacia 
la república vecina; "¿pero cómo podia calificarse de ne- 
cesaria y urgente para este objeto la obra larga y difícil 
de abrir por el continente «una vía de comunicacion entre 
los dos Océanos? Será.esa, hasta donde se quiera, una em- 
presa grande y de importantes resultados en el mundo; pe- 
ro nadié negará que es empresa de un gobierno en alta 
paz, y de tiempos de bienestar y holgura, en que sin cuida- 
dos ni riesgos del momento pueden estenderse el pensamiento 
y las esperanzas á bienes remotistmos. En Noviembre de 
46 las medidas de guerra, las de una defensa pronta y vi 
gorosa, eran las necesarias y urgentes, y las que debian acor- 
darse sin pérdida de un solo momento, como dice el plan de 
la Ciudadela. En suma, cerrar los caminos del pais al 
ejército invaser, no abreviar en dos mil leguas la ruta que 
ha seguido en todo tiempo el comercio en sus espediciones 
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al Asia, era lo que tocaba al gobierno del general Salas, en 
las terribles. cipcunstancias de aquella Época. 

Sinceramente creemos que un buen deseo y el .ansia de 
eontribuir-á.una empresa grande y memorable, fueren:los 
móviles que estimularon Á aquel general y .su ministerio 
para dar -el decreto que se ecsamina. Pero un buen. desee 
no-es un derecho, ni :4.1os funcionarios públicos, es-permitido 
hacer todo lo.bueno que les ocurre, sino aquello para que 
alcanzan los títulos de su mision. Losfines.honestos, y si 
se quiere loables, podrán demostrar la buena intencion. con 
que se obró, y templar. ó destruir la responsabilidad; pero 
nunca bastarán para comunicar. el poder que no se tiene, ni 
para hacer válido lo que originalmente fué nulo. 

¡La declaracion acordada por el senado, ademas de-ser 
justa en sí mistha, es propia de .la competencia -de las .cé- 
maras. A ellás, y no A otra autoridad. en la república, to- 
ca ecsaminar y decidir, bajo la forma de regla general sobre 
los-actos que se ejecutan en ejercicio del. poder legislativo. 
Siempre entte nosotros han tenido esa facultad, y alguna 
vez Ja han usado de una manera notable. Citarémos un 
ejemplo. En dias, de -agitacion y disturbio la representa- 
cion nacional sufrió un-funesto estravio, y dictó el decreto 
de 23 de Junio de:1833, en que se imponia destierro por 
seis años á personas señaladas. Mas la ley. de 27 de Fe- 
brero de 1835 -deelaró el decreto nulo. en gu orígen, y. por 
consiguiente de ningun valor.ni efecto. Hemos , mencionado 
ya otras declaraciones análogas sobre actos legislativos 
ejercidos por el gobierno,en uso de facultades estraordina- 
- vias. .Ellas forman una serie de, precedentes que bastarian 
por sí solos para establecer el derecho de, que vemos ha- 


34 


blando. Pero hay otra consideracion tomada de la natura- 
leza de las cosas, que nos parece de peso. No puede obrar- 
se en casos de esta clase sino por medio de una ley nueva, 
que 6 derogue la anterior, como se hace siempre que esta 
deja de ser conveniente, 6 declare que tuvo un vicio- origi- 
nal que la inficiona de nulidad. Mas en uno y otro easo la 
ley nueva, como toda ley, no puede emanar sino del 
poder legislativo. La intervencion de este es, pues, no solo 
legal, sino necesaria; por lo mismo, su competencia es cierta: 


El Acta de reformas de la constitucion federal ha dado 
á los particulares el derecho de ocurrir å los tribunales de 
la federacion para que los amparen en el goce de sus dere- 
chos, siempre que sean turbados en ellos' por providencias 
de los poderes legislativo 6 ejecutivo de la federacion 6 de los 
Estados. Pero la misma Acta ordena que la potestad judicial 
se limite á conocer y decidir del caso particular que se le de- 
nuncia, sin estenderse á hacer declaracion alguna general so- 
bre laley ó providencia que da orígen al recurso. Nopueden, 
pues, los tribunales, ni aun por queja de parte agraviada, decla- 
rar en general la invalidez de un acto del poder legislativo, si 
bien está en sus atribuciones repeler la violencia que él 
cause á derechos de tercero. La declaracion general que- 
-dó cometida, como estaba antes, á los depositarios del mis- 
mo poder legislativo, que son las cámaras. La accion de los 
tribunales de la república en el negocio de Tehuantepec po- 
drá y deberá ejercerse, llegado el caso, sobre otros puntos bien 
“importantes; mas nunca sobre el valor original del de- 
creto del general Salas , acerca del cual, como acto consu- 
mado en uso del poder legislativo, solo 4 las cámaras cor- _ 
responde pronunciar. : | 
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Si por resultado final de este. negocio el proyecto de 
. comunicacion inter—océanica por el istmo, volviere 4 ser 
materia de los acuerdos de las supremas autoridades nacio- 
nales, deberá levantarse sobre bases bien distintas de las 
que se pusieron en el año de 42. ¿No es, por ejemplo, co- 
sa digna de reparo que en una obra cuya propiedad per- 
pétua era de México, y que iba á ejecutarse en medio de 
su territorio, los intereses nacionales fuesen tan olvidados, 
que los ciudadanos, los frutos, las mercancías y los buques 
mexicanos quedasen igualados con los de las naciones mas 
estrañas, sin ventaja de ningun género? ¿No lo es el que 
no se fijase espresamente la intervencion que debe tener 
el gobierno en la designacion de los derechos de tránsito, 
. que se cobren en el istmo? ¿Nolo es el que se hubiese conce- 
dido al empresario, 4 un simple particular, la facultad de le- 
vantar fortalezas en él? ¿No lo es el que no se hubiesen 
designado específicamente las calidades de la obra, limi- 
tándose el contrato 4 la enunciacion genérica de que ha de 
ser un canal ó un ferrocarril? ¿No loes el que una parte 
tan considerable de la compensacion, como son los baldíos 
de uno y otro lado del camino, se pusieran desde luego 4 
disposicion del contratista, antes de haber él empezado á 
cumplir sus compromisos, y no prestando caucion suficiente 
de que los cumpliria? ¿No lo es el que no se hubiese fija- 
do término para la conclusion de la obra, pudiendo en con- 
secuencia Garay prolongarla cuanto quisiese, y embarazar por 
su privilegio que otro la hiciera? ¿No lo es, por último, que no 
se hubiese ecsigido la seguridad debida sobre la ecsistencia (al 
menos dentro de un plazo dado) del capital necesario para 
llevar á cabo el proyecto, quedando asi pendiente su écsito 
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de’ la ventura que tuviera el empresario, y del bueno’ 6 ial 
vietitd’ que le’ soplara, segun: las vicisitudes’ de los tiempos; 
en los mercados estrangeros? El negocio se combinó detal 
minera, qué sin introduction de capital y aun sin’ riespo' 
alguno de Garay, y corriendo México las incertidumbres de 
la: empresa, podia hacer aquel inmensás ganancias, si las cond 
iban próspéramente, y nada perder, sino un privilegio obte- 
nido gratis, si acababan en desgfacia. Debió, pues, Kabor: 
se tomado como una ironía eii boca del contratista. eb 
siguiente párrafo de’ una de sus notas al gobierno eri el 
mes: de Mayo' de 47: “La emprese que tengo: contiatix 
“de, no és uno de tantos negocios imiaginariós que de pro 
“poñen pdr aquellós que sin: medios: Buscan ang conce 
“sion para venderla, si pueden; dejando en caso: contrario” 
«“Burhads is confianza y credulidad: del gobierno.” Seria 
curios saber con qué medios se contaba para no dejar bur 
lađá la credulidad y comfianza de? gobierno, y para que ne 
fuese esfe uno dé táritos negocios Intdginartos, en: caso que 
ío se lógřará vender la: concesión. 

Estas y otras irfegularidádes semejantes debieran corre 
gfreé, ecsarinando en sus pormenores el negocio de: Gara y, 
sf ent ese caso se éstuvierd: Mas áhors se trate de und 
irregularidad mayor, y es la que sé cometió srrogándose el 
gobierno del general Salas la facultad de revisar y confir- 
mar los actos de la administracion provisional dé 1842 acer- 
cà del ptoyécto de Tehmantepée, y la de dictar dobte él 
medidas propias y privativas del poder legisletivó. Em 
este punto la opinion de los que suscriben es etiterá- 
mente conforme cor lá del senado, y por eso: próponen la 
aprobacion de lx printerá parte del artículo fitiico del pro 
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yecto de decreto de aquella cámara, con una ligera modifi- 
cacion en la redaccion. 

En cuanto á la segunda parte del mismo artículo, en- 
tendemos que es superflua. El gobierno debe cuidar de 
que toda ley produzca desde luego sus efectos, dictando 
cuantas medidas administrativas sean necesarias. Esta es 
la funcion propia del poder ejecutivo, para cumplirla 
ecsiste en la sociedad, y su omision lo sujeta siempre á res- 
ponsabilidad, segun el testo de nuestras leyes. No hay, 
pues, necesidad de ponerla en este decreto; 6 debiera estar 
como fórmula en todos. | 

La comision, por todo lo espuesto, concluye sometiendo 
á la deliberacion de la cámara la siguiente proposicion: 

Se aprueba el acuerdo del senado redactado en los tér- 
minos siguientes: 

“Eg nulo é insubsistente, por absoluta falta de faculta- 
des en la autoridad que lo dictó, el decreto espedido por el 
general D. Mariano Salas en ejercicio del poder ejecutivo 
el dia 5 de Noviembre de 1846, resolviendo los puntos que 
acerca dela apertura de una vía de comunicacion inter—océa- 
- nica por el istmo de Tehuantepec, se hallaban sometidos á 
la decision del congreso general de la república por ocurso 
de D. José Garay fecho en el mes de Junio de 1845.” 

Sala de comisiones de la cámara de diputados. México, 
Mayo 12 de 1851.—-Couto.—Cuevas.—Fuente.—L. Alaman. 

Es copia. México, Mayo 26 de 1851.—J. N. Espino- 
sa de los Monteros. 


Sr la formacion de un voto particular importara siempre 
una absoluta contrariedad de opiniones, 6 revelase por lo 
menos una orgullosa presuncion de superioridad, sin duda 
me habria abstenido de formar el que hoy tengo la honra 
de someter á la deliberacion de la cámara: uniformes en 
sentimientos los individuos que componen la comision es- 
pecial de Tehuantepec, unas mismas 'son nuestras convic- 
ciones, y unos mismos nuestros deseos. Proceder con jus- 
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tificacion y presentar una medida digna de la representa- 
cion nacional, cuando al decidir la cuestion pendiente sobre 
la próroga concedida & D. José Garay respecto del privile- 
gio para la comunicacion por el istmo de Tehuantepec, va 
á ejercer tambien una de sus mas nobles prerogativas, es 
el fin único que nos proponemos. Este ha sido nuestro 
punto de partida. Esta la norma de nuestras acciones. En 
nada absolutamente discrepamos, y la conformidad se 
estiende aun á los medios. La simple lectura del espe- 
diente conduce al hombre menos reflecsivo á formar un. 
mismo juicio, 4 deducir unas mismas consecuencias. La 
verdad es una, tiene un poder irresistible, cautiva la ra- 
- zon, y jamas podria producir efectos contrarios. 

Era imposible, por lo mismo, que entre nosotros hubiese 
divergencia de opiniones respecto de lo principal del negocio; 
_ y si alguna hubiera ecsistido, bastaria 4 disiparla el lumi- 
noso dictámen presentado por la mayoría. Dictámen que 
gustoso suscribo en cuanto al primer punto, 6 mejor dicho, 
en cuanto al punto capital que comprende su parte esposi- 
tiva. Los sólidos fundamentos que allí se esponen, forman : 
mis propias convicciones. No tengo ni puedo tener otras 
ideas; y esta franca y sincera confesion, 4 la vez que com- 
prueba nuestra uniformidad de sentimientos, me libra tam- 
bien de la presuncion -de innobles pretensiones, de que 
me hallo tan distante. Los honrosos antecedentes y la 
conocida ilustracion de mis respetables compañeros, harian 
pueril y ridículo, no ya el deseo de ostentar superioridad, 
sino aun el de ponerse en paralelo. 


Si formo, pues, un voto particular; si parece que estamos 
divididos; si esa division ecsiste en realidad, es solo en una 
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cuestion que acaso pudiera considerarse como gramatical y 
agena del cuerpo legislativo, si no envolviese al mismo 


tiempo consecuencias de incalculable trascendencia para la 
nacion. Analizaré brevemente estos conceptos. - 


Dos son los pensamientos que comprende el acuerdo del 
senado. En su primera parte dice: “Se declara nulo é 
insubsistente el decreto de 5 de Noviembre de 1846, por 
no haberlo podido dictar el gobierno de aquella época, en 
virtud de las facultades con que entonces estaba investido.” 
La segunda se halla concebida en estos términos: “En 
consecuencia, el gobierno cuidará de que la anterior decla- 
racion produzca desde luego todos sus efectos, respecto del 
privilegio concedido á D. José Garay.” 

Los individuos todos que componemos la comision, esta- 
mos absolutamente conformes en ese primer pensamiento. 
Lo estoy yo tambien con el segundo; y Ja diveysidad de 
opiniones emana de que, no obstante nuestra absoluta con- 
formidad en la primera parte, se ha querido por los sefiores 
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que componen la mayoría, variar su redaccion y suprimir 
la segunda, 

La mayoria de la comision pretende que la ley quede 
redu cida Å solo este artículo: “Es nulo é insubsistente, 
por absoluta falta de facultades en la autoridad q que lo dic- 
t6, al decreto espedido por ‘el general D. Mariano Salas er en 
ejercicio del És ke el dia 5 de N oviembre de 
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huldñtépes; sé hallaban sometidos 4 la decision del congre- 
so géneral de la república, por ocurso de D. José Garay 
fecho én el mes de Junio de 1845.” 


y 
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Se ha creido que esta redaccion es mas esacta: que rea- 
sume la parte espositiva: que presenta como en. un solo 
punto de vista la justicia-de la declaracion; y que la segun- 
da parte del acuerdo del senado es, si no redundante, inútil 
por lo menos. i 


Yo tambien confieso de buena fé que espresado el pri- 
mer pensamiento de esta manera, tal vez se llenaria mejor 
el objeto. Desearia igualmente que cada linea, cada frase, 

y si fuera posible, cada letra, manifestase la justificacion 

con que procede el cuerpo legislativo; pero hay un hecho 
demasiado importante, y ese hecho no debe perderse de 
vista. El periodo ordinario de sesiones está para conclusr. 
Cualquiera variacion, por pequeña que sea,” ecsige que el 
acuerdo vuelva 4 la cámara de su orígen. Son necesarios 
nuevos trámites, nuevas dilaciones, y el plazo único que 
tenemos puede espirar, sin que el acuerdo se haya elevado 
al rango Ge ley. Peligro tanto mas probable, cuanto. que. 
Ja crisis financiera en que hoy'nos encontramos, demanda 
tambien la preferente atencion del congreso. 

Si la modificacion que se pretende hacer importara una 
variacion sustancial: si los fundamentos que apoyan la jus- 
ticia de esta declaracion no constasen en la parte espositi- 
va: si el curso de los acontecimientos no fuese tan público: 
si la serie de los hechos no apareciera en el luminoso dic- 
támen de la comision del senado, que corre impreso; y si, 
en fin, la diversa redaccion hiciese que el acuerdo produjera 
un efecto distinto, podria por lo menos vacilar; pero cuan 
do no es así, cuando redactado ese acuerdo de una ú otra. 
- manera, no puede ni debe dar mas resultado que la nulidad 
del decreto de 5 de Noviembre de 1846; cuando las circuns- 
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tancias son tap angustiadas y apremiantes, y cuando por 
sola esa variacion se espone el écsito del negocio, creo que 
la prudencia y los intereses nacionales imperiosamente ec- 
sigen sacrificar al resultado la mejor y mas perfecta espre- 
sion de la justicia. 


Yo no veo tampoco que nies en la spina parte del 
acuerdo del senado la redundancia 6 inutilidad que se su- 
pone. Cierto es que al gobierno corresponde cuidar de la 
ejecucion de las leyes, y que este deber se lo ha impuesto 
de antemano la constitucion; y si bien por este motivo en- 
los negocios triviales y comunes 6 en cada ley que se espi- | 
diera, seria innecesaria una nueva prevencion, no lo es en 
un negocio de tanta importancia y de tan graves consecuen- 
cias, como el de que se trata, y mucho menos cuando 
hechos anteriores relativos al mismo asunto están acredi- 
- tando esa necesidad. Recomendar al ejecutivo el cumpli- 
miento de la ley en un negocio de vital importancia para la 
nacion, recordarle el deber que el pacto fundamental le im- 
pone, y demostrar la misma nacion por medio de sus repre- 
sentantes el empeño que tiene en un negocio que tan de 
cerca afecta sus principales intereses, no es, ni puede ser 
una redundancia ridjeula, ni un paso inútil indigno del so- 
berano congreso. 

Menos puede considerarse como una novedad. Multitud 
de leyes y decretos que solo afectan intereses de particula- 
res, comprenden una prevencion semejante, sin que se ha- 
ya censurado la conducta del legislador, ni se haya puesto 
en ridículo. ¿Por qué, pues, podria juzgarse mal de esto 
mismo, cuando se trata de un negocio tan importante y de 
tan incalculables consecuencias? 
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Mas suponiendo esa inutilidad 6 redundancia, que solo 
podria afectar la redaccion, no es una cosa de tanto interes 
ni un defecto tan grave, que para evitarlo sea preciso espo- 
ner el resultado. Las mismas poderosas consideraciones que 
ecsisten para no hacer innovacion alguna en la primera, par- 
te del acuerdo que se revee, obran tambien para no supri- 
mir la segunda. Si el pensamiento principal, si el pensa- _ 
miento dominante y único de ese acuerdo es el mismo que 
el de la ¢ comision de esta camara, toda variacion es perju- 
dicial. : 


Aprobado el acuerdo como ecsiste, recibe en el acto el ca- 
rácter de ley: los derechos de México quedan asegurados 
'y la nacion se salva. Si se hace alguna modificacion, el ne- 
gocio queda pendiente. La cuestion se aplaza. El tiempo 
se pierde. Se espone por lo menos el resultado, y en es- 
tas circunstancias, antes que todo y 4 cualquiera costa, 
nuestros incuestionables derechos deben asegurarse. o 
A esta conviccion he sacrificado con gusto algunos pen- 
samientos que habia querido añadir al acuerdo del senado, 
Creo que no debemos perder un solo instante, y por eso me 
atrevo á proponer á la cámara se sirva aprobar ese mismo | 
acuerdo sin hacer i innovacion alguna; pero antes ] juzgo indis-. 
pensable indicar ligeramente otro punto, que sin afectar de 
ningun modo al negocio en lo principal, es no menos impor- 
tante. 
- No solo en el dictámen de la comision de la cámara de 
senadores, sino tambien en el que han suscrito mis respe- 
tables compañeros, y en el mismo espediente, hay hechos 
‘muy marcados ya, y que demuestran la responsabilidad en 
que han incurrido algunos funcionarios sujetos á la juris- 
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diccion del gran jurado. Yo no me ocuparé en referirlos 
circunstanciadamente, porque ademas de que son muy cono- 
- «cidos, la premura con que me he visto precisado á formular 
este voto no lo permite; pero aun cuando no hubiese mags 
constancia que la de haberse espedido, un decreto arrog4n- 
dose el ejecutivo facultades que no tenia, este solo hecho 
seria bastante para disponer que el espediente pasase á la 
seccion respectiva. Lajusticia, el clamor público, la natu- 
raleza misma de las cosas y el decoro de la representacion 
nacional écsigen imperiosamente este paso. 

El senado, que hoy ejerce las funciones de jurado de 
sentencia, no podia sin duda acordar una medida semejan- 
te; pero en la cámara de diputados no hay ese inconvenien- 
te, y al acordarlo así, habrá dado una nueva prueba de 
justificacion. 

Estas son, señor, mis convieciones. Ninguna mira inno- 
ble me guia. Lo protesto así á la faz de la nacion. He 
creido solamente que traicionaria á mi deber y 4 mi con- 
ciencia, si no manifestase mis sentimientos con lealtad y 
con franqueza, y por eso concluyo, sujetando 4 la delibe- 
racion de la cámara las siguientes proposiciones: | 

1* Se aprueba el acuerdo del senado que dice: “Se. 
«declara nulo é insubsistente el decreto de 5 de Noviembre 
de 1846, por no haberlo podido dictar el gobierno provisio- 
nal de aquella época, en virtud de las facultades con que 
entonces estaba investido: en consecuencia, el gobierno cui- 
dará de que la anterior declaracion produzca desde luego 
todos sus efectos respecto del — concedido á D. Jo- 
sé Garay. 


2° Económica. Pase este espediente á la seccion del 
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gran jurado, para que en su vista obre con arreglo á sus 
atribuciones.” | 


. Sala de comisiones de la cámara de diputados, Mayo 12 
de 1851.—José María Nuñez. | 


= Es cópia. México, Mayo 26 de 1851.—J. N. Espinosa 
' de los Monteros. 
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MEX E, OS propietarios y verdaderos poseedores 
65” de las quince barras litigiosas de la mina 
Sin A de la Luz representados por el Sr. gene- 
Aoi ral D. Francisco Alcayaga, piden 4 V. E. 
ADIOS que con arreglo á las leyes desestime la 
declinatoria mal iniciada por la 2% sala del tribunal 
superior de justicia de Guanajuato, auxiliada tan ile- 
gal como inoportunamente por el señor apoderado de 
los nombrados parcioneros; y pues que se halla ejecu- 
toriado ser V. E. quien debe conocer en el asunto, pi- 
den se digne mandar se lleve á efecto la contestacion 
del traslado de la demanda puesta por mis clientes á 
los parcioneros, á quienes debe condenarse al pago de 
las costas, por la temeridad y malicia con que proce- 
den, y de cuyos fundamentos paso á encargarme. 
Come la esperiencia haya lastimosamente acredita- 
do que el Sr. Cuevas, para desvanecer la impresion 
que puedan causar las opiniones de sus adversarios, 
bajo el especioso aparato de un equivoco en los infor- 
mes toma la voz para repetir éstos. y á cambio erige 
un fantasma que reviste con el carácter que quiere, le 
acomoda en la posicion mas desventajosa para ccmba- 
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tirle; logrando ast obscurecer las cuestiones, dislocar- 
las, y en la confusion y desórden buscar el éxito mas 
injuridico y mas irregular; contra este ardid del Sr. 
Cuevas nada hay mas conveniente que consignar por 
escrito las opiniones que se virtieron contra las suyas, 
á fin de que aparezcan de un modo determinado, segu- 
ro y libre de tales interpretaciones: cerrada asi la puer- 
ta á la cavilosidad, queda el campo á la magistratura 
mas espedito y á la justicia mas libre entre los hechos 
y la ley, entre las obligaciones y deberes, entre las ac- 
ciones y escepciones. Ofreceel Sr. Cuevas por atra 
parte usar de la imprenta para dar publicidad á esa 
produccion con quese confirman los rudos ataques 
dados á la dignidad de V. E., á su alta representacion, 
á la de sus ministros, á su integridad y saber, y por 
fin, á la ley y ála opinion: vea en hora buena el públi- 
co esa pieza maestra trabajada con el acierto y cuida- 
do de su autor, pero asi como una causa noble y justa 
bien apetece, bien busca el ejercicio de la libertad de 
imprenta; tenga entendido que tras este ejercicio, y 
en solicitud de los mexorables fallos de la opinion 
marchamos huyendo de cábalas de intrigas, de para- 
logismos y de arbitrios reprobados: acudir pues al libre 
ejercicio de la prensa, es llenar uno de los deberes so- 
beranos que le impuso al hombre la sociedad misma. 
“La prensa libre, es un poder social, omnipotente y 
poco conocido, dice un escritor moderno, y nunca se 
le da mejor destino que cuando se le hace censurar los 
actos de la autoridad y del poder. La prensa trabaja 
en lo interior de la sociedad del mismo modo que la 
alma organiza y transforma los cuerpos. La prensa 
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obra y obrará mas y mas con la energia de una fuer- 
za de la naturaleza, con la de un sentido, agregado re- 
pentinamente á la organizacion humana. Esla voz 
de todos, que por todos se oye sin cesar: es el diálogo 
perpetuo de las ideas con las ideas. Ha comenzado 
creándose á si misma, y erigiéndose á pesar de todas 
las resistencias feudales, teocráticas, monárquicas que 
la presentaban un destructor 6 una inclinacion in- 
vencible: ella todo lo ha nivelado por cuantas partes 
ha pasado: parece que su arma favorita es la espan- 
cion, como lo es el cristianismo de quien ha emanado. 
¡Desgraciado del que no la comprende!” “.....Ella for- 
mó la revolucion francesa que quiso en vano sofocarla 
con la sangre de sus primeros apóstoles: ella destruyó 
la revolucion demagógica de los cadalsos: ella trajo el 
18 Brumario al socorro del órden: ella formó el im- 
perio para restaurarle: ella derrocó al imperio cuando 
éste se erigió en una tirania universal; y aquel hom- 
bre que tuvo en la cabeza y en las manos todos los ins- 
trumentos de la dominacion del mundo, ha precipita- 
dose de su gloria ante ella! ¡La restauracion la resti- 
tuyó, y la restauracion pereció por haber un dia vaci- 
lado ante la misma! Ella destruirá sucesivamente to- 
dos los poderes monárquicos ó republicanos (qué im- 
portan los nombres) que se resistan á comprenderla. 
Ella es la palabra del enigma del esfinge, colocada an- 
te las puertas del porvenir. Y sin embargo, véase co- 
mo ella se populariza, se multiplica en nuestras ciu- 
dades, en nuestras cabañas, como el pan de cada dia! 
¡Pensad en esto, nuestra es la prensa y esta es el pen- 
samiento! ¡La prensa del pueblo lo es de la accion! 
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¿Qué dique le opondreis? ¡Qué gobierno resistirá 
¿Qué bayonetas no se embotarán? Una vez que todo 
se hubiere entregado 4 la critica y á la discusion de to- 
dos; una vez que los gobiernos fueren convocados á 
concurrir para ser examinados, no habria mas que es- 
perar. ¡Ninguna otra salud que la que se encuentre en 
la luz y en la razon de todos! ¡Ninguna otra salud 
que la que manifiesten la palabra y la instruccion!” 
¿Cómo temer pues acudir 4 la prensa, á la censura pú- 
blica, cuando sus decisiones distan mucho de aquella 
aura venal que nace y muere en un dia, que no puede 
sostener aun en su fugaz dominio la discusion de ideas 
y de principios? Los propietarios y poseedores de las 
quince barras litigiosas apetecen esa discusion, la bus- 
can con ansia y ante el tribunal de la opinion, compa- 
recerán gustosos: ven que este acto lo es de sumision 
á la soberania de la inteligencia y del saber, y siendo 
este dominio hijo de la discusion; mal pudiera contra- 
riarla el que se presenta sosteniendo la propiedad y 
posesion con sus titulos, con la ley y con la razon en 
que todo se funda: salgo á combatir los perniciosos 
efectos de una detentacion clara, esta apelacion á la 
opinion presenta tantos alicientes en una causa no- 
ble á favor de mis clientes contra la irrupcion de un 
poder que quiere venir 4 disputar á V. E. sus prero- 
gativas en el órden constitucional. | 

Doy, Sr. Exmo., al punto que ocupa hoy su atencion 
respetable mayor importancia que el señor apoderado 
de los titulados parcioneros, y no le ocultaré los disgus- 
tos y sinsabores que han amargado mi desventajosa si- 
tuacion en la defensa de los derechos, que hoy represen- 
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ta el Sr. general Alcayaga; y mucho menos dejaré de 
esternar la confianza que me anima de que el fallo de 
V. E. sea tan acertado como justo: para alimentar esta 
confianza me basta su respeto 4 lo dispuesto por nues- 
tras leyes, 4 lo enseñado por nuestros AA., 4 lo conven- 
cido por la razon, y por fin, al análisis que hará de 
ese cúmulo de estudiados paralogismos con que inten- 
tan los parcioneros ofuscar esta materia de suyo tan ob- 
via y tan sencilla; pero que para obtener su intento se es- 
coge un sendero tortuoso, por donde tendré que seguir 
sus huellas para combatirlas: Pluguiese al cielo darme 
la facultad de trasmitir á esta Exma. sala mis convic- 
ciones, llevando consigo las marcas de buena fé con que 
he venido al patrocinio de una causa porque la estimo 
justa. Apartemos, pues, de ella las alusiones que se 
hacen al Sr. Baranda, y con censura júzguese una fá- 
bula esa direccion que supone el Sr. Cuevas impele 
los intereses del Sr. Mackintosh á fuerza de increpar- 
la. ¡Quién dejará de figurarse que esos directores 
son una especie de duendes 6 séres dañinos que sa- 
len de un antro tenebroso á cubrir y sembrar males 
por todas partes? ;ó quizá son de aquellos trasgos y 
fantasmas que tanto papel hicieron en la edad media 
é infundieron tanto terror en la cándida credulidad del 
vulgo? El Sr. Mackintosh es una de esas victimas sa- 
crificadas á intereses y especulaciones mercantiles, que 
con mengua de toda amistad han servido solamente 
para desconcertar una fortuna, contra la que se levan- 
taron enemigos que suscitó una de aquellas pasiones 
tan frecuentes entre especuladores: su suerte adversa 
arrastró la quiebra de otras casas de comercio, y po- 
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cos imitaron la fidelidad de sus primeros y cuantiosos 
pagos: dióse impulso á una crìsis de que se ha resen- 
tido y aun resiente la plaza; y de su casa por fin, se 
alejaron cuantos alguna vez habian blasonado de su 
amistad. 

Imposibilitado de dar hoy el mismo impulso que an- 
tes á sus giros, sufre amargamente los reclamos de sus 
compromisos sin poderlos satisfacer. ¡He ahi los di- 
rectores del Sr. Mackintosh y á quienes se atribuyen 
el espanto y el terror que amedrenta al Sr. Cuevas; 
pero vengamos á su informe, para que el análisis de 
él, demuestre á las claras su mal paliada injusticia. 
Desde luego se presenta un contraste digno de la 
atencion y exámen de V. E. El Sr. Cuevas busca en 
V. E. una retractacion, busca á V. E. voluble, in- 
constante y veleidoso; yo por el contrario, le quie- 
ro constante en sus principios, consecuente en sus de 
cisiones y firme para no desmentirlas. El Sr. Cue- 
vas quiere ocultar cuáles han sido esas máximas hijas 
del estudio, confirmadas por la práctica, apoyadas en 
las leyes, y que han apoyado esos autos respetables 
que V. E. dictó y el quiere combatir; yo vengo á re- 
cordarle á este cuerpo moral por fin sus propias resolu- 
ciones. El Sr. Cuevas refiere á V. E. una historia no 
muy fiel de los antecedentes del asunto que ocupa hoy 
la atencion de esta sala; cuando yo vengo por el con- 
trario á manifestarle sus verdaderos precedentes y 
las constancias que de éstos han podido recogerse con- 
tra el empeño que ha habido ensu ocultacion. El Sr. 
Cuevas quiere tildar la honra que haya resultado á 
V. E., cuando amagado por los parcioneros en este 
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asunto y con responsabilidades que le exigian los re- 
presentados por el Sr. Cuevas; siguió sin embargo esta 
sala con firmeza una conducta laudable: no soy yo 
quien debe calificar esta firmeza, porque no se crea que. 
la adulecion ó el interes tejen ese panegiris. Abando- 
nado aquel rumbo de amago ya que por él nada con- 
siguieron, buscan hoy el de las interpretaciones sinies- 
tras, el de la adulterada inteligencia de leyes mal apli- 
cadas, de autoridades y doctrinas, el de la invencion 
por fin, de arbitrios reprobados para conseguir la ile- 
gal pretension que apenas puede creerse se haya in- 
tentado; siendo por fin el resultado sacar de una con- 
glomeracion de ideas y de una mezcla de principios y 
cuestiones inconducentes, la conclusion que mas cua- 
dre y se acomode á sus intereses. 

Esta es la clave misteriosa que sirve para entender 
los informes del Sr. Cuevas; acompaña siempre la ven- 
tajosa calificacion propia de su saber y opinion, los vier- 
te como principios, y al ver con desden y con un nota- 
ble desprecio las opiniones contrarias, nombra á sus 
máximas principios de legislacion universal, y barniza 
con epitetos tan concluyentes y decisivos sus doctri- 
nas, que ante un tribunal menos avisado y circunspec- 
to que V. E., pudiera infundir temores dar un fallo 
contrario. 

Penoso y sensible es tener frecuentemente que se- 
parar las cuestiones del lugar dislocado en que estu- 
diosamente se las constituye; para traerlas al cam- 
po de la discusion, al ventilable, al correspondiente 
á la justicia, al de la ocupacion del dia, al que debe 
ser por fin objeto de la decision de este tribunal supre- 
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mo; pero supuesto que es indispensable y necesario, 
forzoso será dar principio 4 mi informe fijando el pun- 
to de lacuestion: apreciar en seguida lo esforzado por 
los parcioneros para querer arrancar del conocimien- 
to de V. E. los derechos que controvierten hoy mis 
clientes con los nombrados parcioneros de la minade 
la Luz; para concluir esponiendo los méritos legales 
que fundan y apoyan la solicitud del general Alca- 


yaga. 
PUNTO VERDADERO DE LA CUESTION. 


Declarado competente un tribunal supremo y sus- 
citada con posterioridad una maliciosa competencia, 
¡puede darse ingreso á ésta, cuando la ley decidida- 
mente lo prohibe? tal es la cuestion que se sujeta hoy 
á la deliberacion ilustrada de V. E. Entre estos dos 
estremos, casi no queda arbitrio á V. E. para escoger 
otro que el que la ley le demarca, y que por fortuna es 
el encomendado á mi patrocinio. 

Podrán aglomerarse mil digresiones que divaguen 
la atencion; pero ninguna que convenza, el que decla- 
rado V. E. competente pueda quedar autorizado para 
admitir la escepcion dilatoria y maliciosa que se pro- 
pone. | | 

El autor de la Curia 4 los números 1, 2, y 11, del $13, 
p. 1, dice: “Excepciones dilatorias son las que dilatan, 
y difieren la causa, impidiendo su ingreso, y prosce- 
cucion; pero no la extinguen, acaban, ni rematan del 
todo, como lo dice la ley de partida. 

De lo dicho se sigue ser excepcion dilatoria la incom- 
petencia de jurisdiccion, litis pendencia, declinatoria del 
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juez en lacausa, y todas las demas que 4 su persona to- 
caren para escluirle del conocimiento de ella, como 
constan de una ley de partida, y otra de la Recopila- 
cion. l 

De lus sentencias que se dán en las audiencias, y con- 
seos, declarándose por jueces competentes, no se puede 
suplicar; pues se deben ejecutar sin embargo de súplica, 
como está dispuesto por una ley de la Recopilacion, en 
que se fundan los autores.” 

Segun pues, las doctrinas de este autor, la declina- 
toria interpuesta por el Sr. Cuevas, y la incompeten- 
cia de jurisdiccion que se atribuye á V. E., es una 
escepcion dilatoria no admisible ya despues de haber- 
se declarado competente en la materia, ni dársele in- 
greso. 

Refiérese el autor de la Curia á la decision de leyes 
espresas, y en efecto es muy clara la decision de la ley 
9%, t. 3°, partida 3 3, que dice: “Defiendense los de- 
mandados 4 las vegadas de las demandas que les fa- 
zen, poniendo defenciones ante si, que son de tal na- 
tura, que aluengan el pleyto, e non lo rematan. E lla- 
manlas én latin dilatorias, que quiere tanto dezir co- 
mo alongaderas. E son éstas, como si algund ome fi- 
ziesse pleyto con su debdor, que los maravedis, o la 
cosaque le devia, non gela pidiesse fasta tiempo, o 
dia señalado, e despues desso gelo demandasse en juy- 
zio ante del plazo. O si emplazassen alguno delante de 
tal Judgador, de cuyo fuero non fuesse, o si la una par- 
te contradixesse la personeria de la otra, mostrando ra- 
zon por que non debe ser Personero, o diziendo que la 
personeria que trae, non era complida segund dere- 
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cho, e porende que non era tenudo de responder á la: 
demanda, que le fazen; que atales defensiones como 
estas, o otras semejantes dellas, poniendolas el deman- 
dado, ante que responda a la demanda, e averiguando- 
las, deven ser cabidas. Mas si despues que el pleyto 
fuese comenzado por respuestas, las quisiesse poner 
alguno ante sí nol deven ser cabidas. Otrosi dezimos, 
que si el Judgador entendiere, que el demandado po- 
ne a menudo maliciosamente defension ante si, ‘por 
alongar el pleyto, que puede el Juez, dar un plazo pe- 
rentorio al demandado, que ponga todas sus defensio- 
nes, ayuntadas en uno, e que las prueve. E si al pla- 
zo que le fuese puesto, non las provare, o non las pu- 
siere, que despues non deve ser oydo. Mas debe el 
Judgador yr adelante por el pleyto, assi como man- 
dan las leyes deste libro.” 

La escepcion por lo mismo alongadera de la decision 
del pleito, es la dilatoria, es la declinatoria de fuero, 
es la que se opone á la competencia del juez, y es la 
que debe repelerse cuando es maliciosa. Es la mis- 
ma escepcion que opuesta á un heredero por solo de- 
morar la contestacion de la demanda dispone la ley 
10* del mismo titulo y partida que no debe contener al 
juez, y si dejarlo espedito para proseguir las actuacio- 
nes segun la espresion literal de la ley que resuelve 
lo siguiente: “E porende dezimos, que por tales defen- 
siones como estas, o otras semejantes dellas, que los 
demandados pusiessen ante si para embargar la res- 
puesta, que non se deve el Judgador detener por ellas, de 
yr adelante por el pleyto principal.” Disposicion to- 
mada contra el que pretestando falsedad del testamen- 


to, ú otras dilaciones embarazaba la prosecucion del 
juicio en lo principal. l 

La ley 17, tit. 5°, lib. 4°, dela Recopilacion, numera en- 
tre las escepciones dilatorias, la declinatoria de fuero é 
incompetencia de jurisdiccion: este es el sentir asimis- 
mo de nuestros escritores prácticos, asi como: lo es el 
de que cuando maliciosamente se opone no debe ser 
atendido. 

Opúsose esta escepcion dilatoria, queriendo fundarse 
en no ser V. E. competente para juzgar y decidir de 
la demanda puesta en Guanajuato contra los titulados 
parcioneros; mas la declinatoria opuesta á esta deman- 
da cesó y terminó sin poderse estimar vigente en la 
nueva demanda puesta ante la corte suprema de justi- 
cia en tiempo hábil y válidamente calificada por V. E. 
mismo; para comprobacion de lo cual me será permi- 
tido citar las siguientes palabras del superior auto de 
V. E. de 9 de Agosto de 1849. “Agregándose á todo 
lo dicho, que como habia un articulo pendiente sobre 
dechinatoria de jurisdiccion, y ya no es posible resolver 
ese artículo, porque solo se cuestionaba el caso ante- 
rior de la demanda puesta en Guanajuato, y como esa — 
demanda ya se retiró y ahora la que viene es otra, Ó 
mas bien la antigua con una modificacion sustancial, 
como es, el ser demandado un Estado; ni ésta se ha 
ventilado en el articulo que habia pendiente, ni la de- 
cision de aquel articulo seria en modo alguno aplica- 
ble al caso presente; y siendo la sustanciacion de los 
puntos contenciosos y sus resoluciones un efecto prác- 
tico y positivo, y aque ya no es posible que lo tenga el 
artículo anterior, por eso no solo no se puede seguir 
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sino que seria caso absurdo y de responsabilidad ocu- 
parse de una cosa que ha quedado en la clase de dos 
puramente especulativas:” | 

V. E., pues, se declaró competente, y fenecida la de- 
clinatoria opuesta por los titulados parcioneros de la 
mina de la Luz, no pueden ser mas legales los f-n- 
damentos de su declaracion, consiguiente á los cuales 
siguió diciendo en el espresado auto: “Teniendo pre- 
sente lo referido y lo demas que de autos resultó y ver 
convino: Se resuelve: primero, que de la demanda que 
ahora se ha puesto ante esta tercera sala se dé trasla- 
do á las partes demandadas para que la contesten en 
el término de la ley; y como el poder del Sr. D. José 
Maria Cuevas que tiene presentado, es limitado solo al 
punto que se hallaba pendiente, es por lo mismo cues- 
tionable lo tenga para contestar demanda alguna, ni 
aun que se le pueda citar en forma; se entenderá la 
citacion legitima para el traslado con las mismas par- 
tes directamente, incluso el Estado de Guanajuato:” 

Véamos, pues, la conformidad entre las resoluciones 
de V. E. y lo que hoy piden los parcioneros: V. E. 
dispuso con facultad competente, se conservasen sin 
alteracion los productos de las quince barras litigiosas 
y las actuaciones en el estado en que estaban, y así 
lo notificó al juez de primera instancia; mas los par- 
cloneros vienen desconociendo eso mismo, resuelto, 
acordado y dispuesto en 848, y al transcurso de cuatro 
años olvidan lo acaecido en Junio de ese mismo año: 
V. E. declaró en 9 de Agosto de 49, que la suprema 
corte de justicia, es el único juez en todas las instan- 
clas suscitadas judicialmente contra un Estado por otro 
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6 por uno 6 mas vecinos de éste, apoyandose en la ley 
de 14 de Febrero de 826 y en otras razones jurfdicas; 
los parcioneros intentan hoy sin apoyo, se abstenga la 
suprema corte de conocer en este mismo asunto, de- 
jando 4 este intento obrar 4 los tribunales de Guana- 
juato con toda la parcialidad, con toda la irregularidad 
y con toda la ilegalidad que los parcioneros pudieran 
esperar. V. E. determinó que para no dividir la con- 
‘tinencia de la causa, y por el derecho atractivo, todos 
los interesados debian venir á ventilar sus derechos 
ante esta suprema corte, apoyando esta resolucion en 
leyes y doctrinas, ¡hoy vienen los parcioneros buscan- 
do una retractacion vergonzosa! V. E. valorizó el te- 
mor que inspiraba la conducta de los parcioneros, el 
fundado de que se malversasen, destruyendo el de- 
pósito, apreció en lo que valian los esfuerzos estraor- 
dinarios que hacian en Guanajuato para levantarle, la 
responsabilidad del juez comprometida por aquellos 
manejos, el ultraje ocasionado al primer tribunal de 
la nacion, burlando sus órdenes: en fin, todo esto lo 
meditó V. E. con madurez, y resolvió al fin, despues 
del exámen de todos los autos, de informes prolonga- 
dos, y de un estudio imparcial, justo y circunspecto 
cuanto creyó justo; mas hoy quiere el capricho de los 
parcioneros que complaciente V. E. todo lo deshaga. 

Si en este auto como en su confirmatorio de 3 de 
Febrero de 1851, V. E. resolvió ser el juez competen- 
te ante quien debian ventilarse y controvertirse los 
puntos que ocupan hoy su atencion. Si V. E. resol. 
vió igualmente que ante esta suprema corte debian 
ventilarse los derechos que creyeran tener todos los in- 
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teresados en el dominio y propiedad de lax quince bar- 
ras litigiosas, porque así lo determinaron las leyes, y 
así lo exige el sistema y el Orden público. Si V. E. 
juzgó necesaria la caucion y aseguramiento de los pro- 
ductos de las quince barras de la mina de la Luz; por 
tortuoso y solapado que sea el manejo de los parcione- 
ros, debe por precision inferirse que ésta Exma. sala, 
sin otro interes que el de llenar sus deberes resolvió 
no prestarse á sostener las exageradas miras de los 
parcioneros, y que dió por decidido un punto que no 
puede ya ventilarse. La resolucion de V. E. no ad- 
mite recurso alguno que pueda hacerla retroceder, que- 
dando tan irrevocable y decisiva que á su presencia 
callan la cábala y la cavilosidad: la ley 4, tft. 5., 
lib. 4 de la Recop., estableció que no se admitiesen 
recursos contra la declaracion que dieran de ser com- 
petentes 6 incompetentes los tribunales superiores: 
séame permitido repetir la letra de esta ley: “En la 
sentencia que dieren los del nuestro consejo y presi- 
dente y oidores de nuestras audiencias, en que se pro- 
nunciaren por jueces Ó por no jueces, no haya lugar, 
suplicacion, ni nulidad, ni otro remedio ni recurso al- 
guno.” Siendo de consiguiente este el punto del dia, 
el sujeto al exámen de V. E. y sobre el que tiene que 
fallar, yo le pido en nombre de mis clientes, dé cumpli- 
miento á esa ley, obsequie las doctrinas de los autores 
citados en mi informe anterior, que no repito porque son 
bien sabidas de V. E., y porque huyo de la molestia 
que causa la repeticion: doflas por subsistentes para 
poder asentar que mis clientes piden lo que la ley les 
da, reclaman su cumplimiento, y traen en su apoyo lo 
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que los autores aconsejan, debe conferírseles justa y 
legalmente, lo que la práctica ha enseñado y lo que V. 
E. mismo ha resuelto fundadamente; presentándose 
únicamente contra esto una pretension destituida de 
razon y de fundamento, y solo encubierta con digre- 
siones inconducentes, para que falte V. E. á la dispo- 
sicion de una ley terminante, y jpor qué? porque esto 
place y acomoda á los parcioneros. 

Dándose, pues, por subsistente lo ejecutoriado por: 
V. E. y respetando sus resoluciones, fuerza parece inr 
ferir que quedó ya declarada por V. F. sin lugar la 
declinatoria que opuso el tribunal superior de Gua- 
najuato, y terminada con esto la representacion del Sr. 
Cuevas como limitada 4 este solo. punto, ¡puede dar es-. 
tabilidad la nulidad de su representacion? ciertamente 
que no; y menos cuando el mismo auto superior de 9. 
de Agosto de 1849 fué confirmado, por el que V. E.. 
mismo dió en 3 de Febrero de 1851 que concluye dis- 
poniendo “no haber lugar á hacer variacion alguna en. 
el espresado auto de 9 de Agosto debiendo continuar: 
ésta suprema corte en el conocimiento de. los autos, por 
aparecer en ellos demandado un Estado de la Federa- 
cion, conforme al artículo 137 de la constitucion ge- 
neral, y al artículo 1° de la ley de 14 de Febrero de 
1826. En consecuencia, siga segun su estado, cor- 
riéndose préviamente traslado á los acteres del oficio. 
dei tribunal de Guanajuato de 25 de Noviembre ul-. 
timo; todo lo que se hará saber al Sr. fiscal y demas. 
partes interesadas.” 

La competencia suscitada así por los tribunales de 
Guanajuato, como por los parcioneros dejó de existir:: 
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esa declimatoria conforme 4 las leyes y doctrinas de 
nuestros jurisconsultos, era una escepcion dilatoria, 
que decidida y maliciosamente reproducida, no debe 
admitirse nuevamente en los tribunales: que V. E. se 
ha declarado competente tres veces, pero con mas es- 
pecialidad en 9 de Agosto de 849 y 3 de Febrero de 
1851, despues de haber en 28 de Setiembre de 848 
mandado suspender todos los procedimientos de los 
tribunales de Guanajuato, cuyo auto mal pudiera acor- 
darse por V. E. si para él no se estimara competente 
y espedito; y si no tuviera por fin la conviccion de su 
superioridad. 

Despues de la decision inserta en los superiores au- 
tos de 9 de Agosto de 49 y de 3 de Febrero de 51, en 
que se declaró V. E. competente, tampoco ha quedado 
lugar para interponer otro recurso. Ja ley 4”, tft. 5°, 
lib. 4° de la Recopilacion dice 4 la letra segun se ha 
visto: ““Otrosi que en la sentencia, que dieren los del 
nuestro Consejo, 1 el Presidente, Oidores de nuestras 
Audiencias en que se pronunciaren por Jueces ó por no 
Jueces, que no haya lugar á suplicacion, ni nulidad, ni 
otro remedio, ni recurso alguno.” 

El tenor, pues, claro y espreso de esta ley cerró la 
puerta á la introduccion de recursos que invalidaran — 
su decision; por cuya causa me tomé la libertad de 
'anunciar que el recurso de la declinatoria que se opo- 
nia, y de contrario se anunciaba, no podia surtir el 
efecto que ansiaban los parcioneros: á este propósito 
convendrá tener presente lo que dispuso la ley 4”, tft. 
16°, lib. 4° de la Recopilacion, de cuya ley tomando lo 
conducente 4 la letra dice asf: “Ordenamos y manda- 
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mos que en todos, y qualesquier negocios, en que con- 
forme 4 las leyes de estos Reinos, de las sentencias da- 
das por los del nuestro Consejo, i Oidores de las nues- 
tras Audiencias no ha lugar suplicacion, se entienda 
assimismo no aver lugar alegarse, ni oponerse de nuli- 
dad, AUNQUE SE DIGA, I ALEGUE SER DE 
INCOMPETENCIA, O DE DEFECTO DE JU- 
RISDICION, ó que della notoriamente conste del pro- 
cesso, 1 autos dél, 6 en otra qualquier manera, ni para 
impedir la execucion de las tales sentencias, ni para 
que despues de executadas se pueda tomar al pleito: 1 
«ue por las dichas sentencias se entiendan ser acaba- 
dos, 1 fenecidos los dichos pleitos, sin que se puedan 
tornar á mover, ni suscitar, ni tratar en manera al- 
guna. 

I que assimismo en todos los casos, 1 negocios, que 
conforme á las leyes de nuestros Reinos las sentencias 
dadas por los del nuestro Consejo, 1 Oidores de las 
nuestras Audiencias, se han de executar sin embargo 
de suplicacion; aquello se entienda assimismo sin em- 
bargo de qualquiera nulidad, aunque se diga, i alegue 
ser de incompetencia, 6 de defecto de jurisdicion, 6 de 
que notoriamente consta de los autos del proceso, ó en 
otra qualquier manera; que la tal alegacion, oposicion, 
ó otra qualquiera no puede, ni pueda impedir la exe- 
cucion de las tales sentencias””...... 

V. E. declaró en 9 de Agosto de 1849, que esta su- 
prema corte de justicia era el único juez en todas las 
instancias de juicios que se suscitaran contra un Es- 
tado, no solo por otro Estado sino por uno 6 mas veci- 
nos de otro; apoyándolo en la parte segunda del arti- ' 
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culo 22 de la ley de 14 de Febrero de 1826: en la mis- 
ma fecha declaró V. E. que en la demanda puesta 4 
los parcioneros por mis clientes, el juez único y posi- 
tivo lo es esta suprema corte de justicia, y que bajo 
ningun aspecto podia ser otro, estendiéndose 4 justifi- 
car con la sensatez que le caracteriza, que ni la multi- 
tud de los intereses que en este juicio se complicaban, 
ni circunstancia accidental podia quitarle el carácter 
constitucional, y con él el derecho atractivo para lla- 
mar ante sí á litigar como interesados en el juicio pro- 
movido por el general Alcayaga. Si esto lo dijo V. E. 
declarándose competente, con pleno conocimiento de 
causa, adquirido éste con presencia de lo esforzado por 
los tribunales de Guanajuato, pedido por el ministerio 
fiscal, é informado por los letrados á la vista, no pue- 
de ciertamente concebirse cómo contra el espreso tenor 
de la ley 4°, tit. 5”, hb. 4° Recop., quiera obligarse á 
V. E. á retractarse, y dar lugar á lo que la ley prohi- 
bió: de estos fallos en que los jueces superiores se de- 
claran competentes, no se admite suplicacion, nulidad, 
ningun otro remedio ni recurso, y para que se cerrase 
la puerta 4 toda cavilosidad, estableció la ley 4°, tit. 
17, lib. 4”, de la Recopilacion, que por punto gene- 
ral en todos aquellos casos en que se niegue la suplica- 
cion, se entiende igualmente denegada la nulidad aun 
cuando quiera hacerse constar ésta falta en la de com- 
petencia ó en defecto de jurisdiccion notoria en los 
mismos autos del proceso, de suerte que bajo ningun 
aspecto ni consideracion puede estimarse válida la in- 
troduccion de algun recurso. 

De conformidad con estas decisiones, Acevedo en- 
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seña que: “á superioribus pronuntiantibus se esse, vel 
non esse judices suplicare non licet secundum textum 
in l. 4, tit. 5, supra isto lib. 4;”” habiendo asentado an- 
tes el principio general establecido en una ley recopi- 
lada, de que “in casibus in quibus per leges regias 
non licet supplicare á sententia dominorum de consi- 
lio vel cancellaria, neque licet de nulitate ettam in- 
competentiae vel notoriae nulitatis allegare, neque ut 
ejus executione facta liceat...... ” El Sr. Larrea en su 
decision 100, trata en toda ella de propósito esta ma- 
teria, y contrayéndose 4 la ley citada, asienta: ‘‘expre- 
sé traditur á sententiis vel decretis prolatis á judicibus 
superioribus qui causas decidunt in Senatibus, vel 
Cancellariis, cum se judices pronuntiant, non esse ad- 
mittendam suplicattionem, nec esse recursum quod 
recté statutum fuit, propter maximam authoritatem 
praedictorum Senatuum, et eorum judicum integrita- 
tem...” Con el apoyo de Avendaño y de Acevedo, y mas 
que todo con lo establecido en la ley, dejó sábiamente 
sin lugar á introducir recurso alguno al auto en que se 
declaró competente esta Exma. sala: doctrina es esta 
tanto mas incuestionable, cuanto que es máxima gene- 
ral que en lo que está decidido por ley no ha lugar á du- 
da, comentario ó glosa: el Sr. Larrea, en el lugar citado, 
y contrayéndose al caso en cuestion, enseña que por es- 
tar espresamente decidido por ley, no admite duda el 
punto de que hoy se ocupa V. E. “cúm hic casus ex- 
pressé á lege decidatur, omnis tollitur dubitatio,” apo- 
ya su doctrina con la de la glosa y con la de Baldo. 
En la decision 100, ya citada, y con la esten- 
sion y sabiduria que acostumbra, se ocupó el Sr. Lar- 


rea del exámen y análisis de si puede ser suplicable 
el auto en que los tribunales superiores se declararon 
competentes, allf dejó tan resueltos los puntos que hoy 
se someten á la alta decision de V. E. que nada pudiera 
creerse mas inverosímil que haberse admitido el re- 
curso: prueba el Sr. Larrea el error de los que creye- 
ron ser aplicable á los tribunales superiores lo que se 
concedió solo á los jueces inferiores; prueba el Sr. 
Larrea la razon de esa diferencia; prueba el Sr. Lar- 
rea que no puede alegarse que estilo ni práctica en 
contrario apoye la admision de recurso alguno des- 
pues de declarados competentes los magistrados de tri- 
bunales superiores; prueba el Sr. Larrea lo ilegal que 
seria permitir el ingreso despues de esta declaracion, 
y admitir contra el espreso tenor de una ley que re- 
pele, la introduccion de otro recurso, y que escluye 
aun la declinatoria por falta de jurisdiccion constante 
y notoria en autos; y prueba, por fin, el mismo Sr. 
Larrea, lo ilegal que fuera admitir el recurso, compro- 
bando, por último, todo lo espuesto con su mismo tes- 
timonio: esta certeza, confirmada durante el desem- 
peño de su destino con la práctica de cuanto habia visto, 
y despues enseñó sobre esta materia, no ignora V. E. 
qué peso da, y mas en un jurisconsulto que fué fiscal 
y oidor, y sus destinos le procuraron enseñar con aeler- 
to cuanto va referido. 

Parece ademas, que si hubiera de admitirse el re- 
curso, siquiera para remitirse y decidir la competen- 
cia á la primera sala, seria ad mitir un contraprincipio 
jurídico, seria canonizar un sarcasmo en jurispruden- 
cla, y seria, por fin, contravenir á la disposicion de las 
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leyes, á las máximas y doctrinas de nuestros juriscon- 
sultos, y seria, por último, arrastrar á V. E. á retrac- 
tar lo que antes ha sostenido y ha servido para fundar 
sus decretos. Las leyes que prohiben la introduccion 
de nuevos recursos, inclusos los de competencia, los de 
nulidad, las escepciones dilatorias, etc., establecen una 
ejecutoria, y quedaria eludida ésta, siendo infringidas 
en el momento en que se admitiesen ocursos: admi- 
tidos para calificarse, tendrian, en seguida, que exa- 
minarse y decidirse y la admision quedaba hecha, rea- 
lizada la introduccion y sustanciado el recurso: en 
puntos de jurisdiccion enseñan los juristas que las 
interpretaciones deben proscribirse, porque la juris- 
diccion solo viene de la ley, y cualquiera interpreta- 
cion haria ilusorio ese orígen, le quitaria su estabilidad 
y firmeza, entregándole á la cavilosidad y á la dispu- 
ta; se le quitaria, por fin, á la jurisdiccion el carácter 
sagrado y augusto que le dá la ley misma, subrogando 
á la majestad de las decisiones de ésta, el espíritu so- 
fístico y pendenciero de algunos escolásticos tratadis- 
tas; por esta causa, sin duda se estableció como princi- 
pio que solo las distinciones que la ley hiciera fueran 
admisibles, “ubi lex non distinguit nec nos distinguere 
debemus:” y de estos mismos principios ha venido el 
fundamento que han tenido Pareja, Grutierrez y otros, 
para negar entrada 4 la disputa cuando hay una deci- 
sion legal “ubi adest legis dispositio, diputatio cessare 
debet.” Repetidas leyes se han dado para impedir la 
voluntaria é indebida interpretacion que se han toma- 
do algunos jueces la libertad de hacer á las leyes que 
debieran obedecerse segun su. tenor: una ley recopilada 
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que es la undécima, tit. 3”, lib. 2°, manda que se ob- 
serven hteralmente entre tanto no sean espresamente - 
derogadas; otra de las nombradas de Indias, prohibe la. 
aplicacion de prácticas y ejecutorias; otras prohiben. 
alegar contra la decision de las leyes su no uso, fijan-. 
do otras lo que debiera entenderse por costumbre, y 
pudieran agregarse la cédula nombrada de visita, y lo. 
que se practicó en la del Sr. Visarron. Noapegarse,. 
pues, á lo que la ley dispuso, á lo que enseñaron los. 
jurisconsultos y á lo que cuenta, en fin, con. el apoyo. 
de ejecutorias y práctica, seria sin duda barrenar la 
ley misma en lugar de obsequiar sus decisiones. 

V. E. á quien se invectivó algunas veces, 4 quien 
se amagó con responsabilidades para doblegarle, y á 
quien hoy mismo se zahiere paliadamente por los par- 
cloneros con las feas notas de ignorante en puntos muy 
triviales de jurisprudencia: V. E., en fin, por obligacion 
y por deber está comprometido á llevar -4.efecto la no 
admision de la figurada declinatoria. 

Por evitar esta conclusion. no quiso examinarla, vién- 
dola con desden y disfavor al tocarla el Sr. Cuevas; 
distrayéndose en el exámen de otras cuestiones que 
pudiera calificar de peregrinas á las del dia. 

Pasaré, no obstante, á examinarlas segun pueda re- 
cordarlas la memoria. 

Fijada, pues, de esta manera la cuestion ventilable 
hoy ante. V. E., no puede dejarse de notar el reproba- 
ble empeño de desvirtuarla y de confundirla con otras 
materias inconducentes y poco enlazadas con la cues- 
tion que hoy se sujetará á la decision de esa Exma. 
sala; sin causarse en largos raciocinios para. descubrir: 


esta verdad; 4 la vista menos perspicaz salta, osten- 
tando su dislocada posicion. Despues de desfigurar 
el Sr. Cuevas varios sucesos, contra las constancias 
que ministran los autos, asienta tres proposiciones, cu- 
ya demostracion supone capaz de influir poderosamen- 
te en el ánimo de V. E. para decidirle á dejar á los tri- 
bunales de Guanajuato, conocer y fallar en este asun- 
to: demostracion tan peregrina que, lejos de conseguir 
con ella su objeto, le deja intacto: véase el contenido 
de esas proposiciones. 1° Puede haber una formal 
competencia entre esta Exma. tercera sala y los tri- 
bunales de Guanajuato. 2° Aunque no pudiera ha- 
ber una formal competencia entre esta Exma. tercera 
sala y el tribunal superior de Guanajuato, siempre 
estaria obligado V. E. 4 examinar si le corresponde 6 
no el conocimiento del negocio, sobre nulidad de las 
transacciones celebradas, y á dejar espedita la juris- 
diccion de los jueces de Guanajuato, si llega á persua- 
dirse de que se la han disputado con razon; y 3° Aten- 
didos los principios que deben servir de guia á esta 
Exma. tercera sala en este punto, no puede sostener 
su competencia contra los jueces de Guanajuato que 
se la disputan: analizando esas proposiciones demues- 
tran su inutilidad y los varios errores que contienen, 
supóngase, sin conceder, cierta la primera proposicion, 
es decir, que por un momento y prescindiendo de sus 
errados fundamentos, si se accediese á que podia ha- 
ber una formal competencia entre esta Exma. sala y 
los tribunales de Guanajuato, ¿cómo inferir de tal an- 
tecedente, el que puede subsistir en cualquier tiempo 
esa competencia? - Tal modo de discurrir, carece de 
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exactitud. Aun cuando pudieran competir con V. E. 
los tribunales de Guanajuato, hoy en este asunto no 
podrian: porque declarado competente V. E. contra 
esa decision, no se puede introducir recurso alguno, 
ni tienen lugar el de nulidad, el de declinar juris- 
diccion, en fin, ninguno otro; de consiguiente, aunque 
pudieran competir, aqui no tendria lugar la declina- 
toria, y ya se ve por esto lo inconducente de la prime- 
ra proposicion: esto, repito, no quiere decir que aprue- 
be yo los fundamentos y principios en que ha queri- 
do apoyarse esa primera proposicion, sino que la he 
admitido para manifestár solo su inconducencia y ma- 
la aplicacion. 

La proposicion segunda, á los defectos de la prime- 
ra, reune la pretension monstruosa de obligar á V. 
E., aunque no tuviese quien le compitiera, 4 entrar 
al exámen de un asunto á quien la ley niega la admi- 
sion, prohibe su ingreso. Si la ley prohibe todo re- 
curso contra la declaracion que ha hecho V. E. de 
ser competente; ¡á qué propósito se traeria ese exá- 
men, y con que fin se le daria ingreso admitiéndo- 
lo? Esto fuera admitir un juego de palabras, contra- 
venir directamente á lo dispuesto por las leyes y á lo 
admitido en la práctica de los tribunales; y esto, por 
fin, fuera pretestar obsequio á la ley burlando sus dis- 
posiciones. La tercera proposicion, sin deducirse de 
las dos anteriores, dando por resuelto cuanto no lo es- 
tá, asienta que V. E. no puede sostener su competen- 
cia con los tribunales de Guanajuato; 4 cuya espre- 
sion, si hubiese agregado la de no poder mediar com- 
petencia de jurisdiccion entre, V. E. y aquellos tribu- 
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nales, hubiera dicho una verdad que hoy no lo es ni 
puede admitirse. 

Ya se ve que las tres proposiciones que sirven co- 
mo de preliminares al informe del Sr. Cuevas, ni to- 
can la cuestion, ni son á propósito aplicadas al inten- 
to del que las emite; supuesto que no consideran la 
cuestion en el verdadero punto de vista que deberia 
el Sr. Cuevas. La cuestion del dia está reducida, á 
si declarado competente V. E. puede admitirse recur- 
so alguno: ésta y solo ella es el objeto que ocupa hoy 
la atencion de V. E. Las leyes citadas antes, las au- 
toridades agregadas en su apoyo, la razon y la prácti- 
ca de los tribunales dicen á V. E. que no debe admi- 
tir ya recurso de ninguna clase, incluso el de deelina- 
toria de jurisdiccion, nulidad, &c.; pero en contra, di- 
vagándose el Sr. Cuevas, intenta huir el cuerpo, y por 
un rodeo inconcebible buscar un apoyo que alucine, 
mas bien que una demostracion que convenza. Para 
comprobar mejor esto, véamos lo que asienta para fun- 
' dar esas célebres y dislocadas proposiciones. El Sr. 
Cuevas, para combatir el principio que dice anuncia- 
ron los directores del Sr. Mackintosh de que con esta 
Exma. tercera sala no podia competir el tribunal su- 
perior de Guanajuato, le hace consistir en que la su- 
prema corte de justicia es el primer tribunal de la na- 
cion y está encargado de dirimir las competencias, 
asegurando que mientras mas examina tales especies, 
mas se persuade de que no se han vertido con el áni- 
mo de sostenerlas en una séria discusion, porque ni 
son conformes con los principios constitucionales ni 
con los de la legislacion secundaria, reconocidos por 
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todos en materia de competencias, ni con las ideas que 
desde luego ocurren al hombre menos pensador. 'Tan- 
ta satisfaccion en el propio saber, debe ir acompaña- 
do sin duda de una conviccion, procedente de una ca- 
pacidad indisputable, y de tal magnitud que no pue- 
da contrariarse en una séria discusion, y menos con- 
curriendo á sostener á los parcioneros, la legislacion 
constitucional, la secundaria y hasta las ideas de los 
hombres menos pensadores, cuyo apoyo no deberá ser 
el mas poderoso y fuerte. De que la parte cuarta 
del articulo 137 de la constitucion haya destinado á 
la suprema corte de justicia, como una de sus faculta- 
des, la de dirimir las competencias que se susciten 
entre los tribunales de la federacion, entre éstos y los 
de los Estados y las que se muevan entre los de un 
Estado con los del otro; de que el articulo 138 de la mis- 
ma constitucion dijera que una ley determinaria el 
modo y grados en que deberia conocer la suprema 
corte de justicia, y de que el articulo 29 de la ley de 
14 de Febrero de 826 que dispuso hubiera una sola 
instancia en los juicios de competencia de que cono- 
ceria la primera sala, combinando estos tres articulos 
infiere el Sr. Cuevas resuelta la cuestion y disipadas 
todas las dificultades que pudieran presentarse en la 
materia: mas claro, la constitucion dijo: “La supre- 
ma corte dirimirá las competencias.” ¡Luego los tri- 
bunales de Guanajuato deben conocer de la demanda 
puesta por mis clientes? No se infiere por cierto: “una 
ley se dispuso arreglaria el modo y grados en que de- 
beria conocer en el uso de sus facultades la suprema 
corte de justicia.” ¡Luego los tribunales de Guana- 
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juato deben conocer de una nulidad de transacciones? 
Tampoco se deduce en buena lógica. Una ley dispu- 
so que los juicios de competencias tuviesen una sola 
instancia, y de ella conociera la primera sala. ¡Lue- 
go deben conocer de este asunto principal los tribuna- 
les de Guanajuato? No se infiere por complaciente 
que quiera ser, y por laxa que se suponga una dialéc- 
tica acomodaticia y condescendente. Agrega á tales 
proposiciones la idea de que pues V. E. es tribunal 
de la federacion, á V. E. puede disputarse su juris- 
diccion, desde luego, porque las competencias que 
habian de dirimirse por la suprema corte, lo serian 
las que se sustanciasen entre tribunales de la federa- 
cion y de los Estados: aumentando asi con tal deduc- 
cion el número de las anteriores y el viciado modo de 
discurrir designado antes, esparciendo su influjo en 
el informe de los parcioneros. 

No admitir un recurso porque la ley lo prohibe, no 
es lo mismo que dirimir. y confundir una acepcion 
con otra, es ofender el idioma desconociendo el signifi- 
cado de una y otra voz. Noadmitir el recurso, es no 
darle ingreso ni querer conocer de él; mas dirimir la 
competencia de jurisdiccion que envuelva, supone cc- 
nocimiento en lo que tiene que dirimirse, y supone 
discusion, resolucion; y por fin, es dar ingreso á una 
declinatoria que en el caso presente la negaron las le- 
yes, segun va suficientemente comprobado. Hoy, no . 
solo por ser declinatoria de jurisdiccion, sino porque 
no se admite recurso alguno, V: E. tiene que resolver 
solo si puede dar ingreso al de los parcioneros, estan- 
do tan clara y terminante la ley á que quisteran aco- 
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gerse; y esto no es dirimir ni conocer de la facultad ó 
jurisdiccion con que esté ó no revestido V. E.; mas 
estraviando el sendero de que no debiera separarse el 
Sr. Cuevas, asienta que “si en las disputas de juris- 
diccion con la segunda ó con la tercera sala, lo que 
estas mismas resolvieran, habia de quedar definitiva- 
mente resuelto, sin que pudiera interponerse recurso 
alguno contra su resolucion, ellas serian las que ver- 
daderamente declararan su competencia, usurpando á 
la primera sala una atribucion propia y esclusiva de 
ella.” Se ha repetido que bastaba ser un recurso inter- 
puesto para no admitirse sin que fuera indispensable 
mediara ademas una disputa de jurisdiccion: lo que 
agrega de consiguiente el Sr. Cuevas bajo este con- 
cepto no eS oportuno ni exacto; yel que sean irre- 
vocables las resoluciones en que se declaran compe- 
tentes la segunda y la tercera sala; esto no pudiera 
ser objeto de un informe, y menos cuando es un ata- 
que directo á una ley que en el foro debe respetarse, 
entre tanto el legislador no la deroga; tratándose aqui 
de la que ejecutorió el auto en que V. E. se decla- 
ró competente y contra quien niega la admision de 
recurso alguno; el informe vendrá á combatir esta 
disposicion, que si bien pudiera hacerse en la tribuna, 
en el foro no fuera permitido, porque la ley aqui es 
respetada y no combatida. 

Al ver comoencarece el Sr. Cuevas la organizacion 
del sistema judicial, pudiera creerse 6 que hablaba de 
otra nacion regida por el federal 6 que ignoraba el me- 
canismo de ese mismo poder: para otra edad, está bien 
que los parcioneros pudieran confundir la soberanía de 
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los Estados con la nacional y aun el que se propugna- 
se y defendiera que en los Estados ejercia el poder ju- 
dicial una verdadera soberanía; pero lo que solo puede 
admitirse en la exaltacion de las pasiones, nunca se 
admite cuando ejerce algun imperio la reflexion: la so- 
beranía no se ejerce por solo uno de los poderes ele- 
mentales de que la sociedad se compone: mal de con- 
siguiente se atribuye el ejercicio de una verdadera so- 
beranía al poder judicial de los Estados, y menos aún 
seria tolerable se dijera esto de los tribunales particu- 
lares de los Estados. “La soberanía, dice Berville, en 
la organizacion social es un poder en su último resor- 
te, es aquel de quien los demas reciben su existencia, 
que existe antes que todos, y que aun subsiste cuando 
los demas faltan ya; es, en fin, aquel poder de quien 
todo emana y á quien todo vuelve al terminarse.” ¡Y 
puede esta definicion aplicarse á los Estados de nues- 
tra confederacion, dependientes de los poderes gene- 
rales de la Union, y de cuya dependencia algunos da- 
tos ministra el mismo Sr. Cuevas? Los poderes gene- 
rales y particulares en el sistema federal, no se confun- 
den ni admiten la inteligencia que les dá el Sr. Cue- 
vas: su misma órbita, los objetos á que se les destina 
y el modo de desempeñar sus atribuciones deslindan 
bien la estension de estas así, como de la sumision na- 
cional de todos los poderes procede el principio con- 
servador de la propia union social. Fl mismo autor 
citado impugna la residencia de esa soberanía en una 
dinastía, en una familia, en un individuo, en una cor- 
poracion, y la fija, porque todo esto es pasajero, en la 
sociedad misma, como que preexiste y sobrevive á las 


—32—— 
dinastías, á las familias, 4 los individuos y 4 las cor- 
poraciones; deduciendo como dos axiomas fundamen- 
tales de derecho público 6 internacional: primera, la 
existencia esencial de ese poder soberano en las nacio- 
nes, teniendo éstas libertad en su ejercicio; y segunda, 
la falta de necesidad de que algun otro poder ejerza 
en ellas pupilaje 6 patronato y amparo. “Ese mismo. 
autor esplaya sus consideraciones sobre la legitimidad 
á cuyo dogma denomina una ficcion saludable, una 
garantía contra las revoluciones, un sofisma seductor 
para quien sabe aprovecharse de él: estiende por fin, 
sus consideraciones á los cambios de administraciones 
sociales en el continente Europeo, y á cuantos trastor - 
nos hubo antes del portentoso imperio de Napoleon, 
sin dejar de examinar los acontecimientos de Cárlos 1 
y Santiago II en Inglaterra, ni el golpe de Estado in- 
sensato de Cárlos X en Francia, hasta venir á concluir 
con las doctrinas de Benjamin-Constant y Royer-Collar 
que combatieron el sistema de disociacion que defien- 
de el Sr. Cuevas, y que dista tanto del que han desar- 
rollado los padres de la federacion americana, redac- 
tores del Federalista, y del de los demas escritores de 
esa forma de gobierno, como Tocqueville, Warden, 
Wheaton, Story, Kent y otros que seria molesto refe- 
rir; y mas aun transcribir cuanto escribieron. 

Convierte el Sr. Cuevas en poder conservador á la 
j* sala de la suprema corte de justicia, para inferir de 
aqui que no pudiendo tener V. E. ni la 2? sala el des- 
empeño de tal prerogativa por esta causa debe st- 
frir la pena de que le disputen su jurisdiccion: hace 

consistir la conservacion en la facultad revisora que 
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tienen asi el congreso dela Union sobre las leyes y de- 
cretos que dieren las legislaturas particulares, como 
en los recursos. que se interponen ante la 1* sala de es- 
ta suprema corte de justicia, mas esto positivamente 
carece de razon. La revision, si fuera la causa de ese 
poder conservador, al revisar una las sentencias dadas 
por otra sala y mas cuando los asuntos, hasta lo últi- - 
mo tuvieran desde su primera instancia origen en la 
suprema corte, resultaria por la mutua revision total 
que tendrian que hacer todas las salas en la interposi- 
cion de recursos, establecido ese principio conserva- 
dor desconocido en la nomenclatura de la ciencia se- 
cial. No es la superioridad que tenga la 1* sala sobre 
la 2° 6 3° de esta suprema corte de justicia la que le 
concede esta revision: obra es esta de la organizacion 
que se dió para su despacho económico, no prueba le- 
gal de una supremacia: confirmase este concepto con 
la sucesion de los magistrados que organizan las sa- 
las, y para dar aun otra prueba práctica de esto, me: 
tomo la libertad de llamar la atencion de V. E. á lo 
consultado por la comision de constitucion al congreso: 
constituyente, á la discusion que precedió á la apro- 
bacion de esos articulos constitucionales y 4 la forma- 
cion de la ley de 14 de Febrero de 826. La comision: 
de constitucion presentó en su proyecto segun puede 
verlo en el ejemplar que exhibo, el siguiente articulo. 
al numerarse las atribuciones de la suprema corte de 
. justicia: “4* Dirimir las competencias trabadas entre 
los jueces de un Estado con el de otro diferente, bien 
sea de primera, de segunda, ó de tercera instancia.” 
.A presencia de que los tribunales de circuito y juzga- 
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dos de distrito seria muy probable comprometiesen di- 
ferencias sobre jurisdiccion con los tribunales de los 
Estados, se hizo inevitable hacer un cambio y vino 4 re- 
ducirse el artículo propuesto al siguiente: “IV. Dirimir 
las competencias que se susciten entre los tribunales 
de la federacion, y entre éstos y los de los Estados, y 
las que se muevan entre los de un Estado y los de 
otro” varias consideraciones se agolpan en este punto 
y nada ventajosas a los parcioneros. El congreso se 
hizo cargo de las competencias que pudieron originar- 
se entre los tribunales de los Estados, entre éstos y los 
de la federacion, y finalmente, entre cuantos pudieran 
competir y estimó capaces de verificarlo; siendo con- 
siguiente que pues no incluyó en este número á la 
suprema corte de justicia ni á sus salas, claro fué que 
no creyó que pudiera competirse ni suscitársele cues- 
tiones de jurisdiccion. Hay ademas otra constancia 
de la rectitud de este raciocinio, y que ministra el po- 
der legislativo: recordará V. E. el empeño que tuvo el 
gobierno supremo en la instalacion de la suprema cor- 
te de justicia, con cuyo propósito instó para que V. E. 
en cuerpo fuera instalado, á este intento se oponian 
varias dificultades que para allanar, se nombró una 
comision que espidió el dictámen á que como secreta- 
Tio que era yo entonces del congreso dí primera lectu- 
ra en 10 de Enero de 825: ese dictámen original le 
mandé poner en limpio quedándome con el borrador 
que presento á V. E.: la parte espositiva de ese dictá- 
men manifiesta haberse tenido presente el punto de 
competencia y quiénes pudieran suscitarla; se ocupó 
de ellas y de sus instancias, y ni en ese dictámen ni 
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èn la discusion hubo mérito para creer hubiese tribu- 
nal, juzgado ó corporacion que le disputara, querien- 
do arrogarse la jurisdiccion que le toca. En el modo 
de conocer por cuarta proposicion consultaba la si- 
guiente. “4* La decision de las competencias de que 
habla la atribucion cuarta, se despacharán por una 
sala,” cuyo articulo fué cambiado en el 29 de la cita- 
da ley de 14 de Febrero de 1826, que dice á la letra: 
“En los juicios de competencias de que trata el pár- 
rafo 4° del articulo 137 de la constitucion, habrá solo 

una instancia, de la que conocerá la primera sala.” 
El legislador, pues, en repetidos actos trajo á su con- 
smeracion cuantos tribunales pudieran competir; el le- 
gislador examinó el modo, y fijó el término en que de- 
bieran dirimirse y por quién, las competencias, no 
siendo una omision ú olvido quien pasó por alto deci- 
dir las competencias que se suscitasen con las Exmas. 
salas de la suprema corte de justicia, sino la certeza 
de un principio que desconoce el Sr. Cuevas, de que 
para dirimir las competencias se busca 6 cria la auto- 
ridad 4 quien no pueden suscitarse; el legislador ni 
desconoció esta máxima, ni dejó de servir para resol- 
ver asuntos de esta clase, segun verá adelante V. E. 
_S1 el Sr. Cuevas: hubiese ocurrido á esta fuente, no se 
veria complicado en las dificultades de que solo creyó 
poder salir con la solucion poco honrosa de que “los 
legisladores y los hombres todos, tienen la suerte de 
elegir entre inconvenientes, pasando por admitir los 
que evitan otros mayores.” Esta solucion fué la que 
juzgó resultaria de que en la formacion de la primera 
sala intervinieran algunos ministros de otra sala, á 
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quien hubiera miciadose una competencia, resultando 
que se presentaba á dirimir la suya; el mismo Sr. Cue- 
vas:estima sin garantias 4 la justicia, la supone apa- 
sionada, y en fin, la juzga ineficaz para llenar el obje- 
to para que se erigió; mas todo esto procede de que el 
Sr. Cuevas disloca las cuestiones y no las considera en 
el punto en que debiera. 

Al examinar conforme á los preceptos de la legisla- 
cion secundaria; nada agrega de nuevo ó que merezca 
este concepto por mas que haya querido revestirle con 
el testimonio de los emperadores Valente, Graciano y 
Valentiniano. Un escritor que encareciendo el poder 
judicial de la federacion acoge en seguida las disposi- 
ciones de los emperadores romanos, cuando aquella na- 
cion era regida por un sistema unitario y concentrado, 

-arroja en tal descuido un antitesis poco consecuente y 
meditado. 

Y ¡qué fué, y á qué propósito lo que resolvieron los 
emperadores Valente, Graciano y Valentiniano al pre- 
fecto Graco? El que por una ley general ninguno 
fuese juez 6 sentenciase en causa propia: ni la auto- 
ridad de estos emperadores por elevada que fuera, ni 
el asunto á que se contrajeron tenia que ver con los 
puntos de competencia y jurisdiccion; ni necesaria 
era esa decision para venir en conocimiento de que lo 
que dispuso. la ley imperial es un principio; no puede 
sin duda encontrarse exactitud ni ilacion en este ra- 
ciocinio. “Nadie puede ser juez en causa propia, di- 
_jeron unos emperadores romanos, luego de las quin- 
ce barras litigiosas de la mina de la Luz deben 
conocer los tribunales de Guanajuato.” Este ab- 
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surdo modo de discurrir carece de poder para conven- 
‘cer, de manera que esds emperadores vinieron á des- 
empeñar un papel desairado en el lugar que los colo- 
có el ‘Sr. Cuevas: asienta que crée no ser nécesario 
que un tribunal esté autorizado para dirimir compe- 
tencias, y decidirlas, bastando al mismo intento la su- 
«perioridad y queriendo apoyar esto en la doctrina del 
Sr. Solórzano al núm. 11,'cap. V, lib. V de su Politi- 
-ca indiana. Ningun caso puede asegurarse que ha- 
ya en el foro en que un tribunal ó juez, sin facultad 6 
ley espresa, haya dirimido competencias:- tampoco es 
cierto que la superioridad sola haya juzgádose sufi- 
«ciente para dirimir competencias, y esto, mejor que 
yo, lo sabe V. E., á quien no se ha ocultado el meca- 
nismo con que sustanciaron los juicios nuestros ma- 
yores. Superioridad en la junta, tribunal ó juzgado; 
facultad concedida por la ley para dirimir; y negativa 
para que se le pueda comprometer, como parte, en la de- 
cision de una competencia, fueron los tres fundamen- 
tos sobre que descansó única y solamente el poder 
para dirimir las competencias que se suscitaron, y es- 
to no puede dudarse ni menos controvertirse, estando 
subsistentes y compiladas las leyes éspedidas al in- 
tento. | 

Con esa superioridad que á la ventura indiscreta- 
- mente se supone ser bastante fundamento de jurisdic- 
cion y capaz de determinar quién deba ejercerla; muy 
mal se acomoda la legislacion española, tan cauta y 
escrupulosa en no permitir que otra autoridad que la 
designada por la ley ejerciese actós jurisdiccionales; 
eso no obstante, el Sr. Cuevas se acoge á buscar apo- 
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yo en la misma Espafia, dudando merezea el nombre 
de sistema de legislacion el que regia antes de la cons- 
titucion de 1812, y estampa una contradiccion en dos 
párrafos inmediatos de su informe: asienta en uno, no 
ser necesaria para dirimir competencias la especial 
autorizacion de la ley, bastando la superioridad de 
‘quien habia de dirimirlas; mas, en seguida, ya reco- 
noce que ningun juez, por elevado que fuera, podia 
dirimirlas; y aunque en este segundo caso pudiera 
decir que se contrajo á las competencias que se sus- 
citaban al consejo de Castilla, ni esta circunstancia le 
quitaba el concepto de competencia, ni designa otro 
dato que uno en que la ley autorizaba la corporacion 
que tendria que decidir esas mismas competencias pa- 
ra las decisiones de las que precedia ley; pero anali- 
cemos esa noticia tan confusa como inexacta. En 
Mayo de 1732, á consecuencia de las facultades con- 
cedidas al consejo de hacienda sobre jurisdicciones, 
vasallos y rentas que por cualquier causa saliam del 
real patrimonio y de la corona, los fiscales, ostentan- 
do celo, demoraban el despacho y reconocimiento de 
los derechos concedidos 4 particulares por reintegros, 
indemnizaciones y demas pagos que tenia que hacer 
la corona: origináronse entonces quejas de los acree- 
dores, investigacion del monarca sobre el origen de 
tul conducta, y de alli mismo procedió la medida to- 
mada. para dirimir las competencias que se suscitaron 
en la materia: al oir al Sr. Cuevas pudo estimarse que 
al disputar jurisdiccion al de Castilla, el consejo de. 
hacienda lo hacia á un superior, una corporacion in- 
ferior; mas no advierte que todos los consejos y tribu- 
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tales supremos quedaron igualados en gerarquia v ya 
no hubo tal superioridad ni motivo que embarazar pu- 
diera por esta cualidad el giro y despacho de los asun- 
tos encomendados 4 cada uno: al recorrer lo que asien- 
ta el Sr. Solórzano, sobre lo acaecido en Lima, no ad- 
vierte que, á mas de inexacta, le es contraria la cita: 
el espresado autor manifiesta que los alcaldes del cri- 
men instaban porque fuese cumplida la cédula de 
1568, porque ella era la que concedia la facultad ¡u- 
risdiccional cuyo ejercicio invocaban; para manifestar 
esta inconducencia con mas claridad, será bueno tras- 
cribir lo que dice el Sr. Solórzano acerca de la pre- 
tension de los alcaldes del crimen, que es lo siguiente: 
“‘F undandose en que la cédula que dejo citada del año de 
1568 comete este conocimiento á Presidente y Otdores, el 
qual decian ser estraordinario: porque á no SE LE HA- 
VER DADO ESTA CEDULA, no le pudieran tener ni tu- 
vieran en causas algunas que tocaran á la jurisdiccion 
de dos Alcaldes del Crimen, como lo dispone una ley Real 
de la nueva Recopilacion,” de que se infieren tres pro- 
posisiciones: la primera, que la superioridad por si no 
basta para dirimir competencias, cuando los fiscales 
solo encuentran el fundamento en la cédula espresa- 
da: la segunda, que es necesaria esa disposicion legal 
que la autorice; y tercera, que suscitada una compe- 
tencia á una audiencia como la de Lima, de la que 
era presidente el virey, bien, sucedia en tiempo del 
gobierno español, que conociese de las competencias 
un vocal de la corporacion contra quien se suscitaban. 
Lejos, pues, de comprobarse con las noticias del Sr. 
Solórzano las avanzadas proposiciones del Sr. Cuevas, 
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sirven, por el contrario, de destruir lo asentado por 
los parcioneros.. | | 

En los distintos cambios y variaciones que sufrió 
el método de decidir las competencias en el gobierno 
español antes y en el sistema constitacional, hay unas 
verdades notables, y son las de que siempre pre- 
cedió ley que facultaba para dirimirlas, y la de que 
se escogieron á este propósito cuerpos á quienes no se 
pudiese disputar la jurisdiecion: para desvirtuar lo 
espuesto presenta, satisfecho el Sr. Cuevas, una com- 
petencia, suscitada entre esta suprema corte-de justi-- 
cia y el tribunal de la guerra en el negocio que con- 
tra la testamentaria del conde del Peñasco sigue D. 
José Luis Echagaray; y de esto ¿qué se infiere? El 
que el señor representante de los parcioneros ó desco- 
noce la cuestion, 6 ne quiere entrar 4 su exámen. 
Entiéndase dicho. de una vez, para no volverá repe- 
tir, que despues de declarado cempetente un tribunal 
supremo, contra esta resolucion no se admite declina-- 
tofia, competencia, nulidad ni recurso de cualquiera. 
naturaleza que sea, conforme lo dispuso espresamen- 
te la ley. y lo enseñan los autores; pero ¡podrá venir 
al caso la indieacion de la testamentaria del conde del 
Peñasco, cuando aun siendo justa y legitima, por los, 
principios indicados, seria inadmisible? Impertinen- 
te es, pues, esta cita. 

Al fundar su proposicion segunda, camina tan erra- 
do y vacilante como ilegal el Sr. Cuevas: intenta pro- 
bar que V. E. tiene la obligacion de oir las razones. 
en que el tribunal de Guanajuato funda su jurisdic- 
cion, y la prueba ¡cuál es? La de que “á cualquiera 
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autoridad, por elevada que sea, puede decirle una 
subalterna, con respeto, estás conociendo de un asun- 
to que me corresponde,” y sin otro apoyo que el de 
esas palabras mágicas, admitir el recurso, esté ó no 
prohibido por la ley, y si puede hacerse con los pode- 
res legislativo y ejecutivo, ¿por qué no ha de poderlo 
hacer el tribunal de Guanajuato? He ahi la gran de- 
mostracion sin fundamento y sin apoyo, que equivale 
á decir 4 V. E., tienes obligacion de oir, porque aun- 
que la ley lo prohibe, yo lo quiero, y esto basta: de ma- 
nera, que dando por concluida la prueba, dando por 
probado lo yue debia serlo, da por terminada la de- 
mostracion sin designar los vicios de que adolece; 
siendo lo mas singular que crea, con lo espuesto, des- 
vanecida la fuerza de los autos supremos de 9 de 
Agosto de 849 y 3 de Febrero de 851. 

Séame licito corroborar cuanto llevo espuesto, con 
lo pedido por la voz fiscal, aprobado por esta suprema 
corte, con ocasion de la competencia de jurisdiccion 
suscitada entre la comandancia general de Michoa- 
can y el juez de lo civil y criminal de Morelia, sobre 
conocimiento de la causa instruida á Valerio Salto, 
por asalto y robo en gavilla, en la que el ministerio 
fiscal, con cuyo dictámen se conformó, V. E. dijo: 

“No es indefinido el término para promover y sus- 
citar una competencia de jurisdiccion: ella debe ni- 
velarse y sujetarse á las reglas establecidas para opo- 
ner la declinatoria de fuero, porque, en sustancia, son 
una misma cosa 6 preceden de un mismo orígen. De 
ahi es, que esa escepcion se puede usar de dos modos; 
ó manifestando al juez que conoce del negocio que no 
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le toca, y pidiéndole se abstenga y lo remita 4 quier 
corresponde, ú ocurriendo á éste, diciéndole que otro 
juez ha tomado conocimiento de tal causa 6 negocio 
para el que es incompetente, y escitándolo para que 
inhiba á aquel, manifestándole las razones en que apo- 
ya su jurisdiccion; y en caso de no ceder, promover la 
competencia. | | 

“Esa escepcion, como que es una de las dilatorias, 
debe oponerse dentro de nueve dias, contados desde: 
el de la citacion, conforme 4 lo dispuesto en la ley 1* 
del tit. 7, lib. 11 de la Nov. Recop., y á la 9 y siguien- 
tes del tit. 3, part. 3°; y de consiguiente, dentro del 
mismo término debe hacerse la escitacion al juez que 
se considera competente, y formarse por esto la compe- 
tencia. Ese plazo se proroga, 6 puede decirse que 
no corre, cuando el que opone una escepcion dilatoria 
jurase 6 probase que no habia llegado 4 su noticia si- 
no hasta despues; y por eso algunos autores, siguien- 
do el espiritu de las leyes, dicen que se puede oponer 
hasta despues de pronunciada la sentencia, con tal 
que no esté publicada ni notificada; pero esa ignoran- 
cia no puede tener lugar, cuando se trata de reclamar 
el fuero personal, porque ninguno puede ignorar su 
estado y condieion y la clase á que pertenece; y asi, 
tan luego como se le cita 6 encausa por juez que no 
sea el de su fuero, debe inmediatamente declinar su 
jurisdiccion, Ó escitar al que lo sea, para que haga la 
inhibicion y promueva la competencia; y si maliciosa- 
mente callase ú ocultase la escepcion para promover- 
la fuera de tiempo, de ningun modo debe sacar prove- 
cho de su culpa y de una conducta tan capciosa y re- 
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“Mas, permitase que la declinatoria de jurisdiccion 
por fuero personal se pueda oponer despues de pasa- 
do el plazo sefialado por la ley: ella, y la competen- 
cia que en consecuencia se suscite, debe indispensa- 
blemente promoverse y tratarse, á lo mas, dentro de 
los términos y plazos que están señalados para la to- 
tal conclusion del negocio, pero no despues de que 
éste sea terminado y ejecutoriado, porque la declina- 
toria y la competencia versan, sobre conocer de la 
causa 6 negocio pendiente para sustanciar y determi- 
nar el juicio por quien corresponde, y esto no puede 
tener lugar, cuando el juicio está de todo punto con- 
cluido y ejecutoriado, porque entonces ya no lo hay, 
ya no hay pleito 6 causa; y el juez 6 jueces que cono- 
cieron de él habiendo fungido su oficio, terminaron su 
jurisdiccion, y no pueden despues hacer alteracion al- 
guna, ni tocar ninguna materia que afecte directa- 
mente la sustancia y esencia del juicio. in fin, la 
ejecutoria es una cosa irrevocable: haceley entre las 
partes que han litigado, demandande 6 defendiéndo- 
se, y no se puede revocar ó variar-sino por un acto de 
soberania, conforme á la disppsicion de la ley 3”, tit. 
22, part. 3* j 

“Muy antigua es la cuestion de si puede intentarse 
el juicio de nulidad contra una ejecutoria de tres sen- 
tencias, sobre lo que hay diversas disposiciones, tanto 
del derecho civil; como del derecho canónico, siendo, 
entre éstas, notable la Clementina 1° de Sententia et 
re judicata, en la que, por evitar la malicia de los liti- 
gantes, se prohibió pudiese interponerse aquel recur- 
so contra ejecutoria de tres sentencias. Varios auto- 
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res, y algunos de nota, comentando esa Clementina, 
las leyes del Código del título guando provocare non 
est necesse, y la 4*, tit. 26, part. 3*, establecieron que 
era tal la fuerza de incompetencia ó falta de jurisdic- 
cion, que impedian aun la ejecucion de tres sentencias 
conformes, y se podia oponer en cualquier tiempo; 
pero para poner fin á las causas y pleitos, repri- 
mir esa malicia de los litigantes y consagrar la san- 
tidad de las ejecutorias, la ley 2° del tit. 18, lib. 11 
de la Nuev. Recop., dispone que ‘‘de las sentencias 
“dadas por los del nuestro Consejo y Ovdores de nues- 
“tras Audiencias, que no ha lugar suplicacion se en- 
“tienda asimismo no haber lugar alegarse ni oponerse 
“de nulidad, aunque se diga y alegue ser de incom~ 
“petencia 6 de defecto de jurisdiccion, 6 que de ella 
“notoriamente conste del proceso y autos del, ó en cual- 
“quier manera; ni para impedir la ejecucion de las 
“tales sentencias, ni para que despues de ejecuta- 
“das se pueda tornar el pleito: y que por las dichas 
“sentencias se entiendan ser acabados y fenecidos los 
“dichos pleitos, sin que se puedan tornar á mover ni 
“suscitar, ni tratar en Inanera alguna.” 

“Todavia no fué bastante esta ley, dada por el rey 
Felipe II, en el siglo XVI, para contener el espiritu 
de litigar y la propension de barrenar las ejecutorias; 
y á pesar de ella se suscitó la cuestion de si tendria 
lugar el beneficio de la restitucion contra aquellas, y 
con el fin de poner un dique 4 las cavilaciones, y He- 
var adelante la idea de que los pleitos tuviesen fin, y 
se respetase la inviolabilidad de las mismas ejecuto- 
rias, se dió otra ley por el rey Felipe III, en el siglo 
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XVII, que es la 5" del tit. 3 del mismo libro 11, en la 
que, reproduciéndose la anterior, se dice, que en las 
palabras y disposiciones de ésta qued6 comprendido 
y quitado el remedio de la restitucion in integrum, 
asi la que compete á los menores y demas privilegia- 
dos, como las que el derecho concedia á los mayores, 
aun cuando ambas concurriesen en una misma perso- 
na; y que de consiguiente, ni se pudiesen volver á mo- 
ver de nuevo los pleitos, ni se alterasen las sentencias 
de que no se pudiese suplicar con semejante pretesto. 
Conque, si no se puede decir de nulidad de una sen- 
tencia ejecutoriada, aun cuando se alegue la escep- 
cion de incompetencia y aun la de defecto de juris- 
diccion, ¿cómo, pues, podrá promoverse una compe- 
tencia para reclamar el conocimiento de una causa con- 
cluida, pretestándose el fuero personal, cuando el re- 
sultado seria que en el caso de decidirse la competen- 
cia á favor del que la provocaba, se anularia todo lo 
actuado, el juicio se abriria de nuevo, y he aqui un 
pretesto especioso para conservar todas las cosas en 
una absoluta incertidumbre, y burlar torpemente la 
disposicion de esas leyes, con positivo perjuicio del 
público, y con un trast8rno general de la sociedad? 
Resulta de consiguiente que la pretension que ha- 
cen á V. E. los parcioneros es contra lo dispuesto por 
nuestras leyes, contra lo enseñado por nuestros juris- 
consultos, contra lo practicado en nuestros tribunales, 
y contra los principios que esta suprema corte ha pro- 
fesado: nada falta 4 una demostracion completa é fnte- 
gra que se ve sostenida por leyes, por autoridades, por 
la práctica de los tribunales, y por esta suprema corte 
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de justicia, V. E. mismo no puede disentir de que en, 
el punto de que hoy se ocupa, ni es admisible la de- 
clinatoria de jurisdiccion, ni debe dársele ingreso. Es- 
ta, repito, es la cuestion del dia, y á ésta debieran con- 
cretarse todos los alegatos, evitando asf digresiones in- 
conducentes al punto que se controvierte. Con el ob 
jeto sin duda de distraer la atencion por una parte, y 
acerca de un punto tan vital; y con el de manifestar: 
por otra que la cuestion era examinada por todos sus 
aspectos, recorrió el Sr. Cuevas varios puntos de ju- 
risprudencia, colocando la representacion del Estado 
de Guanajuato en el lugar vacilante que le pareció 
mas conveniente; afectando todo el interes de un me- 
xicano por el bien público de su pais, y preseindiendo 
de la representacion que tiene, desnudárdose de ella 
asegura que prescinde de su conveniencia particular 
porque los principios se salven. | 

Invoca no solo en su apoyo la leyislacion comun, si- 
no aun la secundaria en materia de competencias, ci- 
tando al intento las doctrinas de Elizondo y Colon con 
vaguedad: elogia con encarecimiento la organizacion 
judicial de los Estados—-Unidos, deseando los imitára- 
mos ya que de aquel pais tomambs nuestra constitucion. 
Al Estado de Guanajuato ya como un tercer opositor 
coadyuvante, ya como legatario 6 sucesor, ya como 
desprendido de la representacion del Estado, quiere 
socavar éste que ha sido uno de los fundamentos con 
que se le ha traido al juicio. Invectiva 4 V. E. por- 
que ha querido aplicarle tan poco á propósito los prin- 
cipios de “Res inter alios judicata aliis non nocet”, y 
el de no deberse dividir la continencia de la causa. 
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Tales cuestiones procuraré examinar, siguiendo un 
órden que omita las repeticiones y economise 4 
V. E. el fastidio que debo involuntariamente cau- 
sarle. 

Aseguré al principio 4 V. E. que le daba al punto 
de que hoy se ocupa, mas importancia que la que en- 
carece el Sr. Cuevas; porque éste se limit6 4 indicar 
que era la primera de las atribuciones de esta supre- 
ma corte de justicia, cuya razon noes tan completa- 
mente cierta y decisiva como otras que emanan de la 
organizacion 6 influjo del poder judicial. Aldarle yo 
tanta importancia, es porque advierto en materia de 
declinatorias de jurisdiccion y de competencias la 
exactitud con que un jurisconsulto las califica de la 
mayor plaga en el órden judicial. Son en efecto, una 
suerte de interdicto lanzado sobre los tribunales que 
paraliza las atribuciones de éstos, quitando la garan- 
tía que la sociedad esperaba del desempeño noble de 
las mismas. La facilidad con que se introducen es- 
tos recursos y la necesidad de atenderlos para legiti- 
mar la autoridad del juez, ha establecido como una le- 
gislacion comun la suspension de toda clase de actua- 
ciones, al estremo de no haber podido la policía aún 
mediando la salubridad pública, espeditar en Franeia 
el ejercicio de las autoridades contendientes. 

España en la decision de competencias, tanto en el 
sistema anterior como en el constitucional, estableció 
para dirimirlas autoridad con quien no pudiera susci- 
tarse competencia alguna: nadie podia entablarlas á la 
junta nombrada de competencias: nadie á los cuerpos 
provisionales encomendados: de ese destino; nadie á 


los consejos supremos; nadie, por fin, al tribunal su- 
premo de justicia en el sistema constitucional. 

Ni Elizondo ni Colón han podido contradecir lo es- 
puesto, y al citarse el decreto de las cortes de España 
de 19 de Abril de 813, que inserta la instruccion ge- 
neral para dirimir competencias, debió notarse come- 
tido este encargo al primer tribunal de la nacion, á 
quien no podia entablarse competencia: de que era na- 
tural inferir que por identidad de razon no podia en- 
tablarse competencia alguna 4 V. E. 

A ser dable que algun tribunal compitiese con el 
supremo de justicia, se habria dispuesto el método de 
dirimirlas, se habria designado la autoridad, se habrian 
fijado las instancias; mas en medio de tantas consultas, 
particularmente las que suscité el alcalde constitucio- 
nal de Belmonte y el provisor eclesiástico de Cuenca, 
acerca del conocimiento de un articulo posesorio, que- 
daron determinados y decididos puntos que ya no pue- 
den ponerse en duda, y siendo uno el de que á la au- 
toridad creada para dirimir las competencias no se le 
pueden suscitar; á la suprema corte de justicia es con- 
siguiente no puedan disputarle la jurisdiccion los tri- 
bunales superiores de los Estados, diga lo que quiera 
la testamentaria del conde del Peñasco. 

La organizacion social del sistema adoptado por la 
nacion, con un lenguaje mudo, pero muy espresivo, 
condena estos principios de disociasion politica que pre- 
conizó el Sr. Cuevas, y de los que le crela distante: 
de mi puedo decir que prefiero bajar al sepulcro como 
mexicano, que amparado por el ominoso pabellon del 
Norte; pero si cabe elegir 6 no, examinar la convenien- 
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cia de una ley y de su trasplante á un legislador, esto 
no lo está en las atribuciones judiciales que tiene que 
sujetarse á la ley estrictamente, con tal religiosidad 
que la mejor ley, segun enseña el jurisconsulto Du- 
pin. es la que menos arbitrio deja al juez, y el mejor 
juez es el que menos se permite en la instruccion de 
las causas; esto mismo enseñó el canciller Bacon en. 
los mismos términos: “optima lex est que minimum 
relinquit arbitrio judicis, optimus judex qui minimum: 
sibi.”  Adviértese por estas doctrinas lo gravoso que: 
seria la libertad que quisieran tomarse los jueces bajo 
el pretesto de interpretarlas: esto entre nosotros está 
proscripto por leyes espresas y terminantes, y lo está 
de consiguiente dar otra interpretacion á la ley que ha 
prohibido la introduccion de recurso alguno despues. 
de haberse declarado V. E. competente. 

Olvidóse el que formó el escrito de atentado de que 
habian concluido éste y los demas recursos por la le-. 
eislacion constitucional, quedando vigentes única y 
solamente, el de nulidad y responsabilidad. Siendo 
esto así, ¡cómo ha podido introducirse el tan exótico 
como ilegal recurso de atentado? Con la admision de- 
éste, se barrenan todas las leyes que organizaron 
el poder judicial, sus trámites, el número de sus ins- 
tancias y elmétodo de imstaurarlos hasta causar ejecu- 
toria y hacerlas irrevocables: cualquiera que haya lei- 
do con espacio la legislacion constitucional, la discu- 
sion que su admision provocó, la sensatez de esta deli- 
beracion y lo que se escribió despues, no compren- 
derá los principios en que pudieron apoyarse los au- 
tores. de ese recurso de atentado: no se mencione, 
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pues, nl se encomie un ocurso inadmisible en los tri- 
bunales. 


Mas absurdos son los inconvenientes que traeria 
sujetar 4 la suprema corte 4 controvertir sus faculta- 
des con otros tribunales: el interes de cuerpo, el empe- 
ño de evitar un desaire 4 la sala competidora, el deseo 
de hacer triunfar las propias opiniones, las relaciones 
en fin, de consocios, harian sospechosa la integridad de 
los magistrados del tribunal primero de la nacion, dan- 
do márgen á frecuentes alusiones, á invectivas y á esa 
abundancia con que se satiriza tan frecuentemente á 
la magistratura y de que se toma ocasion para funda- 
das ó infundadas recusaciones. Y deesta manera pu- 
diera esplayar con mas estension las consecuencias 
que traeria encomendar la decision de competencias 
á los mismos cuerpos á quienes pudieran suscitarse, 
si no fuera huyendo de cansar la atencion de V. E. 


Se ha invocado la peculiar organizacion del siste- 
ma judicial en la federacion, y se ha jugado la sobera- 
nía de los Estados, para no arrancar de los tribunales 
de Guanajuato el conocimiento y decision del que 
hoy ocupa la atencion de V. E. Tratase de una for- 
ma de gobierno admitida por una república vecina, y 
por mas que lamente el Sr. Cuevas el atraso en que 
la generalidad de nuestros paisanos se encuentra, qui- 
zá no es exsato ese juicio: han estudiado con medita- 
cion cuanto escribieron desde el Federalista hasta Sto- 
ry, Tocquevil y Kent: han leido las discusiones norte 
americanas y cuanto conduce á la ilustracion que han 
adquirido en materia de federacion. Los padres de 
la ferleracion y redactores del Federalista procuraron 
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deslindar la soberanta nacional y la de los Estados, y 
los diversos casos y cuestiones de que hace mencion 
Kent en sus comentarios, demuestra con claridad esa 
distincion de soberanias; pero llama mucho la aten- 
cion la autoridad omitida por el Sr. Cuevas al citar 
las de Tocqueville en su tratado de la democracia, que 
dice asf: “Los pueblos entre sí no son mas que in- 
dividuos, y si una nacion necesita un gobierno solo, 
es mayormente para parecer de un modo ventajoso 
para con los estranjeros. En este supuesto se conce- 
dió á la Union el derecho esclusivo de hacer la paz y 
la guerra; de concluir tratados de comercio; de levan- 
tar ejércitos y aprestar armadas. Sin embargo de que 
nó se perciba tan imperiosamente la urgencia de un 
erobierno nacional en la direccion de los negocios in- 
teriores de la sociedad, con todo hay ciertos intereses 
generales á que puede acudir wtz/mente solo una au- 
toridad general. A la Union, pues, se abandonó el 
derecho de arreglar cuanto tiene referencia al valor 
del dinero; se le encargó el servicio de correos; se le 
dió derecho para abrir las grandes comunicaciones que 
debian unir las diversas partes del territorio. Por lo 
general se consideró como libre en su esfera al gobier- 
no de los diferentes Estados, y sin embargo podia 
abusar de esta independencia y comprometer con im- 
prudentes disposiciones la seguridad de toda la Union, 
para cuyos casos raros y definidos con anterioridad, 
se permitió al gobierno federal interviniese en los ne- 
gocios interiores del Estado, y así aunque reconocien- 
do á:cada una de las repúblicas confederadas la fa- 
cultad de modificar y mudar su legislacion, se le pro- 
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hibi6 no obstante hacer leyes retroactlvas y crear en 
su seno un cuerpo de nobles. Finalmente, como era 
preciso que el gobierno federal pudiese desempeñar 
las obligaciones que le eran impuestas, se le dió el 
derecho ilimitado de colectar tasas. 

Cuando se atiende á la division de poderes, cuál la 
ha establecido la constitucion federal, cuando por un 
lado se examina la porcion de soberanía que se han re- 
servado los Estados particulares, y por otro la parte de 
potestad que ha tomado la Union, se descubre fácil- 
mente que los legisladores federales se habian formado 
ideas muy cabales y justas de lo que he llamado ante- 
riormente la centralizacion gubernativa....... ” Esto 
manifiesta la diversa órbita, la distinta categoría en 
que han clasificado la soberania general de la nacion 
y la particular de los Estados, los hijos de Washing- 
ton: el modo de decidirse las diferencias de éstos, con 
jurisdiccion que nadie disputa y contra la que no es 
obstáculo, la soberania independiente de los Estados. 
En las que se promovieron con ocasion de la comuni- 
cacion del lago Ené al Hudson y Albany y en las que 
se promovieron últimamente en el Ohio, la suprema 
corte conoció y decidió sin que entorpeciera su mar- 
cha la consideracion de que unos Estados eran partes 
demandadas, que representaban millones de poblado- 
res, ni se atrevieron á amagar por último como lo ha- 
cen hoy los parcioneros de que tendrán poder con que 
resistir: canonizar las máximas del Sr. Cuevas, 6 al- 
menos enunciar en tales ideas la resistencia, es procla- 
mar la anarquia, la disociacion, la insubordinacion, la 
arbitrariedad de la muchedumbre. 
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Para redimir al gobernador de Guanajuato de la obli- 
gacion de concurrir al juicio, se le dá el nombre de ter- 
cer opositor coadyuvante y de segunda clase; mas en 
la digresion que se hizo al intento, si bien manifestó 
el Sr. apoderado de los titulados parcioneros, la dis- 
tinta clase de opositores, no pudo convencer que care- 
cieran de interes en la decision del punto principal; 
siendo sì muy notable mezclara en la discusion, al tra- 
tar del tiempo en que podian venir al juicio los terceros 
coadyuvantes, los casos impracticables y sin uso: dice 
de ellos el Sr. conde de la Cañada al número 32, cap. 
9°, part. 2° “El caso que dá motivo á esta qüestion, 
tan difusa y prolixamente exáminada por los citados 
Autores, ó no tiene uso en los tribunales, 6 sucede ra- 
ra voz. Yo no le he visto en los de la corte, ni tengo 
noticia que se haya exitado en ellos, ni en los estable- 
cidos fuera...... ” ¡Y pudo destruirse la máxima 
de Suarez de Figueroa, que llama universal y comun 
un escritor contemporáneo (Lopez Nuñez) en sus di- 
sertaciones sobre los juicios y cuya doctrina admitieron 
Menoch, Guzman Jarrea y otros? que 4 la letra dice: 
Idem est spiritus tertii coadjuvantis, eademque inten- 
tio, et eadem persona reputatur cum principali: et ideo 
utriusque jus idem considerandum est” ésta es, agre- 
ga el citado Lopez Nuñez, la máxima general y doctri- 
na que se sigue en todos los tribunales de la nacion, 
sean los que fueren los terceros coadyuvantes de que 
se trate. De suerte que contra lo establecido por la 
práctica de Jos tribunales, quiere el Sr. Cuevas que 
prevalezca la que no está en uso en ellos ni está sos- 
tenido por los principios que dan derecho á los terce- 
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ros coadyuvantes sin distincion y generalmente ha- 
blando. 

Ha querido quitarse ademas al gobierno del Esta- 
do de Guanajuato, el interes para la adquisicion de 
unas barras y fondo de instruccion pública, ya por 
que nada aun se ha cobrado, como si la falta de pago 
diese derecho alguno, y cuya máxima, á ser cierta, se- 
ria la mas ventajosa á un deudor que quisiera quedar- 
se con la deuda; lo cierto es que á virtud de ese dere- 
cho ha seguido solicitándose el cobro. Alegase ya 
que se han consultado tres letrados que dictaminaron 
á favor del Sr. Lic. D. José Maria Godoy. Letrados 
que respeto y cuyo opinion tiene una gran recomenda- 
cion; pero en la materia no deja de ser la una la del 
Sr. Lic. D. José Maria Cuevas apoderado y patron del 
Sr. Godoy: la del otro la de un amigo de éste solicita- 
do por él para esponer su juicio; y la de los tres por 
fin, no llevan la marca de una sentencia ejecutoriada. 
El enlace sin embargo que V. E. encontró en sus au- 
tos de 9 de Agosto de 49, y 3 de Febrero de 51, no 
ha podido menoscabarse; contando por el contrario, 
con apoyos muy robustos. Con principios generales 
de jurisprudencia, cuya bondad biene calificada con la 
observancia que reciben de los tribunales. Cuanto per- 
tenece al fisco general 6 particular de los Estados, cuan- 
to sostiene la administracion pública lleva consigo la 
representacion nacional para la exaccion conforme á 
las leyes de indias, á la ordenanza de intendetes y 4 la 
multitud de Pragmáticas, Cédulas y reales órdenes 
espedidas al intento; y que forman la legislacion par- 
ticular de hacienda. Admira que un letrado que tri- 
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buta con justicia admiracion y respeto á la legislacion 
Romana no advierta que en ella el tesoro público 
opuesto á la fortuna particular del principe se llama- 
ba fisco, y que siempre se consideraba este en derecho 
como una persona moral, y con mas prerrogativas 
que aquél, por cuanto á que representaba un capital 
nacional y en el que se agolparon consideraciones y 
privilegios tan exesivos que llegó á establecerse como 
principio que en caso de duda en las diferencias que 
se suscitasen entre los Romanos y el fisco se fallase 
contra éste; y de que hay `testimonio en una ley del 
código y en la Novella citadas por Mackeldey. Una 
gran variacion se encuentra establecida en la legisla- 
cion Española, tanto en la acepcion de fisco como en 
las disposiciones de hacienda pública, siendo una ver- 
dad incuestionable que ó por la diversidad de fueros 
que tubieron concedidos los ricos homes de Castilla ó 
por los concedidos á diversas ciudades ó por los que 
defendieron las cortes 6 Estamentos ó finalmente por 
que la nacion española habia utilizado en las cien- 
cias economicas y de gobierno; ésta repito, estaba mas 
‘adelantada en la de hacienda; y los progresos que hi- 
zo, mas que hijos del acaso lo fueron de la conviccion: 
estos principios pudiera esplayarlos con mas esten- 
cion si no temiera cansar la atencion de V. E. 6 me 
lo permitiera mi voz enfermiza. 

No es esta la vez primera en que me he lamentado 
de que antes de controvertir un punto no se hayan 
examinado y tenido presentes las disposiciones de la 
legislacion particular que rige en él; hizelo notar á V. 
E. cuando se aseguraba que dadas dos sentencias con- 
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formes quedaba á los descendientes de D. Manuel Ru 

bio y Doña Francisca Posadas, solamente el recurso 
de segunda suplicacion: lo indiqué asf despues de ha- 
ber manifestado no existir este arbitrio, y que habia 
cédula que le habia suprimido, referí lo acaecido en 
los ejemplares de 1). José Mariano Samper y D. Fran- 
cisco Campa Cos. en las reales provisiones de Junio y 
Noviembre de 1793. en que no obstante haber prece- 
dido la conformidad indisputada de dos sentencias, se 
admitió la suplicacion y recurso de injusticia notoria, 
esplayando los fundamentos de esta práctica sacada 
del mismo tenor de las ordenanzas del ramo, que per- 
mitian que las dudas que en cualquier tiempo se ofre- 
ciesen sobre la debida inteligencia de alguno 6 algu- 
nos de sus artículos la propusiese el real tribunal ge- 
neral, y por conducto del virey se elevase, para que 
dada cuenta al monarca, éste diera su resolucion: me 
tomé en fin, la libertad de indicar que en la mineria 
era tanto mas necesario este estudio especial, cnan-. 
to que habia algunas decisiones particulares dirigidas. 
al ramo, y cuya aplicacion demandaba su conocimien- 
to; citando al intento la cédula cuya importancia en-. 
eareci: pero volviendo 4 tratar de la tercera proposi- 
cion que asentó el Sr. Cuevas al principio de su infor- 
me, que redujo á que atendidos los principios (que 
ningunos propuso, aplicó ni se ha probado), V. E. 
no puede sostener su competencia contra los jueces de- 
Guanajuato; para fundar esto, y entrar al examen de 
tal proposicion, considera el asunto bajo tres aspectos: 
primero, el de la instruccion pública, consistente em 
eontribuciones impuestas sobre herencias transversa-. 
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les: segundo, el derecho que tiene el inspector para la 
exaccion y cobro de esas contribuciones, y el derecho 
que pueda tener 4 succeder en dos barras y media de 
que fué usufructuaria Doña Mariana Noriega; y ter- 
cero, ese derecho y esa contribucion considerados si- 
multáneamente para destinarse á su objeto. 

Antes de encargarse de la prueba juzga convenien- 
te el Sr. Cuevas hacer dos advertencias, preliminares 
siendo la primera, que los Estados restringieron su so- 
beranía al conceder ese fuero en la parte primera del 
art. 137 de la Constitucion, dando por prueba de es- 
te aserto el que en el primer considerando de la acta 
de reformas, se supuso ser el pacto de 824 un acto es- 
pontáneo de la propia é individual soberania de los Es- 
tados, establecido para consolidar su independencia, 
afianzar su libertad y proveer á la defensa comun; 
prohibiendo el art. 21 de la misma acta de reformas, 
que esa restriccion se estendiera á otros casos no com- 
prendidos en la primera parte del citado art. 173; mas 
como esta materia por odiosa debe restringirse, quiere 
inferir el Sr. Cuevas que los Estados por el pacto de- 
824 no se concedieron esa facultad competidora. Le- 
jos de tener exactitud y aun de merecer el nombre de 
demostracion ese mal fraguado paralogismo, él sobra- 
damente indica que seria mas exacto discurrir de un 
modo inverso. Puntos hay de utilidad comun, y que 
al consignar su despacho 4 los Estados, seria 6 sem- 
brar en ellos el gérmen de una perpetua discordia pa- 
ra recoger despues los amargos frutos de una desastro- 
sa anarquia; ó conceder á la fuerza uno de los atribu 
tos de la justicia y de la razon: evitar estos estremor 
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fué el cargo encomendado en csa primera parte del 
art. 137 constitucional; asi lo indica el que las diferen-. 
cias que tiene que decidir-la Suprema Corte, sean las. 
reducidas á un juicio verdaderamente contencioso y 
en que deba recaer formal sentencia, y asi por fin lo. 
manifiesta el empeño constitucional de que los Esta-. 
dos no fuesen simultáneamente jueces y partes en las. 
diferencias á que se contrae el referrdo artículo cons-- 
titucional. Las bases principales que sirven de apo- 
yo ú éste ya se vé que no son concesiones ni privile- 
gios que se otorgaran entre sf los Estados, ni son un 
fuero establecido para restringir soberanía alguna de 
éstos: ningun soberano, ni el de Marruecos, seria ca- 
paz de canonizar -la máxima de que se organizase en. 
sus dominios un poder ó una autoridad que fuera juez. 
y parte, ni que la fuerza seria el intérprete de sus ac-. 
tos soberanos; canonizase una máxima de derecho uni-. 
versalmente reconocido y admitido en todos los paises: 
citar de consiguiente pare probar que el art. 137 es 
una restriccion soberana, y asociarle el art. 21 de la 
acta de reformas, es establecer máximas tan incondu- 
centes como peregrinas. | 
La segunda advertencia que nombra preliminar, es. 
la en que se propone demostrar que no está en el ar- 
bitrio de un particular convertir á- un Estado en reo 
6 demando. En lugar de una manifestacion convincen- 
te, propone con infelicidad y poca destreza dos hipó-. 
tesis; la primera en que se supone demandar al Esta- 
do de Coahuila todos sus terrenos baldios, y la segun- 
da, una demanda puesta ante el tribunal mercantil 
contra Pedro sobre el pago de una libranza que anto- 
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jadizamente estiende-contra el Estadb de Oajaca, por- 
que asegura que tiene interes en el negocio: de las dos 
hipótesis, supone 4 Coahuila‘obligado á contestar por 
temeraria que sea la demanda; mas para la segunda, 
hace depender en el Estado de Oajaca esa obligacion | 
de un exámen que haga antes para conocer la supre- 
ma corte de justicia ese. pretestado interes. Consiste 
‘el desacierto de esas hipótesis: primero, en no ser de- 
'mostraciones, y el vicio que llevan por quererse com- 
batir realidades con suposiciones; cuyo vicio está con- 
tinuamente proscripto por la exactitud con que debe 
discurrirse en el foro: segundo, porque esas gratuitas 
suposiciones están en oposicion con nuestra legisla- 
cion; 4 la antojadiza y temeraria demanda del Sr. 
Cuevas en solicitud de los terrenos baldíos del Estado 
de Coahuila, no se daria lugar, ni se impondria á éste 
tan fácilmente la obligacion de contestar; á mas de que 
la legislacion mercantil no exige préviamente la cum- 
plida prueba que supone el Sr. Cuevas; bastando pa- 
ra justificar esto un ligero exámen de lo que acontece 
en la prosecucion de los juicios sobre giro de libran- 
zas para el pago de su importe; y tercero, por fin, que 
no habiendo habido demostracion alguna en las adver- 
tencias preliminares, ha quedado Guanajuato en el 
mismo estado que antes tuvo, y sin menoscabo de su 
responsabilidad. 

= Figurando mejorar su situacion con la divisien que 
hace de obligacion personal y real en el gobernador de 
Guanajuato, se olvida de que semejante distincion no 
entorpece la accion de la hacienda pública, y menos 
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en el asunto particular 4 que se intenta aplicar: qu 
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la ley 7°, tft. 15 de la partida 3", establezca que la deu- 
da es personal cuando tan solamente la persona está 
obligada por el debdo, nada importa, porque esta 
máxima fuera ridículo aplicarla al Estado de Guana- 
juato para el recobro de lo perteneciente al fondo 
de instruccion pública; y tanto mas ridículo seria, 
cuanto que alegada fuera despreciada como escepcion, 
y proseguiria la accion contra el deudor. El Sr. Cue- 
vas quiere bajo un aspecto suprimir la fuerza de esa 
obligacion para que el Estado no sea demandado; y el 
Sr. Cuevas quiere que subsista la misma obligacion 
para demandar el reintegro del fondo de instruccion: 
ó mas claro, segun le conviene quiere y deja de que- 
rer una cosa misma. El Sr. Cuevas, acogiéndose en 
seguida á la distincion de obligaciones reales y perso- 
nales, asienta, que supuesta la disposicion de la ley 
29, tft. 2”, partida 3”, que establece que la “Tenencia 
6 señorío queriendo un ome demandar 4 otro en juy- 
zio en razon de alguna cosa, débela pedir á aquel que 
la fallare.”” Y supuesto asimismo que el Estado de 
Guanajuato no está en caso de restituir por no poseer 
las barras litigiosas, infiere de esto que el mismo Es- 
tado no puede ser demandado. Contra esta cavilosi- 
dad opondré lo que V. E. dijo en su superior auto de 
3 de Febrero de 851, que es á la letra lo que sigue: 

“Teniendo en consideracion que para evitar la mul- 
tiplicacion de pleitos, y que se pronuncien en ellos fa- 
llos contradictorios, se ha prohibido dividir la conti- 
nencia de la causa, debiendo, en consecuencia, venir 
al juicio, á pedimento del actor, todos aquellos á quie- 
nes solo de este modo puede parar perjuicio la resolu- 
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ción: “Res inter alios judicata aliis non nocet,” que 
por tanto, demandando la parte del Sr. Mackintosh, la 

nulidad de las transacciones celebradas con los parcio- _ 
neros de las quince barras, que se citan de la mina de 
la Luz, tiene derecho para llamar al juicio á cualquie- 
ra interesado en la subsistencia de esas transacciones, 
ya como succesores universales 6 singulares de las 
personas que las celebraron, ó bien como representan- 
tes constituidos por el ministerio de la ley del todo 6 
parte de las acciones de alguna de aquellas: que en es- 
te caso se halla el Estado de Guanajuato, lo primero 
pof razon del gravámen impuesto á las herencias trans- 
versales, porque si llegan a declararse nulas las tran- 
sacciones referidas, resultará insierto el dominio de los 
que con posterioridad á ellas se han reputado accionis- 
tas á la mina; incierto el caudal de los que en el trans- 
curso de este tiempo han fallecido, é incierto por lo 
mismo el derecho del Estado para percibir el tanto por 
ciento correspondiente al fondo de instruccion pública; 
y lo segundo, porque el mismo Estado se considera 
parcionero en las dos barras y media que tiene por va- 
cantes, sin que obste que semejante derecho sea toda- 
vía litigioso, porque atacando la demanda del Sr. 
Mackintosh el dominio del finado D. Modesto Viya en 
dichas barras, ataca el derecho del Estado tal cual sea 
el que tenga en la sucesion del interesado: consideran- 
do tambien no poderse sostener que en el caso deba di- 
vidirse la continencia de la causa, por corresponder al 
Estádo de Guanajuato, y los parcioneros á distintos 
fueros, pues no siendo estos absolutamente distintos 
como el eclesiástico y secular, sino que ambos son ca- 
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paces y proceden de un mismo orígen, todos los inte- 
resados deben sujetarse á la jurisdiccion del juez mas 
digno que ha prevenido, segun la doctrina comun de 
los doctores (entre otros la Curia fllipica, part. 1°, 
párrafo 8? , núm. 9, Febrero mexicano, tomo 4° pág. 
307, núm. 48 y 49, Carlev. de judiciis tft. 19, disput. 
2, núm. 956 y siguientes) y es inconcuso serlo aquí 
esta suprema corte, que es el tribunal de dicho Esta- 
do conforme al art. 137 de la constitucion, que á lo di- 
cho no obsta haberse dirigido antes el actor á otro juz- 
gado porque no habiéndosele contestado el pleito, no 
estaba comenzado el juicio por demanda y por respues- 
ta como dice la ley 2%, tit. 10, part. 3% , y pudo reti- 
rarse segun enseñan la Curia, el Febrero de Tápia, 
Carleval y el Sr. Peña y Peña en sus lecciones de 
práctica forense parte 1%, cap. 4°, leccion 2 $ , núm. 
12, sin embargo de que en dicho juzgado se comenza- 
ron á practicar las citaciones; considerando, ademas, 
que del auto de 9 de Agosto de 1849, no se interpuso 
declinatoria de jurisdiccion, ni otro recurso admisible 
dentro del término legal, pues la competencia que an- 
tes se anunciaba, era respecto de una demanda que el 
citado auto de 9 de Agosto dió por terminada y decla- 
ró ser distinta de la segunda á que el mismo recayó, 
que aun sin esto, los autos que se dicen pendientes en 
el tribunal superior de Guanajuato son enteramente 
diversos de los que aquí se promueven, pues aquellos 
se versan sobre propiedad de barras, que se demanda- 
ba á D. Manuel Rabio con anterioridad á las transac- 
ciones celebradas, y éstos sobre la nulidad de ellas, que 
aun cuando se supusiera ser los mismos autos y el 
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mismo punto en discusion no se podria solicitar legal-. 
mente que se sujetaran aquellos al tribunal superior 
de Guanajuato, porque apareciendo que se hallan pen-- 
dientes en tercera instancia corresponderia hoy su co- 
nocimiento á la propia suprema corte de justicia, con. 
arreglo á la ley de 14 de Febrero de 1826.” 

Despues de la sensatez. de este auto supremo, con-. 
tra el que no se habia interpuesto recurso alguno que 
le invalidase; y despues, finalmente, de la cordura con 
que el Sr. magistrado D. José María Bocanegra pro- 
vocó el auto de 9 de Agosto con tanto tino. ¡Se quie- 
re hoy que V. E. menoscabe el mérito que contrajo al 
dictar esos autos supremos y sin otro fundamento que 
un síc volo, desestime sus principios, los retracte, dan- 
do por único apoyo el que asf lo quieren los parcio- 
neros? Ni se ha contestado ni podido contestarse- lo 
que fundó sabiamente el Sr. Bocanegra. 

Puedo, segun lo manifestado, con-justicia inferir que 
el Sr. Cuevas contra esos superiores autos, contra sus 
fundamentos no combatidos ni desvirtuados, y contra 
las doctrinas y principios que en ellos se virtieron, ha 
buscado y pretendido sean derogados; ya queriendo 
que la division de acciones personales y reales sirvan 
de una salvaguardia al gobernador de un Estado para 
no contestar, ya revistiéndole de un tercero opositor 
coadyuvante, y ya en fin, dándole cuantas formas pa- 
recen conducir al estravio de la cuestion para que no 
se vea bien el propósito insano que viene encubierto, 
de huir el cuerpo á la dificultad, y de no examinar los. 
puntos que se controvierten. Nombra tereer opositor 
coadyuvante al gobierno. del Estado de Guanajuato, 
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atribuvendo esta distincion de clases de terceros opo- 
sitores coadyuvantes al señor conde de la Cañada, dan- 
do por supuesta la invencion, vea V. E. la doctrina; 
este autor espone la siguiente: “En la tercera clase 
estarán los que tienen accion ó derecho de segundo 
órden, y quieren venir al juicio entablado ya por 
aquellos, á quienes toca en primer lugar el uso de la 
accion y defensa que quieren coadyuvar por su pro- 
pio interes los terceros opositores;...... ” en el lugar 
mismo citado por el Sr. Cuevas. Para ser pues tercer 
opositor coadyuvante de tercera clase, debe querer ve- 
nir al juicio entablado, en representacion 6 por aque- 
llos á quienes toca en primer lugar el uso de la accion 
y defensa, 6 por el propio interes; y ¡Puede convenir 
esto y aplicarse al gobierno de Guanajuato! Cierta- 
mente que no. Si se trata de los fondos de instruc- 
cion pública, no pueden llamarse derechos de segun- 
do órden, supuesto que todos los del fisco se reputan 
de primero; á mas de que puede representar el de ter- 
cero los derechos que tocan al tercer coadyuvante de 
primera y segunda clase, y coadyuvar por su propio 
interes; el gobierno de Guanajuato que se ha resistido 
á nombrar apoderado que le represente ante V. E., 
que tiene iguales derechos si no en cuanto á la cuota, 
si respecto de sus resultados; y que en fin, afectan 
en las actuaciones la causa principal tendria que se- 
guir la del deudor. ¡Cómo se le quiere colocar en la 
tercera clase de opositores coadyuvantes? La misma 
doctrina del conde de la Cañada, no inventada prime- 
ramente por él, sobradamente descubre la mala apli- 
cacion que de ella hace el Sr. Cuevas y lo incondu- 
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cente que es. Para reputarse en la clase que quiere 
el Sr. Cuevas, debe venir el gobernador de Guana- 
juato al juicio; debe nombrar apoderados y seguir 
por todas sus intancias las escepciones que opone á 
la demanda: esto mismo ha pedido 4 V. E., el es- 
perto ,magistrado, el Sr. Bocanegra, y esto lo que 
no solo acordó esta escelentisima sala, sino lo que 
fundó con tino, con acierto, con justicia; y aun enton- 
ces quedaria abierta la puerta 4 la discusion de si eran 
de primera clase 6 no, y cual la categoría del fondo de 
instruccion pública. 

Las otras cuestiones peregrinas de si debe ó no se- 
guirse el fuero del tercer opositor en los juicios, es en 
la materia inconducente; porque no se trata de seguir el 
juicio contra éste esclusivamente, sino. como partícipe 
en los resultados de la accion, porque muy mal se com- 
para al Estado de Guanajuato el succesor del vinculo 
el de herencia el de legatario, y por que hay en fin, 
una subordinacion que no desconoce el Sr. Cuevas, de 
los terceros opositores coadyuvantes á los deudores 
principales; cuyas diferencias inducen una diversidad 
no despreciable, y de diferentes resultados en juris- 
prudencia; de manera que aplicar á unos casos lo es- 
tablecido para otros, merece un nombre que no quie- 
ro darle; pero de este vicio procede la formacion de un 
laberinto inconcebible y de multiplicadas contradic- 
ciones. Asegura el Sr. Cuevas con las «doctrinas de 
Febrero, de la Curia y de Castillo, no ser necesario 
para el valor del juicio citar á todos los interesados en 
las consecuencias del pleito; y confiesa que esos mis- 
mos autores enseñan que se obrará mas cauta y pru- 
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dentemente si se les cita, para que de este mado les per- 
judique la sentencia; añadiendo algunos como Febrero, 
que pidiendo alguna de las partes que se cite å los inte- 
resados de segundo órden está obligado el juez a citar- 
los. ¡Por qué incurrir en estas contradicciones? Si 
es prudente citar para que la sentencia dada contra 
los principales perjudique á los demas interesados, 
prudente es segun sus mismas citas, emplazar al go- 
bierno de Guanajuato: si cnando alguna de las partes 
pide se cite á los interesados de segundo órden, está 
obligado el juez á verificarlo; habiendo pedido mis 
clientes se cite al gobierno de Guanajuato; V. E. ha 
reconocido esa obligacion, le ha dado cumplimiento y 
le ha ordenado nombre apoderado para la prosecucion. 
de las actuaciones. Conociendo los parcioneros desde 
luego tan monstruosa contradiccion, han querido disi- 
parla oponiendo á la autoridad de esas doctrinas, su 
opinion particular: supo:.en que para tener lugar de- 
ben mediar dos circunstancias: la primera, un interes 
directo; y la segunda, que haya causa justa: califican 
á su arbitrio una y otra, evitando asf muy fácilmen- 
te todo tropieso; mas esto es ocurrir contraponiendo 
una opinion privada á la general y comun de los au- 
tores, á quienes por punto general se invocan aunque: 
hayan enseñado lo contrario. Denomina el Sr. Cue- 
vas interes directo, al que procedente de los derechos 
que se ventilan en juicio, se funda en ellos aunque 
sean remotos, diferenciándolos de los que se apoyan 
en principios estraños: citando como ejemplares læ 
succesion del vinculo, la sustitueion en una herencia 
en contraposicion del pacto para heredar y pagar en- 
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tonces cierto adeudo contraido para tal evento; pero 
despues de haber ya V. E. calificado el interes que 
tiene el Estado de Guanajuato, mal á propósito inten- 
tan aducirse y por un modo indirecto combatirse los 
superiores autos de V. E., y menos aun, aquellos pac- 
tos celebrados por el heredero, que están prohibidos 
no por indirectos, sino por otros principios de decen- 
cia, é inconducentes y poco aplicables 4 este propósito. 

La invectiva dirigida al Sr. Mackintohs fraguando 
que podrian citarse á los acreedores de éste, y entre 
ellos al Sr. Cavalliére, no es en sí mas que un desa- 
hogo que reconoce tal vez el propio orígen que el ter- 
ror pánico que en una fantasia enfermiza dió existen- 
cia á los directores del Sr. Mackintosh. Agrega la 
intervencion de una justa causa, para que el interesa- 
do de segundo órden pueda ser admitido en juicio co- 
mo si la sentencia que se pronuncia se le perjudicara: 
pues aun mediante ésta causa ¡no se oponia 4 que se 
citase y emplazara al gobernador de Guanajuato? Cur 
tan varié. Al tocar el Sr. Cuevas los derechos que. el 
gobierno de Guanajuato tiene en el fondo de instrue- 
cion pública, incide en varios errores que provienen de 
no aplicar á un punto de hacienda la legislacion del 
ramo; mas ni el asegurar los parcioneros que merecen 
la confianza del gobernador del Estado, ni el que perju- 
dique al legatario, el fallo dado contra el heredero, ni 
el que pueda del mismo modo ser nociva á los parientes 
la sentencia de filiacion, inducen alguna prueba para 
que se falle contra la ley que prohibiá se admitiera re- 
curso alguno contra la declaracion que hizo V. E. de 
ser competente, ni menos funda derecho, ese amago de 
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responsabilidad en que asegura que incurrió V. E. al 
dictar sus superiores autos de 9 de Agosto de 849, y 3 
de Febrero de 851: quédense esos amagos para ame- 
drentar á pusilanimes, no á magistrados, que seguirán 
siempre la senda que la ley les demarque y demande 
la justicia: las declamaciones de que la moral pública 
impere, de que adquiera toda la fuerza posible, son lu- 
gares comunes y mal aplicados, llevando consigo una 
mancha con que quiere oscurecerse la dignidad de V. 
E. haciéndole inconstante en sus principios, veleidoso 
en sus fallos, y accesible á los amagos de una respou- 
sabilidad parcial é indiscreta. 

Las citas del padre Molina, del práctico D. Juan Gu- 
tierrez y del señor conde de la Cañada, vienen tan poco 
á propósito á la cuestion del dia, que fuera inútil el tra- 
bajo que se impendiera en esplayarlas, asf como lo fue- 
ra dedicarse á analizar lo que dijeron los señores Cue- 
vas (que cita sus doctrinas elevándolas al rango deauto- 
ridad), y lo que espusieron los Sres. Couto y Arriola, á 
favor delSr. D. José María Godoy; porque 4 lo espuesto 
arriba fuera bastante agregar que esta cuestion no prue- 
ba que debe admitirse hoy la competencia despues de los 
autos de V. E. y de lo dispuesto por la ley. Que en 
Guanajuato se haya formado una especie de concurso 
entre los aspirantes á las dos y media barras que fue- 
ron de Doña ¡Mariana Noriega, es decir, entre el Sr. 
D. José María Godoy, el succesor de D. Genaro Vi- 
ya, el fondo de instruccion pública del Estado, y el 
erario de la Union; esto no viene al caso, ni de tal no- 
ticia puede deducirse otra cosa que el que á ese juicio 
podrá concurrir con su cortejo de asesores el Sr. Go- 


> E 3 


—— 


—69— 
dey, con sus privilegios la hacienda publica, y que 
pues el inspector de instruccion es uno de los que se 
han presentado, es porque reconoce derechos pertene- 
cientes 4 la misma instruccion. | 

En el desarreglo, permítaseme sin ofensa la espre- 
sion, con que ha ido haciendo sus observaciones el Sr. 
Cuevas, incurre continuamente en contradicciones tan 
palpables y notorias que no puede paliarlas con inter- 
pretaciones: cita de la ley 2 7, tit. 7. ° „partida 3.7, 
la siguiente disposicion: “que cualquiera que sea em- 
plazado por un juez, se presente ante él aunque goce 
de alguna escepcion ó privilegio que lo exima de su 
jurisdiccion. E esto es por la honra del logar é del 
poderío que tiene el juez á mombre del rey.” Lue- 
go conforme á estas disposiciones debia concurrir al 
juicio el señor gobernador de Guanajuato, dando para 
justificar esta obligacion el fundamento que ministra 
la ley citada. V. E. ya calificó que el Sr. Mackin- 
tosh pudo retirar su demanda sin necesidad del per- 
miso que echa de menos el Sr. Cuevas. Laley 3.9, 
tit 10, partida 3.9%, del mismo modo que la segunda 
del mismo título y libro, para entenderse comen- 


_zado el juicio suponen la contestacion; mas en los 


autos principales la demanda no estaba contestada, ni 
le será fácil al Sr. Cuevas enseñar esta contestacion; 
confundir la prevension con la contestacion es no pro- 
ceder con exactitud; la prevension se encuentra entre 
jueces de igual jurisdiccion, mas la citacion media en- 
tre el demandado y el juez. ¿Qué importa pues, ni 
cómo aplicarse al caso el efecto de la prevension entre 
jueces de jurisdiccion indisputada, con los efectos de 
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la citacion? Los conceptos que envuelve una reticen- 
cia del Sr. Cuevas contra esta Exma. sala, abre un 
vasto campo para dilacerar la opinion de V. E., sien- 
do una de las contradicciones que ha diseminado, la- 
mentar que haya querido esta sala sobreponer la opi- 
nion de sus ministros á las disposiciones espresas de 
nuestras leyes y á las doctrinas de nuestros autores. 
¡Qué solicita en su informe el Sr. Cuevas? Que se 
revoque lo dispuesto por ley espresa, que es la 4.P, 
tít. 5.9, lib. 4 de la Recopilacion, que callen todas 
las autoridades, que V. E. retroceda que y posponga 
sus opiniones á las del Sr. Cuevas. No es menos feliz 
querer analizar los autos supremos de V. E., y en 
ellos lo que es la continencia de la causa: supone di- 
versas las personas, porque supone diversos los parcio- 
neros del Estado de Guanajuato porque son diversas 
las cosas, diversas las transacciones y diversas las ac- 
ciones con que se demanda su nulidad. 

Divágase el Sr. Cuevas en combatir lo que es con- 
tinencia de la causa, queriendo impugnar así los su- 
periores autos de V. E., pero jquid ad rem, á qué pro- 
pósito viene todo esto? ¡Dejó por ventura de ser cier- 
to que esta Exma. sala se declaró competente? jHa 
dejado de serlo el que la ley prohibe la admision de 
otro recurso, incluso el de competencia despues de 
esto? ¡No es verdad que el objeto de la declinatoria 
ya no subsistía despues de retirada la demanda puesta 
en Guanajuato? Pues si todo esto es cierto, ¡á qué vie- 
ne esa peregrina divagacion, y á qué propósito se 
quiere distraer la atencion de este tribunal supremo? 

Antes de concluir, juzga á propósito el Sr. Cuevas 


dar una ojeada y sacar de ella doctrinas de Tocquevi- 
lle para ensalzar la organizacion judicial de los Esta- 
dos—Unidos del Norte, y deprimir la nuestra. ¡Podrá 
decirse del Sr. Cuevas lo que este mismo autor dice 
de que “lo que un estrangero comprende con mayor 
dificultad en los Estados-Unidos, es la organizacion 
judicial?” A esto parecia inclina:nos la cita que hace 
de las doctrinas de éste autor; mas al ver como trun- 
cando sus máximas, toma «de ellas las que le convie- 
nen y pasa en silencio el resto, aunque la buena fé exi- 
gía el que nada se hubiese omitido para el perfecto' 
juicio que debiera formar el que se impusiera con 
exactitud el público para que la opinion fallara; el Sr. 
Cuevas sin embargo, no lo estimó así conveniente ni 
conforme 4 su propósito. A recorrer con análisis y 
detenimiento los acaecimientos de la constitucion de 
los Estades—-Unidos: á esponer con franqueza lo ense- 
ñado por los escritores de los Estados—Unidos: á exami- 
nar con imparcialidad, no solo al escritor cuyas doc- 
trinas entresaca, sino 4 otros se habria convencido ast 
de lo que antes hemos referido, como de que les. Esta- 
dos pueden ser demandados ante la suprema corte 
cuando median intereses come los que ecupan hoy la 
atencion de V. E. no estendiéndomeá mas porel esta-. 
do de mi salud y estimar bastante lo referido en este 
informe, para convencerle de que esa legislacion de 
los Estados—Unidos.. buena ó. mala, perfecta 6: sin. 
perfeccion, no es la que debe servir á V.. E. para 
la decision que hoy se: le pide. El Sr:Cuevas en 
las distintas faces que le ha dado al gobierno de Gua- 
majuato representándolo. eomo succesor de un. vín- 
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culo, como legatario, como heredero, como tercero 
coadyuvante no ha menoscabado las obligaciones de 
aquel gobierno, ni disminuido sus deberes; y si por 
el contrario, con sus diversas contradicciones ha veni- 
do á justificar la ninguna justicia que han tenido los 
parcioneros con pleno conocimiento, al querer introdu- 
cir un recurso inadmisible 6 interpuesta con toda la 
temeridad de que á penas puede creerse susceptible, 
y no disimulable aun por el terror que infunden los 
figurados directores del Sr. Mackintosh. 

V. E. en conclusion ha visto cual es el verdadero 
estado de la cuestion: que la ley vigente y no deroga- 
da, cuyo cumplimiento yo le pido, prohibe la admi- 
sion que solicitan los parcioneros: ha oido las doctri- 
nas que he citado en apoyo de mis clientes: ha escu- 
chado sus fundamentos: ha recordado lo pedido en 
caso análogo, y con la cita de la misma ley, por el mi- 
nisterio fiscal: me ha visto V. E. recordarle sus propias 
opiniones y seguir en el tortuoso y desconcertado gi- 
ro que dió á su informe el Sr. Cuevas, manifestando 
lo inconducente, errado y contradictorio de su discur- 
so, y que finalmente, contra las demostraciones que 
creo haber hecho, solo se han opuesto amagos, inter- 
pretaciones siniestras contra el decoro y circunspec- 
cion de V. E. Suplico en consecuencia, y por los 
méritos alegados, se digne cones 4 cuanto pedi al 
principio. 
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